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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña, y de Desarrollo Social, señor Marcos Barraza Gómez. 
Asimismo, se encontraban presentes el Subsecretario de Salud, señor Jaime Burrows Oyarzún; la asesora de dicha Cartera, señora Andrea Martones Reyes, y diversos asesores de parlamentarios.  

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario subrogante, el señor Julio Cámara Oyarzo.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:24, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 73ª, ordinaria, y 74ª, extraordinaria, en 19 y 20 de diciembre de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.



IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor CÁMARA (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que declara feriado el 16 de enero de 2018 para la Región Metropolitana de Santiago con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco (boletín N° 11.544-06).



Con los cinco siguientes retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos:



1) El que regula el uso de plásticos desechables de un solo uso (boletín N° 10.054-12).



2) El que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (boletín N° 10.526-06).



3) El que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, y tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (boletín Nº 10.739-07).



4) El relativo a la modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (boletín N° 11.430-13).



5) El que fortalece el Servicio de Tesorerías (boletín N° 11.468-05).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que aprobó el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para conceder permiso laboral a los trabajadores inscritos en el Registro Nacional de Bomberos Voluntarios, en las condiciones que indica (boletín N° 11.394-22) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


Con el segundo comunica que dio su aprobación al proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández (boletín N° 11.444-06) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Con el tercero indica que aprobó el proyecto de ley que declara feriado el 16 de enero de 2018 para la Región Metropolitana de Santiago con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco (boletín N° 11.544-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y, en su caso, a la de Hacienda.



Con el cuarto señala que tomó conocimiento de que el Senado rechazó las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica (boletín N° 10.739-07) (con urgencia calificada de “suma”), y comunica la nómina de Diputados que concurrirán a la formación de la Comisión Mixta que dispone el artículo 71 de la Constitución Política (Véase en los Anexos, documento 4).



Con el quinto comunica que tomó conocimiento de que el Senado desechó algunas de las enmiendas propuestas por esa Corporación al proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente de aquel (boletín N° 10.314-06), y comunica la nómina de Diputados que concurrirán a la formación de la Comisión Mixta que dispone el artículo 71 de la Constitución Política (Véase en los Anexos, documento 5).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



De la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago:


Remite copia de la sentencia que pronunció con fecha 3 de julio de 2017 y de la resolución de la Excelentísima Corte Suprema de 8 de noviembre de 2017, recaídas en los autos sobre solicitud de desafuero del Senador señor Iván Moreira Barros, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 419 del Código Procesal Penal.


--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín N° 8.149-09).



Remite copia de la sentencia pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 418 del Código Procesal Penal.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Artículos 1, inciso tercero, y 485 del Código del Trabajo.



-Incisos primero, segundo, quinto y octavo del artículo 22° del decreto con fuerza de ley N° 707, sobre cuentas corrientes bancarias y cheques.



-Inciso primero del artículo 4° de la ley N° 19.886, sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, y artículos 294 bis y 495, N° 3, del Código del Trabajo.



-Artículo 196 ter, incisos primero y segundo, de la ley Nº 18.290, de Tránsito.



-Artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.



-Artículo 768, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil, y artículos 28, N° 2, y 30 del decreto ley N° 3.538, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros.



-Artículo 4, inciso primero, de la ley N° 19.544, que establece un beneficio pecuniario para los magistrados de los tribunales de justicia que señala.



-Artículos 21, 31 (inciso primero) y 33, N° 1, letra g), de la Ley de Impuesto a la Renta.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Presidente (S) de la Corte de Apelaciones de Santiago:


Adjunta información referente a la conformación de las Salas y de la nueva presidencia de esa Corte.



Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, para informar respecto de las acciones realizadas por la Fuerza Aérea de Chile para el combate de incendios forestales.



De la señora Ministra de Salud:


Informa acerca de los siguientes asuntos, a solicitud del Senador señor Navarro:



-Situación de la bacteria cronobacter sakazakii detectada en preparados de leches.



-Listas de espera.



-Denuncias efectuadas por la suspensión de los comités de vigilancia de riesgos psicosociales en el servicio de Aduanas.



Responde al Senador señor Tuma en cuanto a las razones que motivaron el rechazo de licencia de la persona que señala.



Contesta consultas del Senador señor Horvath a propósito de las siguientes materias:



-Posibilidad de traslado de una cámara hiperbárica a la comuna de Maullín, Región de Los Lagos.



-Alternativa de uso del vertedero industrial de Melinka para el desecho de salmones decomisados por mal estado.



Atiende acuerdo del Senado relativo a la adopción de diversas medidas con el objetivo de afrontar la crisis institucional y del sistema de protección del Servicio Nacional de Menores (boletín N° S 1.942-12).



Informa solicitud, expedida en nombre del Senador señor Bianchi, sobre la implementación de un sistema de licencias médicas electrónicas en la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



De la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones:


Responde petición, expedida en nombre del Senador señor Quintana, sobre los problemas de transporte público que afectan al sector de Puente Negro, de la comuna de Nueva Imperial.



Del señor Ministro del Medio Ambiente:


Da respuesta a solicitud de información respecto de la carretera de la fruta: materia consultada por el Senador señor García-Huidobro.



De la señora Subsecretaria para las Fuerzas Armadas:


Atiende inquietud del Senador señor García relacionada con el estado de tramitación de la solicitud de renovación de la concesión marítima efectuada por la Agrupación Kom Newen Kuzam Lafkendomo, de Puerto Saavedra, comuna de Saavedra.



De la señora Subsecretaria de Educación:


Responde consulta del Senador señor De Urresti vinculada con la situación de siete asistentes de la educación en la comuna de Río Bueno.



Del señor Intendente del Maule:


Contesta inquietud del Senador señor Navarro en cuanto a acciones preventivas para evitar incendios forestales.



Del Consejo Regional de la Región de Los Lagos:


Comunica que eligió como su Presidente al señor Ricardo Kuschel Silva.



Del señor Director Nacional (S) del Servicio Civil:


Anexa respuestas a consultas enviadas en nombre del Senador señor Navarro sobre las siguientes materias relacionadas con el Servicio de Salud Arauco:



-Denuncia realizada por eventuales vicios en los concursos públicos efectuados para cinco jefaturas de dicho Servicio.



-Pormenores de los concursos efectuados en los departamentos individualizados del referido organismo.



Del señor Director de la Oficina Nacional de Emergencia:


Remite antecedentes, solicitados por el Senador señor García-Huidobro, relativos al posible desborde de la laguna Los Pejerreyes, en la comuna de Machalí.



Del señor Director del Servicio de Salud Valparaíso-San Antonio:


Da respuesta a solicitud de información de la Senadora señora Allende acerca de la implementación del proyecto SIDRA, para contar con un registro clínico electrónico integrado.



Del señor Director Ejecutivo (S) de la Agencia de Cooperación Internacional:


Remite memorándum de entendimiento entre dicha agencia y Palestinian International Cooperation Agency (PICA), solicitado por el Senador señor De Urresti.



Del señor Director (S) del Hospital de Quilpué:


Contesta consultas del Senador señor Girardi tocantes a los protocolos y licitaciones para el programa de oxígeno domiciliario.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención sobre el Estatuto de los Apátridas”, adoptada en Nueva York el 28 de septiembre de 1954 (boletín N° 11.435-10) (Véase en los Anexos, documento 6).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la “Convención para Reducir los Casos de Apatridia”, adoptada en Nueva York, Estados Unidos, el 30 de agosto de 1961 (boletín N° 11.436-10) (Véase en los Anexos, documento 7).



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (boletín N° 10.683-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).



--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Senadores señores De Urresti, Araya, Pizarro, Quintana y Quinteros, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, en lo relativo al acceso a estos de personas que padezcan ludopatía y a las promociones que dichos establecimientos pueden ofrecerles (boletín Nº 11.550-06) (Véase en los Anexos, documento 10).



De los Senadores señoras Muñoz, Allende y Goic y señor Harboe, con la que comienzan un proyecto de ley que incorpora una cuota de género en las elecciones de concejales y consejeros regionales que se realicen hasta el año 2029 (boletín Nº 11.551-06) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señores De Urresti, Araya, García-Huidobro, Letelier y Quintana, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, a los efectos de establecer la prohibición de vender combustible a conductores de motocicletas que no utilicen el casco protector reglamentario (boletín Nº 11.552-15) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



De los Senadores señor Montes, señora Allende y señores Bianchi, Guillier y Navarro, con la que comienzan un proyecto que modifica el artículo 20 de la ley N° 20.559, sobre sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización, con el objetivo de precisar la forma en que se presentarán los resultados de las evaluaciones de logros de aprendizaje (boletín Nº 11.553-04) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Navarro para ausentarse del país a contar del 1 del mes en curso.



--Se accede a lo solicitado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Debo plantearle a la Sala dos puntos relacionados con la Cuenta.



Primero, en cuanto al proyecto de ley que declara feriado el 16 de enero de 2018 para la Región Metropolitana de Santiago con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco, los Comités acordaron -se dará cuenta de ello en seguida- eximirlo del trámite de Comisión de Gobierno y remitirlo solo a la Comisión de Hacienda.



Por otra parte, le pedí al señor Secretario citar a la Comisión Mixta encargada de resolver las diferencias suscitadas en torno al proyecto que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente de él: para mañana, a las 12.

El señor BIANCHI.- Conforme.

El señor MONTES.- Está bien.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para referirse a la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la Comisión de Defensa aprobó por unanimidad -la Cámara de Diputados lo despachó en la misma forma- el proyecto que modifica el decreto ley N° 2.222 en materia de extracción de naves hundidas o varadas y de materias nocivas contenidas en ellas, de las cuales existe aproximadamente una media docena.



Solicito que tratemos dicha iniciativa sin discusión, como si fuera de Fácil Despacho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?

El señor PROKURICA.- Está en el número 12 de la tabla, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor BIANCHI.- Sin discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Como si fuera de Fácil Despacho y sin discusión.

El señor BIANCHI.- ¡Perfecto!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.

El señor PROKURICA.- Muchas gracias.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, solicito reabrir solo por 10 minutos el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre educación superior (boletín N° 10.783-04), que venció el 28 de diciembre, a las 12.



Lo conversamos con los Senadores Andrés Allamand, Carlos Montes e Ignacio Walker.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?



--Así se acuerda.
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:


1.- Tratar como si fuera de Fácil Despacho, en la sesión ordinaria de hoy, el asunto signado en la tabla con el número 10: proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (boletín N° 9.452-09).



2.- Según informó el señor Presidente, remitir solo a la Comisión de Hacienda el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el 16 de enero de 2018 para la Región Metropolitana de Santiago con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco (boletín Nº 11.544-06), autorizando a dicho órgano para que sesione en forma simultánea a la Sala.



3.- Analizar en el segundo lugar del Orden del Día de las sesiones ordinarias de hoy, martes 2, y mañana, miércoles 3 de enero, el asunto signado con el número 3 de la tabla: proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil y modifica la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y diversas normas que indica (boletín N° 11.174-07).  



4.- Incluir en la tabla de la sesión ordinaria de hoy, en cuanto se dé cuenta del informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, el oficio mediante el cual Su Excelencia la Presidenta de la República solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política (boletín Nº S 1.959-06).



5.- Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes 9 del mes en curso el informe de la Comisión Mixta formada para resolver las divergencias suscitadas en la discusión del proyecto de reforma constitucional que otorga reconocimiento constitucional al principio de transparencia y al derecho de acceso a la información pública (boletín N° 8.805-07).



6.- Fijar el siguiente calendario de semanas regionales para el año 2018, hasta enero de 2019.



Marzo: desde el lunes 26 hasta el jueves 29.



Abril: desde el lunes 23 hasta el viernes 27.



Mayo: desde el lunes 28 de mayo hasta el viernes 1 de junio.



Junio: desde el lunes 25 hasta el viernes 29.



Julio: desde el lunes 23 hasta el viernes 27.



Agosto: desde el lunes 27 hasta el viernes 31.



Septiembre: desde el lunes 24 hasta el viernes 28.



Octubre: desde el lunes 29 hasta el miércoles 31.


Diciembre: desde el lunes 3 hasta el viernes 7 y desde el lunes 24 hasta el viernes 28.



Enero de 2019: desde el lunes 28 hasta el jueves 31.



7.- Citar a sesión especial para el martes 6 de marzo próximo, de 11 a 14, a fin de conocer de la contienda de competencia promovida por el señor Contralor General de la República al tenor de lo dispuesto en el artículo 53, Nº 3), de la Carta Fundamental, en relación con el recurso deducido ante la Excelentísima Corte Suprema en los autos rol N° 76325-2016, caratulados “Rodríguez Mendoza Héctor Eduardo con Dirección General de Aeronáutica, Fisco de Chile”, radicados en la Cuarta Sala de ese Excelentísimo Tribunal (boletín Nº S 1.913-03), y continuar su tratamiento en la sesión ordinaria del mismo día.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Gracias, señor Secretario.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la sesión ordinaria precedente aprobamos en general el proyecto sobre fortalecimiento del Servicio de Tesorerías, pero no se fijó plazo para presentar indicaciones.



Como no se ha formulado solicitud a tal efecto, habría que despachar la mencionada iniciativa.

FORTALECIMIENTO DEL SERVICIO DE TESORERÍAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece el Servicio de Tesorerías.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.468-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 61ª, en 21 de noviembre de 2017 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 73ª, en 19 de diciembre de 2017. 



Discusión:



Sesión 75ª, en 20 de diciembre de 2017 (se aprueba en general). 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habiéndose pedido fijar plazo para la presentación de indicaciones, ¿le parece a la Sala despachar la iniciativa también en particular?

El señor COLOMA.- ¿Está aprobada en general?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, señor Senador. Y no se solicitó plazo para formular indicaciones.



¿Les parece a Sus Señorías?

El señor MONTES.- Sí.

El señor PROKURICA.- Por supuesto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hay 20 Senadores en el Hemiciclo.



--No habiéndose pedido plazo para formular indicaciones, el proyecto queda aprobado también en particular (20 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional exigido.
V. ORDEN DEL DÍA
RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- De acuerdo a lo resuelto por los Comités, corresponde tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises, con informe de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.452-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señoras Muñoz y Allende y señores Guillier, Horvath y Prokurica):


En primer trámite: sesión 32ª, en 15 de julio de 2014 (se da cuenta).



En tercer trámite: sesión 54ª, en 17 de octubre de 2017.


Informes de Comisión:


Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016. 



Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía: sesión 75ª, en 20 de diciembre de 2017.



Discusión:



Sesión 100ª, en 28 de enero de 2016 (se aprueba en general y en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado, y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó 13 enmiendas, sobre las que esta Sala debe pronunciarse.



La Comisión Especial de Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señoras Allende y Muñoz y señor Pizarro), propone aprobar las modificaciones de la Cámara Baja, con excepción de las siguientes:



-Las realizadas a las letras g) y l) del artículo 2°.



-La efectuada al inciso tercero del artículo 3°.



-La consistente en incorporar un número 7 en el inciso primero del artículo 4°.



-Las introducidas al artículo 5°.



-Las destinadas a agregar los artículos 6°, 11 y 14, nuevos.



Sus Señorías tienen en sus pupitres un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados y los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión Especial.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito el acuerdo necesario para que ingrese el Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.



En discusión las modificaciones de la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, me corresponde informar el proyecto, en tercer trámite constitucional, que regula el servicio de recolección, reutilización y disposición de aguas grises.



Como ya se indicó, fue objeto de una serie de modificaciones por parte de la Cámara de Diputados, la mayoría de las cuales introducen mejoramientos al texto que despachó el Senado. Y así fue entendido por los integrantes presentes de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, a quienes el señor Secretario ya individualizó.



Se trata fundamentalmente de enmiendas formales, que no apuntan al fondo del proyecto. Sin embargo, con los Senadores señora Allende y señor Pizarro rechazamos unánimemente siete, para buscar acuerdos en el trámite de Comisión Mixta, principalmente porque algunas requieren precisiones técnicas y otras inciden en materias vinculadas con el establecimiento de obligaciones.



En forma específica, informo a la Sala que se desecharon las realizadas a las letras g) y l) del artículo 2, atinentes a la finalidad de perfeccionar el texto sobre la instalación de plantas de tratamiento en zonas de uso habitacional y a los sistemas de interés público que se adscriben a la reutilización de aguas grises.



Otro tanto ocurrió con la relativa al inciso tercero del artículo 3, así como con la incorporación del número 7 en el artículo 4, en lo que medió una razón solo técnica, referente al uso de la expresión “zona urbana”, que debiera corresponder, según los representantes del Ejecutivo, a la de “área urbana”.



Lo mismo se resolvió en el caso de las modificaciones efectuadas al artículo 5, en la búsqueda de una clarificación de las entidades que pueden tener iniciativa acerca del sistema de aguas grises para fines de interés público.



Asimismo, se rechazaron los artículos 6, 11 y 14, nuevos, que consignan la promoción de la implementación de los sistemas de aguas grises, la elaboración de programas educativos y de capacitación por las autoridades competentes y el establecimiento de la obligación de contar con mecanismos de reutilización en el caso de determinadas actividades económicas, como la construcción y la minería.



Una indicación en la Cámara de Diputados hacía obligatoria la utilización de estos sistemas tanto en la construcción de viviendas como en actividades mineras, lo que fue desechado en nuestra Comisión. Ello se sometería a la Comisión Mixta.



La iniciativa obedece a una moción de los Senadores señores Prokurica, Horvath y Guillier, señora Allende y quien habla, los que la hemos fundamentado en la posibilidad de buscar nuevas fuentes de agua en el escenario de escasez hídrica que vive nuestro país y particularmente las regiones de la zona norte. Agradezco que sea tramitada como si fuera de Fácil Despacho.



Se trata de aspectos fundamentalmente formales, técnicos, y, por eso, solicito que el texto, sin discusión, pase a Comisión Mixta, donde podremos ocuparnos en profundidad en el asunto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerán las recomendaciones del órgano técnico, de tal manera que el proyecto sea remitido a esa última instancia.

El señor PROKURICA.- Conforme.



--Se aprueban las proposiciones de la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía.

MODIFICACIÓN DE DECRETO LEY N° 2.222, DE 1978, EN MATERIA DE EXTRACCIÓN DE NAVES HUNDIDAS O VARADAS Y CARGA NOCIVA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.222, de 1978, en cuanto a extracción de naves hundidas o varadas y de materias nocivas contenidas en ellas, con informe de la Comisión de Defensa Nacional.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.325-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 44ª, en 6 de septiembre de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Defensa Nacional: sesión 66ª, en 28 de noviembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El principal objetivo de la iniciativa es prevenir la contaminación marina y preservar el medioambiente y la seguridad de la navegación, para lo cual se otorgan nuevas facultades a la autoridad marítima respecto de naves o artefactos navales cuyo estado represente un riesgo o un peligro para alcanzar esa finalidad.



La Comisión discutió el proyecto solo en general, a fin de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionarlo y enriquecerlo con ocasión del segundo informe. La idea de legislar fue acogida por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Bianchi, Pérez Varela y Prokurica.



Cabe tener presente que los artículos 132 bis y 132 ter, incorporados, respectivamente, por los números 3 y 4 del artículo único, son normas de quorum calificado, por lo que requieren 18 votos para su aprobación.



El texto que se propone sancionar en general se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más.
El señor PROKURICA.- “Si le parece”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay objeciones, el proyecto se dará por aprobado en general, y si no se pide plazo para formular indicaciones, quedará aprobado también en particular.



--Así se acuerda, dejándose constancia, para el efecto del quorum constitucional exigido, de que se registran 20 votos a favor.

)------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido la autorización de la Sala para que pueda ingresar la asesora jurídica de la Subsecretaría de Salud Pública señora Andrea Martones.



--Se accede.

REGULACIÓN DE MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS E IMPEDIMENTO DE INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias, con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Salud, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.914-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar):



En primer trámite: sesión 96ª, en 10 de marzo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Salud: sesión 9ª, en 14 de abril de 2015.



Salud (segundo): sesión 80ª, en 11 de enero de 2017. 



Salud (nuevo segundo informe): sesión 32ª, en 18 de julio de 2017.



Discusión:



Sesiones 10ª, en 15 de abril de 2015 (queda para segunda discusión); 68ª, en 10 de noviembre de 2015 (se aprueba en general); 88ª, en 8 de marzo de 2017 (el proyecto vuelve a la Comisión de Salud); 49ª, en 3 de octubre de 2017 (queda para segunda discusión en particular); 52ª, en 10 de octubre de 2017 (queda pendiente la discusión en particular); 57ª, en 24 de octubre de 2017 (queda aplazada la votación en particular); 71ª, en 12 de diciembre de 2017 (queda pendiente la discusión en particular).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Prosiguiendo con las solicitudes de votación separada y las proposiciones acordadas por mayoría, hago presente que la Honorable señora Van Rysselberghe pidió un pronunciamiento aparte respecto del número 25, que pasaría a ser 24 y agregaría un artículo 129 H, nuevo, norma que es de quorum calificado.



Además, la disposición fue aprobada en la Comisión por tres votos a favor y dos abstenciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.

El señor COLOMA.- Que explique el Gobierno.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, el artículo es importante por establecer la obligación de laboratorios y farmacias de entregar información de precios al Instituto de Salud Pública y al Ministerio de Salud. Ello, ¿con qué idea? Para obtener datos que hagan posible la generación de políticas públicas que le permitan a la gente un mejor acceso a los remedios y, sobre todo, la operación de forma más expedita del observatorio de precios que ha llevado adelante el Ministerio, alimentado hasta el momento solo con antecedentes que entregan voluntariamente algunos laboratorios y farmacias.


Esto último ha sido bastante positivo. La experiencia de la voluntariedad ha sido muy enriquecedora para poder establecer el sistema. Lo que se busca es que la medida sea obligatoria, de tal manera que el público pueda contar con toda la información disponible y elegir de mejor manera qué ofertas le convienen más al momento de comprar medicamentos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, lo que se intenta a lo largo de la discusión es justamente lograr un mercado de medicamentos transparente y que impida procesos de colusión como los que han sido sancionados por la Fiscalía Nacional Económica, así como abusos contra las personas.


No podemos hacer referencia a consumidores, porque cualquiera de ellos es un actor libre, que puede decidir o no si adquiere un producto determinado. Aquí se trata de pacientes, quienes están obligados a comprar el fármaco. No es como si se buscaran zapatos. Por último, si alguien finalmente no encuentra el calzado que le gusta o si este es muy caro, puede desistir. Cuando se trata de remedios, existe la obligación -repito- de comprar, y normalmente a hacerlo, además, a los verdaderos monopolios constituidos por las cadenas existentes en el país. Hay evidencia suficiente de que han llevado a cabo procesos de colusión y de aumento de precios sin justificación alguna.



De hecho, Chile registra en la materia el gasto de bolsillo más alto en el planeta y medicamentos que se hallan entre los de precio más elevado. Mucha gente no solo viaja a Argentina a adquirirlos, sino también a Europa y a otros países, donde pueden resultar un tres mil por ciento más baratos, con los mismos compuestos activos y los mismos productores, que los elaboran ya sea en China o en India. ¿Por qué es así? Por la asimetría de información en los pacientes y la absoluta falta de regulación.



En Europa, donde se encuentran las economías avanzadas de la OCDE, hay fijación de precios. No existe la posibilidad de que en Francia, Alemania o Italia, por ejemplo, se venda un mismo fármaco a un valor distinto. Las farmacias son privadas, pero concesionadas. Existe regulación: todas ellas cobran lo mismo por determinado antibiótico.



Eso no ocurre en Chile.



Acá no estamos haciendo referencia a una fijación de precios, sino a entregarles a los pacientes información sobre los remedios. ¿Por qué? Porque Sus Señorías saben que existe integración vertical y que los laboratorios, incluso los internacionales, venden los fármacos a un valor excesivo.



Además, se discrimina a las farmacias pequeñas, ya que se fija para ellas un precio muy diferente del determinado para las cadenas.



La que nos ocupa es una obligación establecida para todas las actividades económicas, pero, paradójicamente, no para el mercado más sensible y con la mayor asimetría. ¿Por qué? Porque un paciente no puede decidir nada respecto de un medicamento prescrito por un médico ni cuando va a una farmacia, porque carece de información. ¡Ni siquiera conoce las varias denominaciones de un mismo antibiótico, de un mismo paracetamol, de un mismo compuesto activo!



Entonces, ¿de qué se trata? De que podamos disponer de un sistema de vigilancia, de observadores de precios, que permitan saber, por ejemplo, lo que laboratorios cobran a farmacias y, evidentemente, si hay discriminaciones o alzas indebidas. Ello no constituye limitación alguna desde el punto de vista de querer una fijación, sino que la idea es transparentar.



Lo mismo hicimos en cuanto a la velocidad mínima en Internet. A todas las compañías proveedoras del servicio les pedimos la información de los precios y de las velocidades que ofrecen, y se establecerá un observatorio para enterar al usuario de qué empresas presentan mayores o menores incumplimientos.



Por lo tanto, nos parece que la disposición en examen es muy importante.



Si de verdad existe una convicción en la materia, es cuestión de comprender que estamos haciendo referencia al medicamento como un bien público que es parte de la salud. Y ello afecta a los chilenos de menores recursos y a los de mayor edad, porque, mientras más años se vive, mayor es el consumo de remedios.



Solo deseo consignar que uno de los principales apoyos del proyecto ha sido el del recién electo Presidente Piñera, quien lo ha hecho suyo.



Espero que no prime la letra chica, que haya letra grande y que se otorgue la aprobación, porque estas iniciativas se han pensado de acuerdo con el bien del país y son transversales y significativas para la sociedad chilena. 



Hay abusos inconmensurables. ¡Todos lo sabemos! Todos vamos a las farmacias y advertimos que ni siquiera cuentan con listas de precios. Es muy relevante avanzar en esta dirección.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 129 H, nuevo, contenido en el número 25, que pasa a ser 24, dejándose constancia, para el efecto del quorum constitucional exigido, de que se registran 20 votos a favor y 3 abstenciones.



Votaron las señoras Goic y Muñoz y los señores Allamand, Bianchi, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Coloma, García-Huidobro y Pérez Varela.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El número 26, que pasaría a ser 25, agrega en el Libro Sexto un Título IV, nuevo, que contiene varios artículos.



Sin perjuicio de que uno de ellos fue acordado por mayoría, se solicitó votación separada para el número completo, que comprende los artículos 129 I a 129 S.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor COLOMA.- Que explique primero el Gobierno.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el señor Subsecretario, con la autorización de la Sala.
El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, el Título que se sugiere agregar constituye una regulación contemplada en varios países desarrollados, al igual que en algunas naciones de América, como Brasil, y tiene que ver con definiciones más claras respecto de los conflictos de interés entre los laboratorios y quienes prescriben los medicamentos.



Se considera una serie de situaciones, entre ellas la de que estos establecimientos tienen que informar periódicamente al Instituto de Salud Pública acerca de traspasos de bienes o de regalías a los médicos, como viajes a congresos, becas, etcétera, de manera que sea transparente la relación entre productores de fármacos y quienes recetan.



El sistema es muy parecido, en la legislación comparada, al de los Estados Unidos en la denominada “Sunshine Act” y otros países, lo que analizó el Ejecutivo al proponerlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo deseo complementar lo expuesto por el señor Subsecretario.



Uno de los problemas que enfrentamos en este ámbito es la existencia de incentivos no solo en el punto de venta, donde las farmacias le pagan al dependiente por expender los medicamentos más caros y no los más baratos, sino también en toda la cadena, partiendo por el médico que receta. Lo que queremos se vincula fundamentalmente con la prescripción y con el interés que puede existir tanto en el facultativo que la lleva a cabo como en los laboratorios que desarrollan determinadas prácticas hacia este último: la generación de transparencia.



La ley en proyecto, en general, va más allá. Por ejemplo, impide el financiamiento de congresos a los profesionales, a diferencia de lo ocurrido hasta ahora; de pasajes, o de pasantías lindantes, muchas veces, con el turismo más que con la investigación. Transparentaría, entonces, un ámbito que estimamos muy importante.



El texto no solo apunta a establecer mecanismos en la materia y a disminuir conflictos de interés en relación con el punto de venta, sino también en toda la cadena. Evidentemente, ello asimismo dice relación con los que se plantean entre laboratorios y farmacias, pero particularmente se refiere a los médicos, quienes prescriben y determinan, finalmente, qué medicamento va a comprar el paciente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo el sentido de buscar una mayor transparencia y regular el conflicto de intereses. Pero, si hay algo peor que eso, es generar un manto de burocracia completamente imposible de evitar.



Yo les pido a los Senadores que lean en detalle el conjunto de personas que van a tener que hacer declaraciones y que van a ser reportadas a este efecto. Yo entiendo que deban hacerlas los sujetos activos (quienes fabriquen, importen, produzcan) o uno pasivo, como un doctor. Pero el número 3 del artículo 129 I dice: “Se entenderá por personas relacionadas” -o sea, van a tener que estar en cada informe sobre cada tema- “los cónyuges o convivientes civiles, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad” -es decir, si soy médico, mi nieto tendrá que figurar porque prescribí o hice una consulta determinada- “y segundo de afinidad, inclusive, de las personas señaladas en los números anteriores; y las personas jurídicas”, etcétera. En otras palabras, según este Título IV, nuevo, se tendrá que reportar cada vez que una de esas personas esté enferma. 



Señor Presidente, una cosa es la transparencia y otra, la burocracia. ¿Alguien cree que va a mejorar la situación actual al incluir una lista interminable de parientes? 



Entendámoslo bien. Todos tuvimos que realizar una declaración de intereses y patrimonio para acceder a nuestros cargos. Pero esta es una especie de macrodeclaración permanente que deberán hacer todos los sujetos activos o pasivos. ¡Qué tienen que ver los nietos de un sujeto pasivo, un doctor, que pueda prescribir un remedio determinado!



Les pido que clarifiquemos cuál es el sentido de esa información, cuál es el sentido de esta pirámide de la burocracia. A mí me parece bien que lo hagan las personas directamente vinculadas. Sin embargo, lo otro, señor Presidente, honestamente, es un exceso. ¡Imagínese, además, el papeleo que va a suponer! Porque va a ser una cosa permanente; esto se deberá realizar cada vez que aparezca un remedio, una transacción. Si se es  un sujeto pasivo o activo, habrá que hacer todo este cúmulo de elementos adicionales.



Yo les ruego que lo revisemos y no carguemos a una institución que se supone debería dar facilidades para entregar buenos precios a los pacientes con una exigencia que, a mi juicio, excede todo lo razonable que puede existir en una legislación de este tipo.



Reflexionemos sobre cuál es el sentido de estas incorporaciones que incluyen -insisto- hasta los nietos, los cuñados, vinculando a cada sujeto pasivo -cualquier médico- y no solamente a los activos. Entiendo que los activos, que son los laboratorios, deben ser considerados. Pero no: los médicos también tienen todo este conjunto de requisitos.



Me parece, de verdad, completamente excesivo. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, entiendo que usted está pidiendo votación separada del número 3 del artículo 129 I.

El señor COLOMA.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, creo que sería muy bueno que el señor Subsecretario nos dijera con qué propósito se hace esta definición de sujetos pasivos, que es bastante extensa en realidad, y qué obligaciones van a tener ellos. 



Inicialmente, le encuentro razón a la argumentación del Senador Coloma. Una cosa es definir a los sujetos pasivos; otra es para qué lo hacemos. Y, dependiendo de eso, sabremos si votamos a favor o en contra. Porque, en realidad, todos pasan a ser sujetos pasivos. Estaba leyendo que hasta las unidades académicas de las instituciones de educación superior son consideradas de esa forma.



Esto es muy muy amplio. Por lo tanto, sería interesante escuchar una explicación del Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario, con la venia de la Sala.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, deseo clarificar el origen de esta extensión. Ella tiene que ver con la evidencia que se ha recabado en otros países. 



La verdad es que a veces el comportamiento de los laboratorios para poder influir en la prescripción se vincula no solo con el médico que prescribe, sino también, por ejemplo, con sus familiares o con el financiamiento a través de instituciones.



Aquí simplemente se quiere contar con mayor claridad respecto de esas relaciones y así está establecido en el texto propuesto. Este aspecto es bastante similar a la legislación norteamericana.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación todos los artículos correspondientes al Título IV, nuevo, salvo el número 3 del artículo 129 I.



--(Durante la votación). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, quiero ahondar en la importancia de esto. Hace algunos días el Consejo de Defensa del Estado presentó una querella en contra de los laboratorios que intervinieron inadecuadamente en la Central Nacional de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud.



En el mundo entero se conocen las prácticas de muchos laboratorios que, por el volumen de negocios que representan los medicamentos, interceden o accionan para obtener beneficios o -entre comillas- facilidades que les permitan vender productos que no siempre son los mejores ni los más baratos.  



Y tenemos un ejemplo que acaba de estar presente en la discusión. Una institución que entrega elementos, recursos o equipamientos y suministros, por ejemplo, para las diálisis, intentó conseguir beneficios a través de prácticas inadecuadas, por lo cual el Consejo de Defensa del Estado se está querellando.



En el ámbito de los medicamentos tenemos una zona sensible -como existen otras en el ámbito de la economía- que, además, es muy compleja. 



Esta norma se originó en una indicación que propuso el Ejecutivo, no formaba parte de la moción; esa es la realidad. Sin embargo, en la Comisión nos pareció que resulta totalmente adecuado establecer los más altos estándares de regulación para impedir conflictos de intereses, porque además se trata de medicamentos, de bienes públicos y los afectados son, las más de las veces, los más pobres, los más sufrientes y los más débiles: los enfermos.



Por eso, si bien no es una disposición propuesta por nosotros, la recogemos y apoyamos, ya que es importante particularmente en este -entre comillas- mercado, que no debiera ser tan mercado; tendría que estar mucho más regulado de lo que lo está en Chile.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el Título IV, nuevo, con excepción del número 3 del artículo 129 I (17 votos a favor y 1 abstención).



Votaron la señora Goic y los señores Bianchi, De Urresti, García-Huidobro, Guillier, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor García.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Se deja constancia de la intención de abstención del Senador señor Coloma. 


Corresponde pronunciarse sobre el número 3 del artículo 129 I. 



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 3 del artículo 129 I (12 votos a favor, 3 en contra y una abstención). 


Votaron por la afirmativa la señora Goic y los señores Bianchi, Girardi, Guillier, Letelier, Matta, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker. 



Votaron por la negativa los señores Coloma, García-Huidobro y Hernán Larraín.



Se abstuvo el señor García.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en seguida corresponde ocuparse en otra petición de votación separada. Se trata del número 30, que ha pasado a ser 29, y que intercala en el Libro X un Título I, nuevo, denominado: “DE LA INTERPRETACIÓN ADMINISTRATIVA DE LA AUTORIDAD SANITARIA”. 



Dicho texto figura entre las páginas 81 y 83 del boletín comparado. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, esta norma perfila de mejor manera la separación de funciones en cuanto a los roles fiscalizadores que tienen el Instituto de Salud Pública y las secretarías regionales ministeriales de Salud.



Los artículos precedentes establecen el ámbito de competencia de la fiscalización propiamente tal. Y esta norma viene a complementar el rol de interpretación, de manera tal que la fiscalización y el posible enfrentamiento ante un pronunciamiento no deban ser derivados a otra instancia con el propósito de determinar la manera de aplicar la normativa.



En este caso, el Instituto de Salud Pública va a actuar como una Superintendencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, esta norma no llegó a la Comisión que integro. Por tanto, pido excusas por la lectura que pueda hacer respecto de su sentido.



No sé si le entendí bien o no al señor Subsecretario, pero me parece que, en el fondo, aquí se trata de traspasar facultades administrativas de la autoridad sanitaria -es lo que él señaló- a las secretarías regionales ministeriales de Salud.



El punto es que lo anterior no obedece a lo que siempre ha sido la forma de interpretar administrativamente las cosas en nuestro país. Eso siempre se ha hecho a través de los ministerios. Existe un sistema para evitar interpretaciones administrativas diferentes. 



No sé si es así. Estoy interpretando lo que dijo el Subsecretario, quien me acaba de asentir, por lo que entiendo que eso es lo que se está diciendo: que los seremis van a tener facultades administrativas.



Pero acá hay una cosa de sentido común: los seremis pueden pensar distinto en diversas regiones. Entonces, ¿esto va a depender de cómo cada uno interpreta la norma administrativa o no?



Es muy importante tener claro el punto. Podemos discutir si la ley en esta materia es buena o mala, pero lo que no podemos hacer es permitir interpretaciones diferentes. 



A mi juicio, eso es lo que dice esta norma. Y el informe -lo estoy viendo en este minuto- señala que aquí se producirá un cambio en el esquema de los ministerios y en la relación con las seremías, a las que se les daría esta facultad interpretativa.



Pido que lo anterior se clarifique bien, porque, de ser así, me parece un error severo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, pido excusas si no fui claro.



Lo que pasa es que los artículos precedentes radican la fiscalización de ciertos ámbitos en el ISP y otros en las seremías. Pero, la facultad de interpretación que corresponde al rol fiscalizador de las seremías queda radicada en la Subsecretaría de Salud Pública, justamente con el objeto de evitar que se produzca una dispersión de interpretaciones. 



Hoy día, por ejemplo, algunos seremis aplican un determinado nivel de sanciones a farmacias que caen en incumplimientos y, en otras partes, un nivel distinto. Eso se debe a que las seremías de Salud, en tanto autoridades sanitarias, heredaron las facultades de fiscalización de los servicios de esa área a raíz de la reforma del año 2005.



Lo que queremos es que dicho aspecto, que aún se mantiene en las seremías de salud, sea interpretado por la Subsecretaría de Salud Pública para que les dé a aquellas instrucciones precisas respecto del modo de llevar a cabo las fiscalizaciones. 



Es decir, estamos hablando en el mismo sentido de la duda que manifestó el Senador Coloma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, este artículo es muy importante porque normalmente las seremías ejercen un rol fiscalizador homogéneo. En todo el país ellas siguen dictámenes que tienen que ver con el Código Sanitario, con reglamentos o circulares emitidas por la Subsecretaría de Salud Pública. Las seremías son las que concretan las tareas de fiscalización, particularmente en materia de alimentos, de contaminación, de ruidos y, a veces, en aspectos mucho más complejos y delicados, como el actuar de una farmacia.



El problema de fondo es que el Instituto de Salud Pública es un ente centralizado que solo existe en la Región Metropolitana. Por lo tanto, lo que se plantea acá es entregarles atribuciones normadas, establecidas y delegadas a las seremías. 



Porque, si hay una farmacia en Copiapó o en Tierra Amarilla, ¿cuál es el ámbito de competencia? ¿Quién va a fiscalizar todo lo que diga relación con esta normativa? ¡Nadie! No lo fiscaliza nadie. 



Por eso, se trata de que la fiscalización la pueda realizar la seremía de Salud, ya sea en Chonchi, ya sea en Calama, ya sea en Tierra Amarilla, ya sea en Huasco o en cualquier otro lugar del territorio nacional. La idea es que tengamos una institucionalidad que cuente con un historial en materia de fiscalización, con procedimientos claros, con normas específicas respecto a lo que se debe fiscalizar. De no ser así, podríamos estar cometiendo el error de aprobar una ley que va a carecer de dientes y muelas, porque fuera de Santiago el Instituto de Salud Pública es bastante débil como ente fiscalizador; el papel que cumple tiene que ver con toda una mecánica de registro de medicamentos, de realizar los estudios pertinentes. Además, normalmente dispone de escasísimos recursos para cumplir su rol fiscalizador. Yo diría que incluso para la Región Metropolitana son totalmente insuficientes. 



Lo que aquí se busca es justamente eso: contar con una institucionalidad a través de una suerte de delegación de funciones a las seremías, las cuales tendrán que cumplir un rol fundamental: fiscalizar.



Todo lo que hemos hecho acá para que los medicamentos sean más baratos y para evitar que se cometan abusos no va a servir si no hay fiscalización, si no existe una institucionalidad encargada de llevarla a cabo. Si solo dejamos esa potestad, esa facultad en manos del Instituto de Salud Pública, esta ley va a ser letra muerta. Y supongo que ninguno de los que estamos acá desea eso.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero entender que la norma dice que al que le corresponde fijar, en el orden administrativo, la interpretación de las leyes y reglamentos es al Ministerio de Salud; que la dictación de circulares e instrucciones también es propia de esa Secretaría de Estado, y no de las seremías, como podría desprenderse de la lectura del texto. 



Aquí se señala que son funciones del Ministerio de Salud cuando se trata de materias cuya competencia ha sido entregada a las secretarías regionales ministeriales. En esas materias es el Ministerio el que tiene facultad para fijar, en el orden administrativo, la interpretación correcta.



Así es como se tiene que leer el texto. No son las seremías las que van a dictar las instrucciones, las circulares, las interpretaciones, porque si eso fuera así, sería el caos internacional. ¡No es así! Y, si estuviera en un error, sería importante que se aclarara ahora, para evitar equívocos.



Señor Presidente, pido que la norma se vote con esa interpretación para todos los efectos de la historia de la ley, de manera de no dejar abiertas dudas que, ciertamente, pueden generar una situación caótica.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, claramente no resulta deseable entregar a ministerios sectoriales, incluso de manera arbitraria, la interpretación administrativa de las normas. Tal como se ha señalado insistentemente, ello se aparta del esquema de ministerios y seremías que indicó el Senador Hernán Larraín.



Es por eso que, para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, solicito aclarar el punto al Subsecretario, para que en definitiva se entienda que la interpretación adecuada de las normas va en el sentido que se ha mencionado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, creo que lo expuesto por el Senador Larraín fue brillante, clarísimo. Y considero que el Subsecretario lo reafirmó en cuanto al sentido que tiene.



No se trata de que cada seremi interprete las normas a su arbitrio o en forma distinta, sino de homogeneizar, aprovechando la cercanía que tienen las seremías. Pero es el Ministerio de Salud el que actúa, lo cual nos parece pertinente. Esto fue planteado por el Ejecutivo.



Me alegro de que mi colega haya hecho la clarificación aun sin haber participado de la discusión en la Comisión de Salud, porque, de alguna manera, nos da garantías de que estas normas sean interpretadas así cuando finalmente lleguen a ser ley.



Por otro lado, quiero aprovechar de referirme a un tema que tiene que ver con un artículo distinto, para que también quede en el debate.



Además de la regulación de los precios de los medicamentos y de la transparencia, uno de los avances que presenta este proyecto es la normativa relacionada con las células madre y los fluidos, que son tratamientos cada vez más utilizados, pero donde muchas veces no existe claridad en cuanto a las disposiciones aplicables e incluso qué sucede con la importación. En varios casos se ha cobrado IVA por la internación, cuando el tratamiento ya significa un gasto muy oneroso para las familias afectadas.



En ese sentido, se han hecho más bien trámites…

El señor CHAHUÁN.- ¡Compromisos!

La señora GOIC.-… con Impuestos Internos, por la vía de las fundaciones, porque todos entienden que no se quiere cobrar. A veces a una familia le significa diez, quince o veinte millones de pesos adicionales traer desde el extranjero un injerto de células madre.



Por eso, se adquirió un compromiso, que reconozco que este Gobierno cumplió, para que, en el caso de células madre, fluidos similares, injertos o médula ósea, la importación esté exenta de IVA. Sin embargo, por un problema más bien reglamentario, al ser una materia tributaria, la indicación respectiva debe ser ingresada por la Cámara de Diputados. 



De ahí que, por su intermedio, señor Presidente, quiero pedirle al señor Subsecretario que, probablemente en conversación con las autoridades de Hacienda, agilice la tramitación de dicha indicación, que fue presentada hace ya meses, tiempo durante el cual hemos visto y acompañado a muchas familias que han tenido que vivir el mismo proceso y, finalmente, hacer colectas o depender de la caridad o de un matinal que exponga su caso para poder recolectar los recursos necesarios.



Entonces, estando la voluntad del Ejecutivo, así como la nuestra, para aprobar una norma en tal sentido, solicito que se busque una instancia -quizás una ley miscelánea que parta en la otra rama del Congreso- para que esta materia quede efectivamente incorporada y aprobada en esta legislatura.



Creo que somos varios los parlamentarios que hemos estado preocupados por el tema: el Senador Chahuán, quien, en cierto modo, ha acompañado muchos casos, y todos los integrantes de la Comisión de Salud. 



Por eso, le reitero mi solicitud al Ejecutivo, a través de usted, señor Presidente, dejando constancia de que la indicación ya fue presentada, aunque declarada inadmisible, más bien por el asunto puntual de la materia tributaria que modifica.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario, quien fue consultado.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, efectivamente, asumimos el compromiso solicitado por la Senadora Goic.



Se presentó la indicación.  El problema es que debe ser ingresada por la Cámara Baja. Sin embargo, como Gobierno mantenemos el compromiso para, una vez aprobado el proyecto en primer trámite en el Senado, reingresar la indicación en la otra rama del Parlamento, tal como nos hemos comprometido. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Y respecto de la consulta formulada por el Senador señor Larraín?
El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Sobre esa consulta, señor Presidente, efectivamente la indicada es la interpretación correcta. En cuanto a las materias que actualmente son de competencia de fiscalización de las seremías, el rol de interpretación lo tiene el Ministerio de Salud, de manera que se pueda generar una homogeneidad que muchas veces no existe o todavía presenta algunos espacios, y las personas puedan encontrarse, cualquiera que sea la región donde estén, con las mismas condiciones, tanto en la solicitud de autorizaciones en los asuntos que aborda el presente proyecto como en lo relativo a las fiscalizaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dejará constancia de ello en la historia de la ley, para los efectos que correspondan.



En votación el número 29.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 29 (15 votos favorables).



Votaron la señora Goic y los señores Bianchi, Chahuán, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Informe



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (boletín N° S 1.959-06) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Queda para tabla. 
)-----------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, existe una solicitud pendiente para que el proyecto sobre universidades estatales vaya a Comisiones unidas de Educación y de Hacienda.



Hubo una consulta previa a los Comités, pero se requiere modificar la resolución anterior adoptada por la Sala.
El señor PROKURICA.- Señor Presidente, no hay ningún integrante de la Comisión de Educación presente en estos momentos.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría alguna objeción? 


Hay que avisarles a todos los señores Senadores. 



La Secretaría me hace presente que los Comités resolvieron que apenas llegara el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, la Sala se pronunciara sobre la solicitud de la Presidenta de la República para ausentarse del país, por lo cual el envío del proyecto a Comisiones unidas aún quedaría pendiente y pasaríamos a ver este otro asunto.
SOLICITUD DE PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA PARA AUSENTARSE DEL PAÍS EN PERÍODO QUE INDICA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el cual solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.


--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.959-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 75ª, en 20 de diciembre de 2017.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 76ª, en 2 de enero de 2018.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, al menos quiero fijar un criterio, porque estamos ante un tema que no es menor.


Sabemos que ahora la segunda vuelta para la elección presidencial se realiza antes, por lo que el período en que un Primer Mandatario debe pedir permiso para salir fuera del territorio se amplió a ciento y tantos días.



Es eso lo que uno debería tener como criterio: no el mérito del viaje, sino la posibilidad de que, eventualmente, haya una acusación constitucional en ese lapso, que es, me imagino, lo que tuvo en vista el constituyente para estos efectos.




Por ello, quiero dejar claro que, a mi juicio, esa es nuestra obligación, una obligación moral: preguntarnos si existe algún peligro, en ese sentido, que haga inviable o indeseable un viaje al extranjero.


En este caso, me parece que no existe ningún elemento de esa naturaleza. 


Digo esto porque tampoco quiero que alguien interprete que estamos favoreciendo el viaje de la Presidenta Bachelet. En lo personal y en lo político, lo considero un error: ir, como uno de sus últimos actos, particularmente a Cuba, que es, quizás, el último lugar de Latinoamérica donde no hay democracia.



Me parece un error político, pero ello no tiene que ver con lo que  a mi juicio debe inspirar la decisión que debe adoptar esta Alta Cámara.


Lo hago presente porque uno de los momentos más duros de la democracia, en la década de los sesenta, se produjo por algo parecido: la discusión y no autorización, por un efecto político, de un viaje, entiendo, del Presidente Frei Montalva.



Creo que hemos madurado como nación y que ello ha quedado completamente al margen.



Por lo tanto, aunque estimo que el viaje de la Presidenta Bachelet constituye un severo error, no tengo ningún obstáculo para otorgarle la autorización. Al contrario, me parece que lo que corresponde es dar curso a la solicitud, por cuanto no existe ningún riesgo de que la ausencia de la Presidenta genere la imposibilidad de recurrir constitucionalmente. 



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobar la solicitud?



--Se aprueba la solicitud de la Presidenta de la República para ausentarse del país en el período indicado.

REGULACIÓN DE MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS E IMPEDIMENTO DE INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuamos con la discusión particular de la iniciativa que regula los medicamentos bioequivalentes genéricos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ahora corresponde que la Sala se pronuncie sobre el número 30 del artículo 1° del proyecto, que se ha pedido votar separadamente (página 84 del comparado).





Se introducen modificaciones al artículo 155 del Código Sanitario, referido a la posibilidad de practicar inspección y registro de cualquier sitio, edificio, casa, local y lugares de trabajo.



La Comisión propone, en el inciso segundo, sustituir las palabras “previo decreto” por “previa resolución”, y la expresión “Director General de Salud” por la frase “Director del Instituto de Salud Pública o del Secretario Regional Ministerial de Salud respectivo, según corresponda,”. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el número 30 (17 votos a favor).



Votaron las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Letelier, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se me ha solicitado que pueda ingresar un asesor por Comité. 



¿Habría acuerdo?



Acordado. 

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, voy a someter a la consideración de la Sala la petición para que el proyecto sobre universidades estatales pase a Comisiones de Hacienda y de Educación, unidas. 



En votación. 



--(Durante la votación).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con que el proyecto pase a Comisiones unidas deben votar que sí; los que estimen lo contrario, que no. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, la razón para discutir esta iniciativa en Comisiones unidas es porque el Gobierno está apurado por sacar los proyectos durante enero, pero la verdad es que eso atenta contra el buen trámite legislativo y contra la posibilidad de despachar leyes bien hechas. 



Nosotros creemos que la iniciativa debe pasar, primero por la Comisión de Educación, y luego por la de Hacienda, porque la primera ve temas distintos a los que analiza esta última, y cuando se mezclan las materias al final los proyectos quedan defectuosos. 



A nuestro juicio, tenemos que legislar de manera correcta, tomándonos los tiempos necesarios, y no recurrir, a último minuto, aunque el Gobierno esté apurado, al mecanismo de Comisiones unidas. 



Debo recordar que una de las leyes que hemos debido cambiar ya dos veces es la de inclusión escolar, que se discutió de la misma manera: en Comisiones unidas de Educación y de Hacienda, durante enero. Y la verdad es que tal experiencia no resultó positiva: como acabo de decir, hemos tenido que modificar su texto en dos oportunidades. 



Por eso, señor Presidente, votaremos en contra. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes. 

El señor MONTES.- Señor Presidente, quiero recordar que este proyecto lleva bastante tiempo en el Congreso y que era parte del relativo a la educación superior. 



Se han realizado audiencias; se ha hablado de las universidades estatales, del resto del sistema; también se ha discutido el rol de la educación superior en los tiempos actuales, en fin. Ha habido bastante debate. Incluso, hay un inmenso set de documentos, aportados por distintas personas, para la discusión legislativa del proyecto. 



Y es verdad que queremos aprobarlo en el mes de enero, estando dispuestos a efectuar un gran esfuerzo para lograrlo y destinar las horas necesarias para estudiar las indicaciones que se presenten, tanto las que tengan una dimensión educativa como aquellas más ligadas al tema financiero, que es lo menor. 



Como debe pasar por las dos Comisiones, creemos que lo más práctico, con el objeto de sacarlo este mes, es que ellas funcionen unidas. 



Le pedimos a la Oposición que busquemos acuerdos, pues hay muchas materias en que existe consenso, de forma tal de establecer un sistema de universidades estatales robusto, que cumpla un rol muy significativo en los desafíos que tenemos como país. 



Por lo anterior, señor Presidente, estimamos que sería bueno trabajar en Comisiones unidas. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, comparto que este proyecto es importante y que ojalá se construya sobre la base de acuerdos, pero eso no tiene que ver con la decisión de que sea tratado por dos Comisiones en forma unida, cuando la naturaleza de los temas que analiza cada una es distinta, como bien lo dijo la Senadora Von Baer. A mi juicio, no corresponde que la de Hacienda entre al debate pormenorizado de materias propias de la de Educación. 



Es cierto que de repente se producen algunos traslapes, como entre las Comisiones de Medio Ambiente y de Agricultura, porque abordan asuntos comunes en los cuales ambas revisten carácter de órgano técnico. Pero aquí estamos hablando de cosas distintas: aquí le estaríamos dando competencia a la Comisión de Hacienda en materias que no son propias de su ámbito; predicamento y precedente que no son buenos. No hay Comisiones aduana en el Senado. 



Por lo tanto, creo que se debe trabajar lo más rápidamente posible, con el mejor espíritu, para que ojalá haya muchos acuerdos, pero en la Comisión de Educación. La de Hacienda carece de competencia en esos temas, aunque sí la tiene en aspectos específicos propios de su ámbito. De ahí que tendrá su espacio, pero circunscrito a su quehacer. Y los Senadores que forman parte de ella podrán poner el mayor interés en que la iniciativa sea despachada con celeridad. 



Sin embargo, no confundamos las cosas, porque, si así ocurre, vamos a tener discutiendo a Comisiones que no son técnicas en la materia en debate en todos los proyectos, solo por una cuestión de economía de tiempo, lo que, ciertamente, va en desmedro de la calidad legislativa y de la naturaleza y rol que debe cumplir cada Comisión, en este caso la de Hacienda. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--El proyecto pasa a las Comisiones de Educación y de Hacienda, unidas (14 votos a favor, 10 en contra y una abstención). 



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Letelier, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Ossandón y Prokurica.


Se abstuvo el señor Matta. 

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuamos con la discusión particular del proyecto sobre medicamentos bioequivalentes. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, la Sala debe pronunciarse sobre el número 33, para el cual se ha pedido votación separada (páginas 87 y 88 del comparado).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el señor Subsecretario. 

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, la norma tiene como justificación recoger lo que ha sido la jurisprudencia de la Corte Suprema, la que, a propósito de recursos interpuestos en contra de resoluciones dictadas por autoridades regulatorias sanitarias, ha señalado que es de competencia de estas últimas (de las autoridades sanitarias) el determinar la infracción y la cuantía de las multas, siendo el rol de las cortes velar por el debido proceso en los procedimientos contenciosos administrativos.



De este modo permanece el recurso de reclamación abocado a garantizar el debido proceso, al igual como ocurre con las sentencias de la Superintendencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, nosotros vamos a rechazar este número. Consideramos que es absolutamente inconstitucional pues no permite la aplicación del principio de la doble instancia.



Y más allá de lo que ha sido la tónica -también lo votamos así en la Comisión de Salud-, creemos muy importante que exista la posibilidad de la doble instancia. En este contexto, no solamente rechazamos el presente numeral, sino que hacemos expresa reserva de constitucionalidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, esta norma es muy relevante. ¿Queremos o no que los infractores paguen multas?



Porque en la práctica no las pagan. 



De hecho, con la Senadora Goic tuvimos que recurrir a los tribunales para obligar a estos abusadores, a estos que son clausurados, a estos que se coluden, a estos que pagan canela, a que pagaran multas.



¡Es maravilloso! ¡Es el Paraíso!



Y algunos quieren que el Paraíso no sea una vez al día sino tres veces al día.



¡Y nosotros queremos algo muy simple, que además ha sido ratificado por la Corte Suprema! ¡Que paguen las multas! 



¡Si agreden a los más pobres! Tienen los medicamentos más caros: ¡con un valor superior a tres mil por ciento su costo! ¡El SERNAC acaba de presentar un informe sobre esto hace dos meses!



Lo que establece la Corte Suprema es que esta asegurará que exista un debido proceso, en el sentido de que aun cuando se trate de infractores tendrán derecho a reclamar.



Pero es evidente que la cuantía y el monto de las multas tienen que ser fijadas por la autoridad competente, porque aquí estamos en un verdadero Paraíso. Estos señores que se han dedicado a violentar a las personas, a dañar la salud de la población, a violar sus derechos humanos, ¿saben qué? ¡No pagan las multas!



Y yo digo: para ellos Chile no puede seguir siendo el Paraíso.



Por lo tanto, estamos pidiendo un mínimo: que al menos paguen las multas.



Y cuando se consulta a la Corte Suprema, esta señala justamente lo mismo: que debe velar por el debido proceso, pero que la cuantía y el monto de las multas le corresponden a la autoridad que tiene el rol de fiscalizar.



No me parece que sea tan complejo.



Yo pido que en vez de que las cadenas y los laboratorios estén en el Paraíso tres veces al día, lo estén solo una vez, a fin de que sea un poco más justo para las personas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo creo que estamos confundiendo las cosas. Así me parece por lo menos al oír la reclamación del Senador que me antecedió en el uso de la palabra. 



Aquí no estamos hablando de violaciones a los derechos humanos ni de otras cosas por el estilo. Estamos hablando de un principio procesal: hay o no hay doble instancia.



Si existe una determinación, una sanción impuesta por el Servicio Nacional de Salud y se reclama de ella, la disposición propuesta implica que si se respetan las normas del debido proceso tal reclamación se tiene que desechar.



Y las normas del debido proceso buscan simplemente garantizar que las partes, desde el punto de vista de los procedimientos, tengan posibilidades de defensa, de hacer sus alegaciones en plazo, haciéndose valer el principio de respeto a las dos partes en igualdad de condiciones; en fin, una serie de principios de orden procesal. ¡Pero no se refiere al fondo!



Aquí, si se respetó el debido proceso, se debe rechazar la reclamación. ¿Y qué pasa si se objeta el fondo, el contenido de las decisiones? Con este principio no se podría hacer. Si al conocer esta causa la Corte ve que se observó el debido proceso, debe reclamar de oficio.



Me parece que eso rompe el debido proceso, porque le quita al infractor sancionado el derecho a reclamar de una decisión por su fondo, por su contenido, no solamente por la observancia del debido proceso.



En consecuencia, más allá de cualquier otra consideración, este precepto es discutible desde el punto de vista constitucional porque está saltándose el debido proceso. Este último consiste en que las partes puedan hacer las reclamaciones en las instancias que correspondan. La Fiscalía lo está impidiendo por una razón simplemente formal, sin dejarle al Tribunal Superior la posibilidad de analizar el contenido del reclamo.



Si los infractores abusan o no, es otra materia. Hagamos todo lo que se pueda para terminar los abusos y siempre sancionar, ¡pero no nos saltemos los principios! El debido proceso no puede impedir que alguien tenga derecho a la segunda apelación. Por esta vía se está restringiendo su derecho a la doble instancia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Cerrada la votación...

El señor LARRAÍN.- Todavía no se ha abierto.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡No está abierta la votación, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 33 del artículo 1° del proyecto (16 votos a favor, 7 votos en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro y Hernán Larraín.


Se abstuvo el señor Prokurica.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, se ha pedido votación separada para el numeral 34, que se encuentra en las páginas 88 y 89 del comparado.



La disposición se refiere al plazo de prescripción de la infracción así como de la sanción que se establezca en virtud del sumario sanitario, que será de cuatro años.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, este artículo establece explícitamente un plazo de prescripción. Actualmente este no existe en el Código Sanitario, lo cual ha implicado una diferencia en los dictámenes tanto de la Corte Suprema como de la Contraloría General de la República, que han efectuado interpretaciones distintas.



El Ejecutivo, con esta indicación, recoge la interpretación que ha hecho la Corte Suprema en orden a disponer que la prescripción sea de cuatro años, tal como en el caso de la responsabilidad civil extracontractual.



Asimismo, este importante proceso contencioso administrativo no se encuentra regulado, lo que ha llevado a aplicar normas supletorias, como las de sumario administrativo, generando distorsiones relevantes para su adecuada consecución. Por eso, se propone regular el proceso a través de un reglamento en aquellos aspectos no regulados ya en la ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, más que el tema del plazo de prescripción -es necesario establecerlo porque no está contemplado-, me preocupa otro asunto: que al final -como dice el precepto- “la substanciación de los sumarios sanitarios” se determine por reglamento. 



Ese procedimiento tiene que ser regulado por ley. Eso siempre ha sido determinado por ley. En general la lógica de los sumarios tiene que ver con un rango legal.



Un reglamento puede referirse a cualquier cosa, y este es un tema delicado. Si uno mira el resto de lo preceptuado, observa que esto tiene muchos efectos. Entonces, yo considero que las normas conforme a las cuales hay un procedimiento para sustanciar los sumarios sanitarios tienen que estar contempladas por ley. Estimo inapropiado entregar a un reglamento un tema tan complejo y delicado como este -no lo digo solo por este precepto, sino por otras iniciativas que hemos analizado aquí, en el Parlamento, como la relativa al tema de aguas que vimos hace poco tiempo-; porque el criterio tiene que estar fijado en una ley.



No es la lógica con que se legisla en Chile en este tipo de temas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, creo que el Senador Coloma tiene toda la razón.



Por lo tanto, pido votación separada para el inciso segundo del numeral que nos ocupa.



Considero que el procedimiento para la substanciación de los sumarios sanitarios tiene que ser materia de ley y no de reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en verdad, no entiendo por qué se mezcla una cosa con otra.



Lo que se establece es que el plazo de prescripción será de cuatro años. Y eso queda determinado en el inciso primero.



Actualmente no se aplica así porque el Código Sanitario no contempla un tiempo de prescripción.



Entonces, en mi opinión, no se trata de que se esté entregando la determinación del plazo a un reglamento. En el inciso primero queda especificado claramente que son cuatro años y el reglamento complementará otras situaciones.



Por lo tanto, no debiera existir contradicción alguna.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, lo que pasa es que en este momento no hay regulación ni por ley ni por reglamento, y se está asimilando la situación a otras normativas, acuerdos o dictámenes de la Contraloría. 



Lo que se plantea es dar la facultad para reglamentar aquellos ámbitos que puedan no estar contenidos en el proyecto de ley. Hemos tratado de que este sea bastante contundente en todos los temas de procedimiento; es decir, que lo que no quede incluido sea complementado por el reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo intervengo para respaldar lo afirmado por los Senadores Coloma y García. El punto no se halla en el plazo de prescripción que aparece en el inciso primero, sino en lo establecido en el inciso segundo, donde se dice: “Un reglamento dictado por intermedio del Ministerio de Salud complementará, en lo necesario, el procedimiento para la substanciación de los sumarios sanitarios.”.



Los reglamentos no pueden complementar los procedimientos para la substanciación de sumarios sanitarios. Eso ha de quedar consagrado en la ley respectiva y no, aunque sea complementario, en un reglamento.



Por eso también existe la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en que aparecen los procedimientos administrativos que rigen los sumarios pertinentes. No se pueden establecer por reglamento, aunque sean un complemento.



Ese es el punto que hacemos, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Piden votación separada para el inciso segundo?

El señor COLOMA.- Sí.

La señora VON BAER.- Sí, por favor. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a abocarnos al inciso primero, que habla de la prescripción.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata del inciso primero del artículo 172 A, nuevo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso primero del artículo 172 A, nuevo (18 votos a favor).


Votaron las señoras Goic, Muñoz y Von Baer y los señores Araya, Coloma, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
El señor PÉREZ VARELA.- ¿Puede considerar mi pronunciamiento, señor Presidente?
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Pérez Varela.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Corresponde votar el inciso segundo del artículo 172 A, nuevo, que se refiere al reglamento que se dictará por el Ministerio de Salud respecto al procedimiento de substanciación de los sumarios sanitarios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el inciso segundo del artículo 172 A, nuevo (15 votos a favor y 7 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Girardi, Guillier, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Pérez Varela y Prokurica.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, se ha pedido votación separada del número 36, que introduce en el artículo 174 las modificaciones comprendidas en las letras a), b), c) y d).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en la misma línea que lo argumentado en la norma anterior, quiero decir que aquí no solo se expresa que un reglamento especificará cómo será el procedimiento para la sanción, sino que incluso se señala que ahí se van a establecer los criterios para la determinación de las multas.



Lo anterior, de verdad, tiene que estar incluido en la ley y no en un reglamento. 



Creo que acá estamos entregando una facultad privativa del Congreso a los reglamentos que va mucho más allá de lo que corresponde. Lo propuesto debe hallarse en una ley -repito- y ser sancionado por el Parlamento, no puede estar en un reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, lo dispuesto en este precepto es importante, porque nosotros buscamos robustecer la acción sanitaria a través de que se garantice el cumplimiento de las sanciones, en el sentido de que se corrijan las faltas cometidas. Y por eso se aumenta el tope de las multas hasta cinco mil unidades tributarias mensuales (el tope actual es de mil UTM).



Y además se complementa la sanción, porque hay oportunidades en que el beneficio para el que comete la falta excede largamente las cinco mil UTM. Entonces, también se establece que las multas nunca podrán ser inferiores al monto de utilidades que se haya reportado en la infracción, de modo que no sea más conveniente infringir la norma que cumplirla. 



Es el principio general que consagra la ley.



Del mismo modo, y también para desincentivar el incumplimiento del Código Sanitario, se dispone la clausura temporal ante una reincidencia, o la clausura definitiva si las reincidencias son más de dos en un año.



Respecto del tema planteado por la Senadora Von Baer sobre la graduación en reglamentos, también es importante señalar que siempre existe la facultad de que la autoridad que aplica la sanción imponga una sanción proporcional a la gravedad de ella. A través del reglamento se da mayor certeza jurídica acerca de las faltas. 



Al introducir las modificaciones pertinentes acogimos una indicación que había formulado el Senador Horvath, quien no pudo presentarla por corresponder a una materia de iniciativa del Ejecutivo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, las normas del proceso administrativo sancionador no pueden quedar confiadas a preceptos que no sean de rango legal, como hemos señalado.



Por ello, nosotros hemos explicado que la disposición en análisis también presenta vicios de inconstitucionalidad. De ahí que la vamos a rechazar.



Lo mismo ocurre con el articulado siguiente, respecto al cual señalamos que el reglamento no puede generar un criterio para la aplicación de las multas.



Por eso, señor Presidente, también hago expresa reserva de constitucionalidad de esta norma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, hablaba de que, lamentablemente, el mercado de los medicamentos vive en Chile un paraíso, porque sus actores pueden defraudar, abusar, pagar “canela”, coludirse y no recibir sanciones.



Yo mismo fui uno de los que denunciaron la colusión de las farmacias ante el Ministerio Público. Y pensé ingenuamente que eso se iba a terminar.



Sin embargo, hace un mes de nuevo tres cadenas vuelven a ser multadas y clausuradas. ¿Saben por qué? Por la “canela”.



¿Qué es la “canela”? Pagarle al dependiente para que venda el medicamento más caro y, literalmente, realice una estafa contra el paciente, quien en vez de obtener un medicamento barato accede a uno caro.



¿Por qué ocurre esto? Es algo que se preguntan todos.



¿Por qué las cadenas no tienen lista de precios, si es obligatorio?



¿Saben por qué? Porque las multas son irrisorias; estas no se pagan, y no existe ningún desincentivo.



Por eso, un primer paso -sé que es un pelo de la cola para estas cadenas- es establecer 5 mil unidades tributarias mensuales. Para las cadenas no significa nada, pero por lo menos es una señal de que la autoridad no se doblega a esos poderes económicos.



En segundo lugar, ¿por qué clausurar los recintos cuando reciban infracciones reiteradas? Porque pagar las multas les da exactamente lo mismo. Primero, no las pagan; y cuando llegan a hacerlo, su monto no es significativo. Imagínense: defraudar por cientos, por miles de millones de pesos a las personas -según lo señalado por la Fiscalía Nacional Económica- y después cancelar una multita de algunos millones de pesos para ellos es nada.



Por lo tanto, ¿qué es lo que queremos? Avanzar.



Se justifica que esto no puede quedar en un reglamento, pero con eso se deja en la indefensión a la ciudadanía respecto de los abusos, ¡que siguen existiendo!



Como ya señalé, el Consejo de Defensa del Estado acaba de requerir a un laboratorio.



Hace poco fueron multadas nuevamente tres cadenas por lo mismo.



El SERNAC, un mes atrás, publicó un informe -lo pueden revisar- en que se consigna la existencia de un 3 mil por ciento de aumento en el precio de un medicamento: ¡con lo que cuesta una caja de un remedio se pueden comprar 30 cajas de genéricos, del mismo, que es bioequivalente!



¿Vamos a seguir tolerando esos abusos? ¿Vamos a seguir impávidos ante eso?



Tal vez a algunos no les importe tanto, pero a mí me parece que hay que defender un bien público, hay que defender el derecho humano a la salud, que se está viendo vulnerado.



No estamos pidiendo los mismos estándares que tienen los europeos, donde se concesionan las farmacias y existe fijación de precios. ¡No! Pero, por lo menos, queremos mínimas reglas claras para salvaguardar la dignidad de las personas. Porque cuando hay un ser querido -o uno mismo- con un problema de salud y no puede acceder a los medicamentos por sus precios, es una indignidad, un atentado a la vida de las personas.



Insisto: no estamos hablando de un consumidor, sino de un paciente que no tiene más alternativa que comprar el medicamento para él o para un ser querido, porque se está jugando la posibilidad de vivir, de sobrevivir y de recuperar su estado de salud.



Por lo tanto, nos parece que esta es una norma totalmente adecuada.



Hay que aprobarla, a menos que queramos que sean pistolas de agua las que intenten apagar estos inmensos incendios en la sociedad chilena, que tal vez sean los peores de los abusos, pues considero que no hay mayor abuso que violar los derechos de las personas en materia de medicamentos, ya que nadie va a una farmacia porque quiere, sino que va obligado.



Si no somos capaces de resolver esto, mantenemos un sufrimiento y un atentado a las personas que es totalmente injustificable.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, más allá de cómo está planteada la norma, es bueno también preocuparse de lo que está pasando con el Tribunal Constitucional cada vez que abordamos proyectos de ley de esta naturaleza.



Es decir, a una entidad del Estado encargada de velar, en este caso, por la salud de nuestros compatriotas se la limita en sus posibilidades de fiscalizar o de detectar infracciones y, a su vez, de sancionarlas.



Eso se está haciendo reiterativo.



En realidad, hasta el momento no he escuchado a nadie que diga que no está de acuerdo en aumentar las multas. Y si hay consenso en ello, lo que nos interesa es que se puedan aplicar.



Por lo que se ha mencionado, a las cadenas farmacéuticas les da lo mismo la multa actual, porque es muy poca plata. Y el aumento de la multa busca inhibir este tipo de conductas. Ellos saben que si hoy incurren en una infracción grave en la práctica no les va a salir muy caro; por el contrario, haciendo usufructo del engaño, de la colusión, obtienen más recursos.



¿Cuál es el problema?



Parto de la base de que no es la multa. Lo que cuestionan los colegas de Oposición es que en un reglamento se determinen los criterios para aplicarla. Y es lógico que así sea, porque hay distintos grados de infracciones; hay reiteraciones. Cuando uno coloca en las multas “hasta” está fijando un tope, un techo, pero entre medio puede haber muchas alternativas.



Señor Presidente, uno tiene que advertir este tipo de situaciones en la Sala, porque no sacamos nada con establecer una norma que después el Tribunal Constitucional, de acuerdo con los criterios que está aplicando en algunos de los proyectos que hemos evacuado, lisa y llanamente desconoce o acerca de la cual plantea un criterio distinto, como en el caso del SERNAC, en que no sacamos nada con fortalecerlo si después el Tribunal echa abajo las normas que le permiten fiscalizar y sancionar.



Lo mismo ocurrió con el Código de Aguas respecto del aumento de las facultades de la Dirección General de Aguas.



Hoy en la mañana vimos en la Comisión de Hacienda el proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad. Allí se consideraba una propuesta para sancionar a quienes violen, cometan delitos o provoquen daños a áreas protegidas, a zonas reguladas, a humedales, y perfectamente el Tribunal Constitucional podría echar abajo esa norma.



Es lo que ha planteado el Senador Chahuán al hacer reserva de constitucionalidad respecto de la disposición que nos ocupa, porque podría ser inconstitucional.



Lo grave, señor Presidente, es que en ese Tribunal se ha configurado una mayoría que está en una tesis que en la práctica va a inhibir o a prohibir que el Estado, a través sus instituciones, pueda ejercer las funciones que regulan la actividad de la ciudadanía en distintos ámbitos.



El precedente que se sienta con ello es muy malo.



Vuelvo a insistir en que aquí se están confundiendo las cosas. Claramente, lo que busca esta disposición es subir las multas y después establecer un mecanismo, a través de un reglamento, que permita que quien determine la sanción lo haga sobre criterios objetivos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, quiero reiterar que lo que estamos votando en esta norma es cómo enfrentamos el abuso.



Es ese el punto central: cómo enfrentamos el abuso en un mercado cuyas imperfecciones conocemos y que no es cualquier mercado, pues hablamos de medicamentos, que son bienes imprescindibles para los enfermos en términos de cuidar su salud. No estamos hablando de zapatos, de caramelos, de cuadernos, de lápices de colores, artículos de los cuales las personas perfectamente podrían prescindir. En este último caso uno dice “que opere la competencia”, pero es distinto.



Invito a los colegas a revisar los datos.



Recordaba el Senador Girardi que tuvimos que recurrir a la justicia por el no pago de multas. La ley finalmente es letra muerta, porque no se cumple.



Por eso, estamos enfrentando abusos ante los cuales la gente se siente absolutamente indefensa, en un mercado en el cual la colusión ha sido quizás la más grave de todas, porque se dio respecto de medicamentos de uso habitual, para enfermos crónicos, para adultos mayores.



Es eso lo que estamos haciendo.



El artículo 174 del Código Sanitario es bien claro: “La infracción de cualquiera de las disposiciones de este Código o de sus reglamentos y de las resoluciones que dicten los Directores de los Servicios de Salud o el Director del Instituto de Salud Pública de Chile, según sea el caso”.



Entonces, lo que estamos debatiendo tiene que ver con esos incumplimientos. No es que vía reglamento se puedan inventar otras normas: son las que existen hoy día.



Y lo que se hace es aumentar el techo de la multa para que sea efectivamente disuasiva. Y está aquí, en el texto de la ley en proyecto, el criterio de que la multa no sea inferior y que se condiga con el beneficio económico que se obtiene. Porque, si no, finalmente el asunto se transforma en un negocio que nosotros amparamos porque la multa no es disuasiva.



Y la experiencia práctica -lamentablemente, no tengo aquí los datos, pues creo que sería muy ilustrativo traerlos al debate- indica por qué es imprescindible establecer multas más altas.



Además, resulta indispensable lo que estamos haciendo acá en el sentido de castigar la conducta reiterativa. Porque, ¿qué dice la normativa actual? Que en caso de reincidencia se podrá sancionar hasta con el doble de la multa original, lo que sigue siendo un monto irrisorio en comparación con los beneficios que se obtienen cuando se abusa de las personas enfermas, de quienes requieren medicamentos. Por eso consignamos con gradualidad, ¡con gradualidad!, que exista clausura temporal y que se pueda llegar a la clausura definitiva en caso de que se registre una mayor reiteración.



En definitiva, me parece que esto es un avance mínimo, ¡mínimo!, respecto de un mercado en el que a mí personalmente me gustaría que tuviéramos regulaciones mucho mayores cuando vemos cómo funciona y cómo finalmente se afecta a las personas, muchas veces a las más vulnerables, a las de menores recursos, a las que no pueden acceder a la información, o tienen menos acceso a ella -tampoco hay herramientas para comparar-, y finalmente son perjudicadas.



Eso es lo que estamos votando hoy día.

 

Buscar otra instancia para que se pronuncie sobre algo a lo que nosotros estamos hoy día aquí llamados a votar como Senadores creo que es una excusa.



La propuesta es una de las normas más relevantes -yo diría- de este proyecto en términos de proteger a los pacientes, a personas que requieren un medicamento, no como un bien suntuario, reemplazable, sino como un bien que necesitan para su salud.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a mí me vuelve a sonar la campana respecto de lo que estamos discutiendo, porque veo que el entusiasmo y la pasión por sancionar a las farmacias y a los que se coluden es muy grande, pero eso está nublando el entendimiento de las razones jurídicas.



Recién se aprobó que a través de un reglamento se podrán determinar los procedimientos para sustanciar los sumarios administrativos. Y ahora se pretende establecer que mediante un reglamento se puedan fijar los criterios para la aplicación de multas.



Entonces, señor Presidente, la pregunta es la siguiente: ¿Son materias de la potestad reglamentaria las normas para sustanciar sumarios y determinar multas?



¡Esa es la pregunta!



Si la respuesta es “sí”, o sea, que ello es parte de la potestad reglamentaria, entonces están muy bien estas disposiciones. Pero debo decir, con todo respeto, desde mis modestos conocimientos jurídicos, que ese no es nuestro ordenamiento jurídico. Independientemente de las bondades o maldades de las farmacias, no es eso lo que está en juego. Porque, desde un punto de vista jurídico, no es parte de la potestad reglamentaria dictar normas para sustanciar sumarios ni para determinar criterios en lo concerniente a las multas.



Si procedemos de esa forma, el ordenamiento jurídico cambia. ¡Y que Dios nos libre de lo que puede significar un Estado con una potestad reglamentaria que implique dictar normas para sustanciar juicios y establecer multas!

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- En votación el número 36 del artículo 1º.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, yo pedí intervenir antes de que usted pusiera en votación esta norma. Lo señalo porque quiero hacer una proposición, para que no se entienda en el sentido planteado por varios señores Senadores y varias señoras Senadoras nuestra postura en relación con esta materia, el que además es completamente ajeno a la realidad.



Primero, en lo atinente a la intervención del Senador Pizarro, referida a los recientes fallos del Tribunal Constitucional, deseo expresar que yo, a diferencia de él, creo sinceramente que las resoluciones emitidas por dicho organismo apuntan a reforzar el principio de que el ente que cursa la sanción no puede ser el mismo que la establece. Es decir, la idea es que separemos y hagamos realidad el principio del debido proceso, que no solo es para los tribunales de justicia, sino también para los órganos del Estado.



Quiero recordar a la Sala cuánto luchamos para que hubiera una separación en el caso del Servicio de Impuestos Internos, por cuanto era juez y parte. ¡Luchamos por años! Y lo hicimos precisamente porque además se trata de derechos. ¡Hablamos tanto de “derechos humanos”! Y nos remitimos al Pacto de San José de Costa Rica, el cual señala en forma expresa que deber ser distinto el que sanciona de aquel que cursa la infracción.



Son normas del debido proceso.



También creamos en su momento los tribunales tributarios y aduaneros.



En virtud de ese mismo principio, el Tribunal Constitucional ha venido dictando los fallos que conocemos. Y a mí me parece superbueno, supersano lo que dice el referido Tribunal: que las normas del debido proceso se deben cumplir ¡siempre!, y para cumplirlas tienen que ser personas distintas las que actúen.



¡Así de simple y así de claro!



Considero que ello es bueno, a diferencia de lo que ha dicho el Senador Pizarro, quien lo encuentra malo.



En cuanto a esta normativa, deseo manifestar que estamos todos en contra de los abusos, sean de las farmacias o de cualquiera que se coluda para alterar los precios del mercado.



Por supuesto, también estoy de acuerdo en que la multa no sea inferior al beneficio económico obtenido.



Simplemente en lo que no estamos de acuerdo, porque rompe el principio de legalidad en la actuación del Estado, ¡rompe el principio de legalidad en la actuación del Estado! -¡así de grave!-, es cuando se señala que un reglamento establecerá determinadas materias que dicen relación con la aplicación de sanciones.



¡Eso tiene que estar en la ley!



¡Por favor, señor Presidente! -no soy abogado, pero en todos estos años he aprendido cosas aquí-, hay que tener en cuenta que el artículo 7° de la Constitución Política dice:



“Los órganos del Estado actúan válidamente previa investidura regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en la forma que prescriba la ley.



“Ninguna magistratura, ninguna persona ni grupo de personas pueden atribuirse, ni aun a pretexto de circunstancias extraordinarias, otra autoridad o derechos que los que expresamente se les hayan conferido en virtud de la Constitución o las leyes.”.

El señor LETELIER.- Y “las leyes”.

El señor ALLAMAND.- No los reglamentos: las leyes.

El señor GARCÍA.- Por lo tanto, en este caso concreto, la potestad sancionatoria del Estado debe estar en la ley.



Señor Presidente, quería sugerir que obviáramos que un reglamento establecerá los criterios para la determinación de las multas y que se dijera: “Las multas nunca podrán ser inferiores al beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, siempre que esta sea posible de determinar, en cuyo caso podrá superar las 5 mil unidades tributarias”.



Esa es mi propuesta.

El señor LARRAÍN.- Muy sensata, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, no sé cuál es la capacidad de escuchar con buen ánimo las argumentaciones que se entregan. Porque a los Senadores Larraín y García les he oído una argumentación que en verdad -no me cabe duda de que usted está atento- es difícil de soslayar.



Aquí se está sosteniendo que los criterios para la determinación de las multas, que es la esencia de la legalidad -aquí es donde uno tiene el contrapeso-, se van a entregar a un reglamento. Esto implica que, a propósito de una ley que busca evitar abusos, estamos consagrando el más grande de los abusos, puesto que un gobierno cualquiera, ¡cualquiera! -porque los gobiernos van cambiando-, podrá fijar el criterio que desee acerca de lo que se puede multar o no.



¡Imaginen lo que significa eso desde el punto de vista persecutorio!



¡Esto, señor Presidente -lo digo con absoluto respeto- es más venezolano que chileno! Significa cambiar totalmente las reglas del juego de nuestra legalidad. Implica decir que ya da lo mismo lo que dispongan las normas aprobadas por el Parlamento.



Si un funcionario del Ministerio de Salud, por ejemplo (recordemos que el personal va cambiando), estima que cierto criterio es muy importante para fijar una multa, podrá sancionar conforme a él; después se le puede ocurrir que hay otro criterio que también le permite multar, y así sucesivamente.



Me parece que nunca ha estado en el ánimo del Parlamento consagrar abusos, señor Presidente.



Entendamos que se trata de un error grave. No tengo por qué no creer en la buena fe de las personas. Sin embargo, yo no quiero estar en un país donde no sea la ley la que me diga lo que es censurable o no, lo que es multable o no, y donde, por el contrario, una autoridad administrativa vaya fijando lo uno o lo otro. 



De verdad, ¡este es el paraíso de los abusos!



Mi argumento va más allá de cualquier consideración política, señor Presidente.



Hemos discutido muchas partes de la ley en proyecto. Tenemos discrepancias. Pero en esta materia no debería haberlas.



El principio de legalidad supone que los criterios para las multas deben ser fijados en la ley.



Señor Presidente, pido una reflexión profunda sobre este punto, porque siento que si aprobamos la norma pertinente estaremos cometiendo como Parlamento un error grueso, que irá contra todo lo que hemos aprobado en muchas otras leyes.



¡Nunca hemos llegado a esto! ¡Jamás en nuestro país una ley ha generado la lógica que se plantea ahora!



Por eso, señor Presidente, no solo voto en contra. Además, pido que, por sentido común, se rechace una norma que está mal diseñada. Porque un mal diseño en esta materia puede sentar un principio de graves efectos para la sociedad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, por desgracia, se han mezclado dos temas.



Yo discrepo profundamente del problema legal que ha generado hoy día el Tribunal Constitucional.



En su argumento inicial, el colega García -me disculpo si le entendí mal- planteó que el ente administrativo que sanciona no puede, a la vez, evaluar la sanción.



Estimo que ese argumento, que corresponde al del Tribunal Constitucional, es un desastre y va a provocar en nuestro país una inestabilidad política de grandes proporciones.



De hoy en adelante, cualquier persona que discrepe de Impuestos Internos podrá recurrir de inaplicabilidad al Tribunal Constitucional y va a generar una situación de indefensión del Estado en el cumplimiento de las normas. 



Pasará lo mismo con la Superintendencia del ramo, con los derechos laborales, en fin. 



Me parece que el colega García está tremendamente equivocado. ¿Por qué? Porque en estas materias, según nuestro ordenamiento jurídico, después de la instancia administrativa siempre existe la instancia judicial.



Dejo de lado el tema inicial, pero subrayo que disiento profundamente de la primera parte de la argumentación de Su Señoría, con quien sobre el particular no podemos tener una discrepancia sana -por decirlo de algún modo- quizás porque no somos abogados.



Respecto a lo segundo, convengo plenamente en que el principio de legalidad requiere que las multas se fijen por ley. No debe existir delegación en esta materia.



Algunos pueden argumentar que es una ley la que delega y, por tanto, se obra conforme a ella: es la discusión que sobre la materia han tenido algunos abogados, a quienes me refiero con el mayor respeto.



Incluso, si quisiera, uno podría llegar a defender la tesis de que delegar en un reglamento la fijación de la multa es constitucional. Pero yo pienso que esa es una interpretación al límite de lo que resulta correcto en el ámbito del principio de legalidad.



Por ello, señor Presidente, me gustaría -sé que es difícil, pues el debate se generó antes de comenzar la votación-, primero, que por consenso tomáramos el acuerdo de suspender la votación, y segundo, que acogiéramos la propuesta del Senador García, que a mi entender puede llevarnos a un acuerdo unánime y a resguardar el principio de legalidad en esta materia.



Señor Presidente, comparto plenamente la segunda parte de la argumentación del Senador García, en torno a la cual, a mi entender, podemos construir un acuerdo.



Sin embargo, para eso se necesita unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para hacer lo que plantea el Senador señor Letelier requiero la unanimidad de la Sala, porque la votación ya comenzó.



¿Habría unanimidad para continuar la discusión y volver sobre el punto cuando corresponda? Ello, para darle una salida, una solución al problema.

El señor LARRAÍN.- ¡Sí, señor Presidente! 
El señor PROKURICA.- ¡Sí!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Hagamos lo mismo que en el caso de un artículo anterior, señor Presidente. O sea, prosigamos la votación, que es lo que corresponde, y si tenemos acuerdo nosotros estamos dispuestos a dar la unanimidad.



En un punto precedente, algunos Senadores de estas bancadas preguntamos si se podía hacer una modificación -era un artículo que habíamos perdido-; desde la Oposición se nos señaló que estaban de acuerdo, pero que se votara, y que si concordábamos una buena redacción darían su asentimiento.



Yo propongo seguir el mismo criterio: se está votando, pero tenemos voluntad para dar la unanimidad al efecto de que después se abra el debate, a condición de que el texto que se elabore nos parezca suficientemente claro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, primero debemos resolver un punto, para luego volver al otro. Pero hay que contar con un planteamiento específico.

El señor GIRARDI.- Es el mismo mecanismo que aplicamos anteriormente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de terminar la discusión de este proyecto, Su Señoría puede plantear el punto para proceder a la revisión.



Solucionemos el primer punto.



¿Habría acuerdo unánime? 



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, el Senador García, quien fue muy claro, hizo una propuesta. ¿Por qué no le preguntamos al Ejecutivo si está de acuerdo con ella? 



Si esa propuesta camina -y entiendo que aquí hay unanimidad-, aprobemos el texto como está, porque con él se logra lo que, según entiendo, todos queremos evitar: que sea un negocio abusar a través de los sistemas respectivos. 


La propuesta del Senador García resuelve el problema y evita la aprobación de un texto que claramente no está de acuerdo con nuestra Constitución.



A mí no me parece adecuado que el Parlamento se niegue a legislar sobre materias claramente de ley y las estregue al ámbito reglamentario.



¿Por qué no preguntarle al Ejecutivo?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, este es un problema reglamentario, fundamentalmente.



Está además lo planteado por el Senador Girardi, quien sugiere una apertura para las dos situaciones.

El señor PROKURICA.- ¡Ya pues, Guido...!

El señor GIRARDI.- Yo estoy de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Está de acuerdo?

El señor GIRARDI.- Doy la unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Girardi da la unanimidad.



Por lo tanto, quedamos en que el Ejecutivo presentará una propuesta…

El señor BIANCHI.- ¡Primero tiene que anular la votación, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La suspendo, con el acuerdo unánime de la Sala.



Espero que el Gobierno me haga llegar aquí, a la testera, la indicación concreta.



Entonces, dejo pendiente esta votación.

El señor LETELIER.- Solo en el inciso pertinente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No en todo el artículo, sino solo en el inciso a que se refirió el Senador señor García, que está en la página 91 y comienza con la expresión “Un reglamento”.



Se va a modificar el inciso para decir “Las multas nunca podrán ser inferiores al beneficio económico...”.



Deben traerme la redacción concreta.



Si hay confianza en la Mesa y en la Secretaría, nosotros, de acuerdo con la propuesta que se hizo, vamos a dar la redacción en la línea señalada por el Senador señor García y aceptada por el Gobierno, en el sentido...
El señor PROKURICA.- ¡Está muy bien, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-... de que “Las multas nunca podrán ser inferior al beneficio económico...”. Y de ahí en adelante.



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Bien.



Aprobaríamos el inciso tercero, nuevo, con la corrección explicitada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entonces, señor Presidente, ¿terminada la votación?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Suspendida.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El resto de la disposición, con excepción del inciso que señaló el señor Presidente (el que empieza con la expresión “Un reglamento”), fue aprobado por 16 votos a favor, 7 en contra y una abstención.

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, con la modificación efectuada, yo estoy en condiciones de aprobar todo.

El señor PROKURICA.- ¡Obvio!

El señor GARCÍA.- Por lo tanto, me parece que deberíamos votar de nuevo.

El señor PROKURICA.- Así es.

La señora GOIC.- Conforme.

El señor GARCÍA.- Estamos de acuerdo en subir la multa de mil a cinco mil unidades tributarias mensuales. También, en que la multa no puede ser inferior al beneficio económico obtenido mediante las operaciones pertinentes. O sea, señor Presidente, concordamos en lo central. Solo teníamos diferencias con respecto al reglamento.



Así que...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le propongo a la Sala aprobar por unanimidad la disposición completa, con la corrección que señaló el Senador García y que el Ejecutivo aceptó.



¿Le parece a la Sala?

El señor GIRARDI.- Sí.

El señor LAGOS.- Conforme. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En consecuencia, la disposición queda aprobada unánimemente.



Se deja sin efecto la votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, respecto del artículo 2°, que introduce modificaciones al DFL N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, mediante el número 1 (página 95 del boletín comparado) se intercala en el artículo 4º del referido decreto un numeral 17, nuevo (páginas 103 y 104 del comparado).


Se trata de los ámbitos de competencia que el Código Sanitario les confiere a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud.



Para el referido número se pidió votación separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Este numeral es similar a otro que aprobamos anteriormente.



¿Habría acuerdo para aprobarlo?



--Se aprueba el número 17 que se propone intercalar en el artículo 4° del decreto con fuerza de ley ya individualizado.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En las páginas 112 a 115 figura el número 3 del ya mencionado artículo 2º, numeral para el que también se pidió votación  separada.



El número 3 tiene por objeto introducir enmiendas al artículo 70 del DFL en comento: modifica su letra a) y, mediante una letra b), agrega una letra f), nueva.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión las enmiendas propuestas.



Tiene la palabra el señor Subsecretario, con autorización de la Sala.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, mediante indicación el Ejecutivo propuso facultar a la CENABAST para intermediar con privados productos sanitarios declarados prioritarios. Ello, para atender una inquietud manifestada desde el tiempo en que tramitamos la “Ley Ricarte Soto”, en términos de que las asociaciones de pacientes que han formado farmacia -por ejemplo, las de diabéticos o la Liga Chilena contra la Epilepsia- puedan comprar sus medicamentos en la  CENABAST y así obtener precios más razonables en función de los descuentos que ofrece dicha Central.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la “Ley Ricarte Soto” tiene una norma que establece restricciones para que las organizaciones de enfermos, y particularmente las asociaciones que apoyan a pacientes con enfermedades catastróficas, raras o infrecuentes, compren los medicamentos que necesitan.



Hemos pedimos votación separada simplemente para dejar constancia de una clarificación en la historia fidedigna del establecimiento de la ley en proyecto.



Si bien se está corrigiendo la disposición pertinente de la “Ley Ricarte Soto”, también pretendemos que las asociaciones de enfermos puedan comprar directamente y no solo a través de la CENABAST.



Queríamos dejar un testimonio al respecto, pues muchas veces las asociaciones de enfermos finalmente forman poderes compradores con laboratorios que están fuera de nuestro país.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay más oradores inscritos.



Corresponde votar.

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala aprobar el número 3 del artículo 2º?



--Se aprueba.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Ahora Sus Señorías deben pronunciarse acerca del número 4 del artículo 2º (páginas 116 a 118), cuyo propósito es intercalar un artículo 70 bis, nuevo, al ya individualizado DFL.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Esta enmienda tiene el mismo sentido que la que aprobamos precedentemente.



¿Está de acuerdo con ella la Sala?



--Se aprueba el número 4 explicitado por el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 119 del boletín comparado figura el número 6 del artículo 2º, numeral para el que también se solicitó votación separada. Mediante él se intercala un artículo 76 bis, nuevo, en el ya referido DFL.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el número 6 del artículo 2°.



Tiene la palabra el señor Subsecretario, con autorización de la Sala.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, la posición del Ejecutivo con respecto a esta enmienda es que, de existir una sanción que inhabilite para contratar con la CENABAST, se le estará limitando a esta Central la posibilidad de comprar, por ejemplo, a un laboratorio monoproveedor de un producto.



Por lo tanto, el Gobierno manifestó en la Comisión su desacuerdo con la enmienda, aparte que la considera inadmisible.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



El Ejecutivo pide rechazar la enmienda sugerida.

El señor COLOMA.- Así es: deberíamos rechazarla.

El señor LAGOS.- Claro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para rechazarla?



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, si entiendo bien, la norma sugerida, tal como está, establece que los laboratorios que han sido sancionados por la Fiscalía Nacional Económica y otros entes en razón de actuaciones contrarias al acceso de las personas a la salud no podrán postular a compras de la CENABAST.



Supongo que eso es lo que estamos discutiendo.



Me parece totalmente razonable que estén inhabilitados para contratar con la CENABAST los condenados por infracción al decreto con fuerza de ley de 2005 en materia de libre competencia, salvo por razones de salud pública, caso en el cual podría haber alguna excepción muy particular.



No sé por qué el Ejecutivo cambia de parecer y ahora nos pide votar en contra de una norma significativa. 



Lo menos que puede suceder con aquellos que se han coludido, que han defraudado a las personas, que han atentado contra el interés nacional -me refiero a la aplicación de una medida preventiva, para que no reincidan-, es que sepan que su acción les impedirá participar en futuras compras públicas. A mí me parece algo de sentido común.



Más bien, la explicación que hace falta es por qué, en circunstancias de habernos pronunciado a favor en la Comisión, el Ejecutivo nos pide votar en contra de una norma que prefiero sostener de todas maneras. Resulta extraño.



A mí me tocó ver el caso de Bestpharma, que traía medicamentos que no eran tales, como el tamoxifeno, el cual era contra el cáncer de mama y que, analizado, carecía de compuesto activo. Entonces, no sería bueno, evidentemente, que ese laboratorio -por lo demás, lo cerraron- vendiera a la CENABAST fármacos con semejante característica, incluso tratándose de dicha enfermedad.



No me parece adecuado, en realidad, que el Ejecutivo nos solicite rechazar una medida preventiva -repito- que me parece central.



Ojalá los que se coludan sepan el efecto de hacerlo y de defraudar a la ciudadanía. Porque tal acción puede importar cientos de millones de dólares. Algunos niños necesitaban un inhalador que valía mil 200 pesos y los padres tenían que pagar diez mil, pues era fundamental para la salud. Una receta para un menor con bronquitis obstructiva, que no debía salir más de tres mil pesos, entre antibiótico e implemento, podía llegar a costar veinte mil.



En consecuencia, ¿parece justo que quienes hicieron eso a sabiendas, como lo demostró la Fiscalía Nacional Económica, estén libres de polvo y paja y puedan caminar por las calles como si nada hubiera ocurrido, desde el punto de vista del mercado en que actúan? ¿No será mejor dejar este desincentivo, para que ello nunca más vuelva a suceder, sobre la base de que el costo de coludirse sea, por ejemplo, el de no poder participar en las compras públicas?



Prefiero mantener mi pronunciamiento a favor de la disposición.

El señor CHAHUÁN.- Pido la palabra para explicar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, entiendo que el objetivo, en efecto, como lo planteamos en la Comisión, es que quien incumpla la norma no sea proveedor de la CENABAST. El problema radica en que, tal como ello está expuesto, no quede un camino de salida cuando un laboratorio sea el único proveedor de un medicamento.



Para comprender los alcances del texto, pido que el señor Subsecretario explique cómo operaría la medida, a fin de clarificar el punto y de que también quedara una constancia. Porque lo que tendríamos que hacer, probablemente, si los términos resultaran demasiado cerrados, es buscar cómo regular estos aspectos.



Creo que nadie puede compartir el que un laboratorio sancionado -por incumplimientos graves, además- sea proveedor de dicho organismo. Pero es preciso que exista una salida en situaciones en que eso pueda significar quedar desprovisto de un fármaco.



Me parece conveniente, por lo tanto, que el Subsecretario nos ilustre sobre el particular.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, lo primero es que nadie puede pretender, desde luego, que un laboratorio infractor de las normas de la libre competencia sea proveedor de la CENABAST.



Sin embargo, una facultad en la materia ya está contenida en el ordenamiento relativo al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.



Segundo, la disposición resulta inadmisible, y la rechacé en la Comisión, más allá de estar de acuerdo con su sentido profundo. Si bien dicho organismo jurisdiccional cuenta con la atribución, hay un aspecto adicional. Mi posición obedeció no solo a la inadmisibilidad, sino también a que es posible que se genere un desabastecimiento en determinados mercados. El Tribunal puede intervenir de acuerdo con el ámbito de que se trate. Si generamos un texto demasiado rígido, un mercado podría quedar desabastecido por una norma de carácter expreso.



A eso se debió mi pronunciamiento, más allá de sostener que un laboratorio que infrinja las normas de la libre competencia efectivamente debe recibir la sanción correspondiente. Eso será calificado en su mérito por el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y según el mercado que sea.



Por lo tanto, voy a votar en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, parto por insistir en que la postura del Ejecutivo, tanto en la Comisión como acá, es que la proposición es inadmisible.



En seguida, cabe destacar que en nuestras indicaciones ha quedado más que claro que estamos por fortalecer la capacidad sancionatoria respecto del que cometa alguna falta a la normativa sanitaria y ponga en riesgo a la población o abuse de ella.



Mas nos preocupa, por último, la eventualidad de demasiada rigidez y de que se enfrenten situaciones de desabastecimiento por el fraseo del artículo, lo que implica una mayor complejidad, sobre todo tratándose de lo aprobado recientemente en modificaciones legales como la del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si me lo permite la Sala, daré una opinión desde la testera.



El asunto me provoca una cierta confusión, porque al Subsecretario de Salud Pública se le permite habilitar, ante una emergencia sanitaria, a un laboratorio sancionado de acuerdo con la normativa del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, de 2005, referente a la libre competencia. Resulta difícil no sancionar a quien ha atentado en contra de esta última.



Lo que a mí me inquieta es que si rechazamos la norma quedamos con una situación bastante compleja: un laboratorio que realmente incumpliera los términos de la competencia podría presentarse el día de mañana, sin necesidad de ninguna autorización, a proveer a la Central de Abastecimiento. Este es el problema, lo que me lleva a dudar en la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Disculpe, señor Presidente, pero estimo que la disposición contiene un resguardo al contemplar “razones de salud pública”. Para todos los que provenimos de ese ámbito, el texto incluye un criterio muy amplio.



¿Cuál puede ser una situación de salud pública? Por ejemplo, que no haya alternativa y exista un riesgo inminente para la población.



Por lo tanto, ello se encuentra totalmente previsto.



A mayor abundamiento, establecimos la norma de que la CENABAST, en determinados casos, puede establecer registros e importar directamente.



Ello, sin perjuicio de que en una prioridad de salud pública cabe todo, desde mi punto de vista. Es un bolsillo de payaso.



Pero a mí me parece que no es posible que quien se coluda -incluso estamos pidiendo sanciones penales para ello y hemos afirmado que no basta la simple multa- no sea objeto después de ningún tipo de sanción en el ámbito de lo real.



¿Cuál es el mayor castigo, finalmente, aparte del penal? No participar en las compras públicas, por ejemplo. ¡Qué mayor desincentivo que ese!



El texto, además, es bien expreso al disponer que “estará inhabilitado para inscribirse en el Registro de Proveedores quien hubiese sido condenado por infracción al decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2005, (…) salvo que por razones de salud pública, tales como las descritas en el artículo 94 del Código Sanitario, el Subsecretario de Salud Pública lo habilite.”.



Entonces, juzgo que eso está totalmente cubierto.



La voz del Subsecretario finalmente será dirimente. Por ejemplo, siempre existirá la posibilidad de importar una monodroga respecto de la cual la CENABAST no tenga tiempo, además, de establecer el registro.



Por lo tanto, pienso que debemos aprobar la disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le hago presente al Subsecretario que, en el caso de una aprobación -no estoy diciendo que ese será el resultado-, tiene al menos la posibilidad de corregir en el otro trámite.



Es importante, a mi juicio, precisar la cuestión.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 6 del artículo 2° (10 votos contra 8, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Araya, Girardi, Guillier, Lagos, Quintana, Quinteros, Patricio Walker y Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín y Prokurica.


Se abstuvo el señor Letelier.


No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se pidió votación separada respecto del artículo 4° que la Comisión propone agregar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Puede intervenir el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, la disposición tiene que ver con una dificultad actual. La ley de fármacos aprobada hace pocos años faculta a las farmacias para vender medicamentos de manera fraccionada, pero, como los envases no son adecuados para ello, el Ministerio de Salud contempló en el reglamento algunas medidas que no son fáciles de cumplir, en general. En la práctica, el fraccionamiento se ha convertido en letra muerta.



Lo que se hace ahora, en concordancia con la Comisión -por eso, la votación fue unánime-, es subir la exigencia hasta los laboratorios, hasta los intermediarios, de manera que a la farmacia lleguen envases que faciliten la operación y que el requerimiento en el establecimiento mismo no sea tan alto, a fin de que sea posible aplicar efectivamente lo aprobado en la ley anterior.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chahuán.



Cabe recordar que la proposición fue unánime.

El señor CHAHUÁN.- Así es, señor Presidente. Por eso es que me extrañé y me acerqué al señor Secretario.



Para evitar la discriminación entre las pequeñas farmacias y las grandes, pues las primeras no pueden disponer de personal exclusivamente dedicado a la función de que se trata y cumplir con las condiciones sanitarias requeridas, solicitamos, desde el punto de vista de la disposición de los fármacos, que sea posible fraccionar en el origen, lo que da seguridad y permite un seguimiento. A ello obedece que me haya llamado la atención la petición de que se ha dado cuenta.

El señor LARRAÍN.- Nosotros no la formulamos.

El señor CHAHUÁN.- Estoy por la aprobación del texto propuesto, pues fue fruto de un buen debate en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la recomendación del órgano técnico.



--Se aprueba el artículo 4° propuesto por la Comisión de Salud.
)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de continuar con la votación, deseo recordar que uno de los acuerdos de Comités se refería a resolver acerca del feriado del 16 de enero próximo para la Región Metropolitana.



Ha llegado el informe favorable de la Comisión de Hacienda, de manera que someteré la iniciativa a votación (Véase en los Anexos, documento 15).

El señor GIRARDI.- Terminemos primero con la que nos ocupa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo haremos en seguida.

FERIADO EN REGIÓN METROPOLITANA POR VISITA DE PAPA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el 16 de enero de 2018 para la Región Metropolitana de Santiago con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (11.544-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 76ª, en 2 de enero de 2018 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 76ª, en 2 de enero de 2018.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la iniciativa.
El señor GIRARDI.- Con mi voto en contra.



--Con posterioridad, el Senador señor Girardi consigna que concurre a la aprobación.


--Se aprueba en general y en particular el proyecto.

REGULACIÓN DE MEDICAMENTOS BIOEQUIVALENTES GENÉRICOS E IMPEDIMENTO DE INTEGRACIÓN VERTICAL DE LABORATORIOS Y FARMACIAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proseguimos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Salud propone agregar un artículo 5° que acordó en forma unánime, el cual fue objeto de una petición de votación separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Puede intervenir el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- El Ejecutivo primero.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede hacerlo, entonces, el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, la disposición apunta a solucionar el problema de que un producto, una vez comprado, a veces no se encuentre en condiciones adecuadas o se halle vencido y el hospital termine por experimentar la pérdida. Lo que se hace es asignar a los laboratorios la responsabilidad por los perjuicios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, en la Comisión se estuvo trabajando en el texto, que dice relación, fundamentalmente, con que la pérdida no la asuman al final los hospitales públicos o la atención primaria.



Me parece del todo razonable.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay inconveniente, se acogerá la recomendación del órgano técnico.



--Se aprueba el artículo 5° propuesto por la Comisión de Salud.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El artículo primero transitorio fue objeto de una petición de votación separada.

La señora VON BAER.- La retiramos.



--Se aprueba el artículo primero transitorio.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La misma petición de votación separada se formuló respecto del artículo segundo transitorio.

La señora VON BAER.- La retiramos.



--Se aprueba el artículo segundo transitorio.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Igual petición de votación separada se hizo en relación con el artículo tercero transitorio, acordado por unanimidad en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la recomendación del órgano técnico.



--Se aprueba el artículo tercero transitorio.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El artículo cuarto transitorio también fue acordado por unanimidad, pero asimismo fue objeto de una petición de votación separada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se refiere a la incorporación de una estrategia de intercambiabilidad dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la ley.



Puede intervenir el Honorable señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, nos parece del todo razonable fijar un plazo para incluir ese elemento en la política nacional de medicamentos. Ello le pone presión al Ministerio.



Por supuesto que nos pronunciaremos a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la proposición del órgano técnico.



--Se aprueba el artículo cuarto transitorio.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que no se reunió el quorum necesario para acoger el artículo 129 G y que se acordó que el Ejecutivo propusiera un texto nuevo, el cual se sancionaría siempre que hubiera unanimidad para ello.



Se ha hecho llegar a la Mesa una propuesta de redacción que puedo leer si Sus Señorías lo estiman necesario.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Hay unanimidad para aprobarla?

El señor CHAHUÁN.- Que se dé a conocer.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se trata de una disposición de quorum calificado, que expresa:



“Los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, estarán obligados a publicar los precios de los productos que expenden y los descuentos por volumen que apliquen en sus ventas, indicando cada tramo de descuento.”.



Ello no se enmienda, como tampoco el inciso segundo. La modificación se efectúa en el inciso tercero, que dice:



“En el caso que una farmacia produzca”…

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, ¿se puede leer el artículo completo?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así se hará.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La propuesta es la siguiente:



“Los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, estarán obligados a publicar los precios de los productos que expenden y los descuentos por volumen que apliquen en sus ventas, indicando cada tramo de descuento.



“Sin perjuicio de las políticas de descuento que realicen, los proveedores de productos farmacéuticos, ya sean laboratorios farmacéuticos, importadores o distribuidores, no podrán discriminar arbitrariamente a las farmacias o almacenes farmacéuticos en razón de su tamaño o por no pertenecer a una cadena de farmacias o a una asociación o agrupación de compra.



“En el caso que una farmacia produzca, importe o mande a producir medicamentos, se prohíbe que, para efectos de negociación de precio con un laboratorio, establezca consideraciones que tengan relación con volúmenes, precios o márgenes de utilidad que obtiene por tales medicamentos.



“Además de los contratos de compraventa de productos farmacéuticos, las farmacias sólo podrán celebrar convenciones adicionales con los proveedores de éstos productos cuando se trate de servicios relacionados distintos, demostrables, justificados y cuyo objeto sea lícito.



“Los contratos y sus modificaciones, así como toda otra convención, celebrados entre dichas partes, deberán ser remitidos, para su eficacia, al Instituto de Salud Pública de Chile, información que tendrá el carácter de reservada de acuerdo a la ley N° 20.285. Sin perjuicio del cumplimiento de esta formalidad por parte de los sujetos obligados, dicha comunicación no les exime de responsabilidad respecto de eventuales infracciones al ordenamiento jurídico.


“Hay objeto ilícito en cualquier contrato o convención cuyo fin o efecto sea el de acordar, promover, facilitar u ocultar las conductas prohibidas en los incisos anteriores. Cualquier conducta que contravenga las obligaciones y prohibiciones señaladas en este artículo será castigada además de la multa respectiva con la sanción de clausura de los establecimientos, recintos, edificios, casas, locales o lugares de trabajo del infractor involucrado o con la cancelación de la autorización de funcionamiento o de los permisos concedidos.



“Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de hacer efectivas las responsabilidades que establezcan otros cuerpos legales respecto de los hechos.


“El Instituto de Salud Pública será la autoridad sanitaria competente para la fiscalización y sanción al cumplimiento de las obligaciones que establece este artículo, conforme a lo dispuesto en el libro X, en lo que dice relación con las materias de su competencia.”.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión el texto propuesto por el Ejecutivo para el artículo 129 G.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- No intervendré.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, me gustaría que el Subsecretario nos explicara el sentido y alcance de las modificaciones, porque, si bien estas cumplen el objetivo planteado en términos de que haya una política de descuentos, ella no debe discriminar respecto del tamaño del cliente, se trate de una pequeña farmacia, de un almacén farmacéutico o de una cadena.



Me parece del todo razonable el tema de principio, pero me gustaría que se aclarara el alcance particularmente de dos modificaciones: la incorporación, en el inciso cuarto, de los “servicios relacionados distintos” y la sustitución, en el inciso quinto, de las palabras “validez” por “eficacia” y “solemnidad” por “formalidad”. Porque parecen, más bien, cuestiones de técnica jurídica que no cambian el sentido de la norma inicial.



Entonces, señor Presidente, solicito que el señor Subsecretario nos explique el alcance de las enmiendas mencionadas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, voy a explicar las modificaciones.



En el inciso tercero, la idea es que quede más claro lo que se señaló en la sesión anterior en que se discutió este proyecto de ley. En esa oportunidad, surgió una preocupación por los antecedentes que entregó al Ministerio de Salud la Fiscalía Nacional Económica en cuanto a la situación de asimetría de negociación que tienen los laboratorios producto de la integración vertical, la cual les permite efectuar una negociación distinta de determinados productos. Por lo tanto, se trata de igualar las condiciones de negociación desde el punto de vista tanto del laboratorio como de la farmacia que está comprando.



Luego, en el inciso cuarto, se agrega la palabra “distintos” a la expresión “servicios relacionados” para dejar más acotado el alcance de la restricción.



En el inciso siguiente, respecto de los contratos y sus modificaciones, se ha cambiado también la terminología para tratar de ajustarla al fondo de lo que se planteó en la discusión anterior. En esa ocasión, se observó que la palabra “solemnidad” no correspondía y que no era adecuada respecto del propósito que perseguía la norma. Por eso hemos remplazado ese término por “formalidad”, que sería jurídicamente más adecuado.

El señor PROKURICA.- Muy bien.



“Si le parece”, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como le expresé al señor Subsecretario, las inquietudes que hemos planteado tienen que ver con una cuestión estrictamente jurídica.



Yo entiendo el objetivo de esta disposición: que si una farmacia produce medicamentos, cuando negocia con un laboratorio distinto no debe abusar de su poder de negociación por su capacidad de producción. 



Eso está bien. Lo que me parece complejo es que se establezcan restricciones para la determinación de elementos claves de un contrato, como son la fijación de precios o los márgenes de utilidad. Y aquí se está diciendo que si una farmacia es también productora de remedios, no puede negociar con un laboratorio precios que digan relación con los volúmenes, con el valor de los medicamentos o con los márgenes de utilidad.



En consecuencia, la pregunta es qué negociación se le permite hacer. Al pretender salvar una situación, se pasa al otro extremo, donde el laboratorio tampoco tiene capacidad de negociación y ha de aceptar lo que le plantee esa fábrica. De manera que, al no haber igualdad de condiciones, se evita el abuso de una de las partes, pero, al mismo tiempo, se impide la negociación de la otra. Por lo tanto, no hay posibilidad de un verdadero consentimiento; no hay un contrato propiamente tal, porque no existe acuerdo entre las partes.



Esa es la primera inquietud.



La segunda es que se cambian las palabras, pero el sentido de la objeción es el mismo. Se dice: “Ya no es para su validez que se deban remitir los antecedentes al Instituto, sino para su eficacia”. Y ello significaría que es válido, pero, sin embargo, no puede entrar a regir. Desde el punto de vista práctico, no veo que exista mucha diferencia.



En cuanto a la sustitución de “solemnidad” por “formalidad”, cabe decir que las formalidades son solemnidades. Cuando se pide una formalidad en un contrato -por ejemplo, que sea por escrito-, se establece una suerte de solemnidad. Por lo tanto, se trata de una formalidad que de alguna manera es parte de la esencia del contrato.



En suma, señor Presidente, de nuevo se plantea un tema que, en mi concepto, altera las reglas del contrato en Chile.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, si le parece, podríamos votar los incisos separadamente, porque el Senador Larraín tiene un punto desde la perspectiva de que los elementos esenciales del contrato tendrían una limitación en lo relativo al acuerdo de voluntades entre las partes.



Propongo que votemos separadamente los incisos y, finalmente, hagamos una reserva respecto de la norma en que habría una limitación a la autonomía de la voluntad de las partes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si procediéramos así, tendríamos que hacer siete u ocho votaciones. Tal vez lo mejor sería que me indicaran en qué incisos están de acuerdo, para votar separadamente los otros.



Debo hacer presente que se requiere quorum especial.

El señor CHAHUÁN.- Votemos separadamente el inciso tercero.

El señor LARRAÍN.- Y el quinto.
El señor CHAHUÁN.- El tercero y el quinto.



Habría que hacer tres votaciones, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Déjeme consultar a la Sala.



Los dos primeros no tienen modificaciones.

El señor CHAHUÁN.- No.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, podemos darlos por aprobados.

El señor CHAHUÁN.- Así es.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Sí.

El señor CHAHUÁN.- Sí.



--Se aprueban los incisos primero y segundo del nuevo artículo 129 G.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿El inciso tercero?

El señor LARRAÍN.- No parece pertinente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Votaremos, entonces.



Esta norma es de quorum calificado. Si no se obtienen al menos 18 votos afirmativos, quedará rechazada.



Tiene la palabra el señor Subsecretario.
El señor BURROWS (Subsecretario de Salud Pública).- Señor Presidente, el quorum calificado es requerido solo para el inciso quinto, porque en tal disposición se habla de la “información que tendrá el carácter de reservada de acuerdo a la ley Nº 20.285”.



Por lo tanto, el resto de los incisos no precisa quorum especial.

El señor LARRAÍN.- Tiene razón.

El señor CHAHUÁN.- Cierto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El informe de la Comisión dice que todo el artículo es de quorum calificado.

El señor WALKER (don Patricio).- La Sala puede cambiar ese criterio.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ofrece la palabra.

El señor LARRAÍN.- El inciso tercero no es de quorum especial.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en votar el inciso tercero con quorum simple?

El señor LARRAÍN.- Sí.

El señor QUINTEROS.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación el inciso tercero del nuevo artículo 129 G.


--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, creo que es mucho mejor el texto original del inciso tercero, de verdad.



El que se nos propone comienza de la siguiente manera: “En el caso que una farmacia produzca, importe o mande a producir medicamentos”. Entiendo que se produzcan efectos de negociación con un laboratorio cuando una farmacia manda a producir medicamentos, ¡pero no cuando los importa!



La redacción original simplemente decía: “Se prohíben, para los efectos de la determinación de las políticas de precio, consideraciones que tengan relación con volúmenes, precios o márgenes de utilidad de medicamentos producidos por la farmacia o mandados a producir por ella.”.



No entiendo por qué se agregaron los fármacos importados por una farmacia. Yo supongo que estos no son para negociarlos con el laboratorio, sino para venderlos directamente a público.



De verdad, pienso que ese cambio se presta a confusión.



Voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 10 votos a favor, 8 en contra, 2 abstenciones y un pareo.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Bianchi, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Quintana, Quinteros y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín y Prokurica.


Se abstuvieron los señores Pizarro y Patricio Walker.


No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Las abstenciones influyen en el resultado. Se debe repetir la votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿La damos por repetida?
El señor LARRAÍN.- Votemos otra vez.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se somete nuevamente a votación el inciso tercero.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: 11 votos a favor, 10 en contra, una abstención y un pareo.


Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín, Pizarro, Prokurica y Patricio Walker.


Se abstuvo el señor Bianchi.


No votó, por estar pareado, el señor Ossandón.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la segunda votación, de acuerdo al Reglamento, la abstención se suma al voto de mayoría. 


--Se aprueba el inciso tercero del nuevo artículo 129 G.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el inciso cuarto, que no requiere quorum especial, lo único que se ha agregado es la palabra “distintos”.



¿Habría acuerdo en aprobarlo?

El señor CHAHUÁN.- Sí.


--Se aprueba el inciso cuarto.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el inciso quinto se plantean dos modificaciones: cambiar “validez” por “eficacia” y “solemnidad” por “formalidad”.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente. Ya argumenté.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿No hay problema?

El señor LARRAÍN.- ¡Por el contrario! Esto es gravemente objetable.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación el inciso quinto.



Esta norma requiere quorum calificado: al menos 18 votos afirmativos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza el inciso quinto (15 votos a favor y 8 en contra), por no reunir el quorum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic y Muñoz y los señores Bianchi, Girardi, Guillier, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón,  Pizarro, Quintana, Quinteros, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Votaron por la negativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Hernán Larraín y Prokurica.
El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, se propone agregar dos incisos nuevos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Los puede leer el señor Secretario.

El señor CHAHUÁN.- “Si le parece”.

El señor QUINTEROS.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en darlos por aprobados?



--Por unanimidad, se aprueban los incisos sexto y séptimo, nuevos (23 votos).

El señor LABBÉ (Secretario General).- Y el último inciso, señores Senadores, es igual al del texto original.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en aprobarlo con la misma votación anterior?

El señor LARRAÍN.- Sí.



--Por unanimidad, se aprueba el inciso final del artículo 129 G (23 votos), quedando despachado el proyecto en este trámite.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo a la Sala continuar con la tabla el día de mañana. Vamos a ordenar las iniciativas de acuerdo a las urgencias.



Llegó una calificación de “suma urgencia” para el proyecto sobre fortalecimiento de la Dirección del Trabajo; por tanto, va a tener una tramitación prioritaria. Lo veremos con la Secretaría.



Habiéndose cumplido su objetivo, procederé a levantar la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor CHAHUÁN:



Al señor Director de Obras de la Municipalidad de Concón, reiterándole solicitud de antecedentes sobre CONSTRUCCIÓN DE EDIFICIO EN CALLE LAS PELARGONIAS N° 1045, SECTOR BOSQUES DE MONTEMAR.


Del señor GARCÍA-HUIDOBRO:



A la señora Ministra de Salud, a fin de que se detalle UTILIZACIÓN DE RECURSOS PARA IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMA DE INFORMACIÓN HOSPITALARIA DE HOSPITAL DE RANCAGUA.


Del señor NAVARRO:



Al señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura y al señor Director Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, pidiéndoles informar sobre DILIGENCIAS O PROCEDIMIENTOS NECESARIOS PARA FINALIZAR TRAMITACIÓN DE ASIGNACIÓN DE ESPACIO COSTERO MARINO DE PUEBLOS ORIGINARIOS DE PARGUA.
)---------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:19.


Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA CONCEDER PERMISO LABORAL A LOS TRABAJADORES INSCRITOS EN EL REGISTRO NACIONAL DE BOMBEROS VOLUNTARIOS, EN LAS CONDICIONES QUE INDICA

(11.394-22)

Oficio Nº 13.667

VALPARAÍSO, 21 de diciembre de 2017

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo para conceder permiso laboral a los trabajadores inscritos el Registro Nacional de Bomberos Voluntarios, en las condiciones que indica, correspondiente al boletín No 11.394-22, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Agrégase en el artículo 66 ter del Código del Trabajo el siguiente inciso final: 
“Los trabajadores inscritos en el Registro Nacional de Bomberos Voluntarios a que se refiere el artículo 11 de la ley N° 20.564 y que deban participar en actividades de capacitación acreditadas por la Academia Nacional de Bomberos, tendrán derecho a cinco días de permiso anuales, continuos o discontinuos, en las mismas condiciones señaladas en los incisos precedentes. Para hacer uso de este permiso el trabajador deberá comunicarlo por escrito a su empleador, a los menos, con cinco días de anticipación a la fecha de celebración de la capacitación, acompañando un certificado emitido por la Academia Nacional de Bomberos u otro organismo análogo, debidamente validado por esta.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL CIUDADANO CUBANO SEÑOR YASMANI ACOSTA FERNÁNDEZ

(11.444-06)

Oficio Nº 13.666

VALPARAÍSO, 21 de diciembre de 2017.

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 11.444-06:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Concédese la nacionalidad chilena, por especial gracia, al ciudadano cubano señor Yasmani Acosta Fernández.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados. 
3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE DECLARA FERIADO EL 16 DE ENERO DE 2018 PARA LA REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO, CON MOTIVO DE LA VISITA DE SU SANTIDAD EL PAPA FRANCISCO

(11.544-06)

Oficio Nº 13.668
VALPARAÍSO, 21 de diciembre de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 11.544-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Declárase feriado el 16 de enero de 2018 para la Región Metropolitana de Santiago, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
4

OFICIO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE SEÑALA QUE TOMÓ CONOCIMIENTO QUE EL SENADO RECHAZÓ LAS ENMIENDAS PROPUESTAS POR ESA CORPORACIÓN AL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN LO RELATIVO A LOS DELITOS DE COHECHO Y SOBORNO, AUMENTANDO LAS PENAS, TIPIFICA LOS DELITOS DE SOBORNO ENTRE PARTICULARES Y DE ADMINISTRACIÓN DESLEAL; Y LA LEY N° 20.393, QUE ESTABLECE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS EN LOS DELITOS DE LAVADO DE ACTIVOS, FINANCIAMIENTO DEL TERRORISMO Y DELITOS DE COHECHO QUE INDICA, Y COMUNICA LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE CONCURRIRÁN A LA FORMACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

(10.739-07)

Oficio Nº 13.673

VALPARAÍSO, 21 de diciembre de 2017

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que el H. Senado rechazó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que modifica el Código Penal en lo relativo a los delitos de cohecho y soborno, aumentando las penas, tipifica los delitos de soborno entre particulares y de administración desleal; y la ley N° 20.393, que establece la responsabilidad penal de las personas jurídicas en los delitos de lavado de activos, financiamiento del terrorismo y delitos de cohecho que indica, correspondiente al boletín N° 10.739-07.

En razón de lo anterior, acordó que los diputados que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- don Guillermo Ceroni Fuentes

- don Fuad Chahin Valenzuela
- don Cristián Monckeberg Bruner

- don Leonardo Soto Ferrada

- don Arturo Squella Ovalle

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 276/SEC/17, de 20 de diciembre de 2017.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados. 
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OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS CON EL QUE COMUNICA QUE HA TOMADO CONOCIMIENTO QUE EL SENADO DESECHÓ ALGUNAS DE LAS ENMIENDAS PROPUESTAS POR ESA CORPORACIÓN AL PROYECTO DE LEY QUE OTORGA NUEVAS ATRIBUCIONES AL MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL EN MATERIA DE NIÑEZ Y CREA LA SUBSECRETARÍA DE LA NIÑEZ, DEPENDIENTE DEL MISMO, Y COMUNICA LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE CONCURRIRÁN A LA FORMACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

(10.314-06)

Oficio Nº 13.670

VALPARAÍSO, 21 de diciembre de 2017.

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que el H. Senado rechazó algunas de las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo, correspondiente al boletín N° 10.314-06. 

En razón de lo anterior, acordó que los diputados y diputadas que se indican a continuación, concurran a la formación de la Comisión Mixta que establece el artículo 71 de la Constitución Política:

- don Claudio Arriagada Macaya 

- doña Claudia Nogueira Fernández

- doña Denise Pascal Allende

- doña Marcela Sabat Fernández

- don René Saffirio Espinoza

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E, en respuesta a vuestro oficio Nº 274/SEC/17, de 20 de diciembre de 2017.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA “CONVENCIÓN SOBRE EL ESTATUTO DE LOS APÁTRIDAS”, ADOPTADO EN NUEVA YORK, EL 28 DE SEPTIEMBRE DE 1954

(11.435-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 30 de agosto de 2017.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 7 de noviembre de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director General de Asuntos Consulares y de Inmigración, señor Carlos Appelgren; el Director General Administrativo, señor José Miguel Cruz; el Subdirector de Migraciones Internacionales, señor Pedro Hernández, y el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Juan Pablo Espinoza.





También concurrieron, de la Agencia de la ONU para los Refugiados (ACNUR): la Jefa de la Oficina Nacional, señora Delfina Lawson, y el asesor en temas de nacionalidad y apatridia, señor Tomás Pascual.





- La Asesora del Honorable Senador Ricardo Lagos, señora Leslie Sánchez.





- El Asesor del Honorable Senador Alejandro García-Huidobro, señor Ignacio Morandé.

- El periodista del Comité del Partido por la Democracia, señor Gabriel Muñoz.

- - -

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Ejecutivo señala que los preceptos de la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas se enmarcan dentro de los principios generales de protección internacional de los derechos humanos de las personas cuando éstas han perdido o carecen de nacionalidad.





Así, indica que la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, en su artículo 15, señala que toda persona tiene derecho a una nacionalidad y que a nadie se le privará arbitrariamente de ella ni del derecho a cambiarla.





Seguidamente, destaca que el derecho a una nacionalidad, y la necesidad de asegurar la posesión de una nacionalidad efectiva, es decir, de una nacionalidad que actúe como base para el ejercicio de otros derechos, se han ido desarrollando en el curso de los siglos XX y XXI. En este contexto, añade, en 1951 la Asamblea General de las Naciones Unidas convocó a una Conferencia de Plenipotenciarios para redactar un tratado internacional sobre refugiados y personas apátridas.





Agrega que la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas se adoptó en Nueva York el 28 de septiembre de 1954 y entró en vigor internacional el 6 de junio de 1960, siendo a la fecha ochenta y nueve sus Estados Partes. Añade que la contribución más significativa de esta convención al derecho internacional es su definición de “apátrida” como toda persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación.





Sobre la Convención, expresa que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), ha sostenido que “para aquellos que califican como personas apátridas, la Convención proporciona importantes normas básicas de tratamiento”. Igualmente, ha indicado que “se requiere que las personas apátridas tengan los mismos derechos que los nacionales con respecto a la libertad de religión y la educación de sus hijos. Para una serie de otros derechos, como el derecho de asociación, el derecho del trabajo y a la vivienda, se dispone que las personas apátridas deben disfrutar como mínimo, del mismo trato que otras personas no nacionales”.





Finalmente, el Ejecutivo señala que este instrumento internacional es de vital importancia hoy en día, ya que millones de personas en todo el mundo continúan enfrentando serias dificultades por ser apátridas. Así, ACNUR ha hecho un llamado para erradicar la apatridia antes de 2024 y esta convención proporciona soluciones prácticas a los Estados para enfrentar las necesidades particulares de estas personas, garantizando su seguridad y dignidad hasta que su situación pueda ser resuelta.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 13 de septiembre de 2017, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 10 de octubre de 2017 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 26 de octubre de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 69 votos a favor.





4. Instrumento Internacional.- Esta Convención consta de un Preámbulo, 42 artículos y 1 anexo, que se reseñan a continuación.





El Preámbulo recuerda que la Carta de las Naciones Unidas y la Declaración Universal de Derechos Humanos han afirmado el principio de que los seres humanos, sin discriminación alguna, deben gozar de los derechos y libertades fundamentales; que dicha Organización ha manifestado en diversas ocasiones su profundo interés por los apátridas y esforzado por asegurarles el ejercicio más amplio posible de los derechos y libertades fundamentales; y que la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, de la cual Chile es Estado Parte, comprende sólo los apátridas que son también refugiados. Al mismo tiempo, se afirma que es deseable regularizar y mejorar la condición de los apátridas mediante un acuerdo internacional.





El artículo 1 define el término “apátrida”, a los efectos de la Convención, como toda persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación.





Sin embargo, esta Convención no se aplica:





i. A las personas que reciben actualmente protección o asistencia de un órgano u organismo de las Naciones Unidas distinto del ACNUR, mientras estén recibiendo tal protección o asistencia.





ii. A las personas a quienes las autoridades competentes del país donde hayan fijado su residencia reconozcan los derechos y obligaciones inherentes a la posesión de la nacionalidad de tal país.





iii. A las personas respecto de las cuales haya razones fundadas para considerar:





a) Que han cometido un delito contra la paz, un delito de guerra o un delito contra la humanidad, definido en los instrumentos internacionales referentes a dichos delitos.





b) Que han cometido un delito grave de índole no política fuera del país de su residencia, antes de su admisión en dicho país.





c) Que son culpables de actos contrarios a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.





Luego, el artículo 2 establece que todo apátrida tiene, respecto del país donde se encuentra, deberes que en especial entrañan la obligación de acatar sus leyes y reglamentos, así como las medidas adoptadas para el mantenimiento del orden público.





El artículo 3 prohíbe a los Estados Contratantes discriminar, al aplicar las disposiciones de esta Convención, a los apátridas, sea por motivos de raza, de religión o país de origen.





Por su parte, el artículo 4 prescribe que los Estados Contratantes deberán también otorgar a los apátridas que se encuentren en sus territorios un trato por lo menos tan favorable como el otorgado a sus nacionales en cuanto a la libertad de practicar su religión y la libertad de instrucción religiosa a sus hijos.





El artículo 5 norma que ninguna disposición de esta Convención podrá interpretarse en menoscabo de cualquier derecho o beneficio otorgado por los Estados Contratantes a los apátridas con independencia de ésta.





A su vez, el artículo 6 define, también a los fines de la Convención, la expresión “en las mismas circunstancias”, que significa que el interesado ha de cumplir todos los requisitos que se le exigirían si no fuese apátrida (y en particular los referentes a la duración y a las condiciones de estancia o de residencia) para poder ejercer el derecho de que se trate, excepto los requisitos que, por su naturaleza, no pueda cumplir un apátrida.





El artículo 7 prevé, a reserva de las disposiciones más favorables previstas en la Convención, que todo Estado Contratante otorgará a los apátridas el mismo trato que otorgue a los extranjeros en general.





Así, después de un plazo de residencia de tres años, todos los apátridas disfrutarán, en el territorio de los Estados Contratantes, de la exención de reciprocidad legislativa.





Igualmente, todo Estado Contratante continuará otorgando a los apátridas los derechos y beneficios que ya les correspondieren, aun cuando no existiera reciprocidad, en la fecha de entrada en vigor de esta Convención para dicho Estado.





Además, los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la posibilidad de otorgar a los apátridas, cuando no exista reciprocidad, derechos y beneficios más amplios que aquellos que les correspondan en virtud de los dos párrafos anteriores, así como la posibilidad de hacer extensiva la exención de reciprocidad a los apátridas que no reúnan las condiciones previstas en éstos.





Finalmente, señala que las disposiciones de los párrafos 2 y 3 del artículo 7 se aplicarán tanto a los derechos y beneficios previstos en los artículos 13, 18, 19, 21 y 22 de esta Convención, como a los derechos y beneficios no previstos en ella.





Enseguida, el artículo 8 dispone que, en cuanto a medidas excepcionales que puedan adoptarse contra la persona, los bienes o los intereses de nacionales o ex nacionales de un Estado extranjero, los Estados Contratantes no aplicarán tales medidas a los apátridas únicamente por haber tenido la nacionalidad de dicho Estado. Los Estados Contratantes que, en virtud de sus leyes, no puedan aplicar el principio general expresado en este artículo, otorgarán, en los casos adecuados, exenciones en favor de tales apátridas.





El artículo 9 establece que ninguna disposición de la Convención impedirá que en tiempo de guerra o en otras circunstancias graves y excepcionales, un Estado Contratante adopte provisionalmente, respecto a determinada persona, las medidas que estime indispensables para la seguridad nacional, hasta que tal Estado Contratante llegue a determinar que tal persona es realmente un apátrida y que, en su caso, la continuación de tales medidas es necesaria para la seguridad nacional.





Luego, el artículo 10 señala que cuando un apátrida haya sido deportado durante la Segunda Guerra Mundial y trasladado al territorio de un Estado Contratante, y resida en él, el período de tal estancia forzada se considerará como de residencia legal en tal territorio.





Igualmente, cuando un apátrida haya sido deportado del territorio de un Estado Contratante durante la Segunda Guerra Mundial, y haya regresado a él antes de la entrada en vigor de la Convención, para establecer allí su residencia, el período que preceda y siga a su deportación se considerará como un período ininterrumpido, en todos los casos en que se requiera residencia ininterrumpida.





El artículo 11 norma que, en el caso de los apátridas empleados regularmente como miembros de la tripulación de una nave que enarbole pabellón de un Estado Contratante, dicho Estado examinará con benevolencia la posibilidad de autorizar a tales apátridas para establecerse en su territorio y de expedirles documentos de viaje o admitirlos temporalmente en su territorio, en particular con el objeto de facilitar su establecimiento en otro país.





Después, el artículo 12 se refiere al estatuto personal de todo apátrida, el cual se regirá por la ley del país de su domicilio o, a falta de domicilio, por la ley del país de su residencia.





En cuanto a los derechos anteriormente adquiridos por el apátrida, que dependan del estatuto personal, especialmente los que resultan del matrimonio, éstos serán respetados por todo Estado Contratante, siempre que se cumplan, de ser necesario, las formalidades que exija la legislación de tal Estado y que el derecho de que se trate sea de los que hubiera reconocido la legislación de éste, si el interesado no se hubiera convertido en apátrida.





El artículo 13 establece que, en lo referente a bienes muebles e inmuebles, los Estados Contratantes concederán a todo apátrida el trato más favorable posible, y en ningún caso menos favorable que el concedido generalmente a los extranjeros en las mismas circunstancias, respecto a su adquisición y otros derechos conexos, arrendamientos y otros contratos relativos.





A continuación, el artículo 14 señala que, en cuanto a la protección a la propiedad industrial y, en particular, a inventos, dibujos o modelos industriales, marcas de fábrica, nombres comerciales y derechos relativos a la propiedad literaria, científica o artística, se concederá a todo apátrida, en el país en que resida habitualmente, la misma protección concedida a los nacionales de tal país. En el territorio de cualquier otro Estado Contratante, se le concederá la misma protección concedida en él a los nacionales del país en que tenga su residencia habitual.





El artículo 15 dispone que, en lo que respecta a las asociaciones no políticas ni lucrativas y a los sindicatos, los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en su territorio un trato tan favorable como sea posible y, en todo caso, no menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general.





Por su parte, el artículo 16 prevé que todo apátrida tendrá libre acceso a los tribunales de justicia en el territorio de los Estados Contratantes.





Del mismo modo, en el Estado Contratante donde tenga su residencia habitual, todo apátrida recibirá el mismo trato que un nacional en cuanto al acceso a los tribunales, incluso la asistencia social y la exención de la cautio judicatum solvi.





Igualmente, en los Estados Contratantes distintos de aquel en que tenga su residencia habitual, y en cuanto a las cuestiones a que se refiere el párrafo precedente, todo apátrida recibirá el mismo trato que un nacional del país en el cual tenga su residencia habitual.





El artículo 17 establece que respecto al empleo remunerado, los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en su territorio un trato tan favorable como sea posible y, en todo caso, no menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general.





De la misma forma, los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la asimilación, en lo concerniente a la ocupación de empleos remunerados, de los derechos de todos los apátridas a los derechos de los nacionales, especialmente para los apátridas que hayan entrado en el territorio de tales Estados en virtud de programas de contratación de mano de obra o de planes de inmigración.





A su vez, el artículo 18 norma que todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren legalmente en su territorio el trato más favorable posible y, en ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general, en lo que respecta al derecho a trabajar por cuenta propia en la agricultura, la industria, la artesanía y el comercio, y al derecho a establecer compañías comerciales e industriales.





El artículo 19 señala que todo Estado Contratante concederá a los apátridas que residan legalmente en su territorio, que posean diplomas reconocidos por las autoridades competentes de tal Estado y que deseen ejercer una profesión liberal, el trato más favorable posible y, en ningún caso, menos favorable que el generalmente concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros.





Luego, el artículo 20 expresa que cuando la población en su conjunto esté sometida a un sistema de racionamiento que regule la distribución general de productos que escaseen, los apátridas recibirán el mismo trato que los nacionales.





El artículo 21 regula que, en materia de vivienda y, en tanto esté regida por leyes y reglamentos o sujeta a la fiscalización de las autoridades oficiales, los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en su territorio el trato más favorable posible y, en ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general.





Enseguida, el artículo 22 dispone que los Estados Contratantes concederán a los apátridas el mismo trato que a los nacionales en lo que respecta a la enseñanza elemental.





Asimismo, los Estados Contratantes concederán a los apátridas el trato más favorable posible y, en ningún caso, menos favorable que el concedido en las mismas circunstancias a los extranjeros en general, respecto de la enseñanza que no sea la elemental y, en particular, respecto al acceso a los estudios, reconocimiento de certificados de estudios, diplomas y títulos universitarios expedidos en el extranjero, exención de derechos y cargas y concesión de becas.





El artículo 23 norma que los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en su territorio el mismo trato que a sus nacionales en lo que respecta a asistencia y socorro públicos.





Después, el artículo 24 señala que los Estados Contratantes concederán a los apátridas que residan legalmente en su territorio el mismo trato que a sus nacionales en lo concerniente a las siguientes materias:





i. Remuneración, inclusive subsidios familiares cuando formen parte de ésta, horas de trabajo, disposiciones sobre horas extraordinarias de trabajo, vacaciones con paga, restricciones al trabajo a domicilio, edad mínima de empleo, aprendizaje y formación profesional, trabajo de mujeres y de adolescentes y disfrute de los beneficios de los contratos colectivos de trabajo, en la medida en que estas materias estén regidas por leyes o reglamentos, o dependan de las autoridades administrativas.





ii. Seguros sociales (disposiciones legales respecto a accidentes del trabajo, enfermedades profesionales, maternidad, invalidez, ancianidad, fallecimiento, desempleo, responsabilidades familiares y cualquier otra contingencia que, conforme a las leyes o a los reglamentos nacionales, esté prevista en un plan de seguro social), con sujeción a las siguientes limitaciones:





a) Posibilidad de disposiciones adecuadas para la conservación de los derechos adquiridos y de los derechos en vías de adquisición.





b) Posibilidad de que las leyes o reglamentos nacionales del país de residencia prescriban disposiciones especiales concernientes a los beneficios, o parte de ellos, pagaderos totalmente con fondos públicos, o a subsidios pagados a personas que no reúnan las condiciones de aportación prescritas para la concesión de una pensión normal.





El derecho a indemnización por la muerte de un apátrida, de resultas de accidentes del trabajo o enfermedad profesional, no sufrirá menoscabo por el hecho de que el derechohabiente resida fuera del territorio del Estado Contratante.





Los Estados Contratantes harán extensivos a los apátridas los beneficios de los acuerdos que hayan concluido o concluyan entre sí, sobre la conservación de los derechos adquiridos y los derechos en vías de adquisición en materia de seguridad social, con sujeción únicamente a las condiciones que se apliquen a los nacionales de los Estados signatarios de los acuerdos respectivos.





Igualmente, los Estados Contratantes examinarán con benevolencia la aplicación a los apátridas, en todo lo posible, de los beneficios derivados de acuerdos análogos que estén en vigor o entren en vigor entre tales Estados Contratantes y Estados no contratantes





El artículo 25 dispone que cuando el ejercicio de un derecho por un apátrida necesite normalmente de la ayuda de autoridades extranjeras a las cuales no pueda recurrir, el Estado Contratante en cuyo territorio aquél resida tomará las medidas necesarias para que sus propias autoridades le proporcionen esa ayuda.





A su vez, las autoridades a que se refiere el párrafo precedente expedirán o harán que bajo su vigilancia se expidan a los apátridas los documentos o certificados que normalmente serían expedidos a los extranjeros por sus autoridades nacionales o por conducto de éstas.





Los documentos o certificados así expedidos reemplazarán a los instrumentos oficiales expedidos a los extranjeros por sus autoridades nacionales o por conducto de éstas, y harán fe, salvo prueba en contrario.





A reserva del trato excepcional que se conceda a las personas indigentes, pueden imponerse derechos por los servicios mencionados en el presente literal, pero tales derechos serán moderados y estarán en proporción con los impuestos a los nacionales por servicios análogos.





Estas disposiciones, en todo caso, no se oponen a las de los artículos 27 y 28.





Por su parte, el artículo 26 establece que todo Estado Contratante concederá a los apátridas que se encuentren legalmente en su territorio el derecho de escoger el lugar de su residencia en éste y de viajar libremente por él, siempre que observen los reglamentos aplicables en las mismas circunstancias a los extranjeros en general.





El artículo 27 expresa que los Estados Contratantes expedirán documentos de identidad a todo apátrida que se encuentre en su territorio y que no posea un documento válido de viaje.





Luego, el artículo 28 norma que los Estados Contratantes expedirán a los apátridas que se encuentren legalmente en su territorio documentos de viaje que les permitan trasladarse fuera de éste, a menos que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad nacional o de orden público. Añade que las disposiciones del anexo a esta Convención se aplicarán igualmente a esos documentos. Los Estados Contratantes podrán expedir dichos documentos de viaje a cualquier otro apátrida que se encuentre en su territorio y, en particular, examinarán con benevolencia el caso de los apátridas que, encontrándose en el territorio correspondiente, no puedan obtener un documento de viaje del país en que tengan su residencia legal.





El artículo 29 establece que los Estados Contratantes no impondrán a los apátridas derecho, gravamen o impuesto alguno de cualquier clase que difiera o exceda de los que exijan o puedan exigirse de los nacionales de tales Estados en condiciones análogas.





Sin embargo, lo dispuesto en el precedente párrafo no impedirá aplicar a los apátridas las leyes y los reglamentos concernientes a los derechos impuestos a los extranjeros por la expedición de documentos administrativos, incluso documentos de identidad.





A continuación, el artículo 30 regla que cada Estado Contratante, de conformidad con sus leyes y reglamentos, permitirá a los apátridas transferir a otro país, en el cual hayan sido admitidos con fines de reasentamiento, los haberes que hayan llevado consigo al territorio de tal Estado.





Del mismo modo, cada Estado Contratante examinará con benevolencia las solicitudes presentadas por los apátridas para que se les permita transferir sus haberes, dondequiera que se encuentren, que sean necesarios para su reasentamiento en otro país en el cual hayan sido admitidos.





El artículo 31 señala que los Estados Contratantes no expulsarán a apátrida alguno que se encuentre legalmente en su territorio, a no ser por razones de seguridad nacional o de orden público.





En tal caso, la expulsión del apátrida únicamente se efectuará en virtud de una decisión tomada conforme a los procedimientos legales vigentes. A no ser que se opongan a ello razones imperiosas de seguridad nacional, se deberá permitir al apátrida presentar pruebas en su descargo, interponer recursos y hacerse representar a este efecto ante la autoridad competente o ante una o varias personas especialmente designadas por la autoridad competente.





En esa circunstancia, sin embargo, se concederá al apátrida un plazo razonable dentro del cual pueda gestionar su admisión legal en otro país. Los Estados Contratantes se reservan el derecho a aplicar durante este plazo las medidas de orden interior que estimen necesarias.





Enseguida, el artículo 32 norma que los Estados Contratantes facilitarán en todo lo posible la asimilación y la naturalización de los apátridas. Se esforzarán, en especial, por acelerar los trámites de naturalización y por reducir en todo lo posible los derechos y gastos de éstos.





El artículo 33 dispone que los Estados Contratantes comunicarán al Secretario General de las Naciones Unidas el texto de las leyes y los reglamentos que promulguen para garantizar la aplicación de esta Convención.





Por su parte, el artículo 34 regula que toda controversia entre las Partes en esta Convención, respecto a su interpretación o aplicación, que no haya podido ser resuelta por otros medios, será sometida a la Corte Internacional de Justicia a petición de cualquiera de las Partes en controversia.





El artículo 35 señala que la Convención quedará abierta a la firma en la Sede de las Naciones Unidas hasta el 31 de diciembre de 1955.





Añade que estará abierta para la firma de todo Estado Miembro de las Naciones Unidas, cualquier otro Estado invitado a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Estatuto de los Apátridas y también todo Estado al cual la Asamblea General de las Naciones Unidas dirigiere una invitación al efecto de la firma o de la adhesión.





Asimismo, habrá de ser ratificada y los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. No obstante, los Estados a que se refiere el párrafo anterior podrán adherir a esta Convención, adhesión que se efectuará mediante el depósito de un instrumento adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.





A su vez, el artículo 36 establece que, en el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo Estado podrá declarar que esta Convención se hará extensiva a la totalidad o a parte de los territorios cuyas relaciones internacionales tenga a su cargo. Tal declaración surtirá efecto a partir del momento en que la Convención entre en vigor para el Estado interesado.





En cualquier momento ulterior, tal extensión se hará por notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas y surtirá efecto a partir del nonagésimo día siguiente a la fecha en que éste haya recibido la notificación o a la fecha de entrada en vigor de la Convención para tal Estado, si esta última fecha fuere posterior.





Con respecto a los territorios a los que no se haya hecho extensiva la Convención en el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, cada Estado interesado examinará la posibilidad de adoptar, a la mayor brevedad posible, las medidas necesarias para hacer extensiva la aplicación de esta Convención a tales territorios, a reserva del consentimiento de los gobiernos de éstos, cuando sea necesario por razones constitucionales.





El artículo 37 señala que con respecto a los Estados federales o no unitarios, se aplicarán las disposiciones siguientes:





a) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de la acción legislativa del poder legislativo federal, las obligaciones del Gobierno federal serán, en esta medida, las mismas que las de las Partes que no son Estados federales.





b) En lo concerniente a los artículos de esta Convención cuya aplicación dependa de la acción legislativa de cada uno de los Estados, provincias o cantones constituyentes que, en virtud del régimen constitucional de la Federación, no estén obligados a adoptar medidas legislativas, el Gobierno federal, a la mayor brevedad posible y con su recomendación favorable, comunicará el texto de dichos artículos a las autoridades competentes de los Estados, provincias o cantones.





c) Todo Estado federal que sea Parte en esta Convención proporcionará, a petición de cualquier otro Estado Contratante, transmitida por el Secretario General de las Naciones Unidas, una exposición de la legislación y de las prácticas vigentes en la Federación y en sus unidades constituyentes, en lo concerniente a una determinada disposición de la Convención, indicando en qué medida, por acción legislativa o de otra índole, se ha dado efecto a tal disposición.





A continuación, el artículo 38 dispone que en el momento de la firma, de la ratificación o de la adhesión, todo Estado podrá formular reservas con respecto a artículos de la Convención que no sean los artículos 1, 3, 4, 16 (1), y 33 a 42 inclusive. Si éstas se han formulado, el Estado podrá retirarla en cualquier momento, mediante comunicación al efecto dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas.





El artículo 39 señala que esta Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión.





Empero, respecto a cada Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella después del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del depósito por tal Estado de su instrumento de ratificación o de adhesión.





Luego, el artículo 40 indica que todo Estado Contratante podrá, en cualquier momento, denunciar esta Convención mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. Esta denuncia surtirá efecto para el Estado interesado un año después de la fecha en que el Secretario General de las Naciones Unidas la haya recibido.





Todo Estado que haya hecho una declaración o una notificación con arreglo al artículo 36 podrá declarar en cualquier momento posterior, mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, que la Convención dejará de aplicarse a determinado territorio designado en la notificación. La Convención dejará de aplicarse a tal territorio un año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido esta notificación.





El artículo 41 dispone que todo Estado Contratante podrá, en cualquier momento, mediante notificación dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas, pedir la revisión de esta Convención y la Asamblea General de las Naciones Unidas recomendará las medidas que, en su caso, hayan de adoptarse respecto de tal petición.





Por último, el artículo 42 norma que el Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros a que se refiere el artículo 35, acerca de las firmas, ratificaciones y adhesiones a que se refiere el artículo 35; las declaraciones y notificaciones a que se refiere el artículo 36; las reservas formuladas o retiradas a que se refiere el artículo 38; la fecha en que entrará en vigor esta Convención, con arreglo al artículo 39; las denuncias y notificaciones a que se refiere el artículo 40; y las peticiones de revisión a que se refiere el artículo 41.





Finalmente, el Anexo de la Convención se refiere a los documentos de viaje que deberán expedir los Estados Parte a los apátridas que se encuentren legalmente en su territorio, que les permitan trasladarse fuera del país de que se trate, y al modelo de los mismos, de conformidad a lo que prevé el artículo 28 de la Convención.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín colocó en discusión el proyecto.





El Director General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador señor Carlos Appelgren señaló que en un contexto globalizado e interdependiente, los procesos de movilidad de personas y migratorios internacionales se configuran en la actualidad como una cuestión prioritaria en la política y agenda de la comunidad internacional y de los gobiernos.





Explicó que se define a un apátrida como toda persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación. Añadió que las personas que se encuentran bajo dicha condición, con frecuencia se mantienen bajo un vacío de protección, especialmente, porque los Estados no han implementado medidas concretas para responder a estas necesidades.





Agregó que, con el objetivo de proporcionar un marco legal para proteger a las personas apátridas, el sistema internacional elaboró y aprobó la Convención de 1954 sobre el Estatuto de los Apátridas.





A continuación, informó que la Convención sobre el Estatuto de los Apatridas (1954) establece un marco para la protección internacional de las personas apátridas y es la codificación más completa de los derechos de dichas personas hasta ahora alcanzada a nivel internacional.





Indicó que tiene como antecedente la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y fue concebida inicialmente como un proyecto de protocolo de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados.





Destacó que lo más importante que proporciona la Convención de 1954, es la definición de apátrida y el establecimiento de normas mínimas de tratamiento para dicha población con respecto a una serie de derechos, entre los cuales se incluyen la educación, el empleo y la vivienda. Agregó que también garantiza a las personas apátridas el derecho a la identidad, documentos de viaje y la asistencia administrativa. Del mismo modo, asegura que sus derechos sean respetados y que sus necesidades básicas sean satisfechas. Añadió que los citados factores de estabilización, además de mejorar la calidad de vida para aquellos que permanecen apátridas, también disminuyen el potencial de futuros desplazamientos.





Precisó que este instrumento internacional es de vital importancia hoy en día, ya que millones de personas en todo el mundo continúan enfrentando serias dificultades por ser apátridas. En ese sentido, hizo presente el llamado de ACNUR para erradicar la apatridia antes de 2024, para lo cual la Convención proporciona soluciones prácticas a los Estados para enfrentar las necesidades particulares de estas personas, garantizando su seguridad y dignidad hasta que su situación pueda ser resuelta.





Corroborando lo anterior, manifestó que el Instructivo Presidencial N° 5/2015, reconoce a Chile como un país de migración, con responsabilidades en la movilidad humana internacional. Enfatizó que nuestro deber como país es hacernos cargo de estas responsabilidades a través de la implementación de políticas públicas que fomenten la no discriminación y la inclusión social de las personas migrantes, a través de un enfoque transversal de Derechos Humanos.





Por último, indicó que este instrumento de adhesión es importante pues concuerda con los principios fundamentales de la política exterior de nuestro país: promoción de la democracia y el respeto a los derechos humanos.





Enseguida, la Jefa de la Oficina Nacional de la Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados, ACNUR, señora Delfina Lawson, indicó que su entidad realiza esta presentación en ejercicio del mandato que le fuera conferido por la Asamblea General de las Naciones Unidas como la agencia encargada de proporcionar protección internacional y asistir a los gobiernos en la búsqueda de soluciones duraderas para los refugiados y las personas apátridas. En concreto, informó que ACNUR trabaja sobre la identificación, prevención, reducción y protección de la apatridia en todo el mundo.





Explicó que un apátrida es una persona que no es reconocida como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación. Añadió que la apatridia representa una vulneración al derecho a la nacionalidad y la identidad, derecho que se encuentra consagrado en el artículo 20 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el artículo 15 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y en el artículo 7 de la Convención de los Derechos del Niño. Recordó que su incorporación estuvo motivada por las desnacionalizaciones masivas que se cometieron durante la segunda guerra mundial.





Señaló que la mayoría de las personas nunca se cuestiona su nacionalidad y tampoco vislumbra la posibilidad de no tenerla, incluso muchos tienen una o dos nacionalidades, y ella se hace relevante cuando se viaja al extranjero, cuando se vota, o cuando se ejerce algún derecho que se vincula con ella. Sin embargo, aseveró que, para al menos diez millones de personas en el mundo, la falta de nacionalidad es un impedimento para poder acceder a muchos derechos esenciales como la educación, la atención sanitaria, el empleo, la justicia. Adicionalmente, tampoco pueden votar, viajar u obtener documentos de identidad.





Explicó que la apatridia sucede porque, por ejemplo, los Estados dejan de existir y las personas no puedan obtener la ciudadanía de los Estados que les suceden, consideraciones políticas pueden motivar cambios en la forma en que se aplican las leyes sobre ciudadanía; puede que se persiga a una minoría étnica denegándole la ciudadanía, como a los Rohingya en Myanmar - más de 630.000 desplazados a Bangladesh; o es posible que un grupo viva en zonas fronterizas o transfronterizas y que ninguno de los Estados afectados les concedan la ciudadanía. Asimismo, expresó que hay personas que se convierten en apátridas debido a circunstancias personales y no porque se persiga al grupo al que pertenecen. Asimismo, informó que la apatridia puede surgir a raíz de las diferencias jurídicas entre países, porque las personas renuncien a una nacionalidad sin haber adquirido otra o, simplemente, porque no se haya registrado el nacimiento de una persona.





Manifestó que la privación de la nacionalidad genera sufrimiento, exclusión y marginalidad, por lo cual se trata de un asunto humanitario. Por tanto, destacó que asegurar que todas las personas puedan tener una nacionalidad favorece la cohesión social, la integración y la posibilidad de que las sociedades capitalicen las capacidades y los talentos de sus ciudadanos, lo cual crea, a su vez, sociedades inclusivas que permiten la prosperidad de las comunidades y de las naciones.





Agregó que la apatridia también es un tema de desarrollo, por  lo cual dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030, se ha incluido un punto (16.9) que habla de "identidad legal para todos, incluyendo el registro de nacimiento".





Luego, señaló que Chile ha dado grandes pasos en el camino para la erradicación de la apatridia. En este contexto, manifestó que nuestro país puede dar un paso más, adhiriendo a la Convención en estudio, de manera de consolidar su compromiso con la protección de las personas apátridas.





Sobre lo anterior, señaló que la apatridia es una vulneración grave a un derecho humano fundamental, el derecho a la nacionalidad, que a su vez es parte del derecho a la identidad, consagrado en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en la Convención sobre los Derechos del Niño. Añadió que distintos órganos del sistema de protección de derechos humanos de las Naciones Unidas le han sugerido al Estado la adhesión a estas Convenciones: el Comité para la protección de todos los trabajadores migratorios y sus familias en el año 2011; el Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer CEDAW, en el año 2012; el Comité para la eliminación de la discriminación racial en el año 2013; el Consejo de Derechos Humanos, en el examen periódico universal en el año 2014; y el Comité sobre los Derechos del Niño en el año 2015.





Agregó que Chile suscribió, en diciembre de 2014, el Plan de Acción de Brasil, el cual contiene entre sus capítulos, uno sobre apatridia. En este marco, informó que los Estados señalaron que al cabo de diez años esperan afirmar que los países de América Latina y el Caribe lograron erradicar la apatridia, además ACNUR tiene una campaña global para acabar con la apatridia antes del año 2024.





Añadió que, conectado con el punto anterior, América quiere ser un modelo a seguir en este tema, una tierra de soluciones para las personas apátridas.





Finalmente, señaló que por las razones expresadas precedentemente, pero fundamentalmente porque Chile es un Estado respetuoso de los derechos humanos, no se puede quedar afuera del concierto internacional que ha demostrado firmemente su compromiso con la protección de las personas apátridas.





El Honorable Senador señor Pizarro indicó que revisando los diversos capítulos del tratado observó que no está consagrado el derecho a la salud. Al respecto, consultó qué sucede en ese caso.





A su vez, el Honorable Senador señor Letelier recordó los casos de innumerables compatriotas que quedaron apátridas, como consecuencia de la dictadura militar. Al respecto, destacó el rol de ACNUR en estas materias y, por ello, llamó la atención sobre el mal uso que se estaría haciendo de la calidad de refugiado por algunas personas. Planteó que hay que cuidar la Institución, por lo que pidió a los representantes de ACNUR considerar la situación.





Por su parte, el Honorable Senador señor Lagos consultó porqué nuestro país se demoró tanto en adherir a este instrumento internacional. También inquirió si la nueva ley de migración va a regular la implementación de algunos aspectos de la Convención y si existen vías administrativas para solucionar los problemas que se generan.





El Honorable Senador señor Larraín indicó que, en la actualidad, no existe conflicto en la normativa nacional que impida aprobar la Convención. Destacó la importancia de adherir a este acuerdo, por cuanto es coincidente con los principios de nuestra política exterior.





A continuación, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, informó que nuestro país tenía algunos problemas en relación a la apatricidad. 
Explicó que el primer inconveniente, aun cuando es posterior a los años 1954 y 1961, radicaba en la Constitución Política de la República. Al respecto, recordó que la Carta Fundamental de 1980 exigía a un hijo de chileno nacido en el exterior, cumplir como requisito el haberse avecindado a lo menos un año en Chile, si deseaba obtener la nacionalidad chilena. Añadió que lo anterior producía un problema práctico, porque si ese hijo de chileno nacido en el exterior nacía en un Estado en que la determinación de nacionalidad era solo por ius sanguinis, porque tenía padre o madre de esa nacionalidad, esa persona no podía obtener, por el solo hecho de haber nacido en ese territorio, la nacionalidad de ese país, y tampoco la nacionalidad chilena, porque no había cumplido el requisito de avecindamiento de un año. Indicó que este problema fue resuelto en la reforma constitucional del año 2005, donde hubo consenso político amplio para resolver este problema y se eliminó el mencionado requisito de avecindamiento.





Agregó que el otro inconveniente que se producía tenía que ver con las edades, pues la Convención establece la edad de 18 años para poder obtener elementos definitorios de nacionalidad y nuestro país exigía 21 años. Precisó que este tema también se resolvió.





Por último, indicó que una tercera dificultad, no menor, del cual se hicieron cargo primero los Tribunales de Justicia, antes que la autoridad administrativa, era la aplicación del concepto de transeúntes a los hijos de extranjeros nacidos en nuestro país. Explicó que cuando una pareja de extranjeros iban a inscribir al Registro Civil a su hijo nacido en Chile, argumentando ius solis para ser inscrito como chileno, los funcionarios de dicha entidad no inscribían al menor porque los padres no tenían regularizada su permanencia en Chile, es decir, estaban en calidad de transeúntes. Añadió que dicha contrariedad fue resuelta por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, quien en fallos sucesivos determinó que estas personas tenían derecho a nacionalidad, acotando el concepto de transeúnte, independiente de si la persona tenía o no regularizada su permanencia en Chile, lo cual, posteriormente, fue recogido por las autoridades administrativas.





Manifestó que, como estos tres elementos han sido resueltos, hoy día se está en condiciones de ratificar la Convención.





Posteriormente, el Honorable Senador señor Larraín preguntó si existían casos de chilenos apátridas en el mundo.





La señora Lawson respondió que, por las razones comentadas anteriormente, relativas al avecindamiento, quedaban algunas personas a las cuales no se les reconoció la nacionalidad.





A continuación, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Riveros, aclaró que, jurídicamente, nuestro país va a adherir a la Convención. Precisó que no corresponde una ratificación, porque Chile no participó en su proceso de negociación.





Luego, se refirió a la larga tradición que tiene nuestro país en la recepción de extranjeros con estos problemas, por ejemplo, los árabes que llegaban con pasaporte turco, sin que tuvieran dicha nacionalidad.





Por último, destacó que una persona apátrida que llega al país es recibida y tratada como extranjero, independiente de si acaso tiene o no tiene nacionalidad; por tanto, tiene acceso a los derechos y el auxilio que en algún momento determinado un extranjero pueda tener, sin poseer la nacionalidad.





En cuanto a los temas administrativos, manifestó que efectivamente hay muchas cosas que se pueden corregir por la citada vía, y de hecho, esto tiene mucho más que ver con el tema de la migración. Al respecto, acotó que estamos retrasados en cuanto a la normativa migratoria, no solo en cuanto a derechos, sino que también en cuanto a deberes. Precisó que un aspecto a regular, por ejemplo, es qué se entiende por transeúnte, porque ahí está el origen de si una persona adquiere o no adquiere nacionalidad, ya que un hijo de transeúnte no necesariamente adquiere la nacionalidad chilena, aunque haya nacido en nuestro país.





También, aprovechó de manifestar a la representante de la ACNUR el mal uso que se está haciendo de la institución del refugio, pues hay muchas personas a las cuales les resulta más conveniente pedir refugio que ingresar como turista o pidiendo una residencia.





Sobre lo anterior, la señora Lawson compartió la preocupación en proteger la institución del refugio, ya que es de carácter humanitario. Añadió que son temas que deben ser conversados entre los Estados y la ACNUR.





Aclaró, en cuanto al acceso a la salud, que es un tema que ya fue superado por otras convenciones de derechos humanos, y, en el caso chileno, por la legislación nacional.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la “Convención sobre el Estatuto de los Apátridas”, adoptada en Nueva York, el 28 de septiembre de 1954.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 19 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 19 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA LA “CONVENCIÓN PARA REDUCIR LOS CASOS DE APATRIDIA”, ADOPTADA EN NUEVA YORK, ESTADOS UNIDOS, EL 30 DE AGOSTO DE 1961

(11.436-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 30 de agosto de 2017.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 7 de noviembre de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso; el Director General de Asuntos Consulares y de Inmigración, señor Carlos Appelgren; el Director General Administrativo, señor José Miguel Cruz; el Subdirector de Migraciones Internacionales, señor Pedro Hernández, y el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Juan Pablo Espinoza.





También concurrieron, de la Agencia de la ONU para los Refugiados (ACNUR): la Jefa de la Oficina Nacional, señora Delfina Lawson, y el asesor en temas de nacionalidad y apatridia, señor Tomás Pascual.





- La Asesora del Honorable Senador Ricardo Lagos, señora Leslie Sánchez.





- El Asesor del Honorable Senador Alejandro García-Huidobro, señor Ignacio Morandé.

- El periodista del Comité del Partido por la Democracia, señor Gabriel Muñoz.

- - -

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Ejecutivo señala que la Convención para Reducir los Casos de Apatridia entró en vigor el 13 de diciembre de 1975 y que, a la fecha, sesenta y ocho Estados son Partes de ella.





Agrega que esta Convención complementa la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954. En efecto, ambas fueron el resultado de más de una década de negociaciones internacionales sobre la forma de evitar la incidencia de la apatridia y constituyen el marco jurídico internacional para hacer frente a este fenómeno, que sigue afectando negativamente las vidas de millones de personas en todo el mundo.





De esta forma, indica que la Convención de 1961 formula normas para la concesión y el no retiro de la nacionalidad con el fin de prevenir que surjan casos de apatridia, haciendo efectivo el artículo 15 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, que reconoce que “toda persona tiene derecho a una nacionalidad”. Añade que, subyacente en la Convención, también se encuentra la idea de que si bien los Estados conservan el derecho de elaborar el contenido de sus leyes de nacionalidad, deben hacerlo en concordancia con las normas internacionales relativas a ésta, incluido el principio de que debe evitarse la apatridia.





Sobre la Convención, señala que la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (“ACNUR”) ha sostenido que ésta busca equilibrar los derechos de los individuos con los intereses de los Estados mediante el establecimiento de normas generales para la prevención de la apatridia y, al mismo tiempo, permitir algunas excepciones a estas normas.





Destaca que, de conformidad con el artículo 11 de la Convención, la Asamblea General de las Naciones Unidas designó al ACNUR como el organismo al que pueden acudir las personas que se crean con derecho a acogerse a ésta para que examine su pretensión y las asista en la presentación de la misma ante la autoridad competente y, posteriormente, le encomendó un mandato global para identificar, prevenir y reducir la apatridia y proteger a las personas apátridas, solicitando específicamente que la Oficina “proporcione a los Estados interesados los servicios técnicos y de asesoramiento que procedan para la preparación y aplicación de leyes relativas a la nacionalidad”.





Finalmente, hace presente que la Convención es de vital importancia hoy en día, dado que la apatridia persiste en algunas situaciones prolongadas y continúa surgiendo en otras.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 13 de septiembre de 2017, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 10 de octubre de 2017 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 26 de octubre de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 69 votos a favor.





4. Instrumento Internacional.- Esta Convención consta de 21 artículos, que se reseñan a continuación.





El artículo 1 indica que todo Estado contratante concederá su nacionalidad a la persona nacida en su territorio que de otro modo sería apátrida, y la conferirá de pleno derecho en el momento del nacimiento, o mediando solicitud. En el caso de la solicitud, indica los requisitos para que ella proceda y las condiciones a las cuales puede quedar subordinada.





Además, este artículo agrega que todo hijo nacido dentro del matrimonio en el territorio de un Estado Contratante, cuya madre sea nacional de ese Estado, adquirirá en el momento del nacimiento la nacionalidad de dicho Estado si de otro modo sería apátrida, y que todo Estado contratante concederá su nacionalidad a la persona que de otro modo sería apátrida y que no ha podido adquirir la nacionalidad del Estado Contratante en cuyo territorio ha nacido por haber pasado la edad fijada para la presentación de su solicitud o por no reunir los requisitos de residencia exigidos, fijando los requerimientos para ello.





Por su parte, el artículo 2 señala que se presume que un expósito que ha sido hallado en el territorio de un Estado Contratante ha nacido en ese territorio, de padres que poseen la nacionalidad de dicho Estado, salvo prueba en contrario.





El artículo 3 indica que, a los efectos de determinar las obligaciones de los Estados Contratantes en la Convención, el nacimiento a bordo de un buque o en una aeronave se considerará, según sea el caso, como ocurrido en el territorio del Estado cuyo pabellón enarbole el buque o en el territorio del Estado en que esté matriculada la aeronave.





Seguidamente, el artículo 4 determina que todo Estado contratante concederá su nacionalidad a una persona que no haya nacido en el territorio de un Estado Contratante y que de otro modo sería apátrida si en el momento del nacimiento del interesado uno de los padres tenía la nacionalidad del primero de esos Estados. Agrega esta norma que si los padres no tenían la misma nacionalidad en el momento del nacimiento de la persona, la legislación de dicho Estado Contratante determinará si el interesado sigue la condición del padre o la de la madre, y se concederá la nacionalidad de pleno derecho en el momento del nacimiento, o mediando solicitud, en la forma prescrita por la legislación del Estado de que se trate. Asimismo, todo Estado Contratante podrá subordinar la concesión de la nacionalidad a las condiciones que el artículo prescribe.





El artículo 5 abarca dos situaciones en relación a la legislación de un Estado Contratante. La primera, referida a la pérdida de la nacionalidad como consecuencia de un cambio de estado, tal como el matrimonio, la disolución del matrimonio, la legitimación, el reconocimiento o la adopción; y, la segunda, a la pérdida de la nacionalidad de un hijo natural como consecuencia de un reconocimiento de filiación, y para tales circunstancias estipula, respectivamente, que la pérdida estará subordinada a la posesión o la adquisición de la nacionalidad de otro Estado, y que se le ofrecerá la posibilidad de recobrarla mediante una solicitud presentada ante la autoridad competente.





Asimismo, con respecto a la pérdida de nacionalidad de una persona que conlleva la pérdida de esa nacionalidad por el cónyuge o los hijos, el artículo 6 consigna que la pérdida de la nacionalidad por estos últimos estará subordinada a la posesión o a la adquisición de otra nacionalidad.





El artículo 7 prescribe que si la legislación de un Estado contratante prevé la renuncia a la nacionalidad, dicha renuncia sólo será efectiva si el interesado tiene o adquiere otra nacionalidad y siempre que su aplicación no sea incompatible con los principios enunciados en los artículos 13 y 14 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y, asimismo, regula distintas situaciones para asegurar que la renuncia no signifique que se convierta en apátrida.





Luego, el artículo 8 consagra el principio que los Estados Contratantes no privarán de su nacionalidad a una persona si dicha privación ha de convertirla en apátrida, salvo determinadas excepciones que reglamenta este mismo artículo.





El artículo 9 regula que los Estados Contratantes no privarán de su nacionalidad a ninguna persona o a ningún grupo de personas, por motivos raciales, étnicos, religiosos o políticos.





A continuación, el artículo 10 preceptúa que todo tratado entre los Estados Contratantes, que disponga la transferencia de un territorio, incluirá disposiciones para asegurar que ninguna persona se convertirá en apátrida como resultado de dicha transferencia, y a falta de tales disposiciones, el Estado Contratante al que se haya cedido un territorio o que de otra manera haya adquirido un territorio concederá su nacionalidad a las personas que de otro modo se convertirían en apátridas como resultado de la transferencia o adquisición de dicho territorio.





El artículo 11 dispone que los Estados Contratantes se comprometen a promover la creación dentro de la órbita de las Naciones Unidas, tan pronto como sea posible después del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, de un organismo al que podrán acudir las personas que se crean con derecho a acogerse a la Convención, para que examine su pretensión y las asista en la presentación de la misma ante la autoridad competente.





A su vez, el artículo 12 señala que en caso que un Estado Contratante no conceda su nacionalidad de pleno derecho, según el párrafo 1 del artículo 1 o el artículo 4 de la Convención, en el momento del nacimiento de la persona, una u otra disposición, según sea la situación, será de aplicación a las personas nacidas tanto antes como después de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. La misma regla se aplicará a la persona que no ha podido adquirir la nacionalidad por haber pasado la edad para presentar su solicitud o por no reunir los requisitos de residencia exigidos. Finalmente, esta norma agrega que el artículo 2 se utilizará solamente a los expósitos hallados en el territorio de un Estado contratante después de la fecha de entrada en vigor de la Convención para dicho Estado.





El artículo 13 estatuye que nada de lo establecido en la Convención se opondrá a la aplicación de las disposiciones más favorables para la reducción de los casos de apatridia que figuren en la legislación nacional en vigor o que se ponga en vigor en los Estados Contratantes, o en cualquier otro tratado, convención o acuerdo que esté en vigor o que entre en vigor entre dos o más Estados Contratantes.





El artículo 14 establece, en relación a las controversias que surjan respecto de la interpretación o aplicación de la Convención y que no puedan ser solucionadas por otros medios, que éstas se podrán someter a la Corte Internacional de Justicia, a solicitud de parte.





Luego, el artículo 15 contempla la aplicación de la Convención a todos los territorios no autónomos, en fideicomiso, coloniales y otros territorios no metropolitanos de cuyas relaciones internacionales esté encargado cualquier Estado Contratante.





El artículo 16 señala que la Convención quedará abierta a la firma en la Sede de las Naciones Unidas del 30 de agosto de 1961 al 31 de mayo de 1962.





Añade que quedará abierta a la firma: de todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas; de cualquier otro Estado invitado a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre la supresión o la reducción de la apatridia en lo porvenir; y de todo Estado al cual la Asamblea General de las Naciones Unidas dirigiere una invitación al efecto de la firma o de la adhesión.





Agrega que la Convención será ratificada y los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. Indica que los Estados a que se refiere el párrafo 2 del presente artículo podrán adherirse a esta Convención. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.





Por su parte, el artículo 17 dispone que, en el momento de la firma, la ratificación o la adhesión, todo Estado puede formular reservas a los artículos 11, 14 y 15. Añade que no podrá hacerse ninguna otra reserva a la presente Convención.





El artículo 18 contempla que la Convención entrará en vigor dos años después de la fecha de depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión.





Añade que, para todo Estado que ratifique o se adhiera a la presente Convención después del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, entrará en vigor el nonagésimo día siguiente a la fecha del depósito por dicho Estado de su instrumento de ratificación o de adhesión o en la fecha de entrada en vigor de la Convención de acuerdo con el párrafo 1 del presente artículo si esta última fecha es posterior.





Seguidamente, el artículo 19 dispone que todo Estado contratante podrá denunciar la Convención en cualquier momento, mediante notificación escrita dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto respecto de dicho Estado un año después de la fecha en que el Secretario General la haya recibido.





En los casos en que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15, la presente Convención se haya hecho aplicable a un territorio no metropolitano de un Estado contratante, éste, con el consentimiento del territorio de que se trate, podrá, desde entonces, notificar en cualquier momento al Secretario General de las Naciones Unidas que denuncia la Convención por lo que respecta a dicho territorio, La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que haya sido recibida la notificación por el Secretario General, quien informará de dicha notificación y de la fecha en que la haya recibido a todos los demás Estados contratantes.





El artículo 20 señala que el Secretario General de las Naciones Unidas notificará a todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas y a los Estados no miembros mencionados en el artículo 16: las firmas, ratificaciones y adhesiones previstas en el artículo 16; las reservas formuladas con arreglo a lo previsto en el artículo 17; la fecha en que la presente Convención entrará en vigor en aplicación de lo dispuesto en el artículo 18; y las denuncias previstas en el artículo 19.





Además, el Secretario General de las Naciones Unidas señalará a la atención de la Asamblea General, a más tardar después del depósito del sexto instrumento de ratificación o de adhesión, la cuestión de la creación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, del organismo mencionado en ese artículo.





Finalmente, el artículo 21 señala que la Convención será registrada por el Secretario General de las Naciones Unidas en la fecha de su entrada en vigor.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín colocó en discusión el proyecto.





El Director General de Asuntos Consulares y de Inmigración del Ministerio de Relaciones Exteriores, Embajador señor Carlos Appelgren señaló que en un contexto globalizado e interdependiente, los procesos de movilidad de personas y migratorios internacionales se configuran en la actualidad como una cuestión prioritaria en la política y agenda de la comunidad internacional y de los gobiernos.





Explicó que se define a un apátrida como toda persona que no sea considerada como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación. Añadió que las personas que se encuentran bajo dicha condición, con frecuencia se mantienen bajo un vacío de protección, especialmente, porque los Estados no han implementado medidas concretas para responder a estas necesidades.





Agregó que, con el objetivo de proporcionar un marco legal para prevenir que se produzca la apatridia, el sistema internacional elaboró y aprobó la Convención de 1961 para reducir los Casos de Apatridia.





Señaló que la Convención para Reducir los Casos de Apatridia (1961) tiene como antecedentes también la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948, y la Convención sobre Estatutos de los Apátridas de 1954, a la cual la Convención en cuestión, es complementaria.





Explicó que el derecho a una nacionalidad es fundamental para el disfrute, en la práctica, de toda la gama de los derechos humanos. Por tanto, expresó que el objeto y fin de la Convención de 1961 es prevenir y reducir la apatridia, asegurando el derecho de toda persona a una nacionalidad, para lo cual establece las normas para los Estados Partes en materia de adquisición, renuncia, pérdida y privación de la nacionalidad.





Manifestó que la Convención de 1961 requiere de los Estados el establecimiento de garantías en la legislación para hacer frente a la apatridia, que ocurre al nacer o más adelante en la vida. Añadió que también establece garantías importantes para prevenir la apatridia debido a la pérdida o renuncia a la nacionalidad o a la sucesión de Estados. Asimismo, indicó que norma situaciones muy limitadas en las que los Estados pueden privar a una persona de su nacionalidad.





Respecto a la Convención de 1961, señaló que la ley N° 20.888, de enero de 2016, introdujo varias modificaciones a la ley de nacionalización, una de las cuales alude a la edad mínima que una persona extranjera tiene que tener para que le otorgue su carta de nacionalización, rebajándola de 21 a 18 años, con lo cual se logra concordancia con lo establecido en la Convención en cuestión.





No obstante, explicó que, aun cuando se han llevado a cabo medidas dentro del país que concuerdan con lo establecido en la Convención, se hace necesario ajustar en Chile las reglas y normativas de derecho interno en el sentido de implementar y hacer efectivos los derechos fundamentales de los apátridas, lo que ayudaría a reducir o eliminar estos casos.





Finalmente, precisó que este instrumento internacional es de vital importancia hoy en día, ya que millones de personas en todo el mundo continúan enfrentando serias dificultades por ser apátridas. En ese sentido, hizo presente el llamado de ACNUR para erradicar la apatridia antes de 2024, para lo cual la Convención proporciona soluciones prácticas a los Estados para  enfrentar las necesidades particulares de estas personas, garantizando su seguridad y dignidad hasta que su situación pueda ser resuelta.





Corroborando lo anterior, manifestó que el Instructivo Presidencial N° 5/2015, reconoce a Chile como un país de migración, con responsabilidades en la movilidad humana internacional. Enfatizó que nuestro deber como país es hacernos cargo de estas responsabilidades a través de la implementación de políticas públicas que fomenten la no discriminación y la inclusión social de las personas migrantes, a través de un enfoque transversal de Derechos Humanos.





Por último, indicó que este instrumento de adhesión es importante pues concuerda con los principios fundamentales de la política exterior de nuestro país: promoción de la democracia y el respeto a los derechos humanos.





Enseguida, la Jefa de la Oficina Nacional de la Agencia de las Naciones Unidas para los Refugiados, ACNUR, señora Delfina Lawson, indicó que su entidad realiza esta presentación en ejercicio del mandato que le fuera conferido por la Asamblea General de las Naciones Unidas como la agencia encargada de proporcionar protección internacional y asistir a los gobiernos en la búsqueda de soluciones duraderas para los refugiados y las personas apátridas. En concreto, informó que ACNUR trabaja sobre la identificación, prevención, reducción y protección de la apatridia en todo el mundo.





Explicó que un apátrida es una persona que no es reconocida como nacional suyo por ningún Estado, conforme a su legislación. Añadió que la apatridia representa una vulneración al derecho a la nacionalidad y la identidad, derecho que se encuentra consagrado en el artículo 20 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el artículo 15 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y en el artículo 7 de la Convención de los Derechos del Niño. Recordó que su incorporación estuvo motivada por las desnacionalizaciones masivas que se cometieron durante la segunda guerra mundial.





Señaló que la mayoría de las personas nunca se cuestiona su nacionalidad y tampoco vislumbra la posibilidad de no tenerla, incluso muchos tienen una o dos nacionalidades, y ella se hace relevante cuando se viaja al extranjero, cuando se vota, o cuando se ejerce algún derecho que se vincula con ella. Sin embargo, aseveró que, para al menos diez millones de personas en el mundo, la falta de nacionalidad es un impedimento para poder acceder a muchos derechos esenciales como la educación, la atención sanitaria, el empleo, la justicia. Adicionalmente, tampoco pueden votar, viajar u obtener documentos de identidad.





Explicó que la apatridia sucede porque, por ejemplo, los Estados dejan de existir y las personas no puedan obtener la ciudadanía de los Estados que les suceden, consideraciones políticas pueden motivar cambios en la forma en que se aplican las leyes sobre ciudadanía; puede que se persiga a una minoría étnica denegándole la ciudadanía, como a los Rohingya en Myanmar - más de 630.000 desplazados a Bangladesh; o es posible que un grupo viva en zonas fronterizas o transfronterizas y que ninguno de los Estados afectados les concedan la ciudadanía. Asimismo, expresó que hay personas que se convierten en apátridas debido a circunstancias personales y no porque se persiga al grupo al que pertenecen. Asimismo, informó que la apatridia puede surgir a raíz de las diferencias jurídicas entre países, porque las personas renuncien a una nacionalidad sin haber adquirido otra o, simplemente, porque no se haya registrado el nacimiento de una persona.





Manifestó que la privación de la nacionalidad genera sufrimiento, exclusión y marginalidad, por lo cual se trata de un asunto humanitario. Por tanto, destacó que asegurar que todas las personas puedan tener una nacionalidad favorece la cohesión social, la integración y la posibilidad de que las sociedades capitalicen las capacidades y los talentos de sus ciudadanos, lo cual crea, a su vez, sociedades inclusivas que permiten la prosperidad de las comunidades y de las naciones.





Agregó que la apatridia también es un tema de desarrollo, por  lo cual dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030, se ha incluido un punto (16.9) que habla de "identidad legal para todos, incluyendo el registro de nacimiento".





Luego, señaló que Chile ha dado grandes pasos en el camino para la erradicación de la apatridia. En este contexto, manifestó que nuestro país puede dar un paso más, adhiriendo a la Convención en estudio, de manera de prevenirla y reducirla.





Sobre lo anterior, señaló que la apatridia es una vulneración grave a un derecho humano fundamental, el derecho a la nacionalidad, que a su vez es parte del derecho a la identidad, consagrado en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en la Convención sobre los Derechos del Niño. Añadió que distintos órganos del sistema de protección de derechos humanos de las Naciones Unidas le han sugerido al Estado la adhesión a estas Convenciones: el Comité para la protección de todos los trabajadores migratorios y sus familias en el año 2011; el Comité para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer CEDAW, en el año 2012; el Comité para la eliminación de la discriminación racial en el año 2013; el Consejo de Derechos Humanos, en el examen periódico universal en el año 2014; y el Comité sobre los Derechos del Niño en el año 2015.





Agregó que Chile suscribió, en diciembre de 2014, el Plan de Acción de Brasil, el cual contiene entre sus capítulos, uno sobre apatridia. En este marco, informó que los Estados miembros señalaron que al cabo de diez años esperan afirmar que los países de América Latina y el Caribe lograron erradicar la apatridia, además de ACNUR, que tiene una campaña global para acabar con la apatridia antes del año 2024.





Añadió que, conectado con el punto anterior, América quiere ser un modelo a seguir en este tema, una tierra de soluciones para las personas apátridas.





Finalmente, señaló que por las razones expresadas precedentemente, pero fundamentalmente porque Chile es un Estado respetuoso de los derechos humanos, no se puede quedar afuera del concierto internacional que ha demostrado firmemente su compromiso con la protección de las personas apátridas.





A su vez, el Honorable Senador señor Letelier recordó los casos de innumerables compatriotas que quedaron apátridas, como consecuencia de la dictadura militar. Al respecto, destacó el rol de ACNUR en estas materias y, por ello, llamó la atención sobre el mal uso que se estaría haciendo de la calidad de refugiado por algunas personas. Planteó que hay que cuidar la Institución, por lo que pidió a los representantes de ACNUR considerar la situación.





Por su parte, el Honorable Senador señor Lagos consultó porqué nuestro país se demoró tanto en adherir a este instrumento internacional. También inquirió si la nueva ley de migración va a regular la implementación de algunos aspectos de la Convención y si existen vías administrativas para solucionar los problemas que se generan.





El Honorable Senador señor Larraín indicó que, en la actualidad, no existe conflicto en la normativa nacional que impida aprobar la Convención. Destacó la importancia de adherir a este acuerdo, por cuanto es coincidente con los principios de nuestra política exterior.





A continuación, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Edgardo Riveros, informó que nuestro país tenía algunos problemas en relación a la apatricidad. 
Explicó que el primer inconveniente, aun cuando es posterior a los años 1954 y 1961, radicaba en la Constitución Política de la República. Al respecto, recordó que la Carta Fundamental de 1980 exigía a un hijo de chileno nacido en el exterior, cumplir como requisito el haberse avecindado a lo menos un año en Chile, si deseaba obtener la nacionalidad chilena. Añadió que lo anterior producía un problema práctico, porque si ese hijo de chileno nacido en el exterior nacía en un Estado en que la determinación de nacionalidad era solo por ius sanguinis, porque tenía padre o madre de esa nacionalidad, esa persona no podía obtener, por el solo hecho de haber nacido en ese territorio, la nacionalidad de ese país, y tampoco la nacionalidad chilena, porque no había cumplido el requisito de avecindamiento de un año. Indicó que este problema fue resuelto en la reforma constitucional del año 2005, donde hubo consenso político amplio para resolver este problema y se eliminó el mencionado requisito de avecindamiento.





Agregó que el otro inconveniente que se producía tenía que ver con las edades, pues la Convención establece la edad de 18 años para poder obtener elementos definitorios de nacionalidad y nuestro país exigía 21 años. Precisó que este tema también se resolvió.





Por último, indicó que una tercera dificultad, no menor, del cual se hicieron cargo primero los Tribunales de Justicia, antes que la autoridad administrativa, era la aplicación del concepto de transeúntes a los hijos de extranjeros nacidos en nuestro país. Explicó que cuando una pareja de extranjeros iban a inscribir al Registro Civil a su hijo nacido en Chile, argumentando ius solis para ser inscrito como chileno, los funcionarios de dicha entidad no inscribían al menor porque los padres no tenían regularizada su permanencia en Chile, es decir, estaban en calidad de transeúntes. Añadió que dicha contrariedad fue resuelta por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, quien en fallos sucesivos determinó que estas personas tenían derecho a nacionalidad, acotando el concepto de transeúnte, independiente de si la persona tenía o no regularizada su permanencia en Chile, lo cual, posteriormente, fue recogido por las autoridades administrativas.





Manifestó que, como estos tres elementos han sido resueltos, hoy día se está en condiciones de ratificar la Convención.





Posteriormente, el Honorable Senador señor Larraín preguntó si existían casos de chilenos apátridas en el mundo.





La señora Lawson respondió que, por las razones comentadas anteriormente, relativas al avecindamiento, quedaban algunas personas a las cuales no se les reconoció la nacionalidad.





A continuación, el Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Riveros, aclaró que, jurídicamente, nuestro país va a adherir a la Convención. Precisó que no corresponde una ratificación, porque Chile no participó en su proceso de negociación.





Luego, se refirió a la larga tradición que tiene nuestro país en la recepción de extranjeros con estos problemas, por ejemplo, los árabes que llegaban con pasaporte turco, sin que tuvieran dicha nacionalidad.





Destacó que una persona apátrida que llega al país es recibida y tratada como extranjero, independiente de si acaso tiene o no tiene nacionalidad; por tanto, tiene acceso a los derechos y el auxilio que en algún momento determinado un extranjero pueda tener, sin poseer la nacionalidad.





En cuanto a los temas administrativos, manifestó que efectivamente hay muchas cosas que se pueden corregir por la citada vía, y de hecho, esto tiene mucho más que ver con el tema de la migración. Al respecto, acotó que estamos retrasados en cuanto a la normativa migratoria, no solo en cuanto a derechos, sino que también en cuanto a deberes.





Precisó que un aspecto a regular, por ejemplo, es qué se entiende por transeúnte, porque ahí está el origen de si una persona adquiere o no adquiere nacionalidad, ya que un hijo de transeúnte no necesariamente adquiere la nacionalidad chilena, aunque haya nacido en nuestro país.





También, aprovechó de manifestar a la representante de la ACNUR el mal uso que se está haciendo de la institución del refugio, pues hay muchas personas a las cuales les resulta más conveniente pedir refugio que ingresar como turista o pidiendo una residencia.





Sobre lo anterior, la señora Lawson compartió la preocupación en proteger la institución del refugio, ya que es de carácter humanitario. Añadió que son temas que deben ser conversados entre los Estados y la ACNUR.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase la “Convención para Reducir los Casos de Apatridia”, adoptada en Nueva York, Estados Unidos, el 30 de agosto de 1961.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 19 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 19 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS A RESIDIR, PERMANECER Y TRASLADARSE HACIA Y DESDE EL TERRITORIO ESPECIAL DE ISLA DE PASCUA

(10.683-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Navarro.


Asimismo, asistieron las siguientes personas:


- Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: las Asesoras señoras Johanna Villalobos y María José Espejo.


- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Gabriel de la Fuente, y la Asesora, señora Vanessa Astete y los Asesores señores Hernán Campos, Gonzalo Frei, Esteban Contador y Alejandro Fuentes.


- Del Ministerio de Desarrollo Social: el Ministro, señor Marcos Barraza; y el Fiscal, señor Jaime Gajardo. 


- De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; la Jefa de la División Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe de la División Desarrollo Regional, señor Rodrigo Suazo; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; el Asesor de Prensa, señor Rodrigo O’Ryan, y los Asesores, señora María José Farías y señor José Luis Donoso.


-La Gobernadora Provincial, señora Carolina Hotu Hey.


-El Alcalde de Isla de Pascua, señor Pedro Edmunds Paoa.


-De la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA): los representantes Anakena Manutomatoma, Poky Tañe Haoa Pakomio, y José Rapu Haoa.


-El Presidente de la Comunidad Indigena Mau Henua, señor Camilo Rapu Haoa


-La Jefa Provincial de Conaf, señora. Ninoska Cuadros Hucke.


-El Presidente del Grupo Parlamento Rapa Nui, señor Leviante Araki Tepano.


-El Presidente del Consejo Ancianos, señor Carlos Edmunds Paoa.


La ex gobernadora señora Carmen Cardinali Paoa.


-El experto local en turismo, señor Sebastian Paoa Aguila.


-Los concejales, señores Ricardo Espinoza y Mai Teao.


-La Consejera Regional, señora Tarifa Alarcón 


-De la Academia de la Lengua, la señora Alicia Teao.


-De la Comunidad Honui, la señora Rubelinda Pakarati.


- El Doctor en Arqueología de la Fundación del Patrimonio Rapa Nui, señor Sergio Rapu.


-La escritora de la Fundación del Patrimonio Rapa Nui, señora Sofía Abarca.


- De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Investigadora, señora Gabriela Dazarola. 


- Del Instituto Igualdad: los Asesores señores Rodrigo Márquez y Miguel Schlack


- De la Fundación Jaime Guzmán: el Asesor, señor Carlos Oyarzún.


- El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.


- El Asesor del Senador Bianchi, señor Nickolas Mena. 


 - Los Asesores del Senador Chahuán, señora Ariana Rosenqvist y señor Octavio Tapia.


-  El Asesor del Senador Espina, señor Fredy Vásquez.



- El Asesor del Senador García, señor Marcelo Estrella.


- La Asesora Legislativa del Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.


- El Asesor del Senador Montes, señor Luis Díaz.


- La Jefa de Gabinete del Senador Pizarro, señora Kareen Herrera.


- El Asesor del Senador Quinteros, señor Jorge Frites.


- El Coordinador de Asesores del Partido Socialista, señor Héctor Valladares.


- El Asesor del Senador Tuma, señor Eduardo Barros.


-El Asesor del Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.


- Las señoras Marcela Villanueva, Annette Rapu y Nisela Salto.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.


 Asimismo, se hace presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de la Sala adoptado con fecha 16 de agosto y 5 de septiembre del presente, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que deben ser aprobados como norma orgánica constitucional sus artículos 32 y 54, en virtud de lo dispuesto los artículos 38 y 77 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.


Además, cabe señalar que todas las normas del proyecto, con excepción de su artículo séptimo transitorio deben ser aprobados como normas de quórum calificado en virtud del inciso segundo del artículo 126 bis de la Constitución Política de la República.


Se hace presente que la Cámara de Diputados envió un oficio solicitando el parecer de la Excelentísima Corte Suprema respecto del artículo 55 del texto que se propone, en cumplimiento a lo preceptuado por el artículo 77 de la Carta Fundamental, y el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez que dicha iniciativa incide en las atribuciones de los tribunales de justicia.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: 3, 11, 16, 26, 28, 31, 37, 38, 40, 42, 43, 44, 45, 47, 51, 59, 60, Cuarto, Quinto y Sexto transitorios.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: números 1, 1A, 5, 5A, 6, 7, 8, 8A, 8C, 9A,10A, 10B,13B, 14A, 16A, 17A, 18A, 18B, 18C, 18D, 18E, 23A, 23B, 26A, 30, 30A, 31A, 32, 32A, 35A, 35B, 35C, 35D, 36A, 38A, 38B, 41 A, 41B, 41D, 42, 43, 43 A, 45, 45D, 45E, 46 A,48 A, 48B, 48C, 48D, 48E, 48F,49 A, 49B, 49C, 49D, 49E,49F, 49G,50 A, 50B, 51 A, 51B, 51C, 52 A, 53 A, 53B Y 57.

3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: números 13, 18F, 26, 37 y 39 A.

4.-
Indicaciones rechazadas: números 2, 3, 4, 8B, 9, 10, 11, 13 A, 13C, 14, 15, 15 A, 16,18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 27, 28, 29, 31, 32, 33, 35, 36, 38, 39, 40, 41, 41C, 44 A, 45 A, 45B, 45C, 46, 47, 49, 50, 52, 53, 54, 55 y 56.

5.-
Indicaciones retiradas: números 12, 34, 48 y 51.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: números 17, 17B y 44.

- - -


Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones, la Comisión se trasladó a Isla de Pascua para recibir los planteamientos de las personas que se individualizan a continuación y que fueron especialmente invitadas a participar de esa sesión:


-La Gobernadora Provincial, señora Carolina Hotu Hey.


-El Alcalde de Isla de Pascua, señor Pedro Edmunds Paoa.


- Ex Alcalde de Isla de Pascua, señor Alfonso Rapu. 


- La Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA), señora Anakena Manutomatoma y señores Poky Tañe Haoa Pakomio y José Rapu Haoa.


- El Presidente de la Comunidad Indigena Mau Henua, señor Camilo Rapu Haoa.


- La Jefa Provincial de Conaf, señora Ninoska Cuadros Hucke.


- El Presidente del Grupo Parlamento Rapa Nui, señor Leviante Araki Tepano.


- El Presidente del Concejo de Ancianos, señor Carlos Edmunds Paoa.


- El experto local en turismo, señor Sebastian Paoa Aguila.


- Los concejales, señores Ricardo Espinoza y Mai Teao.


- La Consejera Regional, señora Tarifa Alarcón.


- De la Academia de la Lengua, la señora Alicia Teao.


- De Comunidad Honui, la señora Rubelinda Pakarati.

- - -


Al iniciar la sesión convocada en el territorio especial de la Isla de Pascua, el Honorable Senador señor Quinteros saludo a los dirigentes y habitantes de la Isla Rapa Nui presentes e informó que el proyecto ya fue aprobado en general por el Senado, por unanimidad, que estableció como plazo para presentar indicaciones el día catorce de agosto, por lo que espera que esta iniciativa sea totalmente tramitada antes del próximo día nueve de septiembre.


Indicó que la Comisión citó a esta sesión con el propósito de escuchar a los habitantes, dirigentes y autoridades de la isla en lo que se refiere al ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse desde y hacia el territorio especial de Isla de Pascua,  y también para conocer de ellos cuáles son los problemas que les afectan, las debilidades que perciben en el proyecto y la forma en que ello podría resolverse de mejor manera.


El Honorable Senador señor Bianchi manifestó sentirse honrado de poder celebrar esta sesión en Isla de Pascua y señaló que en el Senado existe conciencia sobre el hecho que la regulación que se propone es una prioridad que no era posible tramitar sin antes escuchar a los principales afectados e interesados, por el respeto y el significado que todo esto encierra para el pueblo Rapa Nui.


El Honorable Senador señor Chahuán dijo que no se puede legislar sobre Rapa Nui sin escuchar al pueblo Rapa Nui, lo que resalta la importancia de realizar una audiencia pública en el territorio mismo a fin de recabar opiniones sobre una iniciativa que todavía es perfectible, sin perjuicio que existe la intención de tenerlo tramitado en su totalidad antes del nueve de septiembre para que coincida con la fecha prevista para hacer entrega de la Administración del Parque al pueblo Rapa Nui.


Destacó la importancia que tiene el escuchar a los afectados a fin de mejorar la atención que brinda el Estado de Chile a Rapa Nui, teniendo presente la necesidad de resolver otros temas tan importantes como el estatuto especial que se propone, que debiera ser el punto de partida en la solución de otras temáticas.


Por último, pidió el acuerdo de la Comisión y de todos los presentes para escuchar también a don Alfonso Rapu, primer alcalde y líder de la revolución no violenta de rapa nui que finalmente permitió el nacimiento a la civilidad de los habitantes de la isla hace cincuenta años.


La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó su alegría por participar de una sesión en Rapa Nui y recordó que el proyecto contó con el respaldo unánime de la Sala del Senado al aprobar la idea de legislar, lo que constituye una gran responsabilidad para buscar que el proyecto resultante sea el más adecuado.


Recalcó que es la primera vez que en el país se legisla para un territorio especial con una regulación especialísima y que probablemente no sea la última vez, lo que resalta la necesidad de hacer un trabajo muy riguroso con ocasión de este proyecto de ley, ya que, probablemente a futuro sea tomado como modelo para otros territorios que, si bien no tendrán las mismas características, pueden tener situaciones parecidas a las de Isla de Pascua.


Destacó que la tarea ha sido tomada con responsabilidad e indicó que está al tanto de que aquí ha habido un proceso participativo de consulta indígena que se ha realizado a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que ha servido para ilustrar el proyecto de ley en discusión, para lo cual también es necesario recibir la opinión de todos los presentes.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, resaltó la importancia de que la Comisión celebre esta sesión en Isla de Pascua, y señaló que existe un proceso que se inició hace ya más de dos años y que ha tenido una muy importante participación ciudadana.


Enseguida destacó que el proyecto es relevante no sólo para la Isla sino que también lo será para otros territorios, porque, como se ha indicado, esta regulación puede ser un ejemplo a seguir. En este sentido, hizo hincapié en que para el Gobierno de la Presidenta Bachelet se trata de cumplir un compromiso que se planteó desde el inicio de su gestión y que ya se encuentra prácticamente en su etapa final, en la cual es necesario conocer la opinión de los afectados sobre el actual texto de la iniciativa, que es distinta a la conocida cuando entregaron sus impresiones ante la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Quinteros recapituló sobre la iniciativa señalando que este el proyecto que se inicia con el Mensaje de Su Excelencia la señora Presidente de la República, de fecha treinta de abril de 2016, que fuera aprobado en su primer trámite constitucional por 104 diputados de un total de 118 que estaban en ejercicio. 


También recordó que la reforma constitucional del año 2007 creó los territorios especiales de Isla de Pascua y Juan Fernández y que posteriormente la reforma constitucional del año 2012 incorporó el actual inciso segundo del artículo 126 bis de la Constitución Política de la República que literalmente señala que “Los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde cualquier lugar de la República, garantizados en el numeral 7º del artículo 19, se ejercerán en dichos territorios en la forma que determinen las leyes especiales que regulen su ejercicio, las que deberán ser de quórum calificado.”.


Agregó que  existe un gran interés por conocer la opinión que existe de este proyecto de ley para procurar que este beneficie realmente a toda la comunidad y al desarrollo de la Isla.


En primer término, la Gobernadora de Rapa Nui, señora Carolina Hotu Hey señaló que, como representante de la señora Presidenta de la República agradece la presencia de la Comisión en la Isla para tratar este proyecto, que es la concreción de un sueño que se viene arrastrando hace mucho tiempo, y que recuerda que el año 1987 ya existían líderes en la isla que manifestaban que había que entregar visa a la gente que venía desde Santiago, expresando que lo hace presente para que todos los presentes tengan  claro que el traslado y permanencia en la Isla es un tema de preocupación que involucra a muchas generaciones, a los padres y abuelos de los asistentes, y no sólo a las que hoy están presentes.


Dijo que el año 2002 existió una petición de parte del alcalde, del gobernador y del presidente del consejo de ancianos, que en ese momento era don Alberto Hotu, los que se trasladaron a Santiago y solicitaron al Ministro del Interior que analizara de qué manera podría hacerse un estatuto especial para la isla y trabajar para solucionar la preocupación que ya existía.


Enseguida, señaló, el año 2005 se empieza a trabajar sobre el tema del estatuto especial trabajo donde surge como uno de los temas más fuertes la necesidad de crear un proyecto para regular la migración, y que en el año 2009 durante tres días permaneció tomado el aeropuerto siendo uno de alegatos centrales planteados por los ocupantes el que se presentara un proyecto para regular la residencia para controlar a la gente que estaba llegando a la Isla, no sólo proveniente de Santiago sino que ya también del extranjero.


Hizo presente que el Ejecutivo conoce las necesidades reales del territorio que, por diferentes razones, tiene problemas de contaminación, medio ambientales y de capacidad de carga, todo lo cual se refleja en diferentes ámbitos y que hace muy necesario que se apruebe este proyecto. 


Indicó que de la Cámara de Diputados e concurrió para escuchar a los líderes de la comunidad y que ahora concurren otros quince destacados integrantes de ella que no pudieron estar presentes con los señores Diputados. Agregó que en su trabajo se relaciona con todas las personas de la Isla, lo que le permite conocer su preocupación por el pronto despacho de esta ley.


Expresó que existe una comunidad indígena de mil cuatrocientas personas que se constituyó hace muy poco, que está co-administrando el parque y que hay gran interés por parte de la señora Presidenta de venir prontamente a promulgar este proyecto de ley junto con hacer la entrega definitiva del parque.


El Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Isla de Pascua, señor Pedro Pablo Edmunds Paoa dio la bienvenida a la Comisión y subrayó que apoya el resumen ejecutivo que ha hecho la señora Gobernadora que sintetiza todo el tiempo que ha transcurrido desde que se ha hecho evidente el querer y la aspiración de la comunidad toda de proteger y cuidar su medio ambiente, su cosmovisión, su idiosincrasia que es relevante dentro del contexto del país y del mundo.


Puso de relieve que viene llegando de un viaje de trabajo en otras islas, desde donde los rapa nui son motivo de gran admiración por su cultura la identidad que poseen llegando a considerarlos un ejemplo y una especia de casa espiritual, por lo que siempre acentúan la necesidad de cuidar y proteger nuestra cultura procurando que no se salga del marco natural en que está. Agregó que esos mensajes le han llegado profundamente y forman parte de su identidad, lo que determina que por una parte debe actuar como un funcionario público siguiendo la disciplina y las reglas de la República y, por la otra, como un miembro de la etnia, lo que provoca que ambas visiones estén presentes en la toma de las decisiones.


Señaló que el deseo de la comunidad es que esta nueva regla para proteger la isla salga ahora, aunque no sea perfecta, porque atiende una urgencia demandada por todos, y que si es necesario después podrá ser perfeccionada tal como ocurrió con la ley indígena en que se corrigió el artículo segundo letra c, una vez ya publicada.


A modo de ejemplo, indicó, el Director del Hospital le comunicó que entre el mes de enero y agosto ingresaron al recinto 600 consultas médicas nuevas de nuevos habitantes que ingresaron la isla, lo que claramente refleja una enorme presión para la estructura social, ya que el hospital se inauguró el año 2012-2013 con una importante inversión y una capacidad de veinte camas, el que ya no da abasto para la población debiendo pensarse en su ampliación.  Ese tipo de problemas los ve un alcalde y hay otros que ve la gobernadora según el ámbito de trabajo de cada cual.


Expresó que desde esa perspectiva debe llamar la atención respecto a la sobrecarga diaria de personas que genera la llegada de cada avión, en que más ´personas tensan la relación con las infraestructuras sociales y generan los problemas en materia de salud y educación, entre otros. 


A modo de ejemplo, señaló que la seremia de educación le ha señalado que hay un colegio privado al que el próximo año no le van a permitir funcionar, debiendo considerarse además que entra en funcionamiento la nueva ley, y que no todos los potenciales alumnos tendrán colegio pues en ellos se incorporan los hijos de funcionarios públicos y de la gente que ha llegado en los últimos dos o tres años, período durante el cual creció enormemente la necesidad de más recintos educacionales sin que los actuales den abasto, porque los existentes ya están excedidos.


Reiteró que sólo desea resaltar la urgente necesidad de aprobar ya esta ley. Sobre la migración dijo que es natural querer cerrar la puerta ahora porque ya es desesperante el avance de gente, sin perjuicio que entienda que las personas lleguen en busca de las oportunidades que genera el auge del turismo en la isla. Agregó que al igual que ocurre en Santiago la isla se está poblando con gente proveniente de los países tropicales, ya que en la actualidad recibe a un gran número de personas provenientes de Haití, de Colombia, y de las distintas islas, lo que no es posible detener porque son las leyes de la República las que abren las puertas también a ciudadanos extranjeros para residir y trabajar en la isla.


Recalcó que en los últimos cinco años ha habido un gran incremento de ciudadanos bolivianos, colombianos, haitianos y peruanos que han ingresado a trabajar, lo que hace necesario buscar fórmulas de solución que evite la sobrecarga del territorio. En síntesis, es necesario avanzar en el proyecto, y si después es necesario perfeccionarlo ello no constituye un obstáculo para su actual aprobación.


El Honorable Senador señor Quinteros reiteró que una de las razones para realizar esta sesión en la Isla es justamente  evitar errores que después deban arreglarse, tendiendo presente al mismo tiempo la urgencia de esta normativa, ya que los primeros estudios proyectan que para el año 2023 la Isla de Pascua tendrá problemas de suministro de agua, de salud y de energía, entre otros.


Enseguida, la representante de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA), señora Anakena Manutomatoma, manifestó su agradecimiento por la presencia de la Comisión en la Isla, haciendo presente que los rapa nui estiman necesario que se observe la realidad para apreciar por qué el pueblo necesita urgentemente de una ley que regule la residencia en la isla.


Señaló que se suma a las palabras del alcalde y la señora gobernadora, y añadió que era necesario revisar el articulado, debido a que estima que en el artículo 6° quedó un tema pendiente que tiene que ver con la etapa de saturación en que se proponía que con ella no hubiese más emprendimiento en la isla y que los contratados afuera no pudiesen llegar sino que se contratara a la gente en la Isla. Señaló que la ley originalmente era muy restrictiva, y en su origen retrotraía la situación a quince años atrás estableciendo que los habitantes de entonces podían permanecer y que los posteriores debían ser regulados. Agregó que durante los dos últimos gobiernos han trabajado en la materia y que se entendió que no podía volver atrás, pero que existió el compromiso de que la ley regularía la situación posterior a la consulta. 


Expresó que, tal como dijo el alcalde, desde enero a la fecha hay seiscientas nuevas fichas en el hospital, y que en los censos que se conocen se suponía que la isla debiese tener cinco mil habitantes pero que lo cierto es que se ha superado los diez mil. En este contexto, dijo que se recurrió a la herramienta llamada Estudio de Capacidad de Carga para poder argumentar respecto de la necesidad de hacer algo para preservar la isla y para no perder la lengua o las costumbres rapa nui, y que ese instrumento permitió demostrar a los continentales la urgente necesidad de dictar esta regulación especial, y que solicitan a la Comisión su pronto despacho.


Indicó que en septiembre hay una fecha en la cual la isla se hace amigo de Chile, y que en los últimos años no ha sido grata, por lo que esperan que ahora pase a ser una celebración. Expresó que hace muchos años se viene señalando la necesidad de establecer esta regulación, no con el propósito de discriminar a nadie sino que únicamente para proteger la isla en la cual están encerrados.


Expresó que actualmente se producen choques con las visiones de la gente de afuera, que son personas ajenas que muchas veces no saben respetar la forma de vida de los rapa nui. Agregó que hace algunos años la realidad de Rapa Nui era que todos se saludaban y eran amigos, pero que hoy día con la presión demográfica que existe en la Isla pareciera que los rapa nui son racistas en circunstancias que la realidad no es así, porque el rapa nui de verdad se da el tiempo de conocer a las personas, les invita a su casa, les da techo y amistad, y que desean seguir siendo así aunque sea necesaria la regulación por parte del Estado para descomprimir la situación de la isla.


El Honorable Senador señor Bianchi recalcó que la gran discusión que podría darse de ahora en adelante es con respecto al tema de la familia y su afectación por la iniciativa, razón por la cual la Comisión encargó un trabajo a la Biblioteca del Congreso que sería bueno socializar para avanzar más rápido, ya que los habitantes de la isla son los que tienen la vivencia respecto de cómo se da la situación.


La representante de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA), señora Anakena Manutomatoma, enfatizó que dentro de este proyecto existe un consejo migratorio que se debe fortalecer y al cual se le deben dar funciones y capacidad para poder tomar decisiones evitando que se vulnere la ley. Señaló que en la tramitación dichas facultades se eliminaron y que sería bueno reponerlas.


El Presidente del Consejo de Ancianos, señor Carlos Edmunds Paoa, dio la bienvenida y agradeció la presencia de la Comisión en la Isla y recalcó que esto es un hito porque son la máxima representación del parlamento que ha llegado a la Isla a raíz del proyecto de la ley. Agregó que la Gobernadora ha expresado con claridad todo lo que como Consejo querían señalar, por lo que se remitió a ello.


El integrante de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA), señor Poky Tane Haoa, expresó que en primer término brinda un cariñoso abrazo en nombre del pueblo rapa nui a los presentes, y que deseaba hacer presente que hoy están presentes los moais, porque para los rapa nui el moái es la cara viva de sus ancestros, abuelos, y que la cultura Rapa Nui está viva no obstante que siempre gira alrededor del arte pétreo, de lo que creó alguna vez una cultura.


Señaló que sus ancestros defendían con mucho celo las tierras y el idioma, ya que tenían la convicción de que al morir el idioma también lo hacia la cultura rapa nui, y dijo que pese a que su abuelo ya no está hace más de quince años para él está vivo.


Indicó que la realidad actual es que no hay cupos para los jardines infantiles ni para los colegios, no hay gas, no hay electricidad y no hay agua, y que estos problemas son los que se han vivido todo el tiempo, pero que al llegar al punto de que no exista espacio en el cementerio o cuando los pozos de agua se estén salinizando y no se sabe qué hacer con la basura ya se trata de una situación límite en que la postura del pueblo rapa nui podría parecer xenofóbica siendo que ella sólo obedece a lo crítico y extremo de la situación en el territorio. Agregó que, por ejemplo, su hija tuvo un accidente y debió solicitar atención dental en el hospital, donde le dieron hora para dos meses más, en una situación que no es grave pero que podría generar un daño futuro. En el caso de su abuelo, agregó, al sufrir un accidente a caballo sufrió una herida en la lengua que le mantuvo agonizando, viajó cinco horas en avión a Santiago donde no lo atendieron sino que lo derivaron a Valparaíso donde permaneció toda la noche en los pasillos del Hospital Van Buren donde falleció sólo y abandonado, y que en esa misma situación, botado en un pasillo, se siente agonizando el pueblo Rapa Nui.


Señaló que en las distintas actividades propias de la vida diaria, como concurrir al banco, ya no es siempre posible hablar en rapa nui, y que el 9 de septiembre de 1888 marca la fecha en que el pueblo Rapa Nui confió en el Estado de Chile para proteger su cultura y habitantes y que su llamado es para hacer presente que es necesario que hoy se cumpla con la responsabilidad que en ese entonces se asumió.


El integrante de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA), señor José Rapu Haoa, señaló que coincide con las anteriores exposiciones y en que es imperiosa la aprobación de la ley ante su actual situación y que esperaban que se agilice su trámite para que en septiembre la Presidenta haga entrega del Parque y su administración en una fecha simbólica para que, tal como el pueblo Rapa Nui en 1888 hizo entrega de su soberanía a Chile y Chile se comprometió a proteger, ayudar y dar desarrollo al pueblo rapa nui, nuevamente el pueblo rapa nui se sienta acogido con este proyecto de ley y la entrega de ese patrimonio cultural.


El Presidente de la Comunidad Indígena Mau Henua, señor Camilo Rapu Haoa, indicó que la comunidad, una de las más grandes de Chile, ha estado trabajando con el Ministerio de Bienes Nacionales en una de las prioridades dentro de las políticas de la comunidad es la conservación de los vestigios arqueológicos, que tienen más de mil años, razón por la cual siempre han tenido la postura de proteger los más de veinticinco mil vestigios arqueológicos que hay en el parque y en la isla.


Señaló que en ese contexto se han encontrado con problemas porque al empezar a ver el tema de los límites del parque se llegó a la conclusión de que hay lugares de la isla que tendrán que considerarse como lugares de sacrificio, debiendo renunciar a la herencia ancestral que tiene más de mil años para poder obtener mayor desarrollo como isla. En este sentido, subrayó que este proyecto ayudará a que no se tengan que sacrificar los vestigios arqueológicos para el desarrollo de la isla y que se busquen otros lugares, como por ejemplo el lugar donde se ubica RPC, o donde saca la arena para construir los caminos y las calles entre otros, que es parte del parque y que se está desafectando para el desarrollo, por ejemplo, de un nuevo cementerio.
Agregó que esta ley permitirá frenar tal sacrificio y preservar todo lo que sea posible dentro del proceso de desarrollo.



Dijo que como rapa nui comparte las expresiones vertidas, ya que el como todos sufre los problemas derivados de la situación de colapso que se vive en la isla, que se incrementa en el verano cuando el servicio de electricidad es inestable se debe limitar el consumo de agua, se acaba el gas y es necesario hacer fuego y se producen muchas otras situaciones de colapso que hacen urgente aprobar esta regulación. Señaló que, como se ha dicho, hay problemas de cupos en los colegios y que, por ejemplo, su hija no tiene cupo en el jardín al igual que muchos otros niños, y que un tío debe cuidarlo en estos momentos.  


La Jefa Provincial de CONAF, señora Ninoska Cuadros Hucke, dijo tener sólo palabras de agradecimiento para el Estado y para la Comisión como representantes del Poder Legislativo porque están presentes en un momento muy especial para la Isla, ya que son muchos años los que se lleva esperando por el establecimiento de una regulación como la que está en estudio.


Enseguida expresó que en el año 1997, cuando se consultó a los asesores respecto a la conveniencia o no de establecer una visa ello era una idea resistida, pero que al cabo de los años es claro que debiera existir una porque existe un colapso en el territorio debido al tratamiento que se ha dado a la isla que ha sido de abuso y de total liberalidad en los desplazamientos, a diferencia de lo que ocurre con otros territorios, como la Antártica, en que se ejerce mayor control. Indicó que en esa época se daba cuenta de lo difícil que sería que el Estado asumiera la necesidad de establecer esta regulación especial, y que parece increíble que por fin se aborde el problema, que es muy complejo. 


Señaló que la población de la Isla fluctúa entre ocho mil y diez mil personas, a las que deben sumarse alrededor de siete mil personas mensuales adicionales que corresponden a los turistas. Precisó que la única empresa que llega a la isla ofrece y ofrece paquetes de pasajes aéreos sin control, por lo que se hace necesaria esta ley para ordenar las visitas y adoptar un marco serio de regulación.


Reconoció que muchas cosas podrían haberse hecho sin la ley, pero que siempre existió un vacío por donde era imposible aplicar algunos programas como, por ejemplo, en materia de empleo y traslado, y que ahora, con esta nueva regulación, se podrán ordenar de manera más adecuada. 


En canto a las visiones que estimaban que la regulación era discriminatoria, señaló que se ha dicho que se debía hacer algo estratégico en lugar de fundar la regulación en argumentos culturales, que aunque es lo más importante pues el cambio cultural que se ha vivido es lo que en el fondo le preocupa a todos. De esta forma, agregó, se pensó que  la cultura como argumento no sería suficiente y que en su lugar era mejor fundarse en la protección del medio ambiente, lo que no es extraño pues también es la base de la cultura rapa nui, de ahí que comenzar por el medio ambiente como un argumento de la ley N° 19.3001, fue, a su juicio, lo más inteligente.


Indicó que el argumento medioambiental cubre de mejor forma las circunstancias a que están expuestos y que hoy día tiene colapsado el territorio. Añadió que el Estado entregará la administración del parque. que representa el 50% del territorio, a la comunidad más grande del país y que al servicio de Conaf le corresponderá preocuparse del medioambiente, del cambio climático, de la naturaleza y de procurar que este pueblo sea capaz de aprovechar los recursos naturales y hacer prosperar el recurso cultural que, por ejemplo, permite a todos hablar en primera persona plural cuando se refieren a un moai.


El Presidente del Grupo Parlamento Rapa Nui, señor Leviante Araki Tepano, agradeció la concurrencia de la Comisión y solicitó que la ley ojala salga hoy y no mañana, pues enfatizó que este proyecto de ley responde a una urgencia para un territorio que está colapsado desde el punto de vista medio ambiental, sociocultural y laboral, tal como lo han señalado todos los expositores. Agregó que hasta el parque automotriz ya es un problema en la isla,  y que en materia de educación existen serios problemas para el ingreso de los niños a los establecimientos educacionales que existen en rapa nui.


Manifestó su preocupación por la venta de la tierra a particulares y la concentración de la propiedad y agradeció la preocupación de parte de la Comisión por escuchar a los habitantes de este territorio tan especial, y reiteró que espera que la ley sea aprobada ojala mañana.


El experto local en turismo, señor Sebastian Paoa Aguila, señaló que deseaba ser muy enfático en cuanto a las cifras de la población en Rapa Nui, expresando que en los últimos cinco años ella aumentó en 52%, que es lo que establece el Estudio de Capacidad de Carga. Es decir, agregó, en los últimos cinco años ha existido un crecimiento anual de casi 1000 residentes, lo que, según dijo, obedece a la sensación de seguridad o del entorno de vida que entrega Rapa Nui.


Indicó que el turismo está creciendo a una tasa de 8%, que es el doble de la tasa de 4% en que crece a nivel mundial, expresando que cuentan con un plan estratégico de turismo que busca generar estrategias de marketing de desarrollo de oferta consensuadas desde la comunidad. Explicó que no pueden permanecer inmóviles frente al proceso de incremento del turismo que continuará, razón por la cual pretenden que se incentive el turismo de personas que realmente tengan un alto grado de interés por los productos de Rapa Nui y que sea además un visitante respetuoso.


Agregó que la ley viene en cierta medida a fortalecer lo que ya se está haciendo, porque el plan estratégico de turismo va de la mano con lo que será la ley de residencia y con muchas otras acciones que se empezarán a trabajar en la Isla.


Además del crecimiento exponencial de los residentes, señaló que existe una deuda con el pueblo Rapa Nui y con la Isla que ha visto sometida a cambios muy grandes a los que la comunidad se ha ido adecuando, en cuanto le es posible.


Destacó que en la actualidad el concepto de sustentabilidad en Rapa Nui no es una opción sino que una necesidad, porque cuando se habla de sustentabilidad se hace mención a un concepto económico y social. Dijo que considerar al comercio como un factor de riesgo no es correcto ya que el activo principal de la isla es el turismo, por cuanto el moái se ha posicionado también como un ícono a nivel internacional.


Explicó que a través del plan estratégico se quiere romper con la visión de Rapa Nui como concepto de sol y playa que no los representa, dado que el pueblo Rapa Nui es un pueblo vivo, un pueblo que tiene un legado que está vivo y no se debe dejar morir.


Señaló que el compromiso es mirar al territorio como un pequeño punto en el medio del mar, por lo que no se trata de aprobar una ley que discrimine sino que una que protege un espacio físico limitado, ya que, por ejemplo, los recursos acuíferos provienen de la lluvia que aunque abundante es impredecible, lo que con el aumento exponencial de personas que vienen a vivir a Rapa Nui genera problemas de abastecimiento de agua potable, y los derivados de una explosión demográfica.


Subrayó que este proyecto y la presencia de la Comisión en la Isla marcan un hito histórico de parte del Estado en el sentido de cumplir con la promesa de proteger al pueblo, que está en riesgo. En este sentido, dijo que con esta protección en ningún caso se pone en peligro la concepción de la familia, porque si una familia tiene que residir en la isla por trabajo o servicio público debe tener la protección que la Constitución le atribuye pero considerando también la fragilidad del suelo Rapa Nui.


En materia de turismo, señaló que la ley ayuda a potenciar el plan estratégico ya que Rapa Nui tiene 103.000 visitas de turistas al año que en el año 2025 serán más de 223.000, por lo que es muy importante implementar esta normativa y favorecer así las estrategias destinadas a posicionar la visión de los habitantes de la isla sobre la misma, sin que el discurso de sustentabilidad sea sólo ambiental sino que una forma de prevalecer. Agregó que también están  agradecidos del Estado, hoy representado por esta Comisión, y que ahora es necesario dar el carácter de territorio especial a la Isla, tal como lo indica la Constitución Política.


El Concejal, señor Ricardo Espinoza, señaló que desea dar a conocer la visión de un continental que vive hace treinta y dos años en la isla y que se siente representante de muchos matrimonios mixtos y continentales que están aportando responsablemente al desarrollo de esta comunidad, donde han sido  bien recibidos por los rapa nui porque respetan la tierra, su cultura y aportan con su profesión al desarrollo de esta comunidad.


Dijo que la isla es muy vulnerable y que ha recibido una migración de mucha gente continental connacional y extranjera, lo que resulta muy preocupante porque, tal como se ha expresado, los rapa nui se han ido aislando en su propia tierra porque ha llegado mucha gente nueva colapsando la isla en todos los ámbitos.


Expresó que es muy importante la pronta aprobación de la ley, indicando que fue electo concejal con el 80% de votos rapa nui porque ha ayudado responsablemente respetando la cultura y el desarrollo de la comunidad, y que en esa representación solicita la aprobación de esta ley porque, como se ha indicado por los expositores, este pueblo está agonizando.


Por su parte el Concejal, señor Mai Teao indicó que está de acuerdo y reafirma todas las presentaciones anteriores, y que sólo quiere insistir en la necesidad urgente de aprobar el proyecto de ley, que permitirá detener los procesos dañinos que está experimentando la comunidad y su territorio.


La Consejera Regional, señora Tarifa Alarcón, en primer término destacó la unanimidad que se ha expresado por parte de los rapa nui presentes, todos los cuales solicitan la pronta aprobación del proyecto, visión común que no es fácil de lograr. 


Enseguida agregó que el precedente internacional de una regulación semejante es el caso de las Islas Galápagos, en Ecuador, de San Fernando de Noroña, en Brasil, y que en Asia también existen territorios con estas características, y que es necesario estar a la vanguardia en este proceso de protección de un territorio que se debe tener conciencia que está geográficamente separado y que es muy frágil. 


A modo de ejemplo, señaló que la glosa destinada a la isla tuvo que destinarse completa a comprar un motor porque ya no hay electricidad y no es posible instalar un medidor para incrementar el servicio. También manifestó su preocupación por el tema del agua y su cuidado e hizo presente que se debe hacer un análisis de cómo extraer agua para satisfacer las necesidades sin secar los acuíferos. 


Finalmente indicó que hay cosas que mejorar, pero dijo que también se debe reconocer que la ley en principio decía que solamente los Rapa Nui y sus descendientes sanguíneos pueden tener la propiedad de la tierra y en ese sentido esta legislación es pionera, pues ello no ocurre en otros territorios insulares semejantes, en que sólo es necesario el dinero para ocupar su territorio.


La representante de la Academia de la Lengua, señora Alicia Teao, señaló que su establecimiento educacional es el más antiguo y que le ha dado vida a todos y muchos jóvenes que ahora son autoridades Rapa Nui. Es un colegio histórico que sigue vivo gracias a algunos profesores ya jubilados, que han salido del sistema educacional, pero que tienen la voluntad de enseñar y preservar la lengua Rapa Nui.


Manifestó que cuando sus ancestros señalaban que se debía tener cuidado y que se debía regular la entrada de mucha gente de afuera porque el idioma podría morir ella pensaba que eso no podía suceder, pero que ello es lo que ocurre actualmente debido a que pocos profesores pueden enseñar todo en idioma rapa nui y se deben incluir más profesores aunque no puedan hacerlo para no privar de educación a los niños, lo que menciona para destacar lo necesaria que resulta esta ley para proteger el idioma rapa nui y así mantener vivo el pueblo, ya que sin idioma el pueblo muere.


Destacó que el colegio es bilingüe y que cuenta con un programa para enseñar todo en lengua rapa nui desde el nivel pre básico hasta sexto básico con inmersión total, pero que no hay recursos para sustentar el idioma rapa nui, lo que constituye una deuda histórica con la comunidad.


Agregó que en el año 1888, cuando se firmó el tratado, fue el momento desde el cual el gobierno chileno debió cuidar el idioma rapa nui, pues esa palabra empeñada se debe cumplir.


La representante de la Comunidad HONUI, señora Rubelinda Pakarati señaló que al igual que lo han hecho todos da la bienvenida a la Comisión pues el pueblo rapa nui es naturalmente acogedor y atento, pese a lo cual tiene el pensamiento común de lograr frenar la entrada de gente a la isla debido a los distintos problemas medioambientales existentes, que derivan en falta de agua, de electricidad y hasta en falta de cupos en el avión, entre muchos otros. 


Agregó que se han hecho grandes esfuerzos por controlar el flujo de personas que llega a la isla, pero que también es necesario que el país establezca una regulación legal seria, tal como lo han indicado todos.


Señaló solicitar el parque a la Presidenta no tenía el propósito de administrar un parque sino que de recuperar parte del pueblo, de su cementerio y de sus raíces, para ir al reencuentro espiritual y a cuidar su pasado como nadie más podría hacerlo debido a que la parte espiritual constituye el corazón de la isla.


Señaló que se ha perdido la ruta por la presión que genera la profusión de extranjeros, y que se traduce, por ejemplo, que al pasear se encuentra con un colegio de la Alianza Francesa, sin que se sepa quién lo regula o en que aporta su presencia a la Isla, en que traen profesores, se aíslan en un grupito, etc. 


Señaló que todos los presentes están realizando un gran esfuerzo para lograr una cosa de bien común, pero que quiere reafirmar lo señalado por el alcalde en el sentido que la isla es un santuario, en el que de hecho todo el mundo polinésico diariamente pone los ojos, y al que Chile debe cuidar y proteger porque tiene una cultura única admirada en todo el mundo.


Manifestó que deseaba agradecer a la señora Presidenta de la República porque ha sido la única que ha permitido estos avances, y consultó si es posible implementar desde ya una suerte de marcha blanca con respecto a esta ley como ocurrió en el gobierno del Presidente Frei Ruiz-Tagle respecto de la protección de los corales, en que antes de dictarse la ley la autoridad empezó a controlar su salida de la Isla, porque este es un gran problema para la Isla que el Gobierno debe ayudar a solucionar desde ya, aún antes de la propia ley.


Agregó que en la situación actual se ve afectada la idiosincrasia propia del pueblo rapa nui, ya que las costumbres continentales son distintas, lo que se demuestra incluso en el lenguaje poco respetuoso o grosero que con frecuencia utilizan, lo que no es una costumbre en los rapa nui.


El Honorable Senador señor Quinteros señaló que esta visita deja muchas enseñanzas ya que efectivamente quienes visitan la isla están acostumbrados a un vocabulario y costumbres que chocan con las que existen en este territorio y con justa razón, de modo que lo más importante es que la ley termine su tramitación a la brevedad.



El primer alcalde de Rapa Nui, señor Alfonso Rapu, agradeció la invitación a participar en la sesión en que se han manifestado claramente las opiniones respecto de una ley que esperan hace años. Recordó que el año 2013 fue designado en una comisión en la cual expuso esta idea de regulación, que después de cuatro años se está haciendo realidad.


Hizo presente que se trata de controlar la entrada y salida de la gente no por el gusto de controlar, sino que para conservar la Isla que es un ejemplo de esfuerzo de los antepasados, que hicieron grandes monumentos tallándolos en piedra sin las herramientas con que se construyó, por ejemplo, la muralla china,  lo que provoca que sea una gran atracción para todo el mundo. 



La idea, agregó, es perfeccionar un sistema de control para evitar la destrucción de la Isla por la llegada masiva de personas, y enfatizó que su interés es el turismo selectivo y no el masivo que impide realizar el control necesario para la protección de Rapa Nui, que es un orgullo para Chile.


En la misma línea, agradeció la preocupación del Senado en este tema, y recalcó que proyecto atiende una importante necesidad para la Isla, en que no persigue una separación sino que la protección de un valor único en el mundo y que es chileno. 


Que este es otro eslabón de una cadena que nace en 1966, época en que el Estado empieza a preocuparse del desarrollo de la Isla, como lo hace el Senador Chahuán aquí presente, lo que constituye un gran logro del pueblo rapa nui. Agregó que la situación ha mejorado de a poco, y recordó que para el primer municipio tuvo que conseguir una casa, hasta que le asignaron una propiedad con tablas en las ventanas, puertas de zinc, goteras y sin suelo.


Hoy existe un gran avance que quisiera que tengan presente todos aquellos a quienes el Estado les ha dado herramientas para el progreso de la isla, como un gobernador y alcalde rapa nui, con servicios públicos, o la entrega del parque que ha generado que en menos de un año trabajen más de doscientas personas en el desarrollo de la isla protegiendo y mejorando el patrimonio, que es la riqueza que tienen.


Sobre la lengua, manifestó su preocupación por cuanto un pueblo sin historia y sin lengua no es nada, lo que forma parte, según dijo, de la preocupación por controlar las llegadas y salidas porque aquí en el pasado se produjo un colapso de la isla por el exceso de personas, lo que la llevo a un estado desértico y sin vida.



El Doctor en Arqueología, señor Sergio Rapu indicó que con emoción y agrado ha constatado que todas las presentaciones apuntan al mismo objetivo querido por todos, que no es otro que el que exista pronto la ley, independiente que sea perfectible o que después puedan corregirse ciertas cosas.



Hizo presente que la comunidad Rapa Nui es una comunidad mixta porque el 70% de los matrimonios son mixtos, y en la comunidad no sólo laboran rapa nui sino que también personas del continente que quieren vivir y ser rapa nui, agregando que lo único que se exige es que sea respetuoso, participativo, inclusivo, que sea parte de la isla, y que no vengan a crear colonias porque con ello crean conflictos.



Señaló que el tema de fondo es que el Estado tiene una responsabilidad de conservar la cultura y al pueblo rapa nui, y agregó que todos saben que en 1888 hubo una anexión en forma voluntaria de la isla que en realidad fue un acto de salvación, porque Rapa Nui en el siglo XVI tenía cerca de 20.000 habitantes, en 1877 tenía 111 personas debido a epidemias y la esclavitud entre otras causas,  y que el día de la anexión había cerca de 160 habitantes, momento en que se entregó la soberanía, aunque no la propiedad, y pasaron a ser chilenos.



Agregó que pasó el tiempo, revoluciones en Chile, hasta que en 1965 se produce un desafío de cambio de status por un líder que acaba de hablar, firmando una carta dando a conocer la situación real de Isla de Pascua al presidente Frei Montalva, exponiendo que eran ciudadanos de segunda clase, que no tenían cédula de identidad, no somos considerados como chilenos, vivimos dentro de un cerco y nos torturan cuando hay que castigar, etc. etc. 


El Estado reaccionó con la dictación de una ley, la N° 16.441. Se crea el departamento de Isla de Pascua y recién, reclamado por los rapa nui, se les entrega cédula de identidad como chilenos y la libertad de viajar y de estudiar, generando un cambio real en las condiciones de vida.


Hoy se produce un cambio histórico en que los diputados y ahora lo senadores concurren a la isla, donde no hay votos, en una genuina expresión de interés y de colaborar con la Isla.


La Presidenta de la República ha prometido, como un paso importante que se hará más adelante, el entregar el banco central a Isla de Pascua, es decir, que los recursos que entran por los trabajos de sus antepasados sean manejados espera que con sabiduría, para becar a jóvenes para que sean doctores en cuanta disciplina sea posible, porque la educación y la inteligencia hacen que las decisiones sean mejores para todos. 


Recordó que cuando se modificó la Constitución para permitir este estatuto especial el, que vive en Hawai, donde el año 1975 un gobernador buscaba que se cambiara la constitución americana para poder controlar la inmigración, lo que ha sido imposible hasta hoy, de forma que el estado de California paga pasajes a gente sin recursos para que se vaya a Hawai donde se ha llenado de indigentes.  En Estados Unidos el problema no se ha podido controlar, pero en Chile se está haciendo con esta ley de control de residencia.


Señaló que después de establecer el control de ingreso es necesario también tratar de impedir el ingreso de los vicios y costumbres ajenas, siendo para ello de gran importancia, por ejemplo, que no se establezcan casinos de juegos en la Isla, pues se busca atraer un turismo selectivo, mayor educación, virtudes y no vicios, lo que le preocupa por hay islas del pacífico en que los casinos se han enquistado, sin que después sea posible erradicarlos.


Luego, la Escritora de la Fundación Patrimonio Rapa Nui, señora Sofía Abarca, señaló que ella es parte de las personas del continente que han desarrollado su vida en la Isla, que con el paso de los años ha entendido que sus conceptos occidentales no le han sido tan útiles como las enseñanzas que ha recibido de un pueblo que es ejemplar. 



El Honorable Senador señor Quinteros señaló que el proyecto de ley en estudio sin duda dará respuesta a una aspiración que han manifestado todos quienes han expuesto en esta sesión, pues el único denominador común es que este proyecto termine rápidamente su tramitación, independiente de que con posterioridad puedan corregirse errores o situaciones ahora no previstas.


Agregó que la Comisión está presente ante el clamor del pueblo rapa nui y no en búsqueda de votos, siendo su único interés el proteger la isla y su cultura.



El Honorable Senador señor Chahuán junto con agradecer la realización de la sesión, destacó que no es fácil que el pueblo rapa nui se congregue con este nivel de diálogo, convergencia y acuerdo en un propósito común, lo que a su juicio, marca un hito porque el Estado de Chile está en deuda con Rapa Nui no sólo desde la firma del tratado con Policarpo Toro sino que adicionalmente desde la revolución no violenta que inició don Alfonso Rapu.



Enseguida, dijo que hasta hace algún tiempo los rapa nui eran un número, no tenían derechos cívicos, y que fue justamente esa revolución no violenta la que permitió llamar la atención respecto de este territorio, de su gente y de su cultura. Agregó que este proceso no ha sido fácil, porque en el momento en que se hizo la reforma constitucional no había unanimidad en este sentido.



Indicó que con el tiempo se generó la convicción sobre la existencia de un territorio con condiciones especiales, no sólo porque los estudios de capacidad de carga que se hicieron en la década del noventa, que ya estaban completamente desfasados, sino que los nuevos estudios de capacidad de carga dinámica que se basan en el territorio, población, agua, energía, demuestran que ha aumentado la población y que existe un difícil acceso al agua dulce y problemas con +la disposición final de los residuos, entre otros problemas detectados en distintas áreas, todos los cuales deben ser abordados desde la perspectiva de la cultura rapa nui, porque, por ejemplo, no se trata de crear energía con molinos de viento que no se adaptan al entorno y cultura de la isla.


Señaló que la protección medioambiental aún está en etapas iniciales y que tendrá múltiples desafíos, como el regular el aumento del parque automotriz.  De igual forma, agregó, hay que tomar decisiones en materia de salud, ya sea para contar con aviones ambulancia o contar con especialistas presenciales o a distancia, todo lo cual debe ser analizado y resuelto según la conveniencia de la isla.



En cuanto a la lengua, indicó que ha concurrido a los colegios y ha constatado las dificultades, como que los textos no están adecuados a los niños que en sus casas no hablan rapa nui sino que español, porque los padres han delegado en los colegios el estudio de la lengua, lo que genera complicaciones



Manifestó su preocupación respecto a la capacidad de conectarse con la tierra, refiriéndose a la preocupación que genera la tenencia de la tierra porque la concentración de la misma es un problema complejo que debe solucionarse en algún momento, así como la protección de las aguas, todo en lo cual debe consultarse al pueblo rapa nui.


Señaló que existe una evolución en el pensamiento de los parlamentarios, que han tomado conciencia de sus problemas, gracias a la persistencia de todas las organizaciones rapa nui en plantear sus problemas, y que espera que esta ley permita conservar el medioambiente, concepto que incluye a la población.



El Honorable Senador señor Bianchi indicó que tenía convicción respecto a la necesidad de terminar de tramitar esta legislación en forma urgente, lo antes posible, y manifestó que la situación de los habitantes de rapa nui no le es indiferente porque la zona a la que representa, en el extremo sur, también se asemeja a una isla porque no tiene interconexión con la zona central del país.



Agregó que la situación del hospital es preocupante porque no basta con tener la infraestructura o los equipos sino que también es necesario contar con los especialistas suficientes, no obstante que destacó que la telemedicina puede solucionar problemas graves y urgentes, lo que debe ser una prioridad del Estado para con Rapa Nui.


Finalmente expresó que gran parte de las materias son de iniciativa del Ejecutivo al igual que el determinar las urgencias, y que espera la pronta aprobación de la iniciativa.



La Honorable Senadora señora Von Baer agradeció a los expositores y destacó que este pueblo ha hecho un camino muy admirable, y consultó respecto a la educación bilingüe porque, manifestó a modo de ejemplo, que el mapudungun debiera enseñarse en forma universal y no sólo donde existe gran concentración de etnia mapuche, y siempre se discute si la materia debiera depender del Ministerio de la Cultura o el Ministerio de Educación, preguntando si el programa de inmersión y de educación bilingüe se aplica sólo en las escuelas municipales y sobre cómo funciona en la isla.


Además, consultó a la señora Gobernadora si el cierre de la escuela subvencionada que se señaló con anterioridad, es una situación crítica pues en otros municipios es posible suplirlos pero aquí  no, e hizo presente que en el proyecto de nueva educación pública se considera una regulación especial para Isla de Pascua.



Enseguida, dijo que de aprobarse el presente proyecto de ley este por sí solo no podrá solucionar toda la problemática que se ha expuesto porque la cantidad de personas en la Isla va a continuar creciendo, de modo que la comunidad debe preocuparse de abordar los distintos temas ya sea mirando un modelo internacional o conversando otras vías de solución, especialmente en aquellos temas más sensibles como la energía, el agua, la disposición de la basura y la pérdida del idioma, que puede mejorar si se pone mayor énfasis en la educación intercultural.



La ex gobernadora señora Carmen Cardinali Paoa, señaló que es profesora, técnico profesional y normalista, y que el tema educacional le preocupa, señalando que desde el año 1976 se viene trabajando el tema de la pérdida de la lengua, y que desconoce la nueva ley, pero que como rapa nui tiene una gran preocupación por este aspecto de la educación, y que se ha juntado con profesores para crear una academia de la lengua, siendo lo primero el trabajar con lingüistas para escribir el idioma que todos hablan pero pocos escriben.  Señaló que ahora hay una agrupación de 36 clanes con los cuáles se ha trabajado en los distintos temas de preocupación, y que espera en marzo del próximo año para que cada honui tenga un jardín infantil donde se hable rapa nui, aunque en este caso los profesores son pagados aunque no sean profesores.


La Consejera Regional, señora Tarifa Alarcón, expresó que los rapa nui son los principales responsables de mantener la lengua, y que como ha señalado la ex gobernadora hay acuerdo en que para ello se debe partir desde la primera infancia, casi desde la cuna, para tener hablantes.  Ya está funcionando la sala cuna, y también para cuarto a séptimo básico, debiendo avanzar hacia la enseñanza media y, por qué no, hasta un nivel técnico en idioma rapa nui, tal como se tiene en materia agrícola y turística.  Agregó que la academia de la lengua ha sido muy importante en la recuperación de la gramática siendo ahora necesario un centro de investigación para la recuperación de vocabulario. Señaló que ella tiene tres diccionarios rapa nui; uno de 1720, otro de 1810 y otro de 1880, y que es necesario compilar.  


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que el proyecto de ley es un paso muy significativo que necesita del complemento de las políticas públicas, por un lado, y también requiere del estatuto especial que es un proyecto en que se debe avanzar, porque es el que permitirá avanzar en la definición de la estructura administrativa de la Isla.



Dijo que también se está trabajando en una estructura presupuestaria complementaria y que a partir del presupuesto para el año 2018 esperaban identificar a la Isla dentro del fondo de convergencia, que es lo que se ha hecho con las regiones extremas, con lo que se podrán identificar con claridad los recursos que se destinen a este territorio especial.



Destacó que el Estado ha priorizado a la isla y que prueba de ello es el gran aumento que en materia presupuestaria ha tenido el municipio desde el año 2010 a la fecha, de modo tal que este proyecto en discusión no es un esfuerzo aislado sino que se ha complementado con recursos muy focalizados. Asimismo, enfatizó que esta iniciativa es parte de un proceso o plan de inversiones especial.



Para terminar, el Honorable Senador señor Quinteros agradeció la presencia de los invitados y los instó a revisar el articulado para que en su oportunidad todas las dudas sean despejadas, sin perjuicio que el proyecto de ley es claro en varias de las situaciones que se han planteado.


En sesión posterior, la Comisión recibió  nuevamente al Doctor en Arqueología de la Fundación Patrimonio Rapa Nui, señor Sergio Rapu quien recordó que el 9 de septiembre de 1888 fue un día de salvación para un pueblo que estaba en extinción por varias razones, y que esta relación con Isla de Pascua ha ido creciendo. 


Señaló que el año 1965 el pueblo Rapa Nui en general de muy buena manera, sin violencia, entrega una carta al Presidente de la República de entonces pidiendo ser chilenos 100%, con derecho a voto, a viajar y educarse dentro del país y a tener el carnet de chilenos, todo lo cual se entregó a través de la ley N°16.4412 de 1 de marzo del año 1966, que crea la municipalidad, la burocracia estatal se instala en la Isla, empiezan proyectos importantes como el aeropuerto y la modernización de Isla de Pascua.





Agregó que ella no se limita a las infraestructuras y a la presencia de los estamentos del Estado, sino que también se refiere a desafíos porque una comunidad que vivía en subsistencia, plantando camotes, viviendo de pesca y de trueques de un día a otro se transforma en algo diferente. Señaló que la población actual es de 8.000 personas, de las cuales por lo menos el 50% no son descendientes Rapa Nui. 





Dijo que cuando algunos hablan de independencia y autonomía le dice que eso en este planeta no existe y que cuando dicen que en las Islas Tongas tienen un ingreso de 900 dólares per cápita anual, se debe tener presente que Isla de Pascua tiene más que Chile continental, entonces se trata de una isla que está bullente, pero que tiene cosas que corregir.





Señaló que el año 1975, el 25% de los estudiantes que se encontraban en la isla no hablaban rapa nui y que sin embargo actualmente es al revés, ya que el 75% de los niños en la escuela no hablan Rapa Nui. Dijo que es evidente que los cambios tienen que venir, pero con respecto a todos y a la cultura.





Indicó que es necesario trabajar en atenuar los conflictos y en preparar a los habitantes de la isla para el futuro no tan lejano, ya que en su opinión, el estatuto especial puede debilitar la etnia si le pone una suerte de cúpula encima.





A mayor abundamiento subrayó que en Estados Unidos los grupos étnicos están en reservaciones y encerrados pero han terminado teniendo casinos parta solucionar sus problemas. 





Señaló que la sobreprotección debilita las etnias pues el proteccionismo no ayuda en nada, pero lo que si debe hacerse es entregar las herramientas necesarias que dicen relación principalmente con la educación por diferentes caminos.





Recalcó que al igual que él, muchos en la Isla son empresarios, pequeños y medianos que no llegan a grandes, que llevan trabajadores de afuera porque los Rapa Nui están trabajando en la opción nueva que les da el Parque, pese a que en la Isla existe una oferta turística mayor que en Valparaíso, lo que obliga a llevar trabajadores chilenos y extranjeros. 





Añadió que de acuerdo al proyecto en estudio ahora el empresario no sólo tiene que hacerse cargo del empleado sino también de su familia, lo que en su opinión es un castigo al empresario, de modo que sugirió que sea el empleador el que pague por su empleado de retorno, pero que a su familia la dejen fuera de dicha obligación.





El Honorable Senador señor Quinteros señaló que efectivamente esa es la situación que considera el proyecto en estudio pero sólo al término del contrato de trabajo y no al cabo del plazo máximo de permanencia en la isla.





El señor Rapu insistió en que al empleador sólo le corresponde hacerse cargo de su trabajador pero no de toda su familia porque ello sube los costos enormemente.





La Honorable Senadora señora Von Baer precisó que sólo en caso de latencia ocurrirá que la persona que tiene contrato permanecerá en la Isla.





Luego, la Escritora de la Fundación Patrimonio Rapa Nui, señora Sofía Abarca, hizo presente que una de las mayores virtudes del pueblo Rapa Nui dice relación con su espléndido concepto de familia ampliada, tal vez por sus cercanos orígenes comunes marcado por el capítulo más doloroso de su historia, que fue su casi desaparición. Dijo que todos ellos tienen al menos uno de sus troncos de origen en solo una veintena de vientres fértiles a fines de siglo XIX, las madres del actual pueblo Rapa Nui, y que en su estructura la existencia del aborto es casi nula y la vida del recién nacido es acogida en una dinámica social generosa que asume naturalmente parte de sus cuidados.





Señaló que uno de sus conceptos más bellos es el rol de las llamadas “mamatías”, encarnadas en cualquier mujer adulta que de modo más espontáneo y en cualquier ocasión proporciona vigilancia y cuidado amoroso de todo niño que se encuentre, incluso circunstancialmente, a su cuidado.





Bajo esta valoración cultural indicó que resulta del todo inentendible que este proyecto de ley no resguarde este concepto consagrado, sobre todo, entendiendo que la familia constituye uno de los pilares fundamentales de la sociedad.





A modo de ejemplo, subrayó que en el Título IV Párrafo 3, letra c) se señala que: “los padres e hijos mayores de edad del cónyuge, conviviente civil o de hecho de una persona perteneciente al pueblo Rapa Nui que ingresen al territorio especial, una vez declarada la latencia, no podrá permanecer por sobre el plazo establecido en el artículo 5°, salvo que exista una “relación de dependencia acreditada de acuerdo al reglamento”.”. 





Este artículo impone un plazo de 30 días de permanencia y exceptúa en caso de “dependencia acreditada”, negándoles a los no rapa nui a mantener un camino de seguimiento parental a lo largo de toda su vida. Agregó que es sabido que la interdependencia a este nivel de vínculo no es medible ni limitable y además, esta medida no se condice con la naturaleza de la virtud familiar y cultural Rapa Nui.





Por último llamó la atención sobre el concepto de familia ampliada respecto de padre o madre no Rapa Nui, ya que en su caso dijo ser abuela de una niña mestiza y que de la normativa en tramitación no se desprenden garantías para que las personas que están en su misma situación puedan ver crecer a sus nietos y trasmitirles sus propias creencias.





La Honorable Senadora señora Von Baer dijo que el derecho de familia fue objeto de estudio por parte del organismo especializado del Congreso Nacional, y que los distintos temas relacionados deben ser regulados a la luz de lo expresado por los propios Rapa Nui en el sentido que no quieren que las personas se vayan. 





Señaló que una de las ideas que se han estado madurando es establecer una regla distinta, incluso para personas que no tengan un vínculo familiar con nadie, tratando de abordar la mayor cantidad de situaciones, lo que constituye un verdadero desafío.





El Honorable Senador señor Quinteros agregó que para la tranquilidad de todos, no existe la intención de tratar de manera discriminatoria o perjudicial a las personas que ya están instaladas en la isla sino que, muy por el contrario, el espíritu de esta normativa es proteger y ayudar a un buen desarrollo de la Isla.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben o describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Gobierno, descentralización y Regionalización.

Artículo 1º


Esta norma fija el objetivo de la ley que consiste en regular el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, conforme al artículo 126 bis de la Constitución Política de la República.


La indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Von Baer, es para agregar después de la locución “de conformidad a lo establecido en el” lo siguiente: “inciso segundo del”.


- Puesta en votación, la indicación número 1 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 2°


Esta norma indica que los derecho a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, se ejercerán cumpliendo los requisitos que señalan esta ley y sus reglamentos.

Inciso tercero


Exceptúa de las limitaciones que contempla la presente ley a las personas pertenecientes al pueblo Rapa Nui.


La indicación número 1A de S.E. la Presidenta de la República, propone modificar este inciso en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en su inciso tercero la frase “Título II” por “Título I”.


b) Sustitúyese, en su inciso tercero la frase “el régimen sancionatorio establecido en las letras c y d del artículo 35” por la frase “lo dispuesto en la letra d) del artículo 35”.


- Vuestra Comisión aprobó la indicación número 1A, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 4°


Con esta norma señala que para efectos de esta ley se aludirá al territorio especial de Isla de Pascua indistintamente como Isla de Pascua, Rapa Nui o territorio especial.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir la expresión “como “Isla de Pascua”, “Rapa Nui” o” por “como “Rapa Nui” o”.

Vuestra Comisión tuvo presente que el artículo 126 bis de la Carta fundamental se refiere a Isla de Pascua como territorio especial, al establecer la posibilidad de crear un estatuto especial para el mismo.


- Sometida a votación, la indicación número 2 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


Asimismo, por la misma unanimidad acordó rechazar las indicaciones que eliminan la referencia a Isla de Pascua, como se indicará en cada una de ellas.

Artículo 5°


Establece el plazo máximo de permanencia en el territorio especial y el procedimiento para extender o prorrogar la estadía.


Las indicaciones números 3 y 4, del Honorable Senador señor Navarro, proponen reemplazar en su denominación la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


Cabe hacer presente que la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, por cuanto la Constitución Política en su artículo 126 bis se refiere expresamente a Isla de Pascua.


- Puestas en votación, la indicaciones números 3 y 4 fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.



La indicación número 5 de la Honorable Senadora señora Von Baer, es para sustituir en el inciso segundo la expresión “su acompañante” por “sus acompañantes”.


- Puesta en votación, la indicación número 5 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 5A de S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazar, en su inciso tercero, la expresión “Gobernación Provincial de Isla de Pascua (en adelante “la Gobernación)” por la frase “delegación presidencial provincial de Isla de Pascua (en adelante, “la delegación”).


- Vuestra Comisión aprobó la indicación número 5A, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


Además, con igual unanimidad y votación, aprobó las indicaciones que tienen igual sentido, correspondientes a las signadas como 17A, 23A, 23B, 30A, 31A, 35D, 38A, 38B, 41B, 41C, 41D, 43A, 46A, 48A, 48C, 48D, 48E, 48F, 49A, 49B, 49C, 49D, 49E, 49F, 49G, 51A, 51B, 51C, 53A y 57.


La indicación número 6 de la Honorable Senadora señora Von Baer, es para reemplazar la frase “a quien tenga su cuidado” por “a quienes tengan su cuidado”.


- En votación, la indicación número 6 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.

Inciso final


Señala textualmente:

“Las personas que hayan ingresado en conformidad al inciso primero tendrán prohibición absoluta de realizar cualquier tipo de actividad remunerada en tanto no tengan alguna de las calidades habilitantes del artículo 6.”:


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Letelier, la indicación número 8, de la Honorable Senadora señora Von Baer, y la indicación número 8A, de S.E. la Presidenta de la República, proponen suprimir el inciso final.


- Sometidas a votación, la indicaciones números 7, 8 y 8 A fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 8B del Honorable Senador señor Navarro, es para intercalar entre la expresión “absoluta de” y la expresión “realizar cualquier”, la siguiente expresión nueva: “ingresar bolsas o recipientes de plástico desechables y de”.


Vuestra Comisión tuvo presente que la aprobación de las tres indicaciones anteriores suprimieron el inciso en el que recae esta última indicación.


- Sometida a votación, la indicación número 8B fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 6°


A través de siete numerales, señala a las personas que están habilitadas para permanecer en la Isla de Pascua por sobre el plazo máximo de treinta días.

Letra a)


Dispone lo siguiente:





“a) El cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui.





En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán abandonarlo en el plazo de noventa días. Lo anterior no se aplicará a quienes tengan hijos en común con una persona perteneciente al pueblo rapa nui.”.


La indicación número 8C de S.E. la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente literal a), nuevo, pasando el actual literal a) a ser el b), y así sucesivamente:


“a) El padre o madre de una persona perteneciente al pueblo rapa nui.”.


- En votación, la indicación número 8C fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


Además, y con igual unanimidad y votación, aprobó las indicaciones que son consecuencia de la indicación 8C, correspondientes a las signadas como 18B, 18D, 18E, 35B, 36A, 41A, 45D y 45 E.

La indicación número 9 del Honorable Senador señor Letelier, propone sustituirla por la que sigue:


“a) El cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho, los ascendientes o descendientes, hermanos, parientes consanguíneos o afines hasta el cuarto grado inclusive de una persona perteneciente al pueblo rapa nui.


Misma regla se aplicará para quien tuviere hijos en común con una persona perteneciente al pueblo rapa nui.”.


La Asesora Jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, señaló que aquí se está en la hipótesis de las personas que pueden permanecer por sobre el plazo de treinta días sin mayores restricciones y en ese supuesto, destacó que fue un tema intensamente debatido en el proceso de consulta indígena realizado en Isla de Pascua y en esa oportunidad el compromiso fue proteger las relaciones de parentesco en línea recta en términos bastante amplios.


Dijo que ampliarlo a los parientes en grados consanguíneos o en términos horizontales es habilitar sin mayores requisitos a personas que podrían entrar a la isla al amparo de otra de las hipótesis.


El Honorable Senador señor Zaldívar sugirió que se busque una forma de compatibilizar la letra a) ya aprobada con esta indicación ya que en la letra señalada se mantiene al padre y a la madre que son ascendientes y la propuesta considera a los ascendientes en todas sus líneas y los descendientes hasta el bisnieto y hermanos.



El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, indicó que el término descendientes más allá de hijos incluye un derecho futuro también extendiendo muchísimo el ámbito de aplicación de la norma.


El Honorable Senador señor Quinteros se manifestó de acuerdo con lo expresado y agregó que aquí hay una interpretación en cuanto a la redacción y que prefería la propuesta del Ejecutivo que limita la línea.



El Honorable Senador señor Zaldívar dijo que se debe tener un acuerdo con respecto a las limitaciones que se quieren establecer.


- Puesta en votación, la indicación número 9 se produce el siguiente resultado: Votó por su rechazo el Honorable Senador señor Quinteros, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán y Zaldívar. Repetida la votación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, se produce la misma votación, resultando rechazada la indicación


La indicación número 9A de S.E. la Presidenta de la República es para suprimir, en el párrafo segundo del literal a), la frase “Lo anterior no se aplicará a quienes tengan hijos en común con una persona perteneciente al pueblo rapa nui.”.


La Asesora Jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, dijo que se propone la eliminación porque la nueva letra a) aprobada, se refiere al padre o madre porque de la redacción que se pretende eliminar se entendía que sólo el padre o madre que tuviera una relación de pareja era lo central siendo la relación padre o madre e hijo accesoria a esa relación, y que lo que se hace es proteger y relevar la relación parental en sí misma.


- Vuestra Comisión aprobó la indicación número 9A, sin enmiendas, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 10 de la Honorable Senadora señora Von Baer, plantea agregar después de la locución “perteneciente al pueblo rapa nui” lo siguiente: “, quienes por este hecho no estarán afectos a las limitaciones que se establecen en esta ley durante toda su vida”.


- Sometida a votación, la indicación número 10, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


Posteriormente, el Ejecutivo propuso a siguiente redacción para este literal, recogiendo las modificaciones ya acordadas:


“a) El padre o madre de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial también su cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, padres y quienes estén sujetos a su cuidado personal.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer propuso que se cambie la expresión “padres” en todas las partes donde aparece por la palabra “ascendientes”, redacción que fue favorablemente acogida por la Comisión.


El Ejecutivo estuvo de acuerdo en la modificación.


- Puesta en votación, la propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


En consecuencia, la redacción es la siguiente:


“a) El padre o madre de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial también su cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.”.

Letra a) que pasó a ser letra b)


Este literal dispone lo siguiente:


“a) El cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui.


En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán abandonarlo en el plazo de noventa días. Lo anterior no se aplicará a quienes tengan hijos en común con una persona perteneciente al pueblo rapa nui.”.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para este literal, recogiendo las modificaciones ya aprobadas:





“b) El cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial junto a ellos sus hijos, padres y quienes estén sujetos a su cuidado personal.





En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán abandonarlo en el plazo de noventa días.”.


- Puesta en votación, la propuesta fue aprobada con la modificación de sustituir “padres” por “ascendientes” por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


En consecuencia, la redacción es la siguiente:





“b) El cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial junto a ellos sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.





En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán abandonarlo en el plazo de noventa días.”.

Letra b) que pasó a ser letra c)


El literal señala expresamente:


“b) Los funcionarios públicos, personal contratado por los órganos del Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios del Poder Judicial, que deban desempeñarse dentro del territorio especial, mientras mantengan dicha condición.


Terminado su servicio, destinación, comisión de servicio o cometido funcionario, o en caso que se ponga término al vínculo contractual, la persona deberá hacer abandono del territorio, por cuenta del órgano que lo contrató, en el plazo de treinta días.


Los órganos del Estado dispondrán que las destinaciones o comisiones de servicio en Isla de Pascua se realicen por un período inferior a tres años, salvo que por necesidades propias del servicio se requiera una estadía mayor.


Respecto del personal profesional de alta especialización contratado, los jefes de servicio solicitarán la opinión del Consejo de Gestión de Carga Demográfica para evaluar la extensión de la estadía a que refiere el inciso anterior. 


El Estado podrá incentivar que las personas pertenecientes al pueblo rapa nui, su cónyuge, conviviente civil o de hecho se incorporen o sean contratados en la Administración a fin de servir preferentemente la función pública en el territorio especial.”.


Se presentaron nueve indicaciones para esta letra.


La indicación número 10A de S.E. la Presidenta de la República es para intercalar en el primer párrafo, entre las palabras “órganos” y “del”, la frase “o empresas”.


La indicación número 10B de S.E. la Presidenta de la República propone intercalar en el párrafo segundo, entre las palabras “órgano” y “que”, la frase “o empresa”.


- Puestas en votación, las indicaciones números 10 A y 10 B fueron aprobadas, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 11 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir en el párrafo tercero, la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


Se hace presente que la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 11 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

La indicación número 12 de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone agregar en el párrafo tercero, luego del punto seguido (.) que pasa a ser una coma (,) lo siguiente: “, y sin perjuicio de quienes por derecho no están sujetos a las limitaciones de esta ley”.


- Esta indicación fue retirada por su autora.


La indicación número 13 de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone suprimir el párrafo cuarto de esta letra.


La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que si esas personas son contratadas por el Estado no deberían pasar por el consejo y si se trata de un profesional contratado para un servicio, debe agregarse al principio de esta letra.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que el personal contratado en la letra b), que ha pasado a ser letra c),  lo es en cualquier calidad,  y propuso así señalarlo expresamente en esa letra.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, acordó incorporar tal precisión en el encabezado de la letra b) que ha pasado a ser letra c).


- Sometida a votación, la indicación número 13, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 13 A de S.E. la Presidenta de la República es para intercalar en el párrafo cuarto, entre la expresión “Demográfica” y la preposición “para”, la frase “, establecido en el artículo 25 de la presente ley,”.


- Vuestra Comisión rechazó la indicación número 13A, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 13B de S.E. la Presidenta de la República plantea eliminar el párrafo quinto del literal b).


El Ejecutivo señaló que este párrafo se agregó durante la tramitación en la Cámara de Diputados pero que debiese volver al texto original que no lo consideraba. Agregó que la idea es preservar un trato justo para todas las personas que viven y residen en el territorio especial y no exclusivamente para los miembros del pueblo Rapa Nui.


- Puesta en votación, la indicación número 13B fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 13C del Honorable Senador señor Horvath, propone reemplazar el párrafo quinto, por el siguiente:


“El Estado incentivará y dará preferencia para su incorporación o contratación en la Administración, a quienes pertenezcan al pueblo rapa nui, su cónyuge, conviviente civil o de hecho, con la finalidad de servir la función pública en el territorio especial.”.


La indicación número 14 del Honorable Senador señor Navarro, es para reemplazar en el párrafo quinto, la expresión “podrá incentivar” por “deberá promover”.



- Sometidas a votación, las indicaciones números 13 C y 14, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para el primer párrafo del literal:


“c) Los funcionarios públicos, personal contratado por los órganos o empresas del Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios del Poder Judicial, que deban desempeñarse dentro del territorio especial, quienes podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, padres y quienes estén sujetos a su cuidado personal, mientras mantengan dicha condición.”.


- Puesta en votación, la propuesta fue aprobada con la modificación de sustituir “padres” por “ascendientes” por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


En consecuencia, la redacción es la siguiente:


“c) Los funcionarios públicos, personal contratado en cualquier calidad por los órganos o empresas del Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios del Poder Judicial, que deban desempeñarse dentro del territorio especial, quienes podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal, mientras mantengan dicha condición.


Terminado su servicio, destinación, comisión de servicio o cometido funcionario, o en caso que se ponga término al vínculo contractual, la persona deberá hacer abandono del territorio, por cuenta del órgano o empresa que lo contrató, en el plazo de treinta días.


Los órganos del Estado dispondrán que las destinaciones o comisiones de servicio en Isla de Pascua se realicen por un período inferior a tres años, salvo que por necesidades propias del servicio se requiera una estadía mayor.”.

Letra c) que pasó a ser letra d)


Este literal dispone textualmente:


“c) Las personas que cumplan en el territorio especial funciones por cuenta de un concesionario de servicio público o de una empresa que haya celebrado un contrato con el Estado que deba ser ejecutado en el territorio especial.


Los órganos del Estado podrán incorporar en las respectivas bases de licitación para servicios que deban prestarse en el territorio especial, normas que propendan a e incentiven la contratación de personas del pueblo rapa nui, su cónyuge, conviviente civil y de hecho, según se trate.


Finalizada la obra o servicio ejecutado en virtud del contrato, la persona deberá hacer abandono del territorio especial en el plazo de treinta días, por cuenta del concesionario o empresa contratante.”.

Párrafo segundo


La indicación número 14 A de S.E. la Presidenta de la República es para eliminar el párrafo segundo del literal c). 


- Puesta en votación, la indicación número 14A fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 15 del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir la palabra “podrán” por “deberán”.


La indicación número 15A del Honorable Senador señor Horvath, plantea reemplazar la palabra “podrán” por “deberán”.



- Sometidas a votación, las indicaciones números 15 y 15 A, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para el párrafo segundo de este literal, recogiendo las modificaciones aprobadas anteriormente:


“Podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, padres y quienes estén sujetos a su cuidado personal hasta finalizada la obra o ejecutado en virtud del contrato, la persona deberá debiendo estas personas hacer abandono del territorio especial en el plazo de treinta días, por cuenta del concesionario o empresa contratante.”.


- Puesta en votación, la propuesta fue aprobada con la modificación de sustituir “padres” por “ascendientes” por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


En consecuencia, la redacción de la letra es la siguiente:


“d) Las personas que cumplan en el territorio especial funciones por cuenta de un concesionario de servicio público o de una empresa que haya celebrado un contrato con el Estado que deba ser ejecutado en el territorio especial podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.”.


Finalizada la obra o ejecutado el servicio en virtud del contrato, las personas señaladas deberán hacer abandono del territorio especial en el plazo de treinta días, por cuenta del concesionario o empresa contratante.”.

Letra e) que pasó a ser letra f) 


Esta norma indica lo siguiente:


“e) Las personas que desempeñan cargos de elección popular en dicho territorio, desde la dictación de la sentencia de proclamación hasta la cesación en el cargo. 


En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.”


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción para este literal:


“f) Las personas que desempeñan cargos de elección popular en dicho territorio, desde la dictación de la sentencia de proclamación hasta la cesación en el cargo.


Las personas señaladas en el párrafo precedente podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, padres y quienes estén sujetos a su cuidado personal.


En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.”.


- Puesta en votación, la propuesta fue aprobada con la modificación de sustituir “padres” por “ascendientes” por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


En consecuencia, la redacción es la siguiente:


“f) Las personas que desempeñan cargos de elección popular en dicho territorio, desde la dictación de la sentencia de proclamación hasta la cesación en el cargo.


Las personas señaladas en el párrafo precedente podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.


En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.”.

Letra f) que pasó a ser Letra g)


El literal señala lo siguiente:


“f) Los trabajadores contratados para desempeñarse en la Isla de Pascua por un empleador que tenga establecimiento en el territorio especial, o quienes desarrollen alguna actividad económica independiente en dicho territorio.


El empleador deberá pagar el billete de pasaje de regreso del trabajador y de su familia hacia el destino que se convenga, cuando se produzca el término de la relación laboral por cualquier causa. Este derecho será irrenunciable para el trabajador y en caso alguno constituirá remuneración.


El empleador deberá dar aviso por escrito del término de la relación laboral a la Gobernación, dentro del plazo de cinco días contado desde que éste se produzca. 


Quienes realicen actividades económicas de manera independiente deberán cumplir con todos los requisitos que exige la ley para el inicio y desarrollo de la actividad de que se trata, tales como iniciar actividades ante el Servicio de Impuestos Internos y contar con todas las patentes y permisos vigentes necesarios para la actividad que se pretende realizar. 


En caso que las personas señaladas en los párrafos precedentes pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de noventa días.


Aquellas personas que ingresen al territorio especial de Isla de Pascua de conformidad a lo establecido en el artículo anterior, y que posteriormente deseen celebrar un contrato de trabajo o ejercer una actividad económica independiente, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9.”.


Para este literal se presentaron las siguientes indicaciones:


La indicación número 16 del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir en el párrafo primero, la expresión “la Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 16 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 16A de S.E. la Presidenta de la República propone eliminar en el párrafo primero, la frase “por un empleador que tenga establecimiento en el territorio especial”.


La Asesora Jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, dijo que la modificación se propone para brindar la posibilidad que empleadores puedan contratar servicios que sean útiles en la isla que no necesariamente tengan el establecimiento en el territorio especial, puede ser en otras ciudades.

- Puesta en votación, la indicación número 16A fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.



La indicación número 17 del Honorable Senador señor Bianchi, plantea sustituir en el párrafo segundo, la expresión “por cualquier causa” por lo siguiente: “, salvo que el término de la relación laboral se haya producido por alguna de las causales establecidas en el artículo 160 del Código del Trabajo, en cuyo caso, el empleador sólo estará obligado a pagar el pasaje del trabajador”.


El Honorable Senador señor Bianchi dijo que los empresarios que han manifestado su opinión en las distintas instancias han señalado estar de acuerdo en que al producirse el término de contrato deben asumir el costo del traslado del trabajador y de la familia, pero el problema se produce frente al incumplimiento por parte del trabajador en que parece injusto que sea el empleador quien a todo evento deba hacerse cargo de la familia del trabajador. 


El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que se debe ser realista en la regulación porque si una persona se traslada a la isla contratada, y va con su familia, debe quedar establecido que si el empleador lo llevó con la familia, aun en el caso del artículo 160 del Código del Trabajo tiene que repatriarlo porque el objetivo es precisamente que no se quede la familia en la Isla de Pascua.


La Honorable Senadora señora Von Baer dijo que el problema que la familia no pueda volver se puede dar en otros casos y es necesario tener claridad respecto a cómo se va a resolver esa situación.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, dijo que en el Estado esto ocurre normalmente cuando se expulsa a una persona del territorio nacional, pero ello no queda estipulado expresamente. No obstante que señaló que son casos distintos.


- El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quinteros, la declaró inadmisible por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental. 


La indicación número 17A de S.E. la Presidenta de la República es para reemplazar en el párrafo tercero, la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.


- Puesta en votación, la indicación número 17A fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 17B del Honorable Senador señor Chahuán, propone agregar al final del párrafo cuarto, la siguiente oración:


“Un reglamento expedido a través del Ministerio del Interior, deberá establecer las exigencias que deben cumplir quienes realicen este tipo de actividades económicas independientes”.


- El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quinteros, la declaró inadmisible por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental. 


La indicación número 18 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir en el párrafo cuarto, la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 18 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


En sesión posterior, el Ejecutivo propuso incorporar el siguiente párrafo segundo, nuevo, pasando el párrafo segundo a ser tercero y así sucesivamente:


“Podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, padres y quienes estén sujetos a su cuidado personal.”.


- Puesta en votación, la propuesta fue aprobada con la modificación de sustituir “padres” por “ascendientes” por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


En consecuencia, la redacción es la siguiente:


“g) Los trabajadores contratados para desempeñarse en la Isla de Pascua, o quienes desarrollen alguna actividad económica independiente en dicho territorio.


Podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.


El empleador deberá pagar el billete de pasaje de regreso del trabajador y de su familia hacia el destino que se convenga, cuando se produzca el término de la relación laboral por cualquier causa. Este derecho será irrenunciable para el trabajador y en caso alguno constituirá remuneración.


El empleador deberá dar aviso por escrito del término de la relación laboral a la delegación, dentro del plazo de cinco días contado desde que éste se produzca.


Quienes realicen actividades económicas de manera independiente deberán cumplir con todos los requisitos que exige la ley para el inicio y desarrollo de la actividad de que se trata, tales como iniciar actividades ante el Servicio de Impuestos Internos y contar con todas las patentes y permisos vigentes necesarios para la actividad que se pretende realizar.


En caso que las personas señaladas en los párrafos precedentes pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de noventa días.


Aquellas personas que ingresen al territorio especial de Isla de Pascua de conformidad a lo establecido en el artículo anterior, y que posteriormente deseen celebrar un contrato de trabajo o ejercer una actividad económica independiente, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9.”:

o o o o


La indicación número 18A del Honorable Senador señor Quinteros, propone agregar un nuevo literal g) del siguiente tenor, pasando el actual literal g) a ser h):


“g) Los investigadores que se encuentren desarrollando un proyecto de investigación que cuente con el apoyo o patrocinio de una institución de educación superior del país o de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, que tengan por objeto de estudio aspectos relacionados con la Isla de Pascua.”.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que esta redacción restringe un poco la idea central porque al ser instituciones de educación superior del país, deja afuera las universidades extranjeras, y también la restringe a la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, en circunstancias que también podría ser de cualquier centro de investigación mundial.


El Honorable Senador señor Quinteros dijo que la idea es qué instituciones de esa naturaleza cuenten con el patrocinio de instituciones chilenas, de modo que exista un respaldo.



El personero de Gobierno indicó que no hay razón alguna para limitar a instituciones extranjeras respecto de las investigaciones que quieran desarrollar en la isla cumpliendo los requisitos legales.


El Honorable Senador señor Zaldívar subrayó que antes se debe tener acuerdo respecto a si es o no conveniente una norma que permita que los investigadores que vayan a hacer estudios a la Isla de Pascua estén excepcionados de contar con respaldo de una institución nacional de educación.


Dado que existe consenso en que ello sea así, indicó que se debe reglamentar de forma que ello no se convierta en una manera de evadir o no cumplir con la ley y en ese entendido, alguien debe controlar para que los investigadores hagan sus investigaciones en el marco de la ley.


La Honorable Senadora señora Von Baer sugirió que se considere a cualquier institución que esté realizando una investigación pero que ello sea patrocinado por Conycit.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, dijo que con esta propuesta se está entrando en un ámbito complejo desde el punto de vista de la institucionalidad que tiene que certificar, no obstante que la idea es muy buena.


En sesión posterior, el Ejecutivo insistió en que los permisos adicionales para la gente que está haciendo investigación científica están muy bien, pero establecer una condición respecto de que ella debe ser autorizada por una universidad nacional o por el Conicyt restringe la posibilidad de realizar investigaciones.



- Vuestra Comisión aprobó la indicación número 18A, por la mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán y Quinteros. Votó en contra el Honorable Senador señor Lagos.

o o o o

Letra g) que pasó a ser Letra i)


Este literal establece textualmente lo siguiente:


“g) Los hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal de las personas señaladas en la letra a), y el cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal de las personas mencionadas en las letras b), c), e) y f).


Las personas señaladas en el párrafo precedente perderán la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, junto con los mencionados en los literales a), b), c), e) y f), y deberán abandonarlo en los plazos establecidos para esos casos.”.


La indicación número 18B de S.E. la Presidenta de la República es para sustituir la frase “señaladas en la letra a)” por la frase “señaladas en la letra b)”.


La indicación número 18C del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazar en el actual literal g), la expresión “y f)”, por “f) y g)” antecedida por una coma (,).


La indicación número 18D de S.E. la Presidenta de la República plantea sustituir la frase “mencionadas en las letras b), c), e) y f)” por la frase “mencionadas en las letras a), c), d), f) y g).”.


La indicación número 18E de S.E. la Presidenta de la República es para reemplazar en el párrafo segundo, la frase “los literales a), b), c), e) y f)” por la frase “los literales a), b), c), d), f) y g).”.



- Sometidas a votación en conjunto, las indicaciones números 18 B, 18 C, 18 D y 18 E, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.

o o o o


La indicación número 18F del Honorable Senador señor Chahuán, propone agregar tres incisos finales, nuevos, del siguiente tenor:


“Quienes no pertenezcan a la etnia rapa nui, pero que hayan permanecido más de diez años y hayan desempeñado actividades comerciales, de emprendimiento o de investigación, podrán permanecer, en forma excepcional en el territorio especial, junto a su núcleo familiar.


En casos excepcionales, cuando se encuentre afectado el interés superior de niños o niñas o la protección de la familia nuclear, se podrá autorizar la permanencia de personas en territorio especial, que cuenten con relaciones familiares no descritas en los literales anteriores. Para la calificación de esos casos especiales deberá considerarse un informe emitido por la Unidad Técnica del Tribunal de Familia de Isla de Pascua y un informe emitido por el Consejo de Gestión de la Capacidad de Carga, los que no tendrán el carácter de vinculantes.


Asimismo, en casos excepcionales, cuando el interés comunitario así lo amerite y no existan otras personas con las competencias necesarias para el desarrollo de alguna actividad determinada o la continuidad de servicios básicos lo exija, el Gobernador podrá autorizar la renovación de contratos temporales de trabajo o celebración de nuevos contratos de trabajo con personas que no permanecieren en el territorio especial. Para la calificación de dichos casos especiales de deberá considerar informe previo, no vinculante, emitido por el Consejo de Gestión de la Capacidad de Carga.”.


El Ejecutivo señaló que en sus tres incisos la indicación tiene una posición contraria a la del Gobierno y además  trata temas muy distintos que es necesario separar.


La situación que señala el primer inciso está recogida en el artículo tercero transitorio pues este tema fue planteado por el pueblo Rapa Nui durante la consulta indígena.


Con respecto al segundo, dijo que los casos excepcionales que dicen relación con el interés superior del niño, se ha protegido debidamente en la indicación 48B que recoge en gran parte lo que plantea esta indicación.


Por último, señaló que el inciso final también se considera con la reposición de un artículo que se está solicitando a través de otra indicación.


- Puestos en votación, los incisos primero y segundo de la indicación número 18F fueron aprobados, subsumidos en la indicación número 48 B, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Pizarro.


- En votación, el inciso tercero de la indicación número 18F fue aprobado, subsumido en la indicación número 35 C, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Pizarro.

o o o

Artículo 7°


Esta norma con tres literales, establece los requisitos de ingreso al territorio especial por el plazo establecido en el artículo quinto (30 días).


La indicación número 19 y número 20 del Honorable Senador señor Navarro, proponen reemplazar en su denominación la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


Las indicaciones números 19 y 20 se rechazaron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Letra b)


Señala lo siguiente:


“b) Billete de pasaje intransferible de regreso desde Isla de Pascua, que permita el cumplimiento efectivo del plazo dispuesto en el artículo 5.”.


La indicación número 21 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 21 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Letra c)


Señala lo siguiente:


“c) Reserva en establecimiento autorizado para prestar servicios de alojamiento turístico, que acredite el lugar donde permanecerán durante su estadía en Isla de Pascua, o carta de invitación con alojamiento de alguna de las personas contempladas en el artículo 6 o de una persona perteneciente al pueblo rapa nui. El reglamento regulará la forma de autorización de estos alojamientos y el modo en que serán difundidos a las personas que lo requieran.”.


La indicación número 22 del Honorable Senador señor Navarro, para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 22 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 8

Esta norma dispone lo siguiente:


“Artículo 8.- Requisitos especiales de ingreso. Para ingresar al territorio especial de Isla de Pascua en alguno de los casos señalados en el artículo 6 se deberán exhibir documentos de nombramiento u otros antecedentes idóneos para acreditar tales circunstancias, de acuerdo con el reglamento de esta ley.”.


La indicación número 23 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 23 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 9


Establece textualmente:


“Artículo 9.- Obligación de informar. La persona que hubiere ingresado con la intención de permanecer por el plazo establecido en el artículo 5 y que, dentro de dicho plazo o de su prórroga, cumpliere alguno de los requisitos contemplados en el artículo 6 para extender su estadía, deberá dar aviso a la Gobernación en el plazo anteriormente señalado, acompañando los antecedentes a que se refiere el artículo anterior.”.


La indicación número 23A de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- Sometida a votación, la indicación número 23A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 10


Esta disposición establece la obligación a las empresas de transporte aéreo o marítimo de informar la nómina de pasajeros y tripulantes.


La indicación número 23B de S.E. la Presidenta de República, es para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- Puesta en votación, la indicación número 23B, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 24 del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 24 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 13

Inciso primero


“Artículo 13.- Estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá realizar cada ocho años un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, que podrá ser elaborado en conjunto con otros órganos de la Administración del Estado de acuerdo a las normas de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. En la elaboración de dicho estudio se deberá considerar la participación de contrapartes técnicas, en atención a las capacidades locales existentes en el territorio especial.”.


La indicación número 25 del Honorable Senador señor Navarro, para agregar después de la expresión “el Ministerio del Interior y Seguridad Pública” lo siguiente: “en conjunto con el Consejo de Gestión de Carga Demográfica”.


- Puesta en votación, la indicación número 25 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Pizarro.


La indicación número 26 de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar el vocablo “ocho” por “cuatro”.


La Honorable Senadora señora Von Baer  explicó que la norma considera realizar el estudio cada 8 años pero la vigencia y la revisión del decreto que está en el artículo 12 establece la dictación del mismo cada 4 años, por lo que resulta curioso que tengan tiempos distintos.


El Ejecutivo señaló que este fue un punto que generó bastante debate en la Cámara de Diputados y que sin embargo, es necesario precisar. La realización de un estudio como este no es sencillo, tiene licitaciones de por medio, un trabajo de estudio que ahora está desarrollando la Universidad Católica que demora alrededor de 2 años por lo que hacer el estudio cada 4 años deja muy poco tiempo para realizar la modelación del estudio.


Señaló que el plazo de ocho años es suficiente para este estudio que es dinámico, no es una fotografía, sino que normalmente se va actualizando con la información que se va ingresando y en ese sentido, el plazo es el correcto.


La Honorable Senadora señora Von Baer dijo entender lo expresado por el Ejecutivo y por esa razón solicitó que el decreto también sea cada 8 años porque de lo contrario no hay base para emitir el nuevo decreto. 


El Honorable Senador señor Pizarro dijo que es interesante lo que se ha planteado por parte del Ejecutivo de modo que establecer el decreto supremo cada ocho años puede ser un tiempo largo frente a una situación de colapso de la isla. Enseguida propuso como alternativa que, si el decreto se emite cada cuatro años, el estudio que justifica esos decretos pueda estar listo antes del vencimiento de ese periodo.


El Ejecutivo reiteró que el estudio que se está haciendo es de carácter dinámico y por esa razón puede entregar reportes todos los años, pero que realizar cada 8 años una matriz desde cero, es razonable, de modo que el estudio es capaz de entregar información a medida que se solicita.


El Honorable Senador señor Pizarro dijo que en ese escenario era mejor acortar el plazo dado que existirá la posibilidad de actualizar antes del vencimiento del decreto respectivo.


La Honorable Senadora señora Von Baer propuso que se cambie la redacción de los artículos 11 y 12 del proyecto que se refieren a “el estudio”, de modo que quede claro que el decreto no se dicta en base a un estudio estático sino que se adecua a las actualizaciones del mismo.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, dijo que parece de toda lógica ajustar el decreto porque si va a durar 8 ó 4 años, el estudio debiera hacerse el año anterior a la expiración de dicho decreto. Si se estima que el estudio puede durar 8 años sin problemas, de acuerdo a la recomendación de los técnicos, entonces el decreto debiese hacerse después de terminado el segundo estudio para que actuara como línea base, de la misma forma en que actúan las proyecciones del censo.


Señaló que si se estima que la duración del estudio es de 8 años, el decreto debiese renovarse completamente cada 9 años, independientemente que como se establece en el artículo 12 el decreto se puede revisar y actualizar de acuerdo a las circunstancias que el Ejecutivo estime conveniente.


La Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que la redacción del artículo 12 del proyecto de ley indica que el decreto tiene que dictarse cada 4 años, por lo tanto este artículo debe modificarse para que considere que el decreto se dictará en base al estudio inicial y sus posteriores actualizaciones. 


En sesión posterior, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que si se trata de ajustar al artículo 11 que contempla que el decreto debe ajustarse al estudio, lo lógico que es que exista un estudio y luego un decreto, pero en régimen dijo que primero debiese existir una actualización del estudio y después la actualización del decreto.


Existen varias combinaciones posibles de alternativas pero destacó que prefieren la que más se acerca a la realidad que se había pensado desde el punto de vista técnico, y que es hacer que el estudio dure 5 años en lugar de 8 años como está propuesto, y que el decreto se actualice al año 6.


El Asesor de la Honorable Senadora señor Von Baer, señor Jorge Barrera, dijo que siempre que se fije el decreto y exista un plazo para ello, mientras se genere la obligación en cuanto a que dicho decreto deba basarse en una actualización del estudio o en un nuevo estudio, con eso se cumple y no es necesario que el mencionado estudio tenga un plazo.



- Sometida a votación, la indicación número 26, fue aprobada con las modificaciones propuestas por el Ejecutivo, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


Consecuencia de lo anterior es que el plazo establecido en el artículo 12 de la presente ley será de seis años para dictar el decreto que establece la capacidad de carga demográfica, y el plazo establecido en el artículo 13 será de cinco años para que el Ministerio de Interior y Seguridad Pública realice un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica.


La indicación número 26A de S.E. la Presidenta de la República, para modificarlo en los siguientes términos: 


a) Reemplázase la frase “de acuerdo a las normas de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.”, por la expresión ”pudiendo contratar con terceros en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.886.”.


b) Elimínese la frase ”la participación de contrapartes técnicas, en atención a”. 


c) Incorpórese a continuación de la palabra “especial” la frase “a fin de contribuir con su participación a la ejecución de dicho estudio”.”.


- Sometida a votación, la indicación número 26 A fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Quinteros y Pizarro.

Artículo 14


Esta norma consagra el plan de gestión de capacidad de carga como el instrumento destinado determinar el conjunto de políticas públicas destinadas a velar porque la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de latencia y saturación no sea superada.


La indicación número 27 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir en el párrafo segundo, la expresión “la municipalidad” por “el Concejo Municipal”.


- Vuestra Comisión rechazó la indicación número 27, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Quinteros y Pizarro.


La indicación número 28 del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir en el párrafo tercero, la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 28 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 29 del Honorable Senador señor Navarro, plantea reemplazar la expresión “al segundo año de vigencia” por “en todo momento”.


- Sometida a votación, la indicación número 29 fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Quinteros y Pizarro.

Artículo 15


Esta norma dispone lo siguiente:


“Artículo 15. Del ingreso al Parque Nacional Rapa Nui. El número de visitas que reciba el Parque Nacional Rapa Nui deberá ajustarse a lo que determinen los instrumentos de gestión de capacidad de carga demográfica y el decreto supremo a que se refiere el artículo 11 para el territorio especial.”.


La indicación número 30 de la Honorable Senadora señora Von Baer, es para eliminarlo.


La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que la idea es no tener problemas constitucionales por este artículo que ya no trata del ingreso a la isla sino que se refiere a la movilidad dentro del territorio. Asimismo, destacó que la restricción que se está estableciendo rige incluso para los mismos rapa nui.


El Ejecutivo señaló que si bien en otros parques nacionales existe un máximo de entradas diarias, lo que ha planteado la Senadora Von Baer está en la línea correcta y por esa razón se manifestó de acuerdo en suprimir la norma porque no venía en el proyecto original y fue incorporada en la tramitación en la Cámara de Diputados.


- Sometida a votación, la indicación número 30 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Quinteros y Pizarro.

Artículo 17

(pasó a ser artículo 16)

Inciso primero


Este inciso dispone textualmente lo siguiente:


“Artículo 17.- Registro y monitoreo. La Gobernación será responsable de monitorear y mantener actualizado un registro de flujos de ingreso y salida de personas y de su permanencia en el territorio especial, información que deberá ser remitida cada dos meses a la municipalidad de Isla de Pascua, al Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua y a cualquier otra autoridad que determine pertinente.”.


La indicación número 30A de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- Puesta en votación, la indicación número 30A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Pizarro y Quinteros.


La indicación número 31 del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


La indicación número 31 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 18

(pasó a ser artículo 17)


Dispone lo siguiente:


“Artículo 18.- Declaración de latencia. Cuando se advierta que se ha superado la capacidad de carga demográfica fijada para la latencia en el decreto respectivo, la Gobernación lo informará en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que a través de un decreto supremo declarará la latencia del territorio especial.


La declaración de latencia producirá los efectos temporales a que se refiere el artículo siguiente. A falta de regla expresa, el estado de latencia tendrá una vigencia de un año, y será prorrogable de manera sucesiva mientras duren las circunstancias fundantes. En cualquier caso, este plazo y sus prórrogas no podrán superar la vigencia del decreto a que hace referencia el artículo 11.”.


La indicación número 31A de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- Sometida a votación, la indicación número 31 A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Pizarro y Quinteros.


La indicación número 32 de la Honorable Senadora señora Von Baer, para reemplazar en el inciso segundo, la oración “A falta de regla expresa, el estado de latencia tendrá una vigencia de un año, y será prorrogable de manera sucesiva mientras duren las circunstancias fundantes.” por la siguiente: “El Decreto Supremo a que hace referencia el inciso anterior, deberá contener el plazo de vigencia de la declaración de latencia, el cual será prorrogable.”.



- Puesta en votación, la indicación número 32, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Lagos y Quinteros.

Artículo 19

(pasó a ser artículo 18)


En tres literales establece los efectos temporales originados por la declaración de latencia.

o o o o


La indicación número 32A de S.E. la Presidenta de la República, es para agregar el siguiente literal a) nuevo, pasando el actual literal a) a ser el literal b), y así sucesivamente: 


“a) Las personas que hubieren ingresado al territorio especial de conformidad a lo establecido en el artículo 5, no podrán celebrar contratos de trabajo ni ejercer actividades económicas de manera independiente, de acuerdo con lo dispuesto en la letra g) del artículo 6. Tampoco se admitirá invocar la causal dispuesta en dicho literal, para el ingreso de otras personas a la Isla.”.


La Asesora Jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, recalcó que esta indicación repone un literal que venía en el proyecto original orientado a impedir que quienes ingresen por la regla general de 30 días, cuando se declare estado de latencia, cuando hay una afectación al medio ambiente, se queden a trabajar, sino que deben ceñirse a esos 30 días.


Indicó que en la Cámara de Diputados se decidió trasladar esta norma al período de normalidad y prohibir en todo caso y en cualquier circunstancia a quien entraba como turista, que pudiera quedarse a trabajar, lo que es un exceso en opinión del Ejecutivo porque para poder afectar este tipo de garantía tiene que haber alguna justificación medioambiental que sí se da en este período de latencia.


La Honorable Senadora señor Von Baer manifestó sus dudas con respecto a la constitucionalidad de esta norma por cuanto se trata de restringir el derecho al trabajo de chilenos en territorio nacional.


La Asesora Jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, señaló que a su juicio se cumplen los estándares de constitucionalidad considerando el artículo 126 bis inciso segundo y también el artículo 19 N°8 inciso segundo, ambos de la Constitución Política, que habilita a la ley a establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades para proteger el medioambiente.


Agregó que durante la discusión de la reforma constitucional que incorporó el inciso segundo al artículo 126 bis, participaron distintos profesores de derecho constitucional que analizaron específicamente este aspecto porque es de toda lógica que la libertad de circulación toque o afecte otro tipo de derecho, y hubo consenso en que el legislador podría afectar estos derechos, en este caso, en período de latencia y no en un período normal.


El Honorable Senador señor Lagos dijo entender que al establecerse restricciones especiales es evidente que se afectan otros derechos considerando que lo que se quiere es disminuir la carga en la isla.


-En votación, la indicación número 32 A, fue aprobada sin enmiendas, por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorable Senadores señores Lagos y Quinteros. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Von Baer.

o o o o

Letra a) que pasó a ser b)


Dispone lo siguiente:


“a) Los trabajadores contratados a plazo fijo deberán hacer abandono del territorio especial una vez vencido éste y no podrán celebrar un nuevo contrato, prorrogar los que se encontraren vigentes ni ejercer nuevas actividades económicas de manera independiente en la Isla de Pascua.”.


Se presentaron las siguientes indicaciones:


La indicación número 33 del Honorable Senador señor Letelier, propone reemplazarla por la siguiente:


“a) Los trabajadores contratados a plazo fijo deberán hacer abandono del territorio especial, una vez hubiere vencido éste, salvo si hubieren celebrado un nuevo contrato o hubieren prorrogado el que se encontrare vigente, según lo dispuesto en el artículo 159 número 4 del Código del Trabajo.”.



- Sometida a votación, la indicación número 33 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


La indicación número 34 de la Honorable Senadora señora Von Baer, es para agregar después de la expresión “territorio especial” lo siguiente: “de acuerdo a los términos establecidos en la letra f) del artículo 5°”.


- Esta indicación fue retirada por su autora.


La indicación número 35 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “la Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


Como se ha hecho presente la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 35 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.


La indicación número 35A de S.E. la Presidenta de la República, plantea agregar el siguiente párrafo nuevo:


“No se aplicará esta restricción a las prórrogas de empleos a contrata de funcionarios públicos, personal contratado por los órganos o empresas del Estado, personas que ejerzan una función pública y funcionarios del Poder Judicial. Lo mismo se extiende para los contratos a honorarios, siendo el órgano respectivo quien debe evaluar la necesidad de extenderlos para el cumplimiento de sus funciones.”.


-En votación, la indicación número 35 A, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Letra b)


Señala expresamente:





b) Los padres e hijos mayores de edad de las personas habilitadas en las letras b), c), e) y f) del artículo 6 que ingresen al territorio especial en período de latencia no podrán permanecer por sobre el plazo establecido en el artículo 5, salvo que exista una relación de dependencia acreditada de acuerdo al reglamento.”.





La indicación número 35B de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la referencia a los literales “b), c), e) y f)”, por la siguiente “c), d), f) y g)”.



-Sometida a votación, la indicación número 35 B, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

o o o o





La indicación número 35C de S.E. la Presidenta de la República, propone incorporar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:





“En relación a las causales establecidas en el literal a) y b) del presente artículo, la delegación presidencial provincial podrá autorizar, en casos graves y calificados, la prórroga de contratos a plazo fijo, la celebración de nuevos contratos o el ejercicio de actividades económicas independientes, en los términos del artículo 6 letra g).





Se considerarán casos graves y calificados aquellos que afecten la continuidad de servicios básicos y esenciales para la comunidad, o la necesidad de intervenciones específicas en razón de la situación de latencia.”.


- Puesta en votación, la indicación número 35 C fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

o o o o

Artículo 20

(pasó a ser artículo 19)


Esta norma señala el procedimiento que debe seguir la declaración de saturación, en el caso que se supere la capacidad de carga demográfica establecida en la misma ley.


La indicación número 35D de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar en el inciso primero, la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- En votación, la indicación número 35D, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Pizarro y Quinteros.

Artículo 21

(pasó a ser artículo 20)


Esta norma se refiere a los efectos temporales originados por la declaración de latencia.





La indicación número 36 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



La indicación número 36 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Letra a)


Señala lo siguiente:


“a) Reducir a un máximo de treinta días el plazo para hacer abandono del territorio especial en los casos de las letras a), f) y g) del artículo 6.”.


La indicación número 36A de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “a), f) y g)”, por “b), g) y h)”.


- Puesta en votación, la indicación número 36 A fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Letra b)


Dispone textualmente:


“b) Fijar el plazo máximo de permanencia, que en ningún caso podrá ser superior a siete días. 


Estas medidas se aplicarán proporcionalmente, considerando la magnitud de la superación de la capacidad de carga establecida en el decreto respectivo y los efectos sociales y económicos que las medidas generarán.”.


La indicación número 37 de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone sustituirla por la que sigue:


“b) Fijar un plazo máximo de permanencia, que en ningún caso podrá ser superior a siete días para extranjeros, ni de veinte días para los nacionales no comprendidas en el inciso tercero del artículo 2° de esta ley.”.


La Honorable Senadora señora Von Baer dijo que se trata de chilenos que residen en la isla y que el plazo de 7 días es muy breve en comparación a los 30 días que el proyecto establece como norma general, de ahí la propuesta de 20 días. 


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que cuando la carga dinámica efectivamente presente complicaciones ya sea desde el punto de vista de la energía, de la disposición final de los residuos, u otras, el plazo de 20 días es muy poco también y consideró mejor mantener la regla de los 30 días.


El Ejecutivo indicó que se debe hacer una diferencia entre el estado de normalidad y el estado de saturación por lo que igualar el plazo en 30 días no corresponde. Asimismo, hizo presente que el promedio de permanencia de los visitantes en la isla no supera los 5 ó 6 días y por ese motivo se mantienen los 7 días.


El Honorable Senador señor Chahuán manifestó su acuerdo con lo expresado por el Ejecutivo, no obstante hizo presente que el plazo de 7 días es excesivamente corto, por lo que solicitó buscar una solución que considere otro plazo, como el de 20 días propuesto por la Senadora Von Baer.


La Honorable Senadora señora Von Baer destacó que los efectos temporales no afectan sólo a los turistas sino que también a las personas que se encuentren trabajando en el territorio y en esos casos, el plazo de 7 días es muy breve.


El Honorable Senador señor Chahuán dijo estar de acuerdo en establecer un periodo de transición entre los 30 días que representan el plazo en tiempo normal y los 7 días que se dan en tiempo excepcional, que perfectamente puede fijarse en los 20 días.


El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que en caso de acordarse un plazo intermedio, ello también debe considerarse en el caso de un extranjero que puede vivir hace años allí, de modo que sugirió que el cambio que se haga sea una norma de carácter general.


- Sometida a votación, la indicación número 37 fue aprobada con la modificación de fijar el plazo sólo en 20 días, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 22

(pasó a ser artículo 21)


Esta norma señala que una vez declarado el estado de saturación, las empresas de transporte de pasajeros deberán adecuar la oferta de su servicio para que la estadía de sus usuarios no supere el tiempo fijado por decreto.


La indicación número 38 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



La indicación número 38 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 23

(pasó a ser artículo 22)

Inciso primero


Señala lo siguiente:


“Artículo 23.- Funciones y atribuciones. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la Gobernación:”.


La indicación número 38A de S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- En votación, la indicación número 38A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 24

(pasó a ser artículo 23)


Esta norma se refiere a las funciones de la Policía de Investigaciones de Chile.

Letra b)


Dispone lo siguiente:


“b) Fiscalizar el cumplimiento de esta ley en el ejercicio de sus atribuciones, en coordinación, en lo que corresponda, con la Gobernación.”.


La indicación número 38B de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- Sometida a votación, la indicación número 38B, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 25 

(pasó a ser artículo 24)


Este artículo señala textualmente lo siguiente:


“Artículo 25.- Consejo de Gestión de Carga Demográfica. Créase el Consejo de Gestión de Carga Demográfica (en adelante “el Consejo”), cuya función será colaborar con los organismos responsables en las materias relacionadas con la residencia y permanencia de personas en Isla de Pascua y su traslado a ella.”.


La indicación número 39 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



Se hace presente que la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 39 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 27

(pasó a ser artículo 26)


Esta norma a través de nueve numerales, establece las funciones y atribuciones del Consejo.

Letra a)


Señala lo siguiente:


“a) Conocer sobre los términos de referencia, cuando corresponda, aportar antecedentes, realizar observaciones y recomendar su aprobación o desaprobación al Ministerio del Interior y Seguridad Pública durante la elaboración del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua, e integrar la contraparte técnica local, según corresponda.


En dicha labor podrá recoger los planteamientos e inquietudes de las personas que habiten en el territorio especial.”.


La indicación número 39A de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazarla por la siguiente: 


“a) Conocer, en la elaboración del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, de los términos de referencia o bases de licitación, cuando corresponda, así como aportar antecedentes, realizar observaciones y recomendar su aprobación o desaprobación al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y en general, participar de la ejecución del contrato, si lo hubiere.”.


La Asesora Jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, señaló que esta indicación es meramente formal especificando que la atribución de la letra a) está circunscrita al estudio de capacidad de carga demográfica.


Agregó que la referencia de reemplazar la contraparte técnica por reconocer la participación, responde a que no existe definición legal respecto a la contraparte técnica que actualmente si participan dentro de la ejecución de un contrato. Destacó que se optó por salvaguardar su participación en la ejecución.


El Ejecutivo propuso la siguiente redacción para este literal:


“a) Conocer, en la elaboración del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, de los términos de referencia o bases de licitación, cuando corresponda, así como aportar antecedentes, realizar observaciones y recomendar su aprobación o desaprobación al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y en general, aportar antecedentes y realizar observaciones durante la ejecución del contrato, si lo hubiere.”.



- Puesta en votación, la indicación número 39A, fue aprobada con el texto indicado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.



La indicación número 40 del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



La indicación número 40 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Letra b)


Esta norma dispone textualmente:


“b) Conocer el plan de gestión de carga demográfica y pronunciarse sobre él dentro del plazo de sesenta días contado desde su recepción, informándolo favorablemente o formulando observaciones.”.


La indicación número 41 del Honorable Senador señor Navarro, es para reemplazarla por la siguiente:


“b) Aprobar el plan de gestión de la capacidad de carga demográfica establecido en el artículo 14 de esta ley.”.



- En votación, la indicación número 41, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

 Letra e)


El literal señala lo siguiente:


“e) Informar a los jefes de servicio de conformidad con lo establecido en la letra b) del artículo 6 cuando sea requerido.”.


La indicación número 41 A de S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazar la referencia al literal “b)”, por “c)”.



- Puesta en votación, la indicación número 41A, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Letra f)


La norma establece literalmente lo siguiente:


“f) Denunciar ante la Gobernación aquellas infracciones a la presente ley de que tome conocimiento.”





La indicación número 41B de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación.



- Sometida a votación, la indicación número 41B, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Letra h)


Esta disposición establece textualmente lo que sigue:


“h) Solicitar al gobernador provincial de Isla de Pascua que convoque al comité técnico asesor establecido en el artículo 46 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en el marco de sus atribuciones.”.





La indicación número 41C de S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazar la expresión “gobernador provincial” por la frase “delegado presidencial provincial”.





El Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que la ley de Gobernadores Regionales eliminó los comités técnicos por  lo que propuso su supresión.





La Honorable Senadora señora Von Baer estuvo de acuerdo en que se suprima este literal por la razón antes señalada.



- Puesta en votación la supresión del literal, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros. 


-En consecuencia, y con la misma unanimidad y votación fue rechazada la indicación número 41C.

Artículo 29

(pasó a ser artículo 28)

Inciso primero


Señala lo siguiente:


“Artículo 29.- Secretaría ejecutiva. El Consejo contará con una secretaría ejecutiva, radicada en la Gobernación, que estará a cargo de un funcionario del Servicio de Gobierno Interior con desempeño en dicha Gobernación.”.


La indicación número 41D de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación” y la frase “en dicha Gobernación” por la expresión “en ella”, respectivamente.



- En votación, la indicación número 41D, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Inciso segundo


Señala textualmente lo siguiente:


“Corresponderá a la secretaría ejecutiva coordinar las sesiones del Consejo, levantar acta de los acuerdos adoptados, elaborar una memoria que resuma las actividades realizadas durante el año y, en general, realizar todas aquellas funciones que sean necesarias para el cumplimiento de los fines establecidos en la presente ley.”.


La indicación número 42 del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar después de la locución “acuerdos adoptados,” la frase “publicarla en el sitio electrónico de la Gobernación,”.


La indicación número 43 del Honorable Senador señor Navarro, es para agregar después de la expresión “presente ley” el siguiente texto: “, como por ejemplo hacer difusión de las sesiones, en lengua Rapa Nui, de los acuerdos, de las decisiones y del alcance de estas en la vida de las personas que habitan Rapa Nui”.


El Honorable Senador señor Chahuán dijo estar de acuerdo con ambas indicaciones porque incorporan transparencia activa y permiten ir fortaleciendo la lengua rapa nui, no obstante que requieren el patrocinio del Ejecutivo.


El Ejecutivo estuvo de acuerdo con aprobar ambas indicaciones y agregó que para ello se cargarán los gastos a los recursos que corresponden a la Gobernación.


- Puestas en votación en conjunto, las indicaciones número 42 y 43 fueron aprobadas sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 30

(pasó a ser artículo 29)


Esta norma se refiere al apoyo técnico que debe brindar el Ministerio de Interior y Seguridad Pública para el funcionamiento del Consejo.


La indicación número 43A de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación” las dos veces que aparece.



- Sometida a votación, la indicación número 43A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


La indicación número 44 del Honorable Senador señor Navarro, propone reemplazar en el inciso segundo la voz “facilitará” por “dedicará de forma permanente”.


- El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Quinteros, la declaró inadmisible por corresponder a materias de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, inciso tercero, de la Carta Fundamental. 

Artículo 32

(pasó a ser artículo 31)


Esta norma consagra el deber de abstención de los consejeros en caso que exista cualquier circunstancia que pudiere generarles un conflicto de interés o restarles imparcialidad, especialmente en los casos que se señalan en la misma norma.


La indicación número 44A del Honorable Senador señor Navarro, es para eliminarlo.



- En votación, la indicación número 44A, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


La indicación número 45 de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone remplazar en el inciso tercero, la expresión “moral y pecuniariamente” por “moral o pecuniariamente”.



- Puesta en votación, la indicación número 45, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 33

(pasó a ser artículo 32)


Esta norma establece una serie de reglas en materia de probidad que afectan a los consejeros.





La indicación número 45A del Honorable Senador señor Navarro, es para eliminarlo.





- Sometida a votación, la indicación número 45A, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.
Artículo 34

(pasó a ser artículo 33)


Dispone textualmente lo siguiente:


“Artículo 34.- Normas no aplicables a los consejeros. A los consejeros no les serán aplicables las normas que rigen a los funcionarios públicos, salvo en materia de probidad administrativa y responsabilidad civil y penal.”.


La indicación número 45B del Honorable Senador señor Navarro, es para eliminarlo.


La indicación número 45C del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar un inciso segundo nuevo, del siguiente tenor:


“Con todo, las normas de este artículo se aplicarán respetando las costumbres y usos propios del pueblo Rapa Nui, y su estructura familiar y de clanes tradicionales.”.





Puestas en votación en conjunto, las indicaciones números 45 B y 45 C fueron rechazadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.
Artículo 35

(pasó a ser artículo 34)


Esta norma, a través de cuatro literales, se refiere a las infracciones menos graves y a quienes incurren en ellas.

Letra d)


Este literal dispone lo siguiente:


“d) El empleador que no cumpla con la obligación de informar prevista en el párrafo tercero de la letra f) del artículo 6.”.


La indicación número 45D de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar, en el literal d) la expresión al literal “f)” por “g)”.



- En votación, la indicación número 45D, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 36

(pasó a ser artículo 35)


Este artículo, a través de seis literales, se refiere a las infracciones graves y a quienes incurren en ellas.

Letra c)


Dispone lo siguiente:


“c) Las personas que, habiendo perdido alguna de las calidades establecidas en el artículo 6, permanezcan más tiempo del permitido. Respecto de las personas mencionadas en las letras b), c), f) y g) del artículo 6, no les será aplicable esta sanción cuando su permanencia se deba al incumplimiento por parte del empleador de su obligación de costear el billete de pasaje de regreso.”.





La indicación número 45E de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituir en el literal c) la expresión “b), c), f) y g)”, por “c), d), g) y h)” y en el literal e) la expresión “c) y f)”, por “d) y g)”.



- Sometida a votación, la indicación número 45E, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

o o o o


La indicación número 46 del Honorable Senador señor Navarro, propone agregar el siguiente inciso, nuevo:


“El que modifique, dañe, altere o intente modificar, dañar o alterar las cosas o las zonas del territorio especial, que el pueblo rapa nui considera sagrado o utiliza para realizar actividades o ceremonias ancestrales, será sancionado con lo prescrito en el Artículo 39° de esta ley, además de las sanciones aplicables cuando hubiere daño patrimonial.”.





Puesta en votación la indicación número 46 fue rechazada por estar fuera de las ideas matrices, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.
o o o o

Artículo 39

(pasó a ser artículo 38)

Inciso primero


Señala lo siguiente:


“Artículo 39.- De la sanción de abandono. La sanción de abandono consiste en la orden de salida del territorio especial dispuesta mediante resolución fundada de la Gobernación, bajo apercibimiento de expulsión, en caso de no ejecutarse en el plazo a que refiere el inciso siguiente.”.


La indicación número 46 A de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- En votación, la indicación número 46A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 41(pasó a ser 40)


Esta norma se refiere a la sanción de prohibición de ingreso a Isla de Pascua.


La indicación número 47 del Honorable Senador señor Navarro, propone sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.


Como se ha señalado anteriormente la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 47 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 46

(pasó a ser artículo 45)


Esta norma señala lo siguiente:


“Artículo 46.- Competencia. Corresponderá a la Gobernación el ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en esta ley.


En el caso de las empresas aeronáuticas y marítimas de transporte de pasajeros, se seguirá lo dispuesto en el Título XII de la ley N° 18.916, que aprueba el Código Aeronáutico, y lo dispuesto en el decreto supremo N° 1340 Bis, de 1941, que fija el Reglamento General de Orden, Seguridad y Disciplina en las Naves y Litoral de la República, en todo aquello que resulte pertinente. Para ello, la Gobernación deberá informar los antecedentes constitutivos de la infracción a la autoridad competente.”.


La indicación número 48 de la Honorable Senadora señora Von Baer, para sustituir el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 46.- Competencia. Corresponderá a la Gobernación y a los tribunales de justicia, en su caso, el ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en esta ley.”.


La Asesora Jurídica del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, hizo presente que el proyecto considera una instancia ante los tribunales de justicia, pero que la competencia debe recaer en un órgano específico y quien toma la decisión en este caso es la Corte de Apelaciones.


-Esta indicación fue retirada por su autora.


La indicación número 48A de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.



- Puesta en votación, la indicación número 48A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 48

(pasó a ser artículo 47)


Esta norma se refiere a los derechos de los niños, niñas y adolescentes y la protección que a ellos debe brindar el Estado.

o o o o


La indicación número 48B de S.E. la Presidenta de la República, propone agregar, a continuación de su actual inciso segundo, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


“Ante la posible afectación a los intereses de los niños, niñas y adolescentes por la dictación de una eventual medida de expulsión o abandono que les afecte directamente a ellos, a las personas que tienen a su cargo el cuidado personal de los mismos, o a quienes tienen el derecho a mantener una relación directa y regular con éstos, el órgano instructor podrá solicitar un informe psicosocial actualizado del niño, niña o adolescente, que dé cuenta de los posibles efectos de la aplicación de la medida. Informe que también podrá ser aportado por el interesado, de conformidad a las disposiciones pertinentes de la ley que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


El resultado del informe no será vinculante para efectos de la resolución de la delegación.”.


La Asesora Jurídica del ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villalobos, indicó que al establecer resguardos adicionales para los niños, niñas y adolescentes, se incorporó este informe técnico en los términos de la indicación, descartándose el informe técnico del Tribunal de Familia porque siempre existe la posibilidad de recurrir a dicha instancia y podría generarse una decisión anticipada para un caso particular.


- Sometida a votación, la indicación número 48B, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Pizarro.

o o o o

Articulo 49

(pasó a ser artículo 48)


Esta norma, mediante once números, establece el procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en la misma ley.

Número 1


Este número señala lo siguiente:


“1. El procedimiento se iniciará por la Gobernación de oficio, o por autodenuncia del infractor o por denuncia fundada del Consejo de Gestión de Carga Demográfica, ante aquélla.


En caso que el procedimiento se inicie a través de denuncia del Consejo, ésta deberá contener una descripción clara y detallada de los hechos concretos que la motivan, precisando la fecha de su comisión, la norma infringida y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor, además de cualquier otro antecedente que permita fundamentar su petición. Iguales requisitos deberá cumplir la autodenuncia, en cuanto fueren procedentes.


El gobernador provincial de Isla de Pascua dará curso a esta denuncia si ella cumple con los requisitos señalados en el inciso precedente. De lo contrario, será declarada inadmisible y se procederá a su archivo mediante resolución fundada, sin perjuicio de su facultad de proceder de oficio. Declarada admisible la denuncia, se procederá conforme al número 3 de este artículo.”.





La indicación número 48C de S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazar las expresiones “Gobernación” por “delegación” y “gobernador provincial” por “delegado presidencial provincial”, respectivamente.


- En votación, la indicación número 48C, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Número 4


Dispone textualmente:


“4. Las notificaciones se harán por escrito en el domicilio que conste en el procedimiento y serán efectuadas por un funcionario de la Gobernación o de Carabineros de Chile, según instruya el gobernador provincial de Isla de Pascua. 


Sin perjuicio de lo anterior, el gobernador podrá establecer otras formas de notificación que fueren convenientes para una mejor comunicación de las resoluciones, siempre que la persona así lo solicite y se condiga con la naturaleza del acto administrativo.”.





La indicación número 48D de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituir las expresiones “Gobernación” por la palabra “delegación” y “gobernador” por “delegado presidencial provincial”, respectivamente .


- Puesta en votación, la indicación número 48D, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Número 5


Este número señala lo siguiente:


“5. El afectado tendrá el plazo de diez días, contado desde la respectiva notificación, para efectuar sus descargos ante la Gobernación. En el mismo escrito deberá acompañar todos los medios de prueba de que disponga y fijar domicilio conocido dentro del territorio especial, bajo apercibimiento de tenerse por notificado en la fecha de emisión de la resolución.”.





La indicación número 48E de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar  en el número 5, la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.


- Sometida a votación, la indicación número 48E, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Número 6


Establece literalmente lo siguiente:


“6. Evacuado el traslado o transcurrido el plazo otorgado para ello, el gobernador provincial de Isla de Pascua resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso y sean éstos de pública notoriedad, o estime fundadamente que son suficientes para resolver. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo podrá ampliarse por resolución fundada, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880.”.


La indicación número 48F de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir en el número 6, la expresión “gobernador provincial” por la frase “delegado presidencial provincial”. 


- En votación, la indicación número 48F, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


La indicación número 49 del Honorable Senador señor Letelier, para suprimir la frase “, o estime fundadamente que son suficientes para resolver”.


- Puesta en votación, la indicación número 49, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Número 7


Señala lo siguiente:


“7. El gobernador provincial de Isla de Pascua, de oficio o a petición de parte, dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que resulten pertinentes.”.





La indicación número 49A de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “gobernador provincial” por la frase “delegado presidencial provincial”.


- Sometida a votación, la indicación número 49A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Número 9


Esta disposición establece lo siguiente:


“9. Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el gobernador provincial de Isla de Pascua emitirá, dentro de cinco días hábiles, una resolución fundada mediante la cual absolverá o aplicará la sanción que corresponda.


Esta resolución deberá contener la individualización de el o los sujetos investigados, la relación de los hechos, los medios de prueba utilizados, la forma en que los hechos se han acreditado y, según corresponda, la sanción a ser aplicada o la decisión de absolución.”.


La indicación número 49B de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “gobernador provincial” por la frase “delegado presidencial provincial”.


- En votación, la indicación número 49B, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Número 11


La norma señala lo siguiente:


“11. Contra la resolución que ponga fin a la instancia administrativa ante la Gobernación podrán deducirse los recursos que contempla esta ley.”.



La indicación número 49C de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la palabra “Gobernación” por la expresión “delegación”.


- Puesta en votación, la indicación número 49C, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 50

(pasó a ser artículo 49)


Esta norma dispone textualmente lo siguiente:


“Artículo 50.- Incompatibilidad. En caso que el afectado interponga ante el gobernador provincial de Isla de Pascua un recurso de los establecidos en este párrafo, no podrá deducir igual pretensión ante los tribunales de justicia mientras aquél no haya sido resuelto. 


Interpuesto un recurso ante la Gobernación, se entenderá interrumpido el plazo para ejercer el recurso o acción jurisdiccional. Dicho plazo volverá a contarse desde la fecha en que se notifique al recurrente del acto administrativo resolutivo.


Interpuesta alguna acción jurisdiccional en contra de una resolución de la Gobernación, este organismo deberá abstenerse de conocer cualquier recurso administrativo sobre la misma pretensión y por los mismos hechos que motivaron la acción judicial.”.


La indicación número 49D de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar, en su inciso primero, la expresión “gobernador provincial” por la frase “delegado presidencial provincial”, y en sus incisos segundo y tercero la palabra “Gobernación” por la expresión “delegación”, respectivamente.


- Sometida a votación, la indicación número 49D, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 52

(pasó a ser artículo 51)


Dispone literalmente lo siguiente:


“Artículo 52.- Reposición administrativa. El recurso de reposición administrativa procederá respecto de las resoluciones dictadas por la Gobernación que recaigan sobre cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley. 


El recurso de reposición deberá interponerse ante la Gobernación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la resolución recurrida.”.





La indicación número 49E de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”, las dos veces que aparece.


- En votación, la indicación número 49E, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 53

(pasó a ser artículo 52)


Esta norma contempla el recurso jerárquico sólo en el caso de abandono, expulsión o prohibición de ingreso, el que debe interponerse en conjunto con el recurso de reposición.

Incisos tercero y cuarto


Señalan textualmente:


“La tramitación del recurso jerárquico se realizará mediante medios electrónicos, por lo cual, en caso que se haya dictado un acto administrativo que rechaza el recurso de reposición del artículo 52, el gobernador provincial de Isla de Pascua deberá remitir dentro de veinticuatro horas copia digital íntegra del expediente a la Subsecretaría del Interior. El Subsecretario del Interior conocerá del recurso y resolverá dentro del plazo establecido en el artículo siguiente.


Una vez resuelto el recurso jerárquico, éste será remitido por medios electrónicos a la Gobernación, la que deberá notificar la resolución administrativa conforme a las reglas establecidas en el numeral 4 del artículo 49, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 5 del referido artículo, según sea el caso.”.


La indicación número 49F de S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazar en su inciso tercero la expresión “gobernador provincial” por la frase “delegado presidencial provincial” y en su inciso cuarto la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”, respectivamente.


- Puesta en votación, la indicación número 49F, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 54

(pasó a ser artículo 53)

Inciso primero


Dispone literalmente lo siguiente:


“Artículo 54.- Plazo de la autoridad administrativa para resolver. El gobernador deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la interposición del recurso de reposición.”.





La indicación número 49G de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “gobernador” por la frase “delegado presidencial provincial”.


- Sometida a votación, la indicación número 49G, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 55

(pasó a ser artículo 54)


Establece textualmente lo siguiente:


“Artículo 55.- Reclamación jurisdiccional. En caso de rechazo de la impugnación administrativa, se podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones respectiva dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la resolución que rechaza el recurso administrativo o desde la fecha que conste en el certificado emitido conforme al artículo precedente.


El recurso de reclamación se interpondrá, a elección del reclamante, en la Corte de Apelaciones competente o en el juzgado de letras con asiento en Isla de Pascua. 


En caso que se interponga ante el juzgado de letras, el juez deberá remitir en el más breve plazo y por medios electrónicos copia íntegra del recurso a la respectiva Corte de Apelaciones para su conocimiento y resolución.


La Corte pedirá informe a la autoridad respectiva, el cual deberá ser emitido dentro de los cinco días hábiles siguientes. Recibido el informe, la Corte resolverá el reclamo en única instancia, dentro de los treinta días siguientes. Este plazo se entenderá prorrogado por diez días en caso de ordenarse medidas para mejor resolver. 


En lo no expresamente previsto en este artículo, la tramitación de la reclamación se sujetará al procedimiento regulado en el Título Final de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.”


La indicación número 50 del Honorable Senador señor Letelier, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 55.- Recurso de reclamación. En caso de rechazo del recurso administrativo, el agraviado podrá interponer la reclamación ante el juzgado de letras con asiento en Isla de Pascua, dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de la resolución que rechaza el recurso administrativo o desde la fecha que conste en el certificado emitido en conformidad al artículo precedente.


El juez deberá remitir en el más breve plazo, y por medios electrónicos, copia íntegra del recurso a la respectiva Corte de Apelaciones para su conocimiento y resolución.


La Corte solicitará informe a la autoridad respectiva, el cual deberá ser emitido dentro de los cinco días hábiles siguientes. Recibido el informe, la Corte resolverá el reclamo en única instancia, dentro de los treinta días siguientes. En caso de ordenarse medidas para mejor resolver, este plazo se entenderá prorrogado por diez días.


En lo no expresamente previsto en este artículo, la tramitación de la reclamación se sujetará al procedimiento regulado en el Título Final de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.”.


- En votación, la indicación número 50, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


La indicación número 50A de S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar en el inciso primero la palabra “respectiva” por “competente”.


- Sometida a votación, la indicación número 50A, fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


La indicación número 50B de S.E. la Presidenta de la República, para suprimir los incisos segundo y tercero.


El Ejecutivo señaló que esta modificación va en la línea de lo informado por la Excelentísima Corte Suprema que solicitó la eliminación del inciso segundo por la existencia de tramitación electrónica, y del inciso tercero por se absolutamente dilatorio.


- Puesta en votación, la indicación número 50B, fue aprobada sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.


La indicación número 51 de la Honorable Senadora señora Von Baer, para agregar el siguiente inciso final, nuevo:


“Respecto de las sanciones de abandono, expulsión y prohibición de ingreso, el recurso de reclamación será conocido por el juez de letras con asiento en Isla de Pascua, conforme a las reglas de este artículo. Las sentencias que dicte el juez de letras conforme al inciso anterior serán apelables de acuerdo a las reglas generales del recurso de apelación, establecidas en el título XVIII del Código de Procedimiento Civil.”.


-Esta indicación fue retirada por su autora.

Artículo 56

(pasó a ser artículo 55)


Esta norma establece lo siguiente:


“Artículo 56.- Ejecución de la sanción de multa. La resolución administrativa que establezca el pago de una multa tendrá mérito ejecutivo.


Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República o en alguna institución bancaria en convenio con dicho servicio, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución que las imponga, plazo que se suspenderá por la presentación de recursos.


El pago de la multa deberá ser acreditado en la Gobernación dentro de los diez días siguientes a éste, acompañando el comprobante respectivo, lo que podrá efectuarse en conformidad a lo que disponga el reglamento.


El retardo en el pago de toda multa devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.


Si transcurrido el plazo de diez días no estuviere acreditado el pago de la multa, la Gobernación entregará los antecedentes al juzgado de policía local respectivo. Este tribunal podrá decretar orden de arresto en contra del infractor a razón de un día o una noche por cada quinto de unidad tributaria mensual, con un máximo de quince jornadas diarias, diurnas o nocturnas. Dichas medidas podrán ser decretadas en forma total o parcial, o en determinados días de la semana, especificando duración, lugar y forma de cumplir con lo decretado. 


Despachada una orden de arresto, no podrá suspenderse o dejarse sin efecto sino por orden del tribunal que la dictó o por el pago de la multa, más intereses y reajustes.”.


La indicación número 51A de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación” todas las veces que aparece.


- Sometida a votación, la indicación número 51 A fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 57

(pasó a ser artículo 56)


Esta norma dispone lo siguiente:


“Artículo 57.- Destino de la multa. El importe de las multas aplicadas de acuerdo al procedimiento regulado en este Párrafo quedará a beneficio de la Gobernación y se destinará exclusivamente para el financiamiento de actividades de fiscalización de dichas infracciones.”.


La indicación número 51B de S.E. la Presidenta de la República, es para reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.


- En votación, la indicación número 51B, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 58

(pasó a ser artículo 57)


La disposición establece literalmente lo que sigue:


“Artículo 58.- Ejecución de la medida de abandono. La sanción de abandono deberá ejecutarse dentro del plazo de cinco días contado desde su notificación. Si transcurrido el plazo la persona sancionada no abandona el territorio especial, la Gobernación ejecutará la medida de expulsión.”.


La indicación 51C de S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.


- Puesta en votación, la indicación número 51C, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

Artículo 61

(pasó a ser artículo 60)


Esta norma establece reglas especiales para el transporte público y privado de pasajeros en Isla de Pascua.


La indicación número 52 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”, las dos veces que aparece.



Se hace presente que la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 52 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Inciso tercero


Este inciso establece lo siguiente:


“De acuerdo a la evaluación que haga la autoridad, se podrán decretar medidas de restricción a la circulación de vehículos motorizados y, además, restringir el ingreso de vehículos a Isla de Pascua, con excepción de los vehículos de emergencia.”


La indicación número 52A de S.E. la Presidenta de la República, propone reemplazarlo por el siguiente: 


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 113 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2007 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley del Tránsito, en los casos en que se declare latencia o saturación de conformidad a lo dispuesto en los artículos 18 y 20 de la presente ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá decretar medidas de restricción a la circulación de vehículos motorizados, con excepción de los vehículos de emergencia. Estas restricciones sólo podrán decretarse y extenderse durante la vigencia de los estados de latencia o saturación.”.


El Honorable Senador señor Lagos consultó al Ejecutivo la razón por la cual en la indicación se propone una disminución de facultades limitando las restricciones a los períodos de latencia o saturación. Asimismo consultó si existía alguna norma que regulara el traslado de vehículos a Rapa nui porque la carga de la isla no sólo se refiere a las personas.


El Honorable Senador señor Chahuán señaló que Rapa nui es una isla que tiene uno de los mayores índices de vehículos por habitante lo que sin lugar a dudas es un tema mayor.


Opinó que se pueden establecer restricciones vehiculares no solo por contaminación sino que también por congestión que es un concepto nuevo que se ha aplicado, por ejemplo, en Algarrobo, de modo que la indicación es del todo razonable.


El Ejecutivo hizo presente que esta indicación obedece a una solicitud del Ministerio de Transportes que está legislando en paralelo en materia de restricción.


- Puesta en votación, la indicación número 52 A fue aprobada sin enmiendas, por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán y Quinteros. Se abstuvo el Honorable Senador señor Lagos.


La indicación número 53 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



Se hace presente que la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 53 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 62

(pasó a ser artículo 61)


Esta norma dispone literalmente lo siguiente:


“Artículo 62.- Realización de trámite y solicitud de autorizaciones. Las autorizaciones y demás trámites que se requieran para prestar servicios de transporte remunerado de pasajeros podrán ser realizados a través de la Gobernación, la que deberá gestionarla ante la Secretaría Regional de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Valparaíso por el medio más expedito de que disponga.”


La indicación número 53A de S.E. la Presidenta de la República, es para sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.


- Sometida en votación, la indicación número 53A, fue aprobada como consecuencia de la aprobación de la indicación número 5A, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

o o o o


La indicación número 53B de S.E. la Presidenta de la República, es para incorporar el siguiente artículo 63, nuevo: 


“Artículo 63.- Mediante uno o más Decretos Supremos, expedidos por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se aprobarán los  reglamentos necesarios para la ejecución de la presente ley, los  que serán suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, el Ministro Secretario General de la Presidencia, el Ministro de Desarrollo Social y el Ministro de Medio Ambiente. Respecto del reglamento señalado en el artículo 61 de esta ley, éste deberá ser expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que será suscrito además por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, el Ministro de Hacienda y el  Ministro de Medio Ambiente.”.


- En votación, la indicación número 53 B, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

o o o o

Disposiciones transitorias

Artículo primero


La norma del artículo primero transitorio, contempla el siguiente texto:


“Artículo primero.- El primer decreto que establezca la capacidad de carga demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua deberá dictarse dentro de los ciento veinte días contados desde la publicación de la presente ley. Este decreto podrá fundarse en estudios que hubieren sido realizados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública considere pertinentes. 


La presente ley entrará en vigencia el primer día del quinto mes siguiente al de su publicación.”.


La indicación número 54 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



Se hace presente que la Comisión acordó por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 54 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo segundo


Su texto es el que sigue:


“Artículo segundo.- El primer plan de gestión de carga demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua deberá ser elaborado en el término de noventa días, contado desde la entrada en vigencia de esta ley. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 14 se considerarán los resultados del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica vigente a esa fecha.”.


La indicación número 55 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



Como se ha indicado, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, rechazar las indicaciones destinadas a eliminar toda referencia a Isla de Pascua en la presente ley, y como consecuencia de ello, la indicación número 55 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

Artículo tercero

Inciso primero


Dispone lo siguiente:


“Artículo tercero.- Quienes tengan domicilio en Isla de Pascua con anterioridad al 24 de enero de 2016 tendrán el plazo de seis meses, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en el artículo 6.”.


La indicación número 56 del Honorable Senador señor Navarro, es para sustituir la expresión “Isla de Pascua” por “Rapa Nui”.



La indicación número 56 se rechazó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar.

 o o o o

Artículo sexto, nuevo


La indicación número 57 de S.E. la Presidenta de la República, es para intercalar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo, pasando el actual artículo sexto transitorio a ser artículo séptimo transitorio:


“Artículo sexto.- Mientras no asuman los Gobernadores Regionales electos, conforme a la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, las disposiciones que establece la ley referidas a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.”.


- Puesta en votación, la indicación número 57, fue aprobada sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Chahuán, Lagos y Quinteros.

o o o o

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1





- Reemplazar “artículo 126 bis” por “inciso segundo del artículo 126 bis”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 1)

Artículo 2

Inciso tercero


-Reemplazar la referencia “Título II” por “Título I” y sustituir la frase “el régimen sancionatorio establecido en las letras c y d del artículo 35” por la frase “lo dispuesto en la letra d) del artículo 34”.


- Sustituir la referencia al artículo “36 de esta ley” por otra al “artículo 35 de esta ley”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 1 A)

(adecuación formal)

Artículo 5

Inciso segundo


-Sustituir la expresión “su acompañante” por “sus acompañantes”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 5)

Inciso tercero


- Reemplazar la expresión “Gobernación Provincial de Isla de Pascua (en adelante “la Gobernación”)” por la frase “delegación presidencial provincial de Isla de Pascua (en adelante, “la delegación”)”.

(Unanimidad 4x0.Indicación número 5 A)

Inciso cuarto





- Sustituir la frase “a quien tenga su cuidado” por “a quienes tengan su cuidado”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 6)

Inciso quinto


-Suprimirlo.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 7, 8 y 8 A.)

Artículo 6

Letra a) nueva


-Intercalar la siguiente letra a), nueva:


“a) El padre o madre de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial también su cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

(Unanimidad 4x0 Indicación número 8C y Unanimidad 5x0 indicación número 9A)

Letra a) que pasó a ser letra b)


- Agregar a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), lo siguiente: “pudiendo permanecer en el territorio especial junto a ellos sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121 Reglamento del Senado)


--En su segundo párrafo, suprimir su oración final que señala “Lo anterior no se aplicará a quienes tengan hijos en común con una persona perteneciente al pueblo rapa nui.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación 9A)

Letra b) que pasó a ser letra c)


-En su primer párrafo reemplazar las palabras “por los órganos del Estado” por “en cualquier calidad por los órganos o empresas del Estado”, e intercalar entre la palabra “especial” y la coma (,) que le sigue la expresiones “junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal,”.

(Indicación 10A, unanimidad 5x0; art. 121 del Reglamento del Senado)


--En su segundo párrafo, sustituir la expresión “órgano que lo contrató” por “órgano o empresa que lo contrató”.

(Indicación 10A, unanimidad 5x0

--Suprimir sus párrafos cuarto y quinto.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 13 y 13B) 

Letra c) que pasó a ser letra d)


--En su primer párrafo, intercalar entre la palabra “especial” y el punto final (.) que le sigue, lo siguiente: “podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal”.  


- Suprimir el párrafo segundo.

(Unanimidad 4x0. Indicación numero 14 A)


- Reemplazar el párrafo tercero por el siguiente:


“Finalizada la obra o ejecutado el servicio en virtud del contrato, las personas señaladas deberán hacer abandono del territorio especial en el plazo de treinta días, por cuenta del concesionario o empresa contratante.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121 Reglamento del Senado)

Letra d)


- Pasó a ser Letra e), sin enmiendas.

Letra e) que pasó a ser Letra f)


- Reemplazar su párrafo segundo por los dos siguientes:


“Las personas señaladas en el párrafo precedente podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.


En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121 Reglamento del Senado)

Letra f) que pasa a ser letra g)

Párrafo primero


-Suprimir la frase “por un empleador que tenga establecimiento en el territorio especial”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 16 A)

Párrafo segundo, nuevo


- Intercalar el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“Podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121 Reglamento del Senado)

Párrafo segundo (que pasó a ser tercero


- Reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 17A)

o o o

Letra h), nueva


- Incorporar la siguiente letra h), nueva:





“h) Los investigadores que se encuentren desarrollando un proyecto de investigación que cuente con el apoyo o patrocinio de una institución de educación superior del país o de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, que tenga por objeto de estudio aspectos relacionados con la Isla de Pascua.”.

(Mayoría 3x1. Indicación número 18 A)

o o o

Letra g) que pasó a ser letra i)

Párrafo primero


- En su párrafo primero sustituir la frase “señaladas en la letra a)” por la frase “señaladas en la letra b)” y reemplazar la expresión “mencionadas en las letras b), c), e) y f)” por la frase “mencionadas en las letras a), c), d), f) y g).”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 18B, 18 C y 18 D)


--En su párrafo segundo reemplazar la frase “los literales a), b), c), e) y f)”, por “los literales a), b), c), d), f) y g)”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 18 E.)

Artículo 9


- Reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 23 A)

Artículo 10


- Sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 23 B)

Artículo 12


- Reemplazar en su inciso primero las palabras “cuatro años” por “seis años”.

(Unanimidad 4x0, art. 121 del Reglamento en relación a indicación número 26)

Artículo 13

Inciso primero


- Reemplazar las palabras “ocho años” por “cinco años”.

(Unanimidad 4x0 con modificaciones. Indicación número 26)


- Sustituir la frase “de acuerdo a las normas de la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.”, por la expresión “pudiendo contratar con terceros en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.886.”;


- Eliminar la frase “la participación de contrapartes técnicas, en atención a”. 


-Intercalar, entre su voz final “especial” y el punto final(.) que le sigue, la frase “a fin de contribuir con su participación a la ejecución de dicho estudio”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 26 A)

Artículo 15


- Suprimirlo.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 30)

Artículo 16


- Pasó a ser artículo 15, sin enmiendas.

Artículo17 (pasó a ser 16)


- Sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 30 A)

Artículo 18 (pasó a ser artículo 17)

Inciso primero


- Reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 31 A)

Inciso segundo


- Sustituir la oración “A falta de regla expresa, el estado de latencia tendrá una vigencia de un año, y será prorrogable de manera sucesiva mientras duren las circunstancias fundantes.” por la siguiente: “El decreto supremo a que hace referencia el inciso anterior, deberá contener el plazo de vigencia de la declaración de latencia, el cual será prorrogable.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 32.)

Artículo 19 (pasó a ser artículo 18)

Letra a), nueva


- Agregar el siguiente literal a) nuevo: 


“a) Las personas que hubieren ingresado al territorio especial de conformidad a lo establecido en el artículo 5, no podrán celebrar contratos de trabajo ni ejercer actividades económicas de manera independiente, de acuerdo con lo dispuesto en la letra g) del artículo 6. Tampoco se admitirá invocar la causal dispuesta en dicho literal, para el ingreso de otras personas a la Isla.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 32 A)

Letra a) pasó a ser letra b)


- Agregar el siguiente párrafo segundo, nuevo:


“No se aplicará esta restricción a las prórrogas de empleos a contrata de funcionarios públicos, personal contratado por los órganos o empresas del Estado, personas que ejerzan una función pública y funcionarios del Poder Judicial. Lo mismo se extiende para los contratos a honorarios, siendo el órgano respectivo quien debe evaluar la necesidad de extenderlos para el cumplimiento de sus funciones.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 35 A)

Letra b) que pasó a ser letra c)


- Reemplazarla en su primer párrafo la expresión inicial “Los padres” por “Los ascendientes”, y la referencia a las letras “b), c), e) y f)” por otra a las letras c), d), f) y g)”.

(Unanimidad, 4x0, indicación número 35 B)


--Intercalar los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:


“En relación a las causales establecidas en el literal a) y b) del presente artículo, la delegación presidencial provincial podrá autorizar, en casos graves y calificados, la prórroga de contratos a plazo fijo, la celebración de nuevos contratos o el ejercicio de actividades económicas independientes, en los términos del artículo 6 letra g).



Se considerarán casos graves y calificados aquellos que afecten la continuidad de servicios básicos y esenciales para la comunidad, o la necesidad de intervenciones específicas en razón de la situación de latencia.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 35 C)

Letra c)


- Pasó a ser letra d) sin modificaciones.

Artículo 20 (pasó a ser 19)


-Reemplazar en el inciso primero la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 35 D)

Artículo 21 (pasó a ser 20)


--En su literal a) reemplazar la referencia a las letras “a), f) y g)” por otra a las letras “b), g) y h)”.

(Unanimidad 4x0, Indicación número 36 A)


- En su literal b), reemplazar en la expresión “siete días” por “veinte días”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 37 con modificaciones)

Artículo 22


-Pasó a ser Artículo 21, sin enmiendas.

Artículo 23 (pasó a ser 22)


-Reemplazar en su encabezado la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.


- En sus letras e) y f) reemplazar la referencia al artículo “17” por “16”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 38 A y art. 121 reglamento del Senado)

Artículo 24 (pasó a ser 23)


-Reemplazar en su letra c) la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación” y la referencia al “artículo 17” por otra al “artículo 16”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 38 B y art. 121 del Reglamento)

Artículos 25 y 26


- Pasaron a ser artículos 24 y 25, sin enmiendas.

Artículo 27 (pasó a ser 26)


- Reemplazar el primer párrafo de su letra a) por la siguiente:


“a) Conocer, en la elaboración del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, de los términos de referencia o bases de licitación, cuando corresponda, así como aportar antecedentes, realizar observaciones y recomendar su aprobación o desaprobación al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y en general, aportar antecedentes y realizar observaciones durante la ejecución del contrato, si lo hubiere.”.

(Unanimidad 4x0 con modificaciones. Indicación número 39 A)

Letra e)


- Reemplazar la referencia a la letra “b)”, por otra a la letra “c)”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 41 A)

Letra f)


-Sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 41 B)

Letra h)


-Suprimirla.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121 Reglamento del Senado)

Letra i)


- Pasó a ser letra h), sin modificaciones.

Artículo 28


- Pasó a ser artículo 27, sin enmiendas.

Artículo 29 (pasó a ser 28)

Inciso primero

- Reemplazar la expresión “Gobernación” por la voz “delegación” y las palabras “en dicha Gobernación” por “en ella”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 41 D)

Inciso segundo


- Intercalar después de la locución “acuerdos adoptados,” la frase “publicarla en el sitio electrónico de la Gobernación,”.


- Agregar después de la expresión “presente ley” el siguiente texto: “, como por ejemplo hacer difusión de las sesiones, en lengua Rapa Nui, de los acuerdos de las decisiones y del alcance de estas en la vida de las personas que habitan Rapa Nui”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 42 y 43)

Artículo 30 (pasó a ser 29)


- Reemplazar en sus dos incisos la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 43 A)

Artículo 31 (pasó a ser 30)



- Reemplazar, en sus incisos primero y segundo,  la referencia al “artículo 26” por otra al “artículo 25”.

(Adecuación formal)

Artículo 32 (pasó a ser 31)





- Remplazar la expresión “moral y pecuniariamente” por “moral o pecuniariamente”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 45)

Artículos 33 y 34


- Pasaron a ser artículos 32 y 33, sin modificaciones.

Artículo 35 (pasó a ser 34)


-Reemplazar, en el literal d) la expresión al “letra f)” por “letra g)”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 45D)

Artículo 36 (pasó a ser 35)

Letra a)


- Reemplazar la referencia “artículo 21” por otra al “artículo 20”.

Letra c)


- Sustituir en el literal c) la expresión “b), c), f) y g)”, por “c), d), g) y h).

Letra e)


- Reemplazar la expresión “c) y f)”, por “d) y g)”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 45E)
Artículo 37 (pasó a ser artículo 36)


- En su encabezado, reemplazar la referencia al “artículo 35” por “artículo 34”.

(Adecuación formal)

Artículo 38 (pasó a ser artículo 37)


- Reemplazar en su encabezado la referencia “artículo 36” por “artículo 35”.

(adecuación formal)

Artículo 39 (pasó a ser 38)


- Reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 46 A)
Artículo 40


- Pasó a ser artículo 39, sin modificaciones.

Artículo 41 (pasó a ser 40)


- Reemplazar en su inciso segundo la referencia “artículo 36” por “artículo 35”.

(Adecuación formal)

Artículos 42, 43, 44 y 45


-Pasaron a ser artículos 41, 42 ,43 y 44, sin modificaciones.

Artículo 46 (pasó a ser 45)


- Reemplazar la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 48 A)
Artículo 47


- Pasó a ser artículo 46, sin enmiendas.

Artículo 48 (pasó a ser 47)


- Agregar los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos: 


“Ante la posible afectación a los intereses de los niños, niñas y adolescentes por la dictación de una eventual medida de expulsión o abandono que les afecte directamente a ellos, a las personas que tienen a su cargo el cuidado personal de los mismos, o a quienes tienen el derecho a mantener una relación directa y regular con éstos, el órgano instructor podrá solicitar un informe psicosocial actualizado del niño, niña o adolescente, que dé cuenta de los posibles efectos de la aplicación de la medida. Informe que también podrá ser aportado por el interesado, de conformidad a las disposiciones pertinentes de la ley que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


El resultado del informe no será vinculante para efectos de la resolución de la delegación.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 48 B)
Artículo 49 (pasó a ser 48)





-Reemplazar, en sus números 1, 4, 5 y 11, la expresión “Gobernación” por “delegación”;





--Sustituir, en sus números 1, 4, 6, 7 y 9, las palabras “gobernador provincial” por “delegado presidencial provincial”;


--Reemplazar, en el segundo párrafo del número 4, las palabras “el gobernador podrá” por “el delegado presidencial provincial podrá”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 48 C, 48D, 48 E, 48F, 49 A, 49 B y 49 C)
Artículo 50 (pasó a ser 49)


-Reemplazar, en su inciso primero, la expresión “gobernador provincial” por “delegado presidencial provincial”, y en sus incisos segundo y tercero sustituir la voz “Gobernación” por “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 49 D)

Artículo 51


- Pasó a ser artículo 50, sin modificaciones.

Artículo 52 (pasó a ser 51)





- Reemplazar, en sus incisos primero y segundo,  la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 49 E)

Artículo 53 (pasó a ser 52)


-En su inciso tercero sustituir la referencia al “artículo 52” por otra al “artículo 51” y la expresión “gobernador provincial” por “delegado presidencial provincial”.


--En su inciso cuarto reemplazar la voz “Gobernación” por la palabra “delegación” y sustituir la referencia “artículo 49” por “artículo 48”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 49 F y art. 121 del Reglamento)

Artículo 54 (pasó a ser 53)


-Reemplazar la expresión “gobernador” por la frase “delegado presidencial provincial”.


- Sustituir en el inciso segundo la referencia al “artículo 53” por otra al “artículo 52”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 49 G y art. 121 del Reglamento)

Artículo 55 (paso a ser 54)

Inciso primero


-Reemplazar la mención “Corte de Apelaciones respectiva” por “Corte de Apelaciones competente”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 50 A)


- Suprimir sus incisos segundo y tercero.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 50 B)

Artículo 56 (pasó a ser 55)


- En sus incisos tercero y quinto sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 51 A)

Artículo 57 (pasó a ser 56)


- Reemplazar la voz “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 51 B)

Artículo 58 (pasó a ser 57)


- Sustituir la palabra “Gobernación” por la voz “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 51 C)

Artículos 59 y 60


-Pasaron a ser artículos 58 y 59, sin enmiendas.

Artículo 61 (pasó a ser 60)


-Reemplazar su inciso tercero, por el siguiente: 


“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 113 de la ley N° 18.290, de Tránsito, en los casos en que se declare latencia o saturación de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17 y 19 de la presente ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá decretar medidas de restricción a la circulación de vehículos motorizados, con excepción de los vehículos de emergencia. Estas restricciones sólo podrán decretarse y extenderse durante la vigencia de los estados de latencia o saturación.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 52 A)

Artículo 62 (pasó a ser 61)


- Sustituir la expresión “Gobernación” por la palabra “delegación”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 53 A)

o o o

Artículo 62, nuevo 


-Incorporar el siguiente artículo, nuevo: 


“Artículo 62.- Mediante uno o más decretos supremos expedidos por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se aprobarán los reglamentos necesarios para la ejecución de la presente ley, los que serán suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, el Ministro Secretario General de la Presidencia, el Ministro de Desarrollo Social y el Ministro de Medio Ambiente. Respecto del reglamento señalado en el artículo 60 de esta ley, éste deberá ser expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que será suscrito además por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, el Ministro de Hacienda y el Ministro de Medio Ambiente.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 53 B)

o o o

Disposiciones transitorias

Artículo cuarto


--Sustituir la referencia al “artículo 27” por otra al “artículo 26”.

(adecuación formal)

Artículo quinto


- Reemplazar en su encabezado la referencia al “artículo 26” por otra al “artículo 25”.

o o o

Artículo sexto, nuevo


- Intercalar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:


“Artículo sexto.- Mientras no asuman los Gobernadores Regionales electos, conforme a la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, las disposiciones que establece la ley referidas a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 57)

o o o

Artículo sexto


-Pasó a ser artículo séptimo, sin modificaciones.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Disposiciones generales

Artículo 1.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto regular el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 126 bis de la Constitución Política de la República.

Artículo 2.- Derecho a residir, permanecer y trasladarse. Toda persona tiene derecho a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, cumpliendo los requisitos que señalan esta ley y sus reglamentos.

La presente ley no exime a los extranjeros de dar cumplimiento a lo establecido en el decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece Normas sobre Extranjeros en Chile. 

Las personas pertenecientes al pueblo rapa nui, de conformidad con el párrafo 2° del Título I, en relación con el artículo 66 de la ley N° 19.253, que establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, no estarán afectas a las limitaciones que se establecen en este cuerpo legal. Sin perjuicio de lo anterior, a estas personas les será aplicable lo dispuesto en la letra d) del artículo 34 y letras d), e) y f) del artículo 35 de esta ley. 

Artículo 3.- Cómputo de plazos. Los plazos de días establecidos en esta ley son de días corridos, a menos que se indique expresamente que son de días hábiles, en cuyo caso se computarán en los términos señalados en el artículo 25 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Artículo 4.- Territorio especial de Isla de Pascua. Para todos los efectos de esta ley se entenderá por territorio especial de Isla de Pascua aquel señalado en el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, al cual se aludirá indistintamente como “Isla de Pascua”, “Rapa Nui” o “territorio especial”.

Título II

De la permanencia y residencia en el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 5.- Plazo máximo de permanencia. Toda persona, chilena o extranjera, que ingrese a Isla de Pascua, podrá permanecer en el territorio especial por un período máximo de treinta días, salvo las excepciones contempladas en el artículo siguiente.

En caso de fuerza mayor o caso fortuito podrá prorrogarse la permanencia por el tiempo necesario para su abandono, que deberá extenderse a sus acompañantes, en caso de ser necesario. 

La solicitud de prórroga será calificada y resuelta por la delegación provincial de Isla de Pascua (en adelante “la delegación”) mediante resolución fundada, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el ingreso de la solicitud. Mientras dure su tramitación, no procederán las sanciones del Título VI.

La prórroga concedida a una persona deberá extenderse a los niños, niñas y adolescentes que hubieran ingresado bajo su cuidado, aun cuando no concurra respecto de éstos el motivo por la cual fue concedida. Asimismo, si a algún niño, niña o adolescente le afectare algún motivo de fuerza mayor o caso fortuito, se concederá prórroga a sus padres, representante legal o a quienes tengan su cuidado.

Artículo 6.- Personas habilitadas para permanecer por sobre el plazo máximo de treinta días. El plazo máximo de permanencia en el territorio especial establecido en el artículo anterior no será aplicable a las siguientes personas, quienes tendrán derecho a permanecer y residir en el territorio especial mientras mantengan las calidades habilitantes que se señalan a continuación:

a) El padre o madre de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial también su cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

b) El cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial junto a ellos sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.


En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán abandonarlo en el plazo de noventa días.

c) Los funcionarios públicos, personal contratado en cualquier calidad por los órganos o empresas del Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios del Poder Judicial, que deban desempeñarse dentro del territorio especial, quienes podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal, mientras mantengan dicha condición.

Terminado su servicio, destinación, comisión de servicio o cometido funcionario, o en caso que se ponga término al vínculo contractual, la persona deberá hacer abandono del territorio, por cuenta del órgano o empresa que lo contrató, en el plazo de treinta días.

Los órganos del Estado dispondrán que las destinaciones o comisiones de servicio en Isla de Pascua se realicen por un período inferior a tres años, salvo que por necesidades propias del servicio se requiera una estadía mayor.

d) Las personas que cumplan en el territorio especial funciones por cuenta de un concesionario de servicio público o de una empresa que haya celebrado un contrato con el Estado que deba ser ejecutado en el territorio especial podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

Finalizada la obra o ejecutado el servicio en virtud del contrato, las personas señaladas deberán hacer abandono del territorio especial en el plazo de treinta días, por cuenta del concesionario o empresa contratante.

e) Los precandidatos y candidatos inscritos en el registro especial que lleva el Servicio Electoral, conforme lo dispongan las leyes para cualquier clase de cargos de elección popular que involucran al territorio especial, incluyendo las elecciones primarias. Estas personas podrán permanecer en el territorio especial hasta la publicación de la sentencia de proclamación dictada por el Tribunal Calificador de Elecciones o el Tribunal Electoral Regional, según corresponda.

En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.

f) Las personas que desempeñan cargos de elección popular en dicho territorio, desde la dictación de la sentencia de proclamación hasta la cesación en el cargo.

Las personas señaladas en el párrafo precedente podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.

g) Los trabajadores contratados para desempeñarse en la Isla de Pascua, o quienes desarrollen alguna actividad económica independiente en dicho territorio.

Podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

El empleador deberá pagar el billete de pasaje de regreso del trabajador y de su familia hacia el destino que se convenga, cuando se produzca el término de la relación laboral por cualquier causa. Este derecho será irrenunciable para el trabajador y en caso alguno constituirá remuneración.

El empleador deberá dar aviso por escrito del término de la relación laboral a la delegación, dentro del plazo de cinco días contado desde que éste se produzca.

Quienes realicen actividades económicas de manera independiente deberán cumplir con todos los requisitos que exige la ley para el inicio y desarrollo de la actividad de que se trata, tales como iniciar actividades ante el Servicio de Impuestos Internos y contar con todas las patentes y permisos vigentes necesarios para la actividad que se pretende realizar.

En caso que las personas señaladas en los párrafos precedentes pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de noventa días.

Aquellas personas que ingresen al territorio especial de Isla de Pascua de conformidad a lo establecido en el artículo anterior, y que posteriormente deseen celebrar un contrato de trabajo o ejercer una actividad económica independiente, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9.

h) Los investigadores que se encuentren desarrollando un proyecto de investigación que cuente con el apoyo o patrocinio de una institución de educación superior del país o de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, que tenga por objeto de estudio aspectos relacionados con la Isla de Pascua.”.

i) Los hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal de las personas señaladas en la letra b), y el cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal de las personas mencionadas en las letras a), c), d) , f) y g).

Las personas señaladas en el párrafo precedente perderán la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, junto con los mencionados en los literales a), b), c), d) f) y g), y deberán abandonarlo en los plazos establecidos para esos casos.

Título III

Del traslado hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 7.- Requisitos de ingreso. Para ingresar al territorio especial de Isla de Pascua, por el plazo establecido en el artículo 5, las personas deberán exhibir los siguientes antecedentes:

a) Cédula de identidad, pasaporte u otro documento idóneo de viaje, de acuerdo a la normativa general vigente.

b) Billete de pasaje intransferible de regreso desde Isla de Pascua, que permita el cumplimiento efectivo del plazo dispuesto en el artículo 5.

c) Reserva en establecimiento autorizado para prestar servicios de alojamiento turístico, que acredite el lugar donde permanecerán durante su estadía en Isla de Pascua, o carta de invitación con alojamiento de alguna de las personas contempladas en el artículo 6 o de una persona perteneciente al pueblo rapa nui. El reglamento regulará la forma de autorización de estos alojamientos y el modo en que serán difundidos a las personas que lo requieran.

Artículo 8.- Requisitos especiales de ingreso. Para ingresar al territorio especial de Isla de Pascua en alguno de los casos señalados en el artículo 6 se deberán exhibir documentos de nombramiento u otros antecedentes idóneos para acreditar tales circunstancias, de acuerdo con el reglamento de esta ley.

Artículo 9.- Obligación de informar. La persona que hubiere ingresado con la intención de permanecer por el plazo establecido en el artículo 5 y que, dentro de dicho plazo o de su prórroga, cumpliere alguno de los requisitos contemplados en el artículo 6 para extender su estadía, deberá dar aviso a la delegación en el plazo anteriormente señalado, acompañando los antecedentes a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 10.- Obligación de informar nómina de pasajeros y tripulantes. Las empresas de transporte aéreo o marítimo estarán obligadas a informar a la Policía de Investigaciones de Chile y a la delegación, dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde su arribo, la nómina que contenga la individualización de los pasajeros y tripulantes que ingresaron al territorio especial de Isla de Pascua en dicho arribo. 

Asimismo, se encontrarán obligados a informar, dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde el embarque, el listado de pasajeros registrado en sus nóminas que no se hayan presentado a embarcar en la oportunidad señalada en su billete de pasaje de regreso.

Título IV

Instrumentos de gestión de la capacidad de carga demográfica

Párrafo 1°

Decreto que establece la capacidad de carga demográfica

Artículo 11.- Decreto que establece la capacidad de carga demográfica. Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro del Medio Ambiente, se establecerá la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de latencia y saturación. Dicho acto deberá fundarse en el estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica establecido en el artículo 13, y deberá considerar los informes emitidos por los órganos de la Administración del Estado con competencia en la materia. 

El decreto que establece la capacidad de carga demográfica se publicará en el Diario Oficial y se difundirá a través de los demás mecanismos que el mismo prescriba. 

Artículo 12.- Vigencia y revisión del decreto. El decreto que establece la capacidad de carga demográfica deberá dictarse cada seis años.

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo de Gestión de Carga Demográfica podrá solicitar de manera fundada al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la revisión y modificación total o parcial de sus disposiciones, cuando los hechos o antecedentes que le sirvieron de fundamento hayan sufrido alteraciones significativas. 

Artículo 13.- Estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá realizar cada cinco años un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, que podrá ser elaborado en conjunto con otros órganos de la Administración del Estado pudiendo contratar con terceros en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.886. En la elaboración de dicho estudio se deberá considerar las capacidades locales existentes en el territorio especial a fin de contribuir con su participación a la ejecución de dicho estudio.

Este instrumento deberá establecer una fórmula para realizar los cálculos de capacidad de carga demográfica a que se refiere el artículo anterior. Para ello, considerará las características ambientales del territorio especial, las condiciones geográficas, demográficas, culturales, usos de suelo actuales y potenciales, disposición de residuos y demás pertinentes; y los niveles de flujo permanente y transitorio que el territorio especial puede soportar en un determinado período, entre otras consideraciones.

Artículo 14.- Plan de gestión de la capacidad de carga demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública elaborará y aprobará, a través de un decreto supremo, un plan de gestión de la carga demográfica para el territorio especial, mediante el cual se determinará el conjunto de políticas públicas destinadas a velar porque la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de latencia y saturación no sea superada. El plan deberá considerar los resultados del estudio de gestión de capacidad de carga demográfica vigente.

Deberán participar en su elaboración todos aquellos órganos de la Administración del Estado que, en atención a sus competencias, resulte pertinente convocar, especialmente el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio del Medio Ambiente y la municipalidad de Isla de Pascua. 

El plan tendrá una vigencia de cuatro años y será vinculante, en lo que corresponda, para la municipalidad, ministerios, servicios públicos y demás órganos de la Administración del Estado que operen en Isla de Pascua, los cuales deberán informar semestralmente acerca del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas, dentro del ámbito de sus competencias. El plan podrá ser revisado al segundo año de vigencia.

Artículo 15.- Operaciones de transporte. Con la finalidad de velar para que la capacidad de carga demográfica del territorio no sea superada, aquellos órganos de la Administración del Estado con competencia en materias relacionadas con la operación de las empresas de transporte marítimo o aéreo deberán observar especialmente lo establecido en los instrumentos de gestión de la capacidad de carga demográfica y en el decreto supremo a que se refiere el artículo 11.

Párrafo 2°

Registro y monitoreo

Artículo 16.- Registro y monitoreo. La delegación será responsable de monitorear y mantener actualizado un registro de flujos de ingreso y salida de personas y de su permanencia en el territorio especial, información que deberá ser remitida cada dos meses a la municipalidad de Isla de Pascua, al Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua y a cualquier otra autoridad que determine pertinente.

Un reglamento expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública fijará las normas relativas a la administración del registro, al tratamiento de la información y a todas aquellas normas necesarias para su correcto funcionamiento. 

Párrafo 3°

Declaración de latencia

Artículo 17.- Declaración de latencia. Cuando se advierta que se ha superado la capacidad de carga demográfica fijada para la latencia en el decreto respectivo, la delegación lo informará en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que a través de un decreto supremo declarará la latencia del territorio especial.

La declaración de latencia producirá los efectos temporales a que se refiere el artículo siguiente. El decreto supremo a que hace referencia el inciso anterior, deberá contener el plazo de vigencia de la declaración de latencia, el cual será prorrogable. En cualquier caso, este plazo y sus prórrogas no podrán superar la vigencia del decreto a que hace referencia el artículo 11.

Artículo 18.- Efectos temporales originados por la declaración de latencia. En virtud de la declaración de latencia, se producirán los siguientes efectos: 

a) Las personas que hubieren ingresado al territorio especial de conformidad a lo establecido en el artículo 5, no podrán celebrar contratos de trabajo ni ejercer actividades económicas de manera independiente, de acuerdo con lo dispuesto en la letra g) del artículo 6. Tampoco se admitirá invocar la causal dispuesta en dicho literal, para el ingreso de otras personas a la Isla.

b) Los trabajadores contratados a plazo fijo deberán hacer abandono del territorio especial una vez vencido éste y no podrán celebrar un nuevo contrato, prorrogar los que se encontraren vigentes ni ejercer nuevas actividades económicas de manera independiente en la Isla de Pascua.

No se aplicará esta restricción a las prórrogas de empleos a contrata de funcionarios públicos, personal contratado por los órganos o empresas del Estado, personas que ejerzan una función pública y funcionarios del Poder Judicial. Lo mismo se extiende para los contratos a honorarios, siendo el órgano respectivo quien debe evaluar la necesidad de extenderlos para el cumplimiento de sus funciones.

c) Los ascendientes e hijos mayores de edad de las personas habilitadas en las letras c), d), f) y g) del artículo 6 que ingresen al territorio especial en período de latencia no podrán permanecer por sobre el plazo establecido en el artículo 5, salvo que exista una relación de dependencia acreditada de acuerdo al reglamento.

En relación a las causales establecidas en el literal a) y b) del presente artículo, la delegación presidencial provincial podrá autorizar, en casos graves y calificados, la prórroga de contratos a plazo fijo, la celebración de nuevos contratos o el ejercicio de actividades económicas independientes, en los términos del artículo 6 letra g).

Se considerarán casos graves y calificados aquellos que afecten la continuidad de servicios básicos y esenciales para la comunidad, o la necesidad de intervenciones específicas en razón de la situación de latencia.

d) Los padres e hijos mayores de edad del cónyuge, conviviente civil o de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui que ingresen al territorio especial una vez declarada la latencia no podrán permanecer por sobre el plazo establecido en el artículo 5, salvo que exista una relación de dependencia acreditada de acuerdo al reglamento.

Párrafo 4°

Declaración de saturación

Artículo 19.- Declaración de saturación. Cuando se advierta que se ha superado la capacidad de carga demográfica fijada para la saturación en el decreto señalado en el artículo 11, la delegación, en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas, lo informará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que a través de un decreto supremo declarará la saturación del territorio especial.

La declaración de saturación producirá los efectos temporales a que se refiere el artículo siguiente. El estado de saturación tendrá una vigencia de un año prorrogable de manera sucesiva mientras duren las circunstancias fundantes y no podrá superar la vigencia del decreto a que hace referencia el artículo 11.

Artículo 20.- Efectos temporales originados por la declaración de saturación. El decreto que declare la saturación del territorio especial de Isla de Pascua producirá los siguientes efectos, los que serán adicionales a los prescritos en el decreto que declara la latencia: 

a) Reducir a un máximo de treinta días el plazo para hacer abandono del territorio especial en los casos de las letras b), g) y h) del artículo 6.

b) Fijar el plazo máximo de permanencia, que en ningún caso podrá ser superior a veinte días. 

Estas medidas se aplicarán proporcionalmente, considerando la magnitud de la superación de la capacidad de carga establecida en el decreto respectivo y los efectos sociales y económicos que las medidas generarán.

Artículo 21.- Obligación de las empresas de transporte de pasajeros. Declarado el estado de saturación, las empresas marítimas o aéreas de transporte de pasajeros deberán adecuar la oferta de su servicio de forma tal que la estadía de los usuarios en Isla de Pascua no supere el tiempo fijado por el decreto, en virtud de lo establecido en la letra b) del artículo anterior. La medida no afectará a los pasajeros que hubieren adquirido su billete de pasaje con anterioridad a la vigencia de la resolución. 

Título V

De los organismos responsables

Párrafo 1°

Ministerio del Interior y Seguridad Pública

Artículo 22.- Funciones y atribuciones. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la delegación:

a) Solicitar y recibir los avisos de término de contrato por parte de los empleadores, de acuerdo a lo previsto en el artículo 6.

b) Recibir autodenuncias y denuncias del Consejo de Gestión de Carga Demográfica, respecto de aquellas personas que se encuentren en infracción de la ley.

c) Otorgar la prórroga establecida en el artículo 5, cuando corresponda.

d) Aplicar las sanciones establecidas en el Título VI, cuando corresponda.

e) Administrar el registro a que se refiere el artículo 16.
f) Realizar el monitoreo de los flujos de personas, de conformidad con lo señalado en el artículo 16.
g) Supervigilar el cumplimiento de esta ley. Lo anterior procederá sin perjuicio de las atribuciones que se le otorgan a la Policía de Investigaciones de Chile.

h) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezca la ley. 

Párrafo 2°

Policía de Investigaciones de Chile

Artículo 23.- Funciones. Corresponderá a la Policía de Investigaciones de Chile:

a) Verificar el cumplimiento de los requisitos de ingreso a Isla de Pascua y de permanencia en ella, cuando se cumplan los supuestos establecidos en la presente ley.

b) Fiscalizar el cumplimiento de esta ley en el ejercicio de sus atribuciones, en coordinación, en lo que corresponda, con la Gobernación. 

c) Entregar periódicamente a la delegación la información relativa al registro señalado en el artículo 16, de acuerdo a lo que establece esta ley y su reglamento. 

d) Ejecutar la medida de expulsión en los casos que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 

Párrafo 3°

Consejo de Gestión de Carga Demográfica

Artículo 24.- Consejo de Gestión de Carga Demográfica. Créase el Consejo de Gestión de Carga Demográfica (en adelante “el Consejo”), cuya función será colaborar con los organismos responsables en las materias relacionadas con la residencia y permanencia de personas en Isla de Pascua y su traslado a ella.

Artículo 25.- Composición. El Consejo estará integrado por los siguientes miembros:

a) El alcalde de Isla de Pascua.

b) Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, uno de los cuales deberá ser el presidente del Consejo de Ancianos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 68 de la ley N° 19.253.

c) Tres representantes del pueblo rapa nui. 

Los consejeros tendrán dicha calidad mientras se mantengan ocupando los cargos singularizados. 

El presidente del Consejo será designado por mayoría absoluta de sus miembros. 

Artículo 26.- Funciones y atribuciones. El Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Conocer, en la elaboración del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, de los términos de referencia o bases de licitación, cuando corresponda, así como aportar antecedentes, realizar observaciones y recomendar su aprobación o desaprobación al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y en general, aportar antecedentes y realizar observaciones durante la ejecución del contrato, si lo hubiere.

En dicha labor podrá recoger los planteamientos e inquietudes de las personas que habiten en el territorio especial.

b) Conocer el plan de gestión de carga demográfica y pronunciarse sobre él dentro del plazo de sesenta días contado desde su recepción, informándolo favorablemente o formulando observaciones.

c) Solicitar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la revisión de los antecedentes de hecho que sirvieron de fundamento para la dictación del decreto que establece la capacidad de carga demográfica, de conformidad con lo establecido en el artículo 12.

d) Proponer al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la adopción de medidas para normalizar los niveles de carga demográfica.

e) Informar a los jefes de servicio de conformidad con lo establecido en la letra c) del artículo 6 cuando sea requerido.

f) Denunciar ante la delegación aquellas infracciones a la presente ley de que tome conocimiento.

g) Emitir opinión, a requerimiento del interesado, sobre la solicitud de patentes comerciales ante la municipalidad de Isla de Pascua.

h) Las demás funciones y atribuciones que le entregue la ley. 

Artículo 27.- Reglas de funcionamiento. El quórum para sesionar será de la mayoría de los miembros en ejercicio y los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros asistentes. En caso de empate resolverá el presidente del Consejo o quien lo reemplace, según lo establezca el reglamento. 

El Consejo deberá sesionar a lo menos una vez al mes. Sus sesiones serán convocadas por su presidente 

Las sesiones serán públicas, salvo que sean declaradas reservadas por el presidente del Consejo a fin de tratar asuntos que puedan afectar los derechos de las personas o contener datos de carácter personal o sensible, de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

El Consejo determinará las normas para su adecuado funcionamiento mediante un reglamento interno.

Artículo 28.- Secretaría ejecutiva. El Consejo contará con una secretaría ejecutiva, radicada en la delegación, que estará a cargo de un funcionario del Servicio de Gobierno Interior con desempeño en ella.

Corresponderá a la secretaría ejecutiva coordinar las sesiones del Consejo, levantar acta de los acuerdos adoptados, publicarla en el sitio electrónico de la Gobernación, elaborar una memoria que resuma las actividades realizadas durante el año y, en general, realizar todas aquellas funciones que sean necesarias para el cumplimiento de los fines establecidos en la presente ley, como por ejemplo hacer difusión de las sesiones, en lengua Rapa Nui, de los acuerdos de las decisiones y del alcance de estas en la vida de las personas que habitan Rapa Nui.

Artículo 29.- Apoyo técnico para el funcionamiento del Consejo. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la delegación, prestar el apoyo técnico, profesional y administrativo que sea menester para el funcionamiento del Consejo y de su secretaría ejecutiva, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

Además, la delegación facilitará una sala o espacio adecuado y todo lo necesario para la realización de las sesiones del Consejo. 

Artículo 30.- Dietas de los consejeros y gastos de funcionamiento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) del artículo 25, percibirán una dieta mensual equivalente a 2 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de lo anterior, tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente al citado monto por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo, o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, las que se pagarán conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo. Con todo, los consejeros no podrán percibir mensualmente, por concepto de las dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 6 unidades tributarias mensuales.

En el caso de los miembros del Consejo singularizados en las letras b) y c) del artículo 25, la dieta indicada en el inciso anterior será compatible con cualquier otro ingreso que perciban.

Para efectos de la percepción de la dieta, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por un médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el presidente del Consejo o la secretaría ejecutiva. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del Consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos propios de las funciones del Consejo o cargo que desempeñen, de conformidad a la ley.

Artículo 31.- Deber de abstención. Los consejeros deberán informar inmediatamente de cualquier circunstancia que pudiere generar un conflicto de interés, restarles imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal. 

Ningún consejero podrá tomar parte en la discusión y votación de asuntos en que él o sus parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, tengan interés.

Se entenderá que existe dicho interés cuando su resolución afecte moral o pecuniariamente a las personas referidas en el presente artículo.

La infracción del presente artículo se sancionará conforme a lo dispuesto en el artículo 36, en relación con el artículo 41 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Para estos efectos, será competente el Tribunal Electoral de la región de Valparaíso.

Artículo 32.- Reglas en materia de probidad. Para efectos del artículo anterior, se entenderá por conflicto de interés lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 1 de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

Asimismo, los consejeros deberán efectuar una declaración anual de intereses y patrimonio en los términos de los Capítulos 1° y 2° del Título II de la antes citada norma legal.

El Subsecretario del Interior deberá verificar que todos los consejeros efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.

Además, el Subsecretario del Interior deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que dispone el reglamento a que se refiere la ley N° 20.880, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por los declarantes e informarles de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquellas.

Artículo 33.- Normas no aplicables a los consejeros. A los consejeros no les serán aplicables las normas que rigen a los funcionarios públicos, salvo en materia de probidad administrativa y responsabilidad civil y penal.

Título VI

Infracciones y sanciones

Párrafo 1°

Infracciones

Artículo 34.- Infracciones menos graves. Incurren en infracciones menos graves:

a) Las empresas de transporte marítimo o aéreo que no informen oportunamente el listado de pasajeros o la tripulación, o proporcionen información inexacta o incompleta, de acuerdo a lo previsto en el inciso primero del artículo 10.

b) Las empresas de transporte marítimo o aéreo que no informen a la autoridad sobre el no embarque de un pasajero que debía hacerlo de acuerdo al inciso segundo del artículo 10.

c) Quienes no cumplan oportunamente con las obligaciones de informar contenidas en el artículo 9. 

d) El empleador que no cumpla con la obligación de informar prevista en el párrafo tercero de la letra g) del artículo 6.

Artículo 35.- Infracciones graves. Incurren en infracciones graves: 

a) Las empresas de transporte marítimo o aéreo que, durante el estado de saturación, vendan billetes de pasajes por períodos superiores a los establecidos en el decreto que lo declara, de conformidad con lo establecido en la letra b) del artículo 20.

b) Las personas que ingresen al territorio especial incumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 7 o que permanezcan más tiempo del autorizado en el artículo 5, salvo que su permanencia se deba al incumplimiento de la respectiva empresa de transporte.

c) Las personas que, habiendo perdido alguna de las calidades establecidas en el artículo 6, permanezcan más tiempo del permitido. Respecto de las personas mencionadas en las letras c), d), g) y h) del artículo 6, no les será aplicable esta sanción cuando su permanencia se deba al incumplimiento por parte del empleador de su obligación de costear el billete de pasaje de regreso.

d) El empleador o trabajador que celebre un contrato de trabajo en período de latencia o saturación, en contravención con las disposiciones de la presente ley.

e) El empleador que incumpla con su obligación de costear el billete de pasaje de regreso del trabajador y su familia según lo dispuesto en las letras d) y g) del artículo 6.

f) Quienes elaboren y/o proporcionen documentación falsa o adulterada, o celebren un contrato o aleguen una situación de hecho con la finalidad de burlar las disposiciones de la presente ley.

Párrafo 2°

De las sanciones

Artículo 36.- De las sanciones aplicables por las infracciones menos graves. Las infracciones contempladas en el artículo 34 serán sancionadas: 

1) En el caso de la letra a), con una multa de 10 unidades tributarias mensuales por cada persona no informada.

2) En el caso de las letras b) y c), con multa 5 unidades tributarias mensuales. 

Artículo 37.- De las sanciones aplicables a las infracciones graves. Las infracciones contempladas en el artículo 35 serán sancionadas: 

1) En el caso de la letra a), con una multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales por billete de pasaje vendido o por persona no reconducida, según corresponda. 

2) En el caso de las letras b) y c), con el abandono del territorio especial y con una multa de 3 a 10 unidades tributarias mensuales por cada día de permanencia sin autorización. 

3) En el caso de las letras d) y e), con una multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales.

4) Tratándose de la infracción prevista en la letra f), con multa de 20 a 30 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las penas que correspondan por delitos contemplados en el Código Penal y otras leyes.

Artículo 38.- De la sanción de abandono. La sanción de abandono consiste en la orden de salida del territorio especial dispuesta mediante resolución fundada de la delegación, bajo apercibimiento de expulsión, en caso de no ejecutarse en el plazo a que refiere el inciso siguiente.

La salida deberá producirse dentro del plazo de cinco días desde que se encuentre notificada la resolución que aplica la sanción, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo tercero del Título VII.

Artículo 39.- De la sanción de expulsión. La sanción de expulsión consiste en la orden de salida forzada del territorio especial dispuesta por la autoridad en el mismo acto en que decretó el abandono y para el caso que éste no fuere cumplido. 

Artículo 40.- De la sanción de prohibición de ingreso. Esta sanción consiste en la prohibición de volver a ingresar a Isla de Pascua por un período que no podrá ser inferior a un año ni superior a tres años, ordenada por la autoridad mediante resolución fundada. 

Esta sanción deberá establecerse en el mismo acto que decrete el abandono respecto de aquellos que incurran en alguna de las infracciones señaladas en las letras b) y c) del artículo 35.

En caso de reiteración, la prohibición de ingreso no podrá ser inferior a tres ni superior a cinco años.

Artículo 41.- Responsabilidades. Las sanciones que se apliquen en virtud de esta ley procederán sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que derive de los mismos hechos.

Artículo 42.- De las atenuantes y agravantes. Se considerarán como agravantes la reiteración de la infracción y el haberla cometido en períodos de latencia y de saturación. 

Se considerarán como atenuantes no haber sido sancionado previamente por infracciones a la presente ley y haberse autodenunciado antes del inicio del procedimiento administrativo. En el caso de la autodenuncia, la atenuante sólo procederá cuando la persona suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin de inmediato a los mismos.

Además, para determinar la multa aplicable deberá considerarse el perjuicio ocasionado y el beneficio obtenido por el infractor. 

Párrafo 3°

De la prescripción

Artículo 43.- Prescripción de la acción. La acción para perseguir la responsabilidad por las infracciones establecidas en la presente ley prescribirá en el plazo de cinco años, contado desde que se hubiere cometido el hecho o configurado la omisión. No obstante, si existieren hechos constitutivos de delito, la acción prescribirá conjuntamente con la acción penal.

La prescripción se suspenderá desde la notificación de la formulación de cargos, y se interrumpirá, perdiéndose el tiempo transcurrido, en el evento de incurrirse en una nueva infracción.

Si la duración del procedimiento sancionatorio excediere los seis meses, sin considerar la fase de impugnación, el cómputo del plazo de prescripción continuará corriendo como si no se hubiere suspendido.

Artículo 44.- Prescripción de sanciones. La sanción de multa prescribirá en el plazo de un año, contado desde la fecha en que se notifique la resolución firme que la imponga. Las sanciones de abandono, de expulsión y de prohibición de ingreso prescribirán en el plazo de tres años, contado desde que se notifique la resolución firme que las adopte.

Título VII

Procedimiento para la aplicación de sanciones

Párrafo 1°

Normas generales de procedimiento

Artículo 45.- Competencia. Corresponderá a la delegación el ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en esta ley. 

En el caso de las empresas aeronáuticas y marítimas de transporte de pasajeros, se seguirá lo dispuesto en el Título XII de la ley N° 18.916, que aprueba el Código Aeronáutico, y lo dispuesto en el decreto supremo N° 1340 Bis, de 1941, que fija el Reglamento General de Orden, Seguridad y Disciplina en las Naves y Litoral de la República, en todo aquello que resulte pertinente. Para ello, la delegación deberá informar los antecedentes constitutivos de la infracción a la autoridad competente. 

Artículo 46.- Legislación aplicable. Las sanciones establecidas se tramitarán conforme al procedimiento especial regulado en esta ley, y supletoriamente por la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. 

Artículo 47.- Derechos de los niños, niñas y adolescentes. Los órganos del Estado a que se refiere esta ley, en las decisiones y actuaciones para su aplicación, deberán considerar el interés superior del niño y el pleno respeto de los derechos que le son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las leyes.

Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser oído y debidamente considerado, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los procedimientos o actuaciones previstas en esta ley en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pudiere afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, administrativo y comunitario, según el procedimiento establecido en el reglamento.

Ante la posible afectación a los intereses de los niños, niñas y adolescentes por la dictación de una eventual medida de expulsión o abandono que les afecte directamente a ellos, a las personas que tienen a su cargo el cuidado personal de los mismos, o a quienes tienen el derecho a mantener una relación directa y regular con éstos, el órgano instructor podrá solicitar un informe psicosocial actualizado del niño, niña o adolescente, que dé cuenta de los posibles efectos de la aplicación de la medida. Informe que también podrá ser aportado por el interesado, de conformidad a las disposiciones pertinentes de la ley que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


El resultado del informe no será vinculante para efectos de la resolución de la delegación.

Párrafo 2°

Procedimiento general

Artículo 48.- Procedimiento. El ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en la presente ley se regirá por las siguientes reglas:

1. El procedimiento se iniciará por la delegación de oficio, o por autodenuncia del infractor o por denuncia fundada del Consejo de Gestión de Carga Demográfica, ante aquélla.

En caso que el procedimiento se inicie a través de denuncia del Consejo, ésta deberá contener una descripción clara y detallada de los hechos concretos que la motivan, precisando la fecha de su comisión, la norma infringida y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor, además de cualquier otro antecedente que permita fundamentar su petición. Iguales requisitos deberá cumplir la autodenuncia, en cuanto fueren procedentes.

El delegado presidencial provincial de Isla de Pascua dará curso a esta denuncia si ella cumple con los requisitos señalados en el inciso precedente. De lo contrario, será declarada inadmisible y se procederá a su archivo mediante resolución fundada, sin perjuicio de su facultad de proceder de oficio. Declarada admisible la denuncia, se procederá conforme al número 3 de este artículo.

2. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución que le ponga término, salvo respecto de las personas en contra de quienes se dirige la investigación, las que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.

3. El procedimiento se iniciará con la resolución que ordena la apertura del expediente administrativo, la que deberá contener la norma que se estima infringida y el plazo para que el presunto infractor evacue sus descargos. Este acto deberá notificarse personalmente, por un funcionario de Carabineros de Chile, quien deberá dejar testimonio escrito de su actuación en el mismo expediente. 

4. Las notificaciones se harán por escrito en el domicilio que conste en el procedimiento y serán efectuadas por un funcionario de la delegación o de Carabineros de Chile, según instruya el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua. 

Sin perjuicio de lo anterior, el delegado presidencial provincial podrá establecer otras formas de notificación que fueren convenientes para una mejor comunicación de las resoluciones, siempre que la persona así lo solicite y se condiga con la naturaleza del acto administrativo.

5. El afectado tendrá el plazo de diez días, contado desde la respectiva notificación, para efectuar sus descargos ante la delegación. En el mismo escrito deberá acompañar todos los medios de prueba de que disponga y fijar domicilio conocido dentro del territorio especial, bajo apercibimiento de tenerse por notificado en la fecha de emisión de la resolución.

6. Evacuado el traslado o transcurrido el plazo otorgado para ello, el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso y sean éstos de pública notoriedad, o estime fundadamente que son suficientes para resolver. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo podrá ampliarse por resolución fundada, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. 

7. El delegado presidencial provincial de Isla de Pascua, de oficio o a petición de parte, dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que resulten pertinentes. 

8. Los hechos investigados podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, la que se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica.

9. Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua emitirá, dentro de cinco días hábiles, una resolución fundada mediante la cual absolverá o aplicará la sanción que corresponda.

Esta resolución deberá contener la individualización de el o los sujetos investigados, la relación de los hechos, los medios de prueba utilizados, la forma en que los hechos se han acreditado y, según corresponda, la sanción a ser aplicada o la decisión de absolución. 

10. La notificación del acto administrativo que imponga una sanción será notificada personalmente por un funcionario de Carabineros de Chile, quien deberá entregar copia de la resolución.

11. Contra la resolución que ponga fin a la instancia administrativa ante la delegación podrán deducirse los recursos que contempla esta ley. 

Párrafo 3°

Recursos

Artículo 49.- Incompatibilidad. En caso que el afectado interponga ante el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua un recurso de los establecidos en este párrafo, no podrá deducir igual pretensión ante los tribunales de justicia mientras aquél no haya sido resuelto. 

Interpuesto un recurso ante la delegación, se entenderá interrumpido el plazo para ejercer el recurso o acción jurisdiccional. Dicho plazo volverá a contarse desde la fecha en que se notifique al recurrente del acto administrativo resolutivo.

Interpuesta alguna acción jurisdiccional en contra de una resolución de la delegación, este organismo deberá abstenerse de conocer cualquier recurso administrativo sobre la misma pretensión y por los mismos hechos que motivaron la acción judicial.

Artículo 50.- Efectos suspensivos. Se suspenderán los efectos de la resolución impugnada por la sola interposición de alguno de los recursos administrativos contemplados en esta ley.

Artículo 51.- Reposición administrativa. El recurso de reposición administrativa procederá respecto de las resoluciones dictadas por la delegación que recaigan sobre cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley. 

El recurso de reposición deberá interponerse ante la delegación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la resolución recurrida. 

Artículo 52.- Recurso jerárquico. El recurso jerárquico sólo será procedente en caso de abandono, expulsión y prohibición de reingreso.

El recurso jerárquico deberá interponerse conjuntamente con el de reposición contemplado en el artículo precedente, para el caso que éste sea rechazado. 

La tramitación del recurso jerárquico se realizará mediante medios electrónicos, por lo cual, en caso que se haya dictado un acto administrativo que rechaza el recurso de reposición del artículo 51, el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua deberá remitir dentro de veinticuatro horas copia digital íntegra del expediente a la Subsecretaría del Interior. El Subsecretario del Interior conocerá del recurso y resolverá dentro del plazo establecido en el artículo siguiente.

Una vez resuelto el recurso jerárquico, éste será remitido por medios electrónicos a la delegación, la que deberá notificar la resolución administrativa conforme a las reglas establecidas en el numeral 4 del artículo 48, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 5 del referido artículo, según sea el caso.

Artículo 53.- Plazo de la autoridad administrativa para resolver. El delegado presidencial regional deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la interposición del recurso de reposición. 

En su caso, el Subsecretario del Interior deberá resolver el recurso jerárquico dentro de los quince días hábiles siguientes contados desde la recepción de los antecedentes remitidos de conformidad con el inciso segundo del artículo 52.
En caso que la autoridad correspondiente no se hubiere pronunciado dentro de plazo, el recurrente podrá solicitar la emisión del certificado a que se refiere el inciso segundo del artículo 65 de la ley N° 19.880.

Artículo 54.- Reclamación jurisdiccional. En caso de rechazo de la impugnación administrativa, se podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones competente dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la resolución que rechaza el recurso administrativo o desde la fecha que conste en el certificado emitido conforme al artículo precedente.



La Corte pedirá informe a la autoridad respectiva, el cual deberá ser emitido dentro de los cinco días hábiles siguientes. Recibido el informe, la Corte resolverá el reclamo en única instancia, dentro de los treinta días siguientes. Este plazo se entenderá prorrogado por diez días en caso de ordenarse medidas para mejor resolver.

En lo no expresamente previsto en este artículo, la tramitación de la reclamación se sujetará al procedimiento regulado en el Título Final de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior. 

Párrafo 4°

Ejecución y efectos de las sanciones

Artículo 55.- Ejecución de la sanción de multa. La resolución administrativa que establezca el pago de una multa tendrá mérito ejecutivo.

Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República o en alguna institución bancaria en convenio con dicho servicio, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución que las imponga, plazo que se suspenderá por la presentación de recursos.

El pago de la multa deberá ser acreditado en la delegación dentro de los diez días siguientes a éste, acompañando el comprobante respectivo, lo que podrá efectuarse en conformidad a lo que disponga el reglamento.

El retardo en el pago de toda multa devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Si transcurrido el plazo de diez días no estuviere acreditado el pago de la multa, la delegación entregará los antecedentes al juzgado de policía local respectivo. Este tribunal podrá decretar orden de arresto en contra del infractor a razón de un día o una noche por cada quinto de unidad tributaria mensual, con un máximo de quince jornadas diarias, diurnas o nocturnas. Dichas medidas podrán ser decretadas en forma total o parcial, o en determinados días de la semana, especificando duración, lugar y forma de cumplir con lo decretado. 

Despachada una orden de arresto, no podrá suspenderse o dejarse sin efecto sino por orden del tribunal que la dictó o por el pago de la multa, más intereses y reajustes.

Artículo 56.- Destino de la multa. El importe de las multas aplicadas de acuerdo al procedimiento regulado en este Párrafo quedará a beneficio de la delegación y se destinará exclusivamente para el financiamiento de actividades de fiscalización de dichas infracciones.

Artículo 57.- Ejecución de la medida de abandono. La sanción de abandono deberá ejecutarse dentro del plazo de cinco días contado desde su notificación. Si transcurrido el plazo la persona sancionada no abandona el territorio especial, la delegación ejecutará la medida de expulsión.

Artículo 58.- Ejecución de la medida de expulsión. Una vez que se encuentre firme la resolución que dispone la expulsión sin que se haya cumplido la sanción de abandono en el plazo establecido, corresponderá su ejecución a la Policía de Investigaciones de Chile. Para estos efectos, se procederá a la detención de la persona por un plazo no superior a doce horas.

La detención se llevará a cabo en dependencias de la Policía de Investigaciones de Chile. La persona sancionada se mantendrá separada de toda la población penal, y se dará cumplimiento a los estándares sanitarios y de habitabilidad adecuados. 

Vencido el plazo señalado en el inciso primero sin que se materialice la medida de expulsión, la Policía de Investigaciones de Chile deberá poner inmediatamente a la persona a disposición del juzgado de garantía competente, con el objeto de que conozca y resuelva sobre la aplicación de la medida cautelar contemplada en la letra c) del artículo 155 del Código Procesal Penal, a efectos de asegurar el cumplimiento de la medida de expulsión. 

Artículo 59.- Revocación y suspensión de oficio. La medida de expulsión podrá ser revocada o suspendida temporalmente en cualquier momento, de oficio por la misma autoridad que la dictó y sólo por resolución fundada.

Título VIII

Otras disposiciones

Artículo 60.- Reglas especiales para el transporte público y privado de pasajeros en Isla de Pascua. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para establecer condiciones y exigencias específicas para los servicios de transporte público y privado remunerado de pasajeros en Isla de Pascua, exceptuarlos del cumplimiento de determinada normativa reglamentaria, y establecer otros requisitos de circulación que tiendan al ordenamiento y cuidado del territorio especial. 

Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer que las inscripciones que se autoricen en el territorio especial al amparo de la ley N° 20.867, que suspende por el Plazo de Cinco Años la Inscripción de Taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, otorguen prioridad a personas que pertenezcan al pueblo rapa nui, según lo dispuesto en el artículo 66 de la ley N° 19.253.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 113 de la ley N° 18.290, de Tránsito, en los casos en que se declare latencia o saturación de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17 y 19 de la presente ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá decretar medidas de restricción a la circulación de vehículos motorizados, con excepción de los vehículos de emergencia. Estas restricciones sólo podrán decretarse y extenderse durante la vigencia de los estados de latencia o saturación.

Un reglamento, que será dictado en el plazo de ciento veinte días, determinará las condiciones, exigencias y plazos para la aplicación de las reglas especiales de los incisos precedentes a los vehículos que se encuentren prestando servicios de transporte remunerado de pasajeros, público o privado, en el territorio especial a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 61.- Realización de trámite y solicitud de autorizaciones. Las autorizaciones y demás trámites que se requieran para prestar servicios de transporte remunerado de pasajeros podrán ser realizados a través de la delegación, la que deberá gestionarla ante la Secretaría Regional de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Valparaíso por el medio más expedito de que disponga.

Artículo 62.- Mediante uno o más decretos supremos expedidos por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se aprobarán los reglamentos necesarios para la ejecución de la presente ley, los que serán suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, el Ministro Secretario General de la Presidencia, el Ministro de Desarrollo Social y el Ministro de Medio Ambiente. Respecto del reglamento señalado en el artículo 60 de esta ley, éste deberá ser expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que será suscrito además por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, el Ministro de Hacienda y el  Ministro de Medio Ambiente.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- El primer decreto que establezca la capacidad de carga demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua deberá dictarse dentro de los ciento veinte días contados desde la publicación de la presente ley. Este decreto podrá fundarse en estudios que hubieren sido realizados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública considere pertinentes. 

La presente ley entrará en vigencia el primer día del quinto mes siguiente al de su publicación. 

Artículo segundo.- El primer plan de gestión de carga demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua deberá ser elaborado en el término de noventa días, contado desde la entrada en vigencia de esta ley. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 14 se considerarán los resultados del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica vigente a esa fecha.

Artículo tercero.- Quienes tengan domicilio en Isla de Pascua con anterioridad al 24 de enero de 2016 tendrán el plazo de seis meses, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en el artículo 6.

Aquellas personas señaladas en el inciso anterior, que no cumplan con alguno de los requisitos habilitantes establecidos en el artículo 6 dispondrán del mismo plazo para solicitar autorización a la Gobernación con el fin de permanecer en Isla de Pascua. La autorización procederá previo informe del Consejo.

Las personas señaladas en los incisos anteriores se entenderán habilitadas para permanecer y residir en Isla de Pascua mientras conserven la residencia y el ánimo de permanecer en el territorio especial.

Quienes hayan establecido domicilio en Isla de Pascua con posterioridad a la fecha establecida en el inciso primero tendrán el plazo de seis meses, desde la entrada en vigencia de esta ley, para dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 6. A estas personas se les aplicarán íntegramente los efectos previstos en la presente ley en caso de perder alguna de estas circunstancias habilitantes. 

Artículo cuarto.- Para la realización del primer estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica no se aplicará lo dispuesto en la letra a) del artículo 26 de la presente ley. 

Artículo quinto.- En tanto no entre en vigencia una ley que cree como instancia de representación permanente un Consejo del Pueblo Rapa Nui, los cargos señalados en la letra c) del artículo 25 serán provistos de la siguiente forma:

1. Un cargo de consejero corresponderá al representante del pueblo rapa nui ante el órgano establecido en la letra d) del artículo 41 de la ley N° 19.253, mientras se mantenga en dichas funciones.

2. Dos cargos de consejeros corresponderán a las personas que hayan obtenido las votaciones más altas en la última elección de comisionados de la Comisión de Desarrollo para Isla de Pascua, descontadas aquellas que correspondan a las personas que hubieran resultado electas como comisionados, y por el mismo período para el que hayan sido electos estos últimos.

Una vez que sea creado por ley un Consejo del Pueblo Rapa Nui, los representantes que se elijan para conformarlo integrarán por ese solo hecho el Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a contar de la fecha en que asuman sus cargos, reemplazando desde la siguiente sesión a los consejeros mencionados en el inciso precedente, si estos hubieren llegado a integrarlo.

Artículo sexto.- Mientras no asuman los Gobernadores Regionales electos, conforme a la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, las disposiciones que establece la ley referidas a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.

Artículo séptimo.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 3 y 9 de agosto, y 11 y 18 de octubre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena von Baer Jahn, y señores Carlos Bianchi, Francisco Chahuán Chahuán (Alberto Espina), Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Andrés Zaldívar Larraín (Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto).


Sala de la Comisión, a 7 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario de la Comisión.
______________________

1 Ley N° 19.300, Bases Generales del Medio Ambiente
2 Ley N° 16.441, Crea el Departamento de Isla de Pascua
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS A RESIDIR, PERMANECER Y TRASLADARSE HACIA Y DESDE EL TERRITORIO ESPECIAL DE ISLA DE PASCUA

(10.683-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de la División Desarrollo Regional, señor Rodrigo Suazo; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Eduardo Jara; los asesores, señores Gustavo Paredes y José Luis Donoso, y las Abogadas del Ministerio, señoras Johanna Villablanca y María José Espejo.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

De la Dirección de Presupuestos, el Jefe del Sector Seguridad Pública, señor Luis Riquelme.

El asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la Jefa de Gabinete, señora Kareen Herrera, y la Asesora de Prensa, señora Andrea del Pilar Gómez.

Del Comité Partido Por la Democracia, el Periodista, señor Gabriel Muñoz.

De la Fundación Jaime Guzmán, los asesores legislativos, señores Diego Vicuña y Carlos Oyarzún.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado sobre el particular por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.
- - -





De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 13, 14, 16, 23, 24, 28, 29, 30, 36, 37 y 56 permanentes, y séptimo transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Regular la forma en que se ejercerán los derechos a residir, permanecer y trasladarse -hacia y desde- el Territorio Especial de Isla de Pascua.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, inició una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

I. ANTECEDENTES

1. Reforma constitucional (2007) que crea los territorios especiales de Juan Fernández e Isla de Pascua, incorporando el artículo 126 bis a la Constitución (Ley N° 20.193).

2. Reforma constitucional (año 2012) que incorpora el inciso segundo al artículo 126 bis de la Constitución (Ley N° 20.573):

“Los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde cualquier lugar de la República, garantizados en el numeral 7º del artículo 19, se ejercerán en dichos territorios en la forma que determinen las leyes especiales que regulen su ejercicio, las que deberán ser de quórum calificado”.
II. PROBLEMÁTICAS EN ISLA DE PASCUA

1. Territorio finito: Isla de Pascua está situada en medio del Océano Pacífico, a 3.750 kilómetros de distancia. Su superficie alcanza 166 Km2, siendo  prácticamente la mitad  parque nacional (declarado en 1935, ocupando un 46,17%). Hoy, el 26% del territorio restante ha sido entregado a través de títulos de propiedad o títulos administrativos a favor de personas rapanui. 

2. Fragilidad medioambiental y extrema insularidad: el ecosistema existente en Isla de Pascua es particularmente frágil por su origen volcánico y particular aislamiento.

- Existe una compleja forma de abastecimiento hídrico, a través de cuencas subterráneas altamente sensibles a la salinización.

- Su aislamiento  extremo incorpora algunas complejidades para el abastecimiento de productos y el tratamiento de residuos sólidos.

- Permanente erosión del territorio y suelo rocoso dificultan nuevos asentamientos humanos.

3. Amenaza a la riqueza patrimonial material e inmaterial del pueblo Rapa Nui:

- El Parque Nacional Rapa Nui alberga más de 25.000 restos arqueológicos que ameritan una protección especial. A partir de 1995 UNESCO declaró la isla Patrimonio  de la Humanidad.

- La cultura viva del pueblo Rapa Nui, pueblo que representa aproximadamente al 60% de los habitantes de la isla, también requieren de una especial protección que les permita mantener vigente su lengua y cultura. 

4. Necesidad de regular el incremento de visitas turísticas: hoy existe un incremento exponencial de la actividad turística en Isla de Pascua. Si bien esto debe ser visto en términos positivos, las cifras deben hacernos pensar en cómo enfrentar esta realidad:

- Según registros de CONAF, en el año 2007 se recibieron 36.412 personas y en el año 2014, 65.064 visitas.

- Aumento de la cantidad de vuelos a la isla: durante el año 2006 (6 vuelos semanales) y al año 2016 (11 vuelos a la semana).

Continuó con la presentación el Jefe de la División Desarrollo Regional de la Subsecretaría del ramo, señor Rodrigo Suazo, exponiendo lo siguiente:
III. CONSULTAS  INDÍGENAS

1. Proceso participativo (2009): en el marco dl llamado “Convenio 169” recientemente suscrito y ratificado por el Estado de Chile, se realizó un proceso de consulta al pueblo rapa nui que finalizó el 24 de octubre de 2009 con un acto plebiscitario en donde participaron 704 personas, aprobando la opción de esta reforma el 96,3% de los votantes.

2. Consulta indígena (2015-2016): conforme a la legislación vigente, la medida legislativa fue consultada en sus ideas matrices a través de un proceso que duró 4 meses. 

La consulta finalizó el 24 de enero de 2016 con una histórica participación del pueblo rapa nui. Votaron 1.411 personas (71% del padrón registrado en CONADI), de ellas, un 97,7% a favor de la medida.

IV. IDEAS MATRICES DEL PROYECTO DE LEY

1. Regular la circulación de personas que ingresan a Isla de Pascua estableciendo un registro y monitoreo, requisitos y plazos máximos de permanencia (30 días como regla general).

2. Regular la permanencia y residencia en la isla: se establece que quienes cumplan con calidades habilitantes, basadas en relaciones de familia, laborales o actividades económicas, no tendrán la restricción de 30 días, pudiendo permanecer de manera indefinida en el territorio especial, mientras dure la calidad habilitante.

3. La ley no será aplicable a las personas que pertenezcan al pueblo Rapa Nui de conformidad con la ley N° 19.253.

4. Establecer instrumentos técnicos que midan la capacidad de carga de la isla y que permitan a la autoridad monitorear el comportamiento de los flujos de personas y adoptar medidas administrativas de control en caso de superarse ciertos límites (Estudio fue encargado a la Pontificia Universidad Católica de Chile y sus resultados se están entregando actualmente al pueblo rapa nui).

5. La ley no afectará a quienes hoy residen en la isla, estableciendo normas de vigencia que entreguen certeza a sus habitantes actuales.

V. ESTRUCTURA DEL PROYECTO DE LEY
CONTENIDOS ESPECÍFICOS

i. DISPOSICIONES GENERALES

- Toda persona tiene derecho a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial en la forma en que establece la presente ley.

- Los extranjeros, deberán asimismo dar cumplimiento a las normas establecidas en el decreto ley N°1.094 (Que establece Normas para Extranjeros en Chile).

- Las personas pertenecientes al pueblo rapa nui, no estarán afectas a las limitaciones que establece la presente ley, sin perjuicio de la aplicación de algunas sanciones.

ii. PERMANENCIA Y RESIDENCIA

- Por regla general, toda persona podrá permanecer 30 días en el territorio especial (art. 5) 

- Personas autorizadas para permanecer por sobre este plazo (art.6):

1. Padre o madre de una persona perteneciente al pueblo Rapa Nui.

2. El cónyuge conviviente civil o conviviente de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui.

3. Personas que ejerzan autoridad política o administrativa y el personal contratado por los órganos o empresas del Estado.

4. Personas que cumplan en el territorio funciones por cuenta de un concesionario de servicio público o empresa con un contrato con el Estado.

5. Personas que cumplan en el territorio funciones por cuenta de un concesionario de servicio público o empresa con un contrato con el Estado.

6. Precandidatos y candidatos inscritos ante el SERVEL.

7. Personas que desempeñen cargos de elección popular.

8. Trabajadores en virtud de un contrato de trabajo para desempeñarse en el territorio especial o quienes desarrollen alguna actividad económica independiente en dicho territorio.

9. Los investigadores que desarrollen proyectos apoyados o patrocinados por instituciones de educación superior del país o de CONICYT, que tenga por objeto de estudio aspectos relacionados con la Isla de Pascua.

iii. TRASLADO HACIA Y DESDE EL TERRITORIO ESPECIAL

- Requisitos para ingresar por el plazo de 30 días:

1. Cédula de identidad, pasaporte u otro documento idóneo de viaje.

2. Billete de pasaje intransferible de regreso.

3. Reserva de alojamiento turístico autorizado o carta de invitación con alojamiento.

- Requisitos para poder permanecer por sobre ese plazo: los antecedentes idóneos deberán ser establecidos en un reglamento. 

iv. INSTRUMENTOS DE GESTIÓN DE CARGA DEMOGRÁFICA

- Decreto Supremo (Ministerio del Interior y Seguridad Pública y el Ministerio del Medio Ambiente) establecerá la capacidad de carga del territorio especial, estableciendo periodos de latencia y saturación (vigencia de 6 años).

- Estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica: el Ministerio del Interior y Seguridad Pública ordenará la realización de un estudio que permitirá realizar los cálculos de capacidad de carga que soporta el territorio (vigencia de 5 años).

- Plan de gestión de la capacidad de carga demográfica: a través de una mirada de política pública, intentará coordinar a los diversos órganos públicos en la isla diseñando planes y programas (vigencia de 4 años).

- Declaraciones de latencia y saturación: a través un decreto, se declararán estado de latencia y saturación cuando se superen ciertos límites de capacidad de carga del territorio.

v. ORGANISMOS RESPONSABLES Y CONSEJO DE GESTIÓN DE CARGA DEMOGRÁFICA

- Ministerio del Interior y Seguridad Pública a través de la Gobernación Provincial de Isla de Pascua: ejecutará el cumplimiento de la ley, administrando el registro de flujos de personas, aplicando sanciones y demás gestiones.

- Ministerio del Interior y Seguridad Pública: responsable de los instrumentos de gestión de carga demográfica (estudio, plan y decretos).

- Policía de Investigaciones de Chile: verificar el cumplimiento de requisitos de ingreso y fiscalizar el cumplimiento de la ley.

- Consejo de Gestión de Carga Demográfica (nuevo): integrado por autoridades locales y representantes del pueblo rapa nui, buscará aportar en la construcción de los instrumentos técnicos y colaborará en el cumplimiento de la ley.

vi. INFRACCIONES Y SANCIONES

- Infracciones menos graves y graves:

1. Aplicable a las personas pertenecientes al pueblo rapa nui, en lo relativo a la sanción de multa.

2. La gravedad de la infracción viene determinada, entre otros aspectos, en consideración a si la conducta se realiza en período de latencia o saturación (proporcionalidad). 

- Sanciones: las sanciones aplicables consisten en multa, abandono del territorio especial, orden de salida o expulsión y prohibición de ingreso, aumentando el plazo de dicha prohibición en caso de reiteración.

- Procedimiento sancionatorio:

1. A cargo de la Gobernación Provincial de Isla de Pascua.

2. Reconocimiento a los derechos de niños y niñas.

3. Procedimiento garante de los derechos de los presuntos infractores.

4. Sistema de recursos que asegura la debida defensa. 

La abogada del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señora Johanna Villablanca, expresó que una de las materias que más debate generó, en su momento, fue si era necesario introducir un inciso segundo en el artículo 126 bis de la Constitución Política, decantándose, finalmente, por hacerlo, a pesar de que a juicio de varios expertos consultados resultaba suficiente lo dispuesto en el artículo 19 de la Carta Fundamental, que permiten al legislador restringir otros derechos con motivo de proteger la salud y el medio ambiente.

Enseguida, otro debate relevante fue acerca de la afectación de otros derechos que conlleva la limitación de la libertad de circulación, estudiándose y analizándose extensamente hasta llegar a la redacción que actualmente se propone en el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Montes observó que los fundamentos constitucionales de las medidas que limitan la libre circulación deben encontrarse muy claramente establecidos, dado que en el futuro podrían solicitarse para otros territorios del país.

El Honorable Senador señor Lagos observó que la reforma constitucional del año 2012 representa una novedad relevante en nuestro ordenamiento al permitir que leyes especiales regulen los derechos de residencia, permanencia y traslado, por lo que le preocupa que se haya resuelto correctamente lo relativo al permiso a permanecer por más de 30 días en la Isla de Pascua. Para ilustrar los riesgos involucrados, citó la letra b), en cuanto el cónyuge o un conviviente de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, puede residir por 30 años en el lugar, pero si pierden la calidad habilitante tendrían que dejar el territorio especial, lo que no parece razonable. Al mismo tiempo, la convivencia de hecho quién la definirá, se cuestionó.

El Honorable Senador señor García consultó detalles acerca del financiamiento de los gastos que involucra la iniciativa legal.

El Jefe del Sector Seguridad Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Luis Riquelme, señaló que el costo calculado para el primer año de implementación es de $1.371 millones y el costo en régimen alcanza a $242 millones anuales. Detalló que se incluyen diferentes gastos relacionados con personal, bienes y servicios de consumo, transferencias corrientes (estudio de la gestión de carga demográfica de Isla de Pascua), adquisición de activos como mobiliarios, equipos y camioneta para la Policía de Investigaciones e inversiones como la ampliación del cuartel de la misma PDI.

La abogada del Ministerio, señora Villablanca, explicó, acerca del concepto de convivencia de hecho, que se tomó la decisión de reflejar una interpretación amplia del concepto de familia, señalándose en el reglamento ciertos requisitos o cumplimiento de formalidades, como declaraciones juradas, por ejemplo, que permitan acreditar dicha condición.

Agregó que la regla será que si se pierde la calidad habilitante, deberán abandonar el territorio en 90 días, pero estiman que, en la mayoría de los casos, se verificará alguna otra condición habilitante del mismo artículo 6, que permitirá que la persona siga permaneciendo en el territorio.
El Honorable Senador señor Montes destacó la relevancia que adquiere todo lo referido con la reglamentación de la ley, para que no se produzcan situaciones indeseadas y que violenten a personas que desean viajar a la Isla de Pascua.

El Honorable Senador señor García solicitó mayores antecedentes acerca de la posibilidad de que investigadores y científicos que se encuentren desarrollando proyectos de investigación puedan permanecer más de 30 días en la Isla. 

El Jefe de la División Desarrollo Regional, señor Suazo, indicó que se incorporó una nueva letra h) en el mismo artículo 6, que dispone que con patrocinio o el apoyo de una institución de educación superior o de CONICYT, investigadores y científicos podrán permanecer por más de 30 días.
- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 13

Se refiere al estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica. Su tenor es el siguiente:
“Artículo 13.- Estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá realizar cada cinco años un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, que podrá ser elaborado en conjunto con otros órganos de la Administración del Estado pudiendo contratar con terceros en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.886. En la elaboración de dicho estudio se deberá considerar las capacidades locales existentes en el territorio especial a fin de contribuir con su participación a la ejecución de dicho estudio.

Este instrumento deberá establecer una fórmula para realizar los cálculos de capacidad de carga demográfica a que se refiere el artículo anterior. Para ello, considerará las características ambientales del territorio especial, las condiciones geográficas, demográficas, culturales, usos de suelo actuales y potenciales, disposición de residuos y demás pertinentes; y los niveles de flujo permanente y transitorio que el territorio especial puede soportar en un determinado período, entre otras consideraciones.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 14

Versa sobre el plan de gestión de la capacidad de carga demográfica. Es del siguiente tenor:

“Artículo 14.- Plan de gestión de la capacidad de carga demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública elaborará y aprobará, a través de un decreto supremo, un plan de gestión de la carga demográfica para el territorio especial, mediante el cual se determinará el conjunto de políticas públicas destinadas a velar porque la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de latencia y saturación no sea superada. El plan deberá considerar los resultados del estudio de gestión de capacidad de carga demográfica vigente.

Deberán participar en su elaboración todos aquellos órganos de la Administración del Estado que, en atención a sus competencias, resulte pertinente convocar, especialmente el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio del Medio Ambiente y la municipalidad de Isla de Pascua. 

El plan tendrá una vigencia de cuatro años y será vinculante, en lo que corresponda, para la municipalidad, ministerios, servicios públicos y demás órganos de la Administración del Estado que operen en Isla de Pascua, los cuales deberán informar semestralmente acerca del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas, dentro del ámbito de sus competencias. El plan podrá ser revisado al segundo año de vigencia.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 16

Prescribe lo que sigue:
“Artículo 16.- Registro y monitoreo. La delegación será responsable de monitorear y mantener actualizado un registro de flujos de ingreso y salida de personas y de su permanencia en el territorio especial, información que deberá ser remitida cada dos meses a la municipalidad de Isla de Pascua, al Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua y a cualquier otra autoridad que determine pertinente.

Un reglamento expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública fijará las normas relativas a la administración del registro, al tratamiento de la información y a todas aquellas normas necesarias para su correcto funcionamiento.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 23

Establece las siguientes funciones de la Policía de Investigaciones de Chile:

a) Verificar el cumplimiento de los requisitos de ingreso a Isla de Pascua y de permanencia en ella, cuando se cumplan los supuestos establecidos en la presente ley.

b) Fiscalizar el cumplimiento de esta ley en el ejercicio de sus atribuciones, en coordinación, en lo que corresponda, con la Gobernación. 

c) Entregar periódicamente a la delegación la información relativa al registro señalado en el artículo 16, de acuerdo a lo que establece esta ley y su reglamento. 

d) Ejecutar la medida de expulsión en los casos que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 24

Crea el Consejo de Gestión de Carga Demográfica (“el Consejo”), cuya función será colaborar con los organismos responsables en las materias relacionadas con la residencia y permanencia de personas en Isla de Pascua y su traslado a ella.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 28

Trata de la Secretaría ejecutiva del Consejo y es del siguiente tenor:

“Artículo 28.- Secretaría ejecutiva. El Consejo contará con una secretaría ejecutiva, radicada en la delegación, que estará a cargo de un funcionario del Servicio de Gobierno Interior con desempeño en ella.

Corresponderá a la secretaría ejecutiva coordinar las sesiones del Consejo, levantar acta de los acuerdos adoptados, publicarla en el sitio electrónico de la Gobernación, elaborar una memoria que resuma las actividades realizadas durante el año y, en general, realizar todas aquellas funciones que sean necesarias para el cumplimiento de los fines establecidos en la presente ley, como por ejemplo hacer difusión de las sesiones, en lengua Rapa Nui, de los acuerdos de las decisiones y del alcance de estas en la vida de las personas que habitan Rapa Nui.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 29

Dispone lo siguiente:

“Artículo 29.- Apoyo técnico para el funcionamiento del Consejo. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la delegación, prestar el apoyo técnico, profesional y administrativo que sea menester para el funcionamiento del Consejo y de su secretaría ejecutiva, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

Además, la delegación facilitará una sala o espacio adecuado y todo lo necesario para la realización de las sesiones del Consejo.”.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 30

Relativo a dietas de los consejeros y gastos de funcionamiento. Prescribe lo que sigue:

“Artículo 30.- Dietas de los consejeros y gastos de funcionamiento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) del artículo 25, percibirán una dieta mensual equivalente a 2 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de lo anterior, tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente al citado monto por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo, o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, las que se pagarán conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo. Con todo, los consejeros no podrán percibir mensualmente, por concepto de las dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 6 unidades tributarias mensuales.

En el caso de los miembros del Consejo singularizados en las letras b) y c) del artículo 25, la dieta indicada en el inciso anterior será compatible con cualquier otro ingreso que perciban.

Para efectos de la percepción de la dieta, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por un médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el presidente del Consejo o la secretaría ejecutiva. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del Consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos propios de las funciones del Consejo o cargo que desempeñen, de conformidad a la ley.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 36

Dispone que las infracciones contempladas en el artículo 34 serán sancionadas: 

1) En el caso de la letra a), con una multa de 10 unidades tributarias mensuales por cada persona no informada.

2) En el caso de las letras b) y c), con multa 5 unidades tributarias mensuales.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 37

Las infracciones contempladas en el artículo 35 serán sancionadas: 

1) En el caso de la letra a), con una multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales por billete de pasaje vendido o por persona no reconducida, según corresponda. 

2) En el caso de las letras b) y c), con el abandono del territorio especial y con una multa de 3 a 10 unidades tributarias mensuales por cada día de permanencia sin autorización. 

3) En el caso de las letras d) y e), con una multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales.

4) Tratándose de la infracción prevista en la letra f), con multa de 20 a 30 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las penas que correspondan por delitos contemplados en el Código Penal y otras leyes.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Artículo 56

Establece que el importe de las multas aplicadas quedará a beneficio de la delegación y se destinará exclusivamente para el financiamiento de actividades de fiscalización de dichas infracciones.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.

Disposiciones transitorias

Artículo séptimo

Dispone que el mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 13 de mayo de 2016, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

1. El presente proyecto de ley tiene por objeto regular la forma en que se ejercerán los derechos a residir, permanecer, y trasladarse hacia y desde el Territorio Especial de Isla de Pascua, garantizados en el numeral 7° del artículo 19 en relación al artículo 126 bis, ambos de la Constitución Política de la República.

2. En particular, tiene efecto sobre el presupuesto fiscal, en lo siguiente:

a. Realización de un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica de Isla de Pascua, cada 8 años.

b. Contratación de un funcionario para la Gobernación Provincial de Isla de Pascua, que prestará apoyo al Consejo de Gestión de Carga Demográfica.

c. Destinación de 10 funcionarios de la Policía de Investigaciones de Chile a Isla de Pascua, que se dedicarán a labores de control migratorio. Estos funcionarios serán destinados desde el área de Extranjería y Policía Internacional de dicha institución.

d. Dieta para 9 integrantes del Consejo de Gestión de Carga Demográfica. Cada integrante podría recibir hasta 6 UTM mensuales. Se excluye al Alcalde de Isla de Pascua, de acuerdo con lo estipulado en el proyecto de ley.

e. Contratación de un servicio de enlace de datos satelital, que se utilizará en la comunicación, mediante el sistema de radiocomunicaciones, entre la Isla de Pascua y la Central de Informaciones Policiales de la PDI.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal en régimen de M$ 242.604, conforme al siguiente flujo anual:
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ST 21 | Gastos en Personal: 205.562 175.042
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Provincial de Isla de Pascua.

“Dieta para 9 Integrantes del Consejo de Gestién de Carga 29.482 29.482
Demogréfica.

-Asignacién de Zona para funcionarios de la Policia de 133.560 133.560
Investigaciones que serdn destinados a Isla de Pascua.

-Asignacién de Traslado para funcionarios de la Policia de 30.520

Investigaciones que serdn destinados a Isla de Pascua.

ST 22 | Bienes y Servicios de Consumo: 104.752 67.562
-Contratacion servicio de enlace de datos. 67.562 67.562
“Pasajes y Fletes para funcionarios de la Policia de 37.190
Investigaciones que serén destinados a Isla de Pascua.
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“Estudio de Gestién de la Capacidad de Carga Demografica de 402.820
Isla de Pascua.

ST 29 | Adquisicion de Activos no Financieros: 193.709 0
“Mobiliario, Equipos y Elementos [nformaticos. 162.023
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Total 1.371.369 242.604





El estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica se financiará con el presupuesto vigente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo (SUBDERE). En el resto de los casos, el mayor gasto se financiará con los recursos consultados en los respectivos presupuestos vigentes, y en lo que faltare, con recursos de la Partida Tesoro Público.”.
- Posteriormente, se presentó un informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 8 de septiembre de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El Mensaje N° 120-365 presenta Indicaciones al proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, introduciendo modificaciones asociadas con lo siguiente:

- Sustitución de la mención de Gobernador por Delegado Presidencial Provincial.

- Elimina restricción a los visitantes de Isla de Pascua para realizar actividades remuneradas en caso de no existir problemas de carga demográfica.

- Incluye padre y madre de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, dentro de las personas habilitadas para permanecer más de treinta días en la isla. Adicionalmente, se elimina incentivo para que el Estado contrate a personas pertenecientes al pueblo Rapa Nui.

- Incorpora opción para que entidades privadas puedan realizar el estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica.

- Se agregan nuevas restricciones y excepciones para los períodos de latencia.

- Fortalece el resguardo de niños, niñas y adolescentes ante eventuales dictaciones de medidas de expulsiones o abandonos.

- Incorpora artículo para dictación de decretos, mediante los cuales se aprobarán los reglamentos necesarios para la ejecución del proyecto.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

Las modificaciones propuestas no irrogan un mayor gasto fiscal respecto del contenido en el Informe Financiero N° 56 del año 2016.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos expresados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Disposiciones generales

Artículo 1.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto regular el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 126 bis de la Constitución Política de la República.

Artículo 2.- Derecho a residir, permanecer y trasladarse. Toda persona tiene derecho a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua, cumpliendo los requisitos que señalan esta ley y sus reglamentos.

La presente ley no exime a los extranjeros de dar cumplimiento a lo establecido en el decreto ley N° 1.094, de 1975, del Ministerio del Interior, que establece Normas sobre Extranjeros en Chile. 

Las personas pertenecientes al pueblo rapa nui, de conformidad con el párrafo 2° del Título I, en relación con el artículo 66 de la ley N° 19.253, que establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, no estarán afectas a las limitaciones que se establecen en este cuerpo legal. Sin perjuicio de lo anterior, a estas personas les será aplicable lo dispuesto en la letra d) del artículo 34 y letras d), e) y f) del artículo 35 de esta ley. 

Artículo 3.- Cómputo de plazos. Los plazos de días establecidos en esta ley son de días corridos, a menos que se indique expresamente que son de días hábiles, en cuyo caso se computarán en los términos señalados en el artículo 25 de la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Artículo 4.- Territorio especial de Isla de Pascua. Para todos los efectos de esta ley se entenderá por territorio especial de Isla de Pascua aquel señalado en el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, al cual se aludirá indistintamente como “Isla de Pascua”, “Rapa Nui” o “territorio especial”.

Título II

De la permanencia y residencia en el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 5.- Plazo máximo de permanencia. Toda persona, chilena o extranjera, que ingrese a Isla de Pascua, podrá permanecer en el territorio especial por un período máximo de treinta días, salvo las excepciones contempladas en el artículo siguiente.

En caso de fuerza mayor o caso fortuito podrá prorrogarse la permanencia por el tiempo necesario para su abandono, que deberá extenderse a sus acompañantes, en caso de ser necesario. 

La solicitud de prórroga será calificada y resuelta por la delegación provincial de Isla de Pascua (en adelante “la delegación”) mediante resolución fundada, en el plazo de cinco días hábiles contado desde el ingreso de la solicitud. Mientras dure su tramitación, no procederán las sanciones del Título VI.

La prórroga concedida a una persona deberá extenderse a los niños, niñas y adolescentes que hubieran ingresado bajo su cuidado, aun cuando no concurra respecto de éstos el motivo por la cual fue concedida. Asimismo, si a algún niño, niña o adolescente le afectare algún motivo de fuerza mayor o caso fortuito, se concederá prórroga a sus padres, representante legal o a quienes tengan su cuidado.

Artículo 6.- Personas habilitadas para permanecer por sobre el plazo máximo de treinta días. El plazo máximo de permanencia en el territorio especial establecido en el artículo anterior no será aplicable a las siguientes personas, quienes tendrán derecho a permanecer y residir en el territorio especial mientras mantengan las calidades habilitantes que se señalan a continuación:

a) El padre o madre de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial también su cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

b) El cónyuge, conviviente civil o conviviente de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui, pudiendo permanecer en el territorio especial junto a ellos sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.


En caso que las personas señaladas anteriormente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán abandonarlo en el plazo de noventa días.

c) Los funcionarios públicos, personal contratado en cualquier calidad por los órganos o empresas del Estado, las personas que ejerzan una función pública y los funcionarios del Poder Judicial, que deban desempeñarse dentro del territorio especial, quienes podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal, mientras mantengan dicha condición.

Terminado su servicio, destinación, comisión de servicio o cometido funcionario, o en caso que se ponga término al vínculo contractual, la persona deberá hacer abandono del territorio, por cuenta del órgano o empresa que lo contrató, en el plazo de treinta días.

Los órganos del Estado dispondrán que las destinaciones o comisiones de servicio en Isla de Pascua se realicen por un período inferior a tres años, salvo que por necesidades propias del servicio se requiera una estadía mayor.

d) Las personas que cumplan en el territorio especial funciones por cuenta de un concesionario de servicio público o de una empresa que haya celebrado un contrato con el Estado que deba ser ejecutado en el territorio especial podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

Finalizada la obra o ejecutado el servicio en virtud del contrato, las personas señaladas deberán hacer abandono del territorio especial en el plazo de treinta días, por cuenta del concesionario o empresa contratante.

e) Los precandidatos y candidatos inscritos en el registro especial que lleva el Servicio Electoral, conforme lo dispongan las leyes para cualquier clase de cargos de elección popular que involucran al territorio especial, incluyendo las elecciones primarias. Estas personas podrán permanecer en el territorio especial hasta la publicación de la sentencia de proclamación dictada por el Tribunal Calificador de Elecciones o el Tribunal Electoral Regional, según corresponda.

En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.

f) Las personas que desempeñan cargos de elección popular en dicho territorio, desde la dictación de la sentencia de proclamación hasta la cesación en el cargo.

Las personas señaladas en el párrafo precedente podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

En caso de que las personas señaladas en el párrafo precedente pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de treinta días.

g) Los trabajadores contratados para desempeñarse en la Isla de Pascua, o quienes desarrollen alguna actividad económica independiente en dicho territorio.

Podrán permanecer en el territorio especial junto a su cónyuge, conviviente civil o de hecho, sus hijos, ascendientes y quienes estén sujetos a su cuidado personal.

El empleador deberá pagar el billete de pasaje de regreso del trabajador y de su familia hacia el destino que se convenga, cuando se produzca el término de la relación laboral por cualquier causa. Este derecho será irrenunciable para el trabajador y en caso alguno constituirá remuneración.

El empleador deberá dar aviso por escrito del término de la relación laboral a la delegación, dentro del plazo de cinco días contado desde que éste se produzca.

Quienes realicen actividades económicas de manera independiente deberán cumplir con todos los requisitos que exige la ley para el inicio y desarrollo de la actividad de que se trata, tales como iniciar actividades ante el Servicio de Impuestos Internos y contar con todas las patentes y permisos vigentes necesarios para la actividad que se pretende realizar.

En caso que las personas señaladas en los párrafos precedentes pierdan la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, deberán hacer abandono de éste en el plazo de noventa días.

Aquellas personas que ingresen al territorio especial de Isla de Pascua de conformidad a lo establecido en el artículo anterior, y que posteriormente deseen celebrar un contrato de trabajo o ejercer una actividad económica independiente, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 9.

h) Los investigadores que se encuentren desarrollando un proyecto de investigación que cuente con el apoyo o patrocinio de una institución de educación superior del país o de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, que tenga por objeto de estudio aspectos relacionados con la Isla de Pascua.

i) Los hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal de las personas señaladas en la letra b), y el cónyuge, conviviente civil o de hecho, hijos, padres y quien esté sujeto al cuidado personal de las personas mencionadas en las letras a), c), d) , f) y g).

Las personas señaladas en el párrafo precedente perderán la calidad que las habilita para permanecer en el territorio especial, junto con los mencionados en los literales a), b), c), d) f) y g), y deberán abandonarlo en los plazos establecidos para esos casos.

Título III

Del traslado hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua

Artículo 7.- Requisitos de ingreso. Para ingresar al territorio especial de Isla de Pascua, por el plazo establecido en el artículo 5, las personas deberán exhibir los siguientes antecedentes:

a) Cédula de identidad, pasaporte u otro documento idóneo de viaje, de acuerdo a la normativa general vigente.

b) Billete de pasaje intransferible de regreso desde Isla de Pascua, que permita el cumplimiento efectivo del plazo dispuesto en el artículo 5.

c) Reserva en establecimiento autorizado para prestar servicios de alojamiento turístico, que acredite el lugar donde permanecerán durante su estadía en Isla de Pascua, o carta de invitación con alojamiento de alguna de las personas contempladas en el artículo 6 o de una persona perteneciente al pueblo rapa nui. El reglamento regulará la forma de autorización de estos alojamientos y el modo en que serán difundidos a las personas que lo requieran.

Artículo 8.- Requisitos especiales de ingreso. Para ingresar al territorio especial de Isla de Pascua en alguno de los casos señalados en el artículo 6 se deberán exhibir documentos de nombramiento u otros antecedentes idóneos para acreditar tales circunstancias, de acuerdo con el reglamento de esta ley.

Artículo 9.- Obligación de informar. La persona que hubiere ingresado con la intención de permanecer por el plazo establecido en el artículo 5 y que, dentro de dicho plazo o de su prórroga, cumpliere alguno de los requisitos contemplados en el artículo 6 para extender su estadía, deberá dar aviso a la delegación en el plazo anteriormente señalado, acompañando los antecedentes a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 10.- Obligación de informar nómina de pasajeros y tripulantes. Las empresas de transporte aéreo o marítimo estarán obligadas a informar a la Policía de Investigaciones de Chile y a la delegación, dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde su arribo, la nómina que contenga la individualización de los pasajeros y tripulantes que ingresaron al territorio especial de Isla de Pascua en dicho arribo. 

Asimismo, se encontrarán obligados a informar, dentro del plazo de veinticuatro horas contado desde el embarque, el listado de pasajeros registrado en sus nóminas que no se hayan presentado a embarcar en la oportunidad señalada en su billete de pasaje de regreso.

Título IV

Instrumentos de gestión de la capacidad de carga demográfica

Párrafo 1°

Decreto que establece la capacidad de carga demográfica

Artículo 11.- Decreto que establece la capacidad de carga demográfica. Mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro del Medio Ambiente, se establecerá la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de latencia y saturación. Dicho acto deberá fundarse en el estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica establecido en el artículo 13, y deberá considerar los informes emitidos por los órganos de la Administración del Estado con competencia en la materia. 

El decreto que establece la capacidad de carga demográfica se publicará en el Diario Oficial y se difundirá a través de los demás mecanismos que el mismo prescriba. 

Artículo 12.- Vigencia y revisión del decreto. El decreto que establece la capacidad de carga demográfica deberá dictarse cada seis años.

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo de Gestión de Carga Demográfica podrá solicitar de manera fundada al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la revisión y modificación total o parcial de sus disposiciones, cuando los hechos o antecedentes que le sirvieron de fundamento hayan sufrido alteraciones significativas. 

Artículo 13.- Estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública deberá realizar cada cinco años un estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, que podrá ser elaborado en conjunto con otros órganos de la Administración del Estado pudiendo contratar con terceros en virtud de lo dispuesto en la ley N° 19.886. En la elaboración de dicho estudio se deberá considerar las capacidades locales existentes en el territorio especial a fin de contribuir con su participación a la ejecución de dicho estudio.

Este instrumento deberá establecer una fórmula para realizar los cálculos de capacidad de carga demográfica a que se refiere el artículo anterior. Para ello, considerará las características ambientales del territorio especial, las condiciones geográficas, demográficas, culturales, usos de suelo actuales y potenciales, disposición de residuos y demás pertinentes; y los niveles de flujo permanente y transitorio que el territorio especial puede soportar en un determinado período, entre otras consideraciones.

Artículo 14.- Plan de gestión de la capacidad de carga demográfica. El Ministerio del Interior y Seguridad Pública elaborará y aprobará, a través de un decreto supremo, un plan de gestión de la carga demográfica para el territorio especial, mediante el cual se determinará el conjunto de políticas públicas destinadas a velar porque la capacidad de carga demográfica del territorio especial en período de latencia y saturación no sea superada. El plan deberá considerar los resultados del estudio de gestión de capacidad de carga demográfica vigente.

Deberán participar en su elaboración todos aquellos órganos de la Administración del Estado que, en atención a sus competencias, resulte pertinente convocar, especialmente el Ministerio de Desarrollo Social, el Ministerio del Medio Ambiente y la municipalidad de Isla de Pascua. 

El plan tendrá una vigencia de cuatro años y será vinculante, en lo que corresponda, para la municipalidad, ministerios, servicios públicos y demás órganos de la Administración del Estado que operen en Isla de Pascua, los cuales deberán informar semestralmente acerca del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas, dentro del ámbito de sus competencias. El plan podrá ser revisado al segundo año de vigencia.

Artículo 15.- Operaciones de transporte. Con la finalidad de velar para que la capacidad de carga demográfica del territorio no sea superada, aquellos órganos de la Administración del Estado con competencia en materias relacionadas con la operación de las empresas de transporte marítimo o aéreo deberán observar especialmente lo establecido en los instrumentos de gestión de la capacidad de carga demográfica y en el decreto supremo a que se refiere el artículo 11.

Párrafo 2°

Registro y monitoreo

Artículo 16.- Registro y monitoreo. La delegación será responsable de monitorear y mantener actualizado un registro de flujos de ingreso y salida de personas y de su permanencia en el territorio especial, información que deberá ser remitida cada dos meses a la municipalidad de Isla de Pascua, al Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua y a cualquier otra autoridad que determine pertinente.

Un reglamento expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública fijará las normas relativas a la administración del registro, al tratamiento de la información y a todas aquellas normas necesarias para su correcto funcionamiento. 

Párrafo 3°

Declaración de latencia

Artículo 17.- Declaración de latencia. Cuando se advierta que se ha superado la capacidad de carga demográfica fijada para la latencia en el decreto respectivo, la delegación lo informará en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que a través de un decreto supremo declarará la latencia del territorio especial.

La declaración de latencia producirá los efectos temporales a que se refiere el artículo siguiente. El decreto supremo a que hace referencia el inciso anterior, deberá contener el plazo de vigencia de la declaración de latencia, el cual será prorrogable. En cualquier caso, este plazo y sus prórrogas no podrán superar la vigencia del decreto a que hace referencia el artículo 11.

Artículo 18.- Efectos temporales originados por la declaración de latencia. En virtud de la declaración de latencia, se producirán los siguientes efectos: 

a) Las personas que hubieren ingresado al territorio especial de conformidad a lo establecido en el artículo 5, no podrán celebrar contratos de trabajo ni ejercer actividades económicas de manera independiente, de acuerdo con lo dispuesto en la letra g) del artículo 6. Tampoco se admitirá invocar la causal dispuesta en dicho literal, para el ingreso de otras personas a la Isla.

b) Los trabajadores contratados a plazo fijo deberán hacer abandono del territorio especial una vez vencido éste y no podrán celebrar un nuevo contrato, prorrogar los que se encontraren vigentes ni ejercer nuevas actividades económicas de manera independiente en la Isla de Pascua.

No se aplicará esta restricción a las prórrogas de empleos a contrata de funcionarios públicos, personal contratado por los órganos o empresas del Estado, personas que ejerzan una función pública y funcionarios del Poder Judicial. Lo mismo se extiende para los contratos a honorarios, siendo el órgano respectivo quien debe evaluar la necesidad de extenderlos para el cumplimiento de sus funciones.

c) Los ascendientes e hijos mayores de edad de las personas habilitadas en las letras c), d), f) y g) del artículo 6 que ingresen al territorio especial en período de latencia no podrán permanecer por sobre el plazo establecido en el artículo 5, salvo que exista una relación de dependencia acreditada de acuerdo al reglamento.

En relación a las causales establecidas en el literal a) y b) del presente artículo, la delegación presidencial provincial podrá autorizar, en casos graves y calificados, la prórroga de contratos a plazo fijo, la celebración de nuevos contratos o el ejercicio de actividades económicas independientes, en los términos del artículo 6 letra g).

Se considerarán casos graves y calificados aquellos que afecten la continuidad de servicios básicos y esenciales para la comunidad, o la necesidad de intervenciones específicas en razón de la situación de latencia.

d) Los padres e hijos mayores de edad del cónyuge, conviviente civil o de hecho de una persona perteneciente al pueblo rapa nui que ingresen al territorio especial una vez declarada la latencia no podrán permanecer por sobre el plazo establecido en el artículo 5, salvo que exista una relación de dependencia acreditada de acuerdo al reglamento.

Párrafo 4°

Declaración de saturación

Artículo 19.- Declaración de saturación. Cuando se advierta que se ha superado la capacidad de carga demográfica fijada para la saturación en el decreto señalado en el artículo 11, la delegación, en un plazo no superior a cuarenta y ocho horas, lo informará al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el que a través de un decreto supremo declarará la saturación del territorio especial.

La declaración de saturación producirá los efectos temporales a que se refiere el artículo siguiente. El estado de saturación tendrá una vigencia de un año prorrogable de manera sucesiva mientras duren las circunstancias fundantes y no podrá superar la vigencia del decreto a que hace referencia el artículo 11.

Artículo 20.- Efectos temporales originados por la declaración de saturación. El decreto que declare la saturación del territorio especial de Isla de Pascua producirá los siguientes efectos, los que serán adicionales a los prescritos en el decreto que declara la latencia: 

a) Reducir a un máximo de treinta días el plazo para hacer abandono del territorio especial en los casos de las letras b), g) y h) del artículo 6.

b) Fijar el plazo máximo de permanencia, que en ningún caso podrá ser superior a veinte días. 

Estas medidas se aplicarán proporcionalmente, considerando la magnitud de la superación de la capacidad de carga establecida en el decreto respectivo y los efectos sociales y económicos que las medidas generarán.

Artículo 21.- Obligación de las empresas de transporte de pasajeros. Declarado el estado de saturación, las empresas marítimas o aéreas de transporte de pasajeros deberán adecuar la oferta de su servicio de forma tal que la estadía de los usuarios en Isla de Pascua no supere el tiempo fijado por el decreto, en virtud de lo establecido en la letra b) del artículo anterior. La medida no afectará a los pasajeros que hubieren adquirido su billete de pasaje con anterioridad a la vigencia de la resolución. 

Título V

De los organismos responsables

Párrafo 1°

Ministerio del Interior y Seguridad Pública

Artículo 22.- Funciones y atribuciones. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la delegación:

a) Solicitar y recibir los avisos de término de contrato por parte de los empleadores, de acuerdo a lo previsto en el artículo 6.

b) Recibir autodenuncias y denuncias del Consejo de Gestión de Carga Demográfica, respecto de aquellas personas que se encuentren en infracción de la ley.

c) Otorgar la prórroga establecida en el artículo 5, cuando corresponda.

d) Aplicar las sanciones establecidas en el Título VI, cuando corresponda.

e) Administrar el registro a que se refiere el artículo 16.
f) Realizar el monitoreo de los flujos de personas, de conformidad con lo señalado en el artículo 16.
g) Supervigilar el cumplimiento de esta ley. Lo anterior procederá sin perjuicio de las atribuciones que se le otorgan a la Policía de Investigaciones de Chile.

h) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezca la ley. 

Párrafo 2°

Policía de Investigaciones de Chile

Artículo 23.- Funciones. Corresponderá a la Policía de Investigaciones de Chile:

a) Verificar el cumplimiento de los requisitos de ingreso a Isla de Pascua y de permanencia en ella, cuando se cumplan los supuestos establecidos en la presente ley.

b) Fiscalizar el cumplimiento de esta ley en el ejercicio de sus atribuciones, en coordinación, en lo que corresponda, con la Gobernación. 

c) Entregar periódicamente a la delegación la información relativa al registro señalado en el artículo 16, de acuerdo a lo que establece esta ley y su reglamento. 

d) Ejecutar la medida de expulsión en los casos que corresponda, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 

Párrafo 3°

Consejo de Gestión de Carga Demográfica

Artículo 24.- Consejo de Gestión de Carga Demográfica. Créase el Consejo de Gestión de Carga Demográfica (en adelante “el Consejo”), cuya función será colaborar con los organismos responsables en las materias relacionadas con la residencia y permanencia de personas en Isla de Pascua y su traslado a ella.

Artículo 25.- Composición. El Consejo estará integrado por los siguientes miembros:

a) El alcalde de Isla de Pascua.

b) Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, uno de los cuales deberá ser el presidente del Consejo de Ancianos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 68 de la ley N° 19.253.

c) Tres representantes del pueblo rapa nui. 

Los consejeros tendrán dicha calidad mientras se mantengan ocupando los cargos singularizados. 

El presidente del Consejo será designado por mayoría absoluta de sus miembros. 

Artículo 26.- Funciones y atribuciones. El Consejo tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

a) Conocer, en la elaboración del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica, de los términos de referencia o bases de licitación, cuando corresponda, así como aportar antecedentes, realizar observaciones y recomendar su aprobación o desaprobación al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y en general, aportar antecedentes y realizar observaciones durante la ejecución del contrato, si lo hubiere.

En dicha labor podrá recoger los planteamientos e inquietudes de las personas que habiten en el territorio especial.

b) Conocer el plan de gestión de carga demográfica y pronunciarse sobre él dentro del plazo de sesenta días contado desde su recepción, informándolo favorablemente o formulando observaciones.

c) Solicitar al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la revisión de los antecedentes de hecho que sirvieron de fundamento para la dictación del decreto que establece la capacidad de carga demográfica, de conformidad con lo establecido en el artículo 12.

d) Proponer al Ministerio del Interior y Seguridad Pública la adopción de medidas para normalizar los niveles de carga demográfica.

e) Informar a los jefes de servicio de conformidad con lo establecido en la letra c) del artículo 6 cuando sea requerido.

f) Denunciar ante la delegación aquellas infracciones a la presente ley de que tome conocimiento.

g) Emitir opinión, a requerimiento del interesado, sobre la solicitud de patentes comerciales ante la municipalidad de Isla de Pascua.

h) Las demás funciones y atribuciones que le entregue la ley. 

Artículo 27.- Reglas de funcionamiento. El quórum para sesionar será de la mayoría de los miembros en ejercicio y los acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los miembros asistentes. En caso de empate resolverá el presidente del Consejo o quien lo reemplace, según lo establezca el reglamento. 

El Consejo deberá sesionar a lo menos una vez al mes. Sus sesiones serán convocadas por su presidente 

Las sesiones serán públicas, salvo que sean declaradas reservadas por el presidente del Consejo a fin de tratar asuntos que puedan afectar los derechos de las personas o contener datos de carácter personal o sensible, de conformidad a lo establecido en la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada.

El Consejo determinará las normas para su adecuado funcionamiento mediante un reglamento interno.

Artículo 28.- Secretaría ejecutiva. El Consejo contará con una secretaría ejecutiva, radicada en la delegación, que estará a cargo de un funcionario del Servicio de Gobierno Interior con desempeño en ella.

Corresponderá a la secretaría ejecutiva coordinar las sesiones del Consejo, levantar acta de los acuerdos adoptados, publicarla en el sitio electrónico de la Gobernación, elaborar una memoria que resuma las actividades realizadas durante el año y, en general, realizar todas aquellas funciones que sean necesarias para el cumplimiento de los fines establecidos en la presente ley, como por ejemplo hacer difusión de las sesiones, en lengua Rapa Nui, de los acuerdos de las decisiones y del alcance de estas en la vida de las personas que habitan Rapa Nui.

Artículo 29.- Apoyo técnico para el funcionamiento del Consejo. Corresponderá al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a través de la delegación, prestar el apoyo técnico, profesional y administrativo que sea menester para el funcionamiento del Consejo y de su secretaría ejecutiva, de acuerdo a su disponibilidad presupuestaria. 

Además, la delegación facilitará una sala o espacio adecuado y todo lo necesario para la realización de las sesiones del Consejo. 

Artículo 30.- Dietas de los consejeros y gastos de funcionamiento. Los consejeros, con excepción del indicado en la letra a) del artículo 25, percibirán una dieta mensual equivalente a 2 unidades tributarias mensuales. Sin perjuicio de lo anterior, tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente al citado monto por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo, o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, las que se pagarán conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo. Con todo, los consejeros no podrán percibir mensualmente, por concepto de las dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 6 unidades tributarias mensuales.

En el caso de los miembros del Consejo singularizados en las letras b) y c) del artículo 25, la dieta indicada en el inciso anterior será compatible con cualquier otro ingreso que perciban.

Para efectos de la percepción de la dieta, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por un médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el presidente del Consejo o la secretaría ejecutiva. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del Consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge, conviviente civil o de hecho, o de uno de sus padres, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva.

Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos propios de las funciones del Consejo o cargo que desempeñen, de conformidad a la ley.

Artículo 31.- Deber de abstención. Los consejeros deberán informar inmediatamente de cualquier circunstancia que pudiere generar un conflicto de interés, restarles imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal. 

Ningún consejero podrá tomar parte en la discusión y votación de asuntos en que él o sus parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, tengan interés.

Se entenderá que existe dicho interés cuando su resolución afecte moral o pecuniariamente a las personas referidas en el presente artículo.

La infracción del presente artículo se sancionará conforme a lo dispuesto en el artículo 36, en relación con el artículo 41 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional. Para estos efectos, será competente el Tribunal Electoral de la región de Valparaíso.

Artículo 32.- Reglas en materia de probidad. Para efectos del artículo anterior, se entenderá por conflicto de interés lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 1 de la ley N° 20.880, sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

Asimismo, los consejeros deberán efectuar una declaración anual de intereses y patrimonio en los términos de los Capítulos 1° y 2° del Título II de la antes citada norma legal.

El Subsecretario del Interior deberá verificar que todos los consejeros efectúen oportunamente la declaración de intereses y patrimonio y sus respectivas actualizaciones.

Además, el Subsecretario del Interior deberá remitir a la Contraloría General de la República, en la forma que dispone el reglamento a que se refiere la ley N° 20.880, las declaraciones de patrimonio e intereses efectuadas por los declarantes e informarles de las infracciones a la obligación de realizar dichas declaraciones, dentro de los treinta días posteriores a aquel en que tome conocimiento de aquellas.

Artículo 33.- Normas no aplicables a los consejeros. A los consejeros no les serán aplicables las normas que rigen a los funcionarios públicos, salvo en materia de probidad administrativa y responsabilidad civil y penal.

Título VI

Infracciones y sanciones

Párrafo 1°

Infracciones

Artículo 34.- Infracciones menos graves. Incurren en infracciones menos graves:

a) Las empresas de transporte marítimo o aéreo que no informen oportunamente el listado de pasajeros o la tripulación, o proporcionen información inexacta o incompleta, de acuerdo a lo previsto en el inciso primero del artículo 10.

b) Las empresas de transporte marítimo o aéreo que no informen a la autoridad sobre el no embarque de un pasajero que debía hacerlo de acuerdo al inciso segundo del artículo 10.

c) Quienes no cumplan oportunamente con las obligaciones de informar contenidas en el artículo 9. 

d) El empleador que no cumpla con la obligación de informar prevista en el párrafo tercero de la letra g) del artículo 6.

Artículo 35.- Infracciones graves. Incurren en infracciones graves: 

a) Las empresas de transporte marítimo o aéreo que, durante el estado de saturación, vendan billetes de pasajes por períodos superiores a los establecidos en el decreto que lo declara, de conformidad con lo establecido en la letra b) del artículo 20.

b) Las personas que ingresen al territorio especial incumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 7 o que permanezcan más tiempo del autorizado en el artículo 5, salvo que su permanencia se deba al incumplimiento de la respectiva empresa de transporte.

c) Las personas que, habiendo perdido alguna de las calidades establecidas en el artículo 6, permanezcan más tiempo del permitido. Respecto de las personas mencionadas en las letras c), d), g) y h) del artículo 6, no les será aplicable esta sanción cuando su permanencia se deba al incumplimiento por parte del empleador de su obligación de costear el billete de pasaje de regreso.

d) El empleador o trabajador que celebre un contrato de trabajo en período de latencia o saturación, en contravención con las disposiciones de la presente ley.

e) El empleador que incumpla con su obligación de costear el billete de pasaje de regreso del trabajador y su familia según lo dispuesto en las letras d) y g) del artículo 6.

f) Quienes elaboren y/o proporcionen documentación falsa o adulterada, o celebren un contrato o aleguen una situación de hecho con la finalidad de burlar las disposiciones de la presente ley.

Párrafo 2°

De las sanciones

Artículo 36.- De las sanciones aplicables por las infracciones menos graves. Las infracciones contempladas en el artículo 34 serán sancionadas: 

1) En el caso de la letra a), con una multa de 10 unidades tributarias mensuales por cada persona no informada.

2) En el caso de las letras b) y c), con multa 5 unidades tributarias mensuales. 

Artículo 37.- De las sanciones aplicables a las infracciones graves. Las infracciones contempladas en el artículo 35 serán sancionadas: 

1) En el caso de la letra a), con una multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales por billete de pasaje vendido o por persona no reconducida, según corresponda. 

2) En el caso de las letras b) y c), con el abandono del territorio especial y con una multa de 3 a 10 unidades tributarias mensuales por cada día de permanencia sin autorización. 

3) En el caso de las letras d) y e), con una multa de 10 a 50 unidades tributarias mensuales.

4) Tratándose de la infracción prevista en la letra f), con multa de 20 a 30 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las penas que correspondan por delitos contemplados en el Código Penal y otras leyes.

Artículo 38.- De la sanción de abandono. La sanción de abandono consiste en la orden de salida del territorio especial dispuesta mediante resolución fundada de la delegación, bajo apercibimiento de expulsión, en caso de no ejecutarse en el plazo a que refiere el inciso siguiente.

La salida deberá producirse dentro del plazo de cinco días desde que se encuentre notificada la resolución que aplica la sanción, sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo tercero del Título VII.

Artículo 39.- De la sanción de expulsión. La sanción de expulsión consiste en la orden de salida forzada del territorio especial dispuesta por la autoridad en el mismo acto en que decretó el abandono y para el caso que éste no fuere cumplido. 

Artículo 40.- De la sanción de prohibición de ingreso. Esta sanción consiste en la prohibición de volver a ingresar a Isla de Pascua por un período que no podrá ser inferior a un año ni superior a tres años, ordenada por la autoridad mediante resolución fundada. 

Esta sanción deberá establecerse en el mismo acto que decrete el abandono respecto de aquellos que incurran en alguna de las infracciones señaladas en las letras b) y c) del artículo 35.

En caso de reiteración, la prohibición de ingreso no podrá ser inferior a tres ni superior a cinco años.

Artículo 41.- Responsabilidades. Las sanciones que se apliquen en virtud de esta ley procederán sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que derive de los mismos hechos.

Artículo 42.- De las atenuantes y agravantes. Se considerarán como agravantes la reiteración de la infracción y el haberla cometido en períodos de latencia y de saturación. 

Se considerarán como atenuantes no haber sido sancionado previamente por infracciones a la presente ley y haberse autodenunciado antes del inicio del procedimiento administrativo. En el caso de la autodenuncia, la atenuante sólo procederá cuando la persona suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin de inmediato a los mismos.

Además, para determinar la multa aplicable deberá considerarse el perjuicio ocasionado y el beneficio obtenido por el infractor. 

Párrafo 3°

De la prescripción

Artículo 43.- Prescripción de la acción. La acción para perseguir la responsabilidad por las infracciones establecidas en la presente ley prescribirá en el plazo de cinco años, contado desde que se hubiere cometido el hecho o configurado la omisión. No obstante, si existieren hechos constitutivos de delito, la acción prescribirá conjuntamente con la acción penal.

La prescripción se suspenderá desde la notificación de la formulación de cargos, y se interrumpirá, perdiéndose el tiempo transcurrido, en el evento de incurrirse en una nueva infracción.

Si la duración del procedimiento sancionatorio excediere los seis meses, sin considerar la fase de impugnación, el cómputo del plazo de prescripción continuará corriendo como si no se hubiere suspendido.

Artículo 44.- Prescripción de sanciones. La sanción de multa prescribirá en el plazo de un año, contado desde la fecha en que se notifique la resolución firme que la imponga. Las sanciones de abandono, de expulsión y de prohibición de ingreso prescribirán en el plazo de tres años, contado desde que se notifique la resolución firme que las adopte.

Título VII

Procedimiento para la aplicación de sanciones

Párrafo 1°

Normas generales de procedimiento

Artículo 45.- Competencia. Corresponderá a la delegación el ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en esta ley. 

En el caso de las empresas aeronáuticas y marítimas de transporte de pasajeros, se seguirá lo dispuesto en el Título XII de la ley N° 18.916, que aprueba el Código Aeronáutico, y lo dispuesto en el decreto supremo N° 1340 Bis, de 1941, que fija el Reglamento General de Orden, Seguridad y Disciplina en las Naves y Litoral de la República, en todo aquello que resulte pertinente. Para ello, la delegación deberá informar los antecedentes constitutivos de la infracción a la autoridad competente. 

Artículo 46.- Legislación aplicable. Las sanciones establecidas se tramitarán conforme al procedimiento especial regulado en esta ley, y supletoriamente por la ley N° 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado. 

Artículo 47.- Derechos de los niños, niñas y adolescentes. Los órganos del Estado a que se refiere esta ley, en las decisiones y actuaciones para su aplicación, deberán considerar el interés superior del niño y el pleno respeto de los derechos que le son reconocidos en la Constitución Política de la República, en la Convención sobre los Derechos del Niño, en los demás tratados internacionales que hayan sido ratificados por Chile que se encuentren vigentes, y en las leyes.

Todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser oído y debidamente considerado, de acuerdo con el desarrollo de sus facultades, en los procedimientos o actuaciones previstas en esta ley en que se decida sobre alguna cuestión particular cuya determinación pudiere afectar sus derechos o intereses, especialmente en el ámbito familiar, escolar, sanitario, administrativo y comunitario, según el procedimiento establecido en el reglamento.

Ante la posible afectación a los intereses de los niños, niñas y adolescentes por la dictación de una eventual medida de expulsión o abandono que les afecte directamente a ellos, a las personas que tienen a su cargo el cuidado personal de los mismos, o a quienes tienen el derecho a mantener una relación directa y regular con éstos, el órgano instructor podrá solicitar un informe psicosocial actualizado del niño, niña o adolescente, que dé cuenta de los posibles efectos de la aplicación de la medida. Informe que también podrá ser aportado por el interesado, de conformidad a las disposiciones pertinentes de la ley que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


El resultado del informe no será vinculante para efectos de la resolución de la delegación.

Párrafo 2°

Procedimiento general

Artículo 48.- Procedimiento. El ejercicio de la potestad sancionatoria establecida en la presente ley se regirá por las siguientes reglas:

1. El procedimiento se iniciará por la delegación de oficio, o por autodenuncia del infractor o por denuncia fundada del Consejo de Gestión de Carga Demográfica, ante aquélla.

En caso que el procedimiento se inicie a través de denuncia del Consejo, ésta deberá contener una descripción clara y detallada de los hechos concretos que la motivan, precisando la fecha de su comisión, la norma infringida y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor, además de cualquier otro antecedente que permita fundamentar su petición. Iguales requisitos deberá cumplir la autodenuncia, en cuanto fueren procedentes.

El delegado presidencial provincial de Isla de Pascua dará curso a esta denuncia si ella cumple con los requisitos señalados en el inciso precedente. De lo contrario, será declarada inadmisible y se procederá a su archivo mediante resolución fundada, sin perjuicio de su facultad de proceder de oficio. Declarada admisible la denuncia, se procederá conforme al número 3 de este artículo.

2. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución que le ponga término, salvo respecto de las personas en contra de quienes se dirige la investigación, las que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.

3. El procedimiento se iniciará con la resolución que ordena la apertura del expediente administrativo, la que deberá contener la norma que se estima infringida y el plazo para que el presunto infractor evacue sus descargos. Este acto deberá notificarse personalmente, por un funcionario de Carabineros de Chile, quien deberá dejar testimonio escrito de su actuación en el mismo expediente. 

4. Las notificaciones se harán por escrito en el domicilio que conste en el procedimiento y serán efectuadas por un funcionario de la delegación o de Carabineros de Chile, según instruya el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua. 

Sin perjuicio de lo anterior, el delegado presidencial provincial podrá establecer otras formas de notificación que fueren convenientes para una mejor comunicación de las resoluciones, siempre que la persona así lo solicite y se condiga con la naturaleza del acto administrativo.

5. El afectado tendrá el plazo de diez días, contado desde la respectiva notificación, para efectuar sus descargos ante la delegación. En el mismo escrito deberá acompañar todos los medios de prueba de que disponga y fijar domicilio conocido dentro del territorio especial, bajo apercibimiento de tenerse por notificado en la fecha de emisión de la resolución.

6. Evacuado el traslado o transcurrido el plazo otorgado para ello, el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso y sean éstos de pública notoriedad, o estime fundadamente que son suficientes para resolver. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo podrá ampliarse por resolución fundada, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. 

7. El delegado presidencial provincial de Isla de Pascua, de oficio o a petición de parte, dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que resulten pertinentes. 

8. Los hechos investigados podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, la que se apreciará conforme a las reglas de la sana crítica.

9. Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua emitirá, dentro de cinco días hábiles, una resolución fundada mediante la cual absolverá o aplicará la sanción que corresponda.

Esta resolución deberá contener la individualización de el o los sujetos investigados, la relación de los hechos, los medios de prueba utilizados, la forma en que los hechos se han acreditado y, según corresponda, la sanción a ser aplicada o la decisión de absolución. 

10. La notificación del acto administrativo que imponga una sanción será notificada personalmente por un funcionario de Carabineros de Chile, quien deberá entregar copia de la resolución.

11. Contra la resolución que ponga fin a la instancia administrativa ante la delegación podrán deducirse los recursos que contempla esta ley. 

Párrafo 3°

Recursos

Artículo 49.- Incompatibilidad. En caso que el afectado interponga ante el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua un recurso de los establecidos en este párrafo, no podrá deducir igual pretensión ante los tribunales de justicia mientras aquél no haya sido resuelto. 

Interpuesto un recurso ante la delegación, se entenderá interrumpido el plazo para ejercer el recurso o acción jurisdiccional. Dicho plazo volverá a contarse desde la fecha en que se notifique al recurrente del acto administrativo resolutivo.

Interpuesta alguna acción jurisdiccional en contra de una resolución de la delegación, este organismo deberá abstenerse de conocer cualquier recurso administrativo sobre la misma pretensión y por los mismos hechos que motivaron la acción judicial.

Artículo 50.- Efectos suspensivos. Se suspenderán los efectos de la resolución impugnada por la sola interposición de alguno de los recursos administrativos contemplados en esta ley.

Artículo 51.- Reposición administrativa. El recurso de reposición administrativa procederá respecto de las resoluciones dictadas por la delegación que recaigan sobre cualquiera de las sanciones establecidas en la presente ley. 

El recurso de reposición deberá interponerse ante la delegación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la resolución recurrida. 

Artículo 52.- Recurso jerárquico. El recurso jerárquico sólo será procedente en caso de abandono, expulsión y prohibición de reingreso.

El recurso jerárquico deberá interponerse conjuntamente con el de reposición contemplado en el artículo precedente, para el caso que éste sea rechazado. 

La tramitación del recurso jerárquico se realizará mediante medios electrónicos, por lo cual, en caso que se haya dictado un acto administrativo que rechaza el recurso de reposición del artículo 51, el delegado presidencial provincial de Isla de Pascua deberá remitir dentro de veinticuatro horas copia digital íntegra del expediente a la Subsecretaría del Interior. El Subsecretario del Interior conocerá del recurso y resolverá dentro del plazo establecido en el artículo siguiente.

Una vez resuelto el recurso jerárquico, éste será remitido por medios electrónicos a la delegación, la que deberá notificar la resolución administrativa conforme a las reglas establecidas en el numeral 4 del artículo 48, sin perjuicio de lo previsto en el numeral 5 del referido artículo, según sea el caso.

Artículo 53.- Plazo de la autoridad administrativa para resolver. El delegado presidencial regional deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la interposición del recurso de reposición. 

En su caso, el Subsecretario del Interior deberá resolver el recurso jerárquico dentro de los quince días hábiles siguientes contados desde la recepción de los antecedentes remitidos de conformidad con el inciso segundo del artículo 52.
En caso que la autoridad correspondiente no se hubiere pronunciado dentro de plazo, el recurrente podrá solicitar la emisión del certificado a que se refiere el inciso segundo del artículo 65 de la ley N° 19.880.

Artículo 54.- Reclamación jurisdiccional. En caso de rechazo de la impugnación administrativa, se podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones competente dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de la resolución que rechaza el recurso administrativo o desde la fecha que conste en el certificado emitido conforme al artículo precedente.



La Corte pedirá informe a la autoridad respectiva, el cual deberá ser emitido dentro de los cinco días hábiles siguientes. Recibido el informe, la Corte resolverá el reclamo en única instancia, dentro de los treinta días siguientes. Este plazo se entenderá prorrogado por diez días en caso de ordenarse medidas para mejor resolver.

En lo no expresamente previsto en este artículo, la tramitación de la reclamación se sujetará al procedimiento regulado en el Título Final de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior. 

Párrafo 4°

Ejecución y efectos de las sanciones

Artículo 55.- Ejecución de la sanción de multa. La resolución administrativa que establezca el pago de una multa tendrá mérito ejecutivo.

Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República o en alguna institución bancaria en convenio con dicho servicio, dentro de los diez días siguientes a la notificación de la resolución que las imponga, plazo que se suspenderá por la presentación de recursos.

El pago de la multa deberá ser acreditado en la delegación dentro de los diez días siguientes a éste, acompañando el comprobante respectivo, lo que podrá efectuarse en conformidad a lo que disponga el reglamento.

El retardo en el pago de toda multa devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Si transcurrido el plazo de diez días no estuviere acreditado el pago de la multa, la delegación entregará los antecedentes al juzgado de policía local respectivo. Este tribunal podrá decretar orden de arresto en contra del infractor a razón de un día o una noche por cada quinto de unidad tributaria mensual, con un máximo de quince jornadas diarias, diurnas o nocturnas. Dichas medidas podrán ser decretadas en forma total o parcial, o en determinados días de la semana, especificando duración, lugar y forma de cumplir con lo decretado. 

Despachada una orden de arresto, no podrá suspenderse o dejarse sin efecto sino por orden del tribunal que la dictó o por el pago de la multa, más intereses y reajustes.

Artículo 56.- Destino de la multa. El importe de las multas aplicadas de acuerdo al procedimiento regulado en este Párrafo quedará a beneficio de la delegación y se destinará exclusivamente para el financiamiento de actividades de fiscalización de dichas infracciones.

Artículo 57.- Ejecución de la medida de abandono. La sanción de abandono deberá ejecutarse dentro del plazo de cinco días contado desde su notificación. Si transcurrido el plazo la persona sancionada no abandona el territorio especial, la delegación ejecutará la medida de expulsión.

Artículo 58.- Ejecución de la medida de expulsión. Una vez que se encuentre firme la resolución que dispone la expulsión sin que se haya cumplido la sanción de abandono en el plazo establecido, corresponderá su ejecución a la Policía de Investigaciones de Chile. Para estos efectos, se procederá a la detención de la persona por un plazo no superior a doce horas.

La detención se llevará a cabo en dependencias de la Policía de Investigaciones de Chile. La persona sancionada se mantendrá separada de toda la población penal, y se dará cumplimiento a los estándares sanitarios y de habitabilidad adecuados. 

Vencido el plazo señalado en el inciso primero sin que se materialice la medida de expulsión, la Policía de Investigaciones de Chile deberá poner inmediatamente a la persona a disposición del juzgado de garantía competente, con el objeto de que conozca y resuelva sobre la aplicación de la medida cautelar contemplada en la letra c) del artículo 155 del Código Procesal Penal, a efectos de asegurar el cumplimiento de la medida de expulsión. 

Artículo 59.- Revocación y suspensión de oficio. La medida de expulsión podrá ser revocada o suspendida temporalmente en cualquier momento, de oficio por la misma autoridad que la dictó y sólo por resolución fundada.

Título VIII

Otras disposiciones

Artículo 60.- Reglas especiales para el transporte público y privado de pasajeros en Isla de Pascua. El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones estará facultado para establecer condiciones y exigencias específicas para los servicios de transporte público y privado remunerado de pasajeros en Isla de Pascua, exceptuarlos del cumplimiento de determinada normativa reglamentaria, y establecer otros requisitos de circulación que tiendan al ordenamiento y cuidado del territorio especial. 

Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá establecer que las inscripciones que se autoricen en el territorio especial al amparo de la ley N° 20.867, que suspende por el Plazo de Cinco Años la Inscripción de Taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, otorguen prioridad a personas que pertenezcan al pueblo rapa nui, según lo dispuesto en el artículo 66 de la ley N° 19.253.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 113 de la ley N° 18.290, de Tránsito, en los casos en que se declare latencia o saturación de conformidad a lo dispuesto en los artículos 17 y 19 de la presente ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá decretar medidas de restricción a la circulación de vehículos motorizados, con excepción de los vehículos de emergencia. Estas restricciones sólo podrán decretarse y extenderse durante la vigencia de los estados de latencia o saturación.

Un reglamento, que será dictado en el plazo de ciento veinte días, determinará las condiciones, exigencias y plazos para la aplicación de las reglas especiales de los incisos precedentes a los vehículos que se encuentren prestando servicios de transporte remunerado de pasajeros, público o privado, en el territorio especial a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 61.- Realización de trámite y solicitud de autorizaciones. Las autorizaciones y demás trámites que se requieran para prestar servicios de transporte remunerado de pasajeros podrán ser realizados a través de la delegación, la que deberá gestionarla ante la Secretaría Regional de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de Valparaíso por el medio más expedito de que disponga.

Artículo 62.- Mediante uno o más decretos supremos expedidos por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública se aprobarán los reglamentos necesarios para la ejecución de la presente ley, los que serán suscritos, además, por el Ministro de Hacienda, el Ministro Secretario General de la Presidencia, el Ministro de Desarrollo Social y el Ministro de Medio Ambiente. Respecto del reglamento señalado en el artículo 60 de esta ley, éste deberá ser expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que será suscrito además por el Ministro del Interior y Seguridad Pública, el Ministro de Hacienda y el  Ministro de Medio Ambiente.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- El primer decreto que establezca la capacidad de carga demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua deberá dictarse dentro de los ciento veinte días contados desde la publicación de la presente ley. Este decreto podrá fundarse en estudios que hubieren sido realizados con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y que el Ministerio del Interior y Seguridad Pública considere pertinentes. 

La presente ley entrará en vigencia el primer día del quinto mes siguiente al de su publicación. 

Artículo segundo.- El primer plan de gestión de carga demográfica para el territorio especial de Isla de Pascua deberá ser elaborado en el término de noventa días, contado desde la entrada en vigencia de esta ley. Para efectos de lo dispuesto en el artículo 14 se considerarán los resultados del estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica vigente a esa fecha.

Artículo tercero.- Quienes tengan domicilio en Isla de Pascua con anterioridad al 24 de enero de 2016 tendrán el plazo de seis meses, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para dar cumplimiento a aquellos requisitos establecidos en el artículo 6.

Aquellas personas señaladas en el inciso anterior, que no cumplan con alguno de los requisitos habilitantes establecidos en el artículo 6 dispondrán del mismo plazo para solicitar autorización a la Gobernación con el fin de permanecer en Isla de Pascua. La autorización procederá previo informe del Consejo.

Las personas señaladas en los incisos anteriores se entenderán habilitadas para permanecer y residir en Isla de Pascua mientras conserven la residencia y el ánimo de permanecer en el territorio especial.

Quienes hayan establecido domicilio en Isla de Pascua con posterioridad a la fecha establecida en el inciso primero tendrán el plazo de seis meses, desde la entrada en vigencia de esta ley, para dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 6. A estas personas se les aplicarán íntegramente los efectos previstos en la presente ley en caso de perder alguna de estas circunstancias habilitantes. 

Artículo cuarto.- Para la realización del primer estudio de gestión de la capacidad de carga demográfica no se aplicará lo dispuesto en la letra a) del artículo 26 de la presente ley. 

Artículo quinto.- En tanto no entre en vigencia una ley que cree como instancia de representación permanente un Consejo del Pueblo Rapa Nui, los cargos señalados en la letra c) del artículo 25 serán provistos de la siguiente forma:

1. Un cargo de consejero corresponderá al representante del pueblo rapa nui ante el órgano establecido en la letra d) del artículo 41 de la ley N° 19.253, mientras se mantenga en dichas funciones.

2. Dos cargos de consejeros corresponderán a las personas que hayan obtenido las votaciones más altas en la última elección de comisionados de la Comisión de Desarrollo para Isla de Pascua, descontadas aquellas que correspondan a las personas que hubieran resultado electas como comisionados, y por el mismo período para el que hayan sido electos estos últimos.

Una vez que sea creado por ley un Consejo del Pueblo Rapa Nui, los representantes que se elijan para conformarlo integrarán por ese solo hecho el Consejo de Gestión de Carga Demográfica, a contar de la fecha en que asuman sus cargos, reemplazando desde la siguiente sesión a los consejeros mencionados en el inciso precedente, si estos hubieren llegado a integrarlo.

Artículo sexto.- Mientras no asuman los Gobernadores Regionales electos, conforme a la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, las disposiciones que establece la ley referidas a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.

Artículo séptimo.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Partida Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 20 de diciembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber  y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 22 de diciembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES DE URRESTI, ARAYA, PIZARRO, QUINTANA Y QUINTEROS, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.995, QUE ESTABLECE LAS BASES GENERALES PARA LA AUTORIZACIÓN, FUNCIONAMIENTO Y FISCALIZACIÓN DE CASINOS DE JUEGO, EN LO RELATIVO AL ACCESO A CASINOS PARA PERSONAS QUE PADEZCAN LUDOPATÍA Y DE LAS PROMOCIONES QUE ESAS ENTIDADES PUEDEN OFRECERLES

(11.550-06)
1. Antecedentes

La Ley N°19.995 que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juegos, fue publicada en el Diario Oficial el 7 de Enero de 2005, tras una discusión legislativa que se prolongó por casi 6 años.

A lo largo de su tramitación tanto el mensaje como las intervenciones de los legisladores estuvieron fundamentalmente centrados en los eventuales impactos económicos positivos que la instalación de los casinos produciría en las regiones. Sin embargo, en la Historia de la Ley de esa norma la palabra ludopatía aparece mencionada solo dos veces, mientras que la palabra ludópata ni siquiera fue mencionada.

Y este es el tema, y la preocupación, que nos convoca a presentar este proyecto de ley, buscando atender los efectos que el juego produce en muchas personas y que, obviamente, se relaciona directamente no solo con la existencia de los casinos de juego, sino especialmente con la publicidad y las promociones que, como caracteriza la propia Superintendencia de Casinos, son “políticas comerciales tendientes a captar y fidelizar clientes (…) otorgando para ello, entre otros, derechos a participar en sorteos; descuentos; otorgamiento de créditos promocionales para ser jugados en los juegos de azar”1.

A raíz de lo anterior no han sido pocas las iniciativas parlamentarias para tratar de regular y prevenir la ludopatía. Afortunadamente, algunas de ellas ya han pasado a segundo trámite constitucional, como es el caso de la moción presentada por los diputados Aguiló, Becker, Berger, Chávez, Cicardini, Farías, González, Morales, Sandoval y Urrutia, O. (Boletín 9507-06) que busca modificar la Ley N° 19.995 y el Código Civil, en orden a establecer medidas de restricción en los casinos de juegos para las personas que padecen ludopatía.

En 2012 el senador Carlos Bianchi, presentó un proyecto de ley que proponía modificar la Ley N°19.995, en materia de publicidad de las actividades, bienes y servicios de los casinos de juego (Boletín N°8731-06). Ya antes, en 2008, el senador Ricardo Núñez, también había presentado una moción buscando modificar la Ley N°19.995, en materia de prevención de la adicción al juego (Boletín 6096-06), que desde Julio de 2009 se encuentra en la Cámara de Diputados para su segundo trámite. 

En ese mismo contexto, los diputados y ex diputados Auth, Ceroni, De Urresti, Girardi, Goic, Lemus, Sabag, Saffirio y Schilling, presentaron en 2012, una moción, también en segundo trámite, que tiene por objeto establecer la prohibición de utilización de guarderías infantiles, en los mismos casinos u hoteles asociados, en beneficio de padres o quienes estén al cuidado de un menor, para que puedan asistir a las salas de juego, entendiendo que este “servicio” que busca evitar que los menores accedan a las salas de juego, como lo establece el Artículo 9, letra a) de la Ley N°19.995, atenta abiertamente contra el interés superior del niño, declarado como uno de los principios de la Convención Internacional de Derechos del Niño, suscrita y ratificada por el Estado de Chile en 1990.

Es decir, se trata de una materia que no ha pasado inadvertida para los legisladores. Sin embargo hasta hoy, la única normativa que regula las promociones que hacen los casinos de juegos es la Circular N°43, de Noviembre de 2013, que imparte instrucciones acerca de la notificación y contenido de las bases de promociones y/o de los procedimientos anexos y sus modificaciones, derogando la Circular N° 24, del 24 de octubre de 2011.

2. La Ludopatía

A comienzos de abril de 2013, la prensa difundía una noticia donde se indicaba que “este fin de semana una mujer se quitó la vida en una habitación del hotel del casino Monticello, en San Francisco de Mostazal. Según los antecedentes, pasaba por un cuadro depresivo y era adicta al juego”2. Esta frase resume todo el dramatismo que puede alcanzar esta enfermedad: que una ludópata, deprimida probablemente por las mismas consecuencias de su adicción, muera en el hotel del propio casino de juegos.

Más recientemente, el pasado 2 de Julio de 20173, el veterinario Osvaldo Campos Azócar, de 42 años, dejó dos personas muertas en el casino Monticello, en San Francisco de Mostazal, tras abrir fuego al interior de la zona VIP del recinto, luego de perder unos $15 millones de pesos. Disparó al menos siete veces, provocando la muerte del croupier. Más tarde, una mujer alcanzada por las balas perdió la vida. Ambas víctimas trabajaban en el casino. 

Ciertamente hechos como este no solo ocurren en Chile. Se trata de un fenómeno global. Así lo confirma una nota de prensa del diario español ABC, que en un reportaje titulado “La adicción al juego ya no es una cuestión de género”, profundiza además en otro elemento importante de análisis: que este problema afecta tanto a hombres como mujeres, estimando que en el caso de las mujeres este problema puede llegar a constituir un 30% del total, proponiendo un perfil en ambos casos.
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En nuestro país desde hace tiempo que especialistas del ámbito de la salud mental vienen planteando su preocupación por este tema, lo que incluso ha sido tema en medios del ámbito económico, por las implicancias que esto tiene. Así ocurre por ejemplo con la nota de prensa que bajo el título “Proliferación de tragamonedas y casinos enciende las alarmas sobre la ludopatía”5, permite ir incluso más allá de los casinos de juegos, pues incorpora en su descripción de los efectos del juego sobre algunas personas incluso debido al acceso a máquinas tragamonedas de barrio. Por cierto, este reportaje también incluye datos relevantes que permiten estimar la magnitud del problema, como cuando un psiquiatra entrevistado dice que reciben 10 casos mensuales de adicción al juego. 

Otro dato curioso, pero relevante al respecto es el expuesto por la revista The Clinic, que el 2014, bajo el título “El club de los ludópatas arrepentidos”, expone un conjunto de casos de ludópatas que están sometidos a tratamiento para dejar de serlo y que integran una comunidad terapéutica. Uno de los testimonios da un dato muy importante, que demuestra la necesidad de regulación. La nota textualmente señala:

“Lleva veinte meses en rehabilitación. Llegó en la misma fecha que Rosita, una jugadora empedernida que entró al grupo como estropajo luego de perderlo todo en las máquinas. Sergio es el mayor del grupo y el que más tiempo estuvo enviciado. Tiene 69 años y se pasó 41 como ludópata. Empezó jugando a la ruleta y terminó en las tragamonedas. Nunca jugó por la plata, dice, sino por la emoción.

“Incluso, firmó una carta de autoexclusión, que incluye una foto, para que no lo dejen entrar en el Enjoy de Viña. Aunque la carta la firmó ante notario, no tiene mucha validez: los casinos no están obligados a echar a un ludópata que ha firmado la carta de autoexclusión. Al final, es casi un acto simbólico6.”

Desde un punto de vista médico se dice que la ludopatía es una patología psiquiátrica que aqueja a menos del 1% de la población y se caracteriza como “una enfermedad crónica que se traduce en una conducta de juego maladaptativa, que es persistente y recurrente en el tiempo (por un período mayor a 12 meses) y que se caracteriza por la búsqueda de una gratificación inmediata. Se traduce en síntomas significativos que afectan al individuo y a su entorno. No es solo pérdida de dinero”7.

La causa específica de este trastorno se desconoce, pero se sabe que estaría determinado por componentes biológicos, sociales y ambientales muy semejantes a los que se dan en las adicciones. Entre los factores de riesgo que podrían influir en su aparición están: antecedentes familiares, trastornos de la personalidad, del ánimo y de ansiedad; abuso de sustancias; temperamento impulsivo; soledad; déficit atencional; ser competitivo, inquieto y aburrirse con facilidad; tener fácil acceso a lugares de juego, ya sea porque están cerca geográficamente o porque la familia suele frecuentarlos; pérdidas recientes (haber quedado cesante o estar viviendo un duelo, por ejemplo); deudas importantes que hacen fantasear con que podría ganarse el dinero suficiente para pagarlas.

El tratamiento de un ludópata implica el trabajo integral de un equipo multidisciplinario, en el que participan psiquiatras, psicólogos, terapeutas familiares y ocupacionales. Comienza con la evaluación y diagnóstico del psiquiatra, quien realiza una entrevista clínica al paciente y a su familia, para luego intervenir con fármacos, terapia individual, terapia familiar, terapia de grupo, terapia ocupacional.

La psiquiatra Carolina Muñiz, de la Unidad de Adicciones de la Red de Salud UC CHRISTUS, enfatiza que, en general, los adictos al juego tienen un buen pronóstico si el tratamiento se realiza adecuadamente Sin embargo, advierte que “es fundamental hacer conciencia de que esta es una enfermedad crónica y que existe la posibilidad de que haya recaídas a lo largo del tiempo. El ludópata lo es de por vida y siempre está propenso a reincidir más adelante”8.
La Asociación Estadounidense de Psiquiatría9 reunió una serie de síntomas que pueden darse en un ludópata, recomendando a las personas que si se pueden identificar con cinco o más de ellos, es necesario buscar ayuda profesional. Estos son:

– Cometer delitos para conseguir dinero para jugar.

– Sentirse inquieto o irritable al tratar de jugar menos o dejar de jugar.

– Jugar para escapar de los problemas o de sentimientos de tristeza o ansiedad.

– Apostar mayores cantidades de dinero para intentar recuperar las pérdidas previas.

– Perder el trabajo, una relación u oportunidades en sus estudios o en su carrera debido al juego.

– Mentir sobre la cantidad de tiempo o dinero gastada en el juego.

– Hacer muchos intentos infructuosos por jugar menos o dejar de jugar.

–Necesidad de pedir dinero prestado debido a las pérdidas ocasionadas por el juego.

–Necesidad de apostar cantidades cada vez más grandes de dinero para sentir excitación.

–Pasar mucho tiempo pensando en el juego, como recordar experiencias pasadas o formas de conseguir más dinero con que jugar.

3. La idea matriz

Esta moción no busca que la Ley de Casinos se haga cargo de la ludopatía que afecta a un importante número de chilenos y chilenas, ni tampoco que lo hagan los propios casinos, pero sí que tanto la norma como estas empresas asuman una mayor cuota de responsabilidad ante este problema, que no solo afecta a quien desarrolla la adicción, sino también a sus familias, debido a los costos que deben pagarse colectivamente, debido a la pérdida de empleos, la existencia permanente de deudas y los tratamientos a que deben ser sometidos por largo tiempo.

Lo primero es lograr que la normativa específica incorpore los conceptos de ludopatía y de ludópata y que las “promociones” con que los casinos buscan atraer y fidelizar a sus clientes, no termine convirtiéndose en un incentivo perverso para quienes presentan esta adicción. Se necesita que las promociones sean reguladas directamente por la ley y no solo a través de circulares del Superintendencia de Casinos de Juegos, pues como hemos señalado en los antecedentes, incluso hay personas afectadas por la ludopatía que han buscado autoexcluirse de los casinos, lo que no es tomado en cuenta por éstos.

Por todo lo anterior, es que tenemos a bien proponer el siguiente, 

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modifícase la Ley Nº19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juegos, de la siguiente forma:

1. Agréguese un nuevo literal en el Artículo 3°, del siguiente tenor:

“Promociones: aquellas políticas comerciales destinadas a otorgar beneficios promocionales a las personas que asisten a los casinos de juegos, otorgando para ello, entre otros, derechos a participar en sorteos y recibir descuentos en los servicios anexos. Sus bases serán previamente notificadas a la Superintendencia”

2. Agréguese un nuevo literal en el Artículo 3°, del siguiente tenor:

“Registro de personas autoexcluidas: nómina de las personas que han solicitado de manera voluntaria que se les prohíba el acceso a un casino, el que se remitirá y actualizará periódicamente ante la Superintendencia.”

3. Agréguese un artículo 8 bis nuevo, del siguiente tenor:

“En las salas de juego se deberán exhibir claras y precisas advertencias de los daños enfermedades o efectos sobre la salud de las personas que implica la adicción al juego, las cuales deberán ser notoriamente visibles y comprensibles, y contener imágenes o leyendas en idioma español y en inglés. 

Asimismo, los operadores deberán disponer la entrega de folletos explicativos a los usuarios y jugadores que ingresen a las salas, sobre el juego responsable y los efectos de la adicción al juego en la salud de las personas.” 

4. Agréguese una nueva letra “g” al artículo 9, del siguiente tenor:

“g) Las personas que hayan solicitado de manera voluntaria que se les prohíba el acceso o respecto de las cuales exista resolución judicial en el mismo sentido.” 

(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.

________________

1 http://www.scj.cl/descarganormativa/descarga/63720131119123136C43_14_11_2013.pdf.pdf
2 http://www.soychile.cl/Santiago/Sociedad/2013/04/02/164652/Como-reconocer-a-un-ludopata.aspx
3 http://www.latercera.com/noticia/monticello-atacante-perfil/
4 http://www.abc.es/salud/noticias/20140413/abci-adicion-juego-mujer-201404111807.html
5 http://www.economiaynegocios.cl/noticias/noticias.asp?id=69791
6 http://www.theclinic.cl/2013/06/07/el-club-de-los-ludopatas-arrepentidos/
7 http://redsalud.uc.cl/ucchristus/MS/RevistaSaludUC/MenteSana/ludopatia.act
8 Red Salud UC, Op. Cit.

9http://www.biobiochile.cl/noticias/sociedad/salud/2017/07/03/asi-funciona-la-mente-de-un-ludopata-10-senales-que-dan-cuenta-de-esta-adiccion-al-juego.shtml
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS MUÑOZ, ALLENDE Y GOIC Y SEÑOR HARBOE, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY PARA INCORPORAR UNA CUOTA DE GÉNERO EN LAS ELECCIONES DE CONCEJALES Y CONSEJEROS REGIONALES QUE SE REALICEN HASTA EL AÑO 2029

(11.551-06)
Vistos. Lo dispuesto en la Constitución Política de la República; en la Ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre votaciones populares y escrutinios y, especialmente, en su reforma aprobada a través de la Ley N° 20.840, que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional; en el D.F.L. No 1 de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades y en el D.F.L. N° 1 de 2005, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

Considerando:

1.-
Que uno de los problemas que enfrenta nuestra sociedad es la persistente inequidad de género que se aprecia en diversos ámbitos.

En el mundo privado, persisten graves desigualdades de acceso a la educación y al trabajo. Las mujeres obtienen menos remuneraciones que los varones en funciones similares y difícilmente llegan a ocupar puestos directivos.

En el ámbito de las políticas públicas, son castigadas por los planes de salud, que se encarecen por la maternidad, cargando exclusivamente a éstas su costo en lugar de solidarizarlo en la sociedad y son, además, perjudicadas en un sistema previsional de capitalización individual que no considera adecuadamente su menor densidad de cotizaciones.

2.-
Que, asimismo, nuestro país registra una muy insuficiente participación de la mujer en cargos públicos.

Pese a que éstas se involucran activamente en la dirigencia social, a nivel vecinal o comunitario, dichos liderazgos presentan serias dificultades para ascender a las esferas del poder.

Así, según datos de ONU Mujeres, las parlamentarias son en Chile el 15,8% del Poder Legislativo, mientras el promedio regional es de 25,2%. Desglosadas por ramas del Congreso Nacional contamos con 19 diputadas del total de 120 y seis senadoras de 38.

En el sector municipal, los datos son algo mejores pero muy lejanos a la equidad. Como señala el Informe Mujeres y Elecciones Municipales 2016, del PNUD, "De las 231 candidatas a alcaldesa, solo 41 fueron electas, es decir, un 11,9% de las alcaldías ha quedado en manos de una mujer. Asimismo, de los 2.240 concejales electos en la pasada elección municipal, 552 fueron mujeres, lo que equivale a un 24.6% del total"

Ello conspira contra una adecuada representación de la sociedad en las diversas instituciones y nos aleja de ser un país moderno e inclusivo.

3.-
Que ese diagnóstico ha estado presente desde hace varias décadas. Así, el año 2003, las entonces diputadas Adriana Muñoz, Isabel Allende, Rosa González, Carmen Ibáñez, María Eugenia Mella, María Antonieta Saa, Alejandra Sepúlveda y Carolina Tohá y los actuales senadores Guido Girardi y Fulvio Rossi, presentamos a consideración del Parlamento un proyecto de ley destinado a modificar diversos cuerpos legales con el objeto de promover el derecho de las mujeres a participar en la vida pública nacional. (Boletín N° 3206 18)

El texto establecía una cuota de género de al menos un 40% en las elecciones parlamentarias y municipales, con el objeto de impulsar la participación femenina.

Pese a la evidente necesidad de disposiciones de esta naturaleza, el proyecto no encontró suficiente apoyo en esos años.

4.-
Que la misma idea fue promovida exitosamente por la Presidenta Michelle Bachelet más de una década después.

Así, la Ley 20.840 que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional, contempla en forma transitoria hasta la elección que deba efectuarse el año 2029, una cuota de género del 40% en las listas de postulantes, similar a la propuesta el 2003, además de incentivos económicos para los partidos que elijan candidatas mujeres.

5.-
Que las elecciones parlamentarias realizadas en noviembre pasado, bajo el marco de la ley 20.840, han tenido un contundente resultado desde la perspectiva de género.

Si bien su efecto concreto deberá ser analizado con mayor profundidad y, preferentemente, una vez culminado el ciclo de elecciones para el que fue previsto, las cifras son categóricas.

La representación femenina en el Parlamento logró para el período 2018-2022 un alcance histórico. Se eligieron 6 senadoras, que se suman a las 4 que se mantienen, totalizando 10, lo que corresponde al 23,2% de la Cámara Alta. Las diputadas, en tanto, serán 36, un 22,5% de 155 escaños.

Esto significa cuadruplicar el ritmo de crecimiento de las parlamentarias mujeres percibido en comicios anteriores.

5.-
Que estimamos que la limitación de las cuotas de género sólo a las elecciones parlamentarias conspira contra la obtención de resultados aún mejores.

Lo anterior, en tanto el liderazgo político es generalmente ascendente, de tal modo que la existencia de una amplia base de concejalas y consejeras regionales debiera redundar en una aún mayor oferta y potencialidad de candidatas al Parlamento.

6.-
Que lo anterior permitirá que nuestro país avance más decididamente en la materia, recogiendo recomendaciones como las contenidas en la Resolución "La participación de la mujer en la política", aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 19 de diciembre de 2011.

En su numeral 3, se exhorta a todos los Estados a fomentarla participación política de la mujer, acelerar el logro de la igualdad entre hombres y mujeres.

Asimismo, la letra g) de su numeral 6, insta a todos los Estados a que, entre otras medidas, aceleren la aplicación, según corresponda, de estrategias que promuevan el equilibrio de género en la adopción de decisiones políticas, y adoptar todas las medidas apropiadas para alentar a los partidos políticos a velar por que las mujeres tengan una oportunidad justa y equitativa de competir por todos los cargos públicos electivos;

Refuerza lo dicho el acápite número 9, que alienta además a los Estados a que se comprometan a establecer el objetivo del equilibrio entre mujeres y hombres en los órganos y comités gubernamentales, así como en las entidades de la administración pública y en la judicatura, incluidas, según corresponda, la fijación de objetivos concretos y la aplicación de medidas a fin de aumentar sustancialmente el número de mujeres con miras a lograr una representación paritaria de las mujeres y los hombres, de ser necesario mediante la adopción de medidas positivas en favor de la mujer, en todos los puestos gubernamentales y de la administración pública;

7.-
Que, por tanto, con el objeto que el positivo resultado de las pasadas elecciones parlamentarias se vea reforzado y potenciado, las senadoras y senadores que suscriben estimaos conveniente introducir también cuotas de género para las elecciones de concejales y consejeros regionales.

Asimismo, creemos aconsejable repetir los mismos estímulos económicos incorporados para fomentar que los partidos políticos promuevan la elegibilidad de sus candidatas. Sin embargo, ello excede la iniciativa parlamentaria.

Por lo anterior, las senadoras y senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo 1°.- Modifíquese el D.F.L. No 1 de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, de la siguiente forma:

1.
Intercálese el siguiente inciso quinto al artículo 107, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo, respectivamente:

"De la totalidad de declaraciones de candidaturas a concejales declaradas por los partidos políticos, hayan o no pactado, ni los candidatos hombres ni las candidatas mujeres podrán superar el 60% del total respectivo en aquéllas comunas que elijan diez concejales; el 62,5% en aquéllas que elijan ocho y el 66,7%, en aquéllas que elijan seis. Este porcentaje será obligatorio. La infracción de lo señalado precedentemente acarreará el rechazo de todas las candidaturas declaradas a concejales del partido que no haya cumplido con este requisito."

2.-
Intercálese, en el artículo 115, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, pasando el actual inciso segundo a ser inciso quinto:

"En dicha resolución deberá considerarse la obligación señalada en el inciso quinto del artículo 107, debiendo rechazarse, por tanto, la totalidad de las declaraciones de candidaturas a concejales realizadas por los partidos políticos, estén o no en pacto electoral, que no cumplan con el porcentaje de sexos establecido en dicha disposición.

Los partidos políticos cuya totalidad de declaraciones de candidaturas a concejales sean rechazadas en conformidad a lo dispuesto precedentemente, podrán corregirlas ante el Servicio Electoral dentro de los cuatro días hábiles siguientes a la fecha de la notificación de la resolución a que alude el inciso primero, con el fin de ajustarse al porcentaje de sexos dispuesto, ya sea retirando declaraciones de candidaturas o declarando otras nuevas.

Dentro de los cinco días siguientes de vencido el plazo para presentar la corrección, el Servicio Electoral dictará una nueva resolución aceptando o rechazando las declaraciones nuevas y rechazando o aceptando, según proceda, la totalidad de las declaraciones de candidaturas a concejales, según corresponda, la que deberá ser publicada dentro de tercer día en el Diario Oficial. En tal oportunidad también se publicarán en el mismo medio la aceptación o rechazo de cada una de las declaraciones de candidaturas declaradas por cada partido político, pacto electoral o candidatura independiente."

Artículo 2°.- Modifíquese el D.F.L. N° 1 de 2005, que fija el texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado de la Ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, de la siguiente forma:

1.
Intercálese el siguiente inciso quinto al artículo 84, pasando los actuales incisos quinto, sexto y séptimo a ser sexto, séptimo y octavo, respectivamente:

"De la totalidad de declaraciones de candidaturas a consejeros regionales declaradas por los partidos políticos, hayan o no pactado, ni los candidatos hombres ni las candidatas mujeres podrán superar el sesenta por ciento del total respectivo. Este porcentaje será obligatorio. La infracción de lo señalado precedentemente acarreará el rechazo de todas las candidaturas declaradas a consejeros regionales del partido que no haya cumplido con este requisito."

2.-
Intercálese, en el artículo 92, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, pasando el actual inciso segundo a ser inciso quinto:

"En dicha resolución deberá considerarse la obligación señalada en el inciso quinto del artículo 84, debiendo rechazarse, por tanto, la totalidad de las declaraciones de candidaturas a consejeros regionales realizadas por los partidos políticos, estén o no en pacto electoral, que no cumplan con el porcentaje de sexos establecido en dicha disposición.

Los partidos políticos cuya totalidad de declaraciones de candidaturas a consejeros regionales sean rechazadas en conformidad a lo dispuesto precedentemente, podrán corregirlas ante el Servicio Electoral dentro de los cuatro días hábiles siguientes a la fecha de la notificación de la resolución a que alude el inciso primero, con el fin de ajustarse al porcentaje de sexos dispuesto, ya sea retirando declaraciones de candidaturas o declarando otras nuevas.

Dentro de los cinco días siguientes de vencido el plazo para presentar la corrección, el Servicio Electoral dictará una nueva resolución aceptando o rechazando las declaraciones nuevas y rechazando o aceptando, según proceda, la totalidad de las declaraciones de candidaturas a consejeros regionales, según corresponda, la que deberá ser publicada dentro de tercer día en el Diario Oficial. En tal oportunidad también se publicarán en el mismo medio la aceptación o rechazo de cada una de las declaraciones de candidaturas declaradas por cada partido político, pacto electoral o candidatura independiente."

Artículo transitorio.- La regla especial a que se refieren los artículos 1° y 2° del presente texto legal sólo tendrá aplicación en las elecciones de concejales y consejeros regionales que se realicen hasta el 31 de diciembre de 2029.
(Fdo.): Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.

12

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES DE URRESTI, ARAYA, GARCÍA-HUIDOBRO, LETELIER Y QUINTANA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.290, DE TRÁNSITO, ESTABLECIENDO LA PROHIBICIÓN DE VENDER COMBUSTIBLE A CONDUCTORES DE MOTOCICLETAS QUE NO UTILICEN EL CASCO PROTECTOR REGLAMENTARIO

(11.552-15)

1. Antecedentes

Según la Asociación Nacional de Importadores de Motocicletas1 solo entre los años 2009 y 2014 se vendieron en Chile 294.285 motocicletas, siendo el año de mayores ventas el 2013 con 60.045 unidades vendidas.
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Entre los argumentos que buscan explicar este fenómeno se señala que las motocicletas son económicas, permiten sortear la congestión fácilmente y contaminan menos que un automóvil. Sin embargo, como en el caso de los motociclistas la carrocería es el propio cuerpo de la persona, "cuando hay un accidente de tránsito los resultados son fatales"2, advierte la secretaria ejecutiva de Conaset, Gabriela Rosende. 
Se estima que por cada ocho autos que salen a la calle a circular, una moto ingresa al parque vehicular. Esa es la proporción que grafica el boom de las motocicletas en Chile, que tiene un ritmo de crecimiento de entre 40 y 50 mil al año.

Y aunque aún estamos lejos de países como Colombia, Argentina o Brasil -que venden al año entre 300 mil y 2 millones de unidades-, el mercado chileno crece y crece.

Según cifras del Registro Civil, a diciembre de 2012 se registraban 378.948 unidades.

Asimismo la cantidad de conductores con licencia Clase C se ha más que triplicado en los últimos 10 años: en 2003 había 6.773 personas con permiso, el año 2012 ya eran 22.249.

Esta realidad se palpa a diario en las calles: cuando uno va de peatón, viajando en auto o en micro. Hoy ver a un ejecutivo en moto o una mujer con su cartera al hombro manejando una scooter es tan común como encontrarse con una decena de personas revisando su celular al mismo tiempo y en el mismo lugar.

La diversificación de su uso ha sido uno de los grandes atractivos para el aumento de este vehículo de dos ruedas. Es un medio de transporte económicamente accesible y rinden hasta 50 kilómetros por cada litro de combustible, permite sortear la congestión fácilmente (no es casualidad que más de la mitad de licencias para estos vehículos se concentren en la Región Metropolitana) y contamina menos que un automóvil.

Por lo mismo, las grandes cadenas de comida y servicios hace años echaron mano al recurso aprovechando de proyectar, además, una imagen de rapidez en la atención del cliente. Pero ahora son los ciudadanos -hombres y mujeres de todas las edades- quienes se decidieron a optar por esta "alternativa" que cada vez tiene más adeptos.

Las motocicletas más vendidas tienen motores de 200 centímetros cúbicos, preferidas por las mujeres porque son más livianas y fáciles de maniobrar. Pero el mercado ofrece motos de lujo de hasta $6 millones por unidad.

Y así como creció la importación de estos vehículos, con la consecuente oferta de tipos de motos disponibles (scooter, enduro, shopper, de velocidad), también proliferaron las tiendas especializadas en accesorios para los conductores, donde se encuentran cascos, maletas y todo tipo de ropa para sus pasajeros. De hecho, en este mercado sostienen que en los últimos dos años el uso de chaquetas con protectores y zapatos de caña alta se han duplicado en los conductores.

2. Accidentes

Los accidentes en motocicleta subieron un 42% entre 2011 y 2013. Según Carabineros, solo en 2013 se produjeron 5.956 accidentes vinculados a este tipo de vehículo3. 
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Un análisis espacio-temporal de accidentes de motocicleta en el Gran Santiago para el período entre los años 2007 y 20114, desarrollado por la Conaset y la ANIM, señala que en el período analizado los accidentes de motocicletas representan el 8,6% del total de los accidentes de tránsito de la Región Metropolitana, el 11,4% de las muertes generadas en dichos accidentes y el 12,6% de los lesionados producidos en los mismos incidentes.

Un estudio comparado5, publicado en el sitio web de la ANIM, muestra la realidad chilena en relación a lo que ocurre en otras latitudes, mostrando las cifras por categoría de vehículo y su evolución en el tiempo. 
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Otro estudio, realizado por Conaset y ANIM el año 2010 sobre características de los vehículos en la movilidad urbana, caracteriza el parque del rubro motociclístico de la siguiente forma:
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Por otra parte, un Estudio de Conductas asociadas a la Seguridad en la Conducción y el Uso del Casco Protector en Motociclistas6, desarrollado por la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito en Octubre de 2013, constató que ese año: 

- Hubo 2.128 motos observadas en las tres regiones del estudio: 48,4% en la Región Metropolitana, 31,2% en la Región del Bío Bío y 20,4% en la Región de Valparaíso. 

- La mayoría fueron motocicletas de uso particular (87,9%). 

- Prácticamente la totalidad de los pilotos y copilotos de moto usa el casco protector: 99,8% y 99,3% respectivamente. 

3. La normativa vigente

Actualmente está vigente el Decreto N°231, promulgado el 14 de Diciembre de 2000 y publicado en el Diario Oficial el 6 de Febrero de 2001, que establece el casco reglamentario para conductores y ocupantes de vehículos. Dicha norma establece, en su Artículo 1°, que “toda persona que conduzca una motocicleta, motoneta, moto para todo terreno (de tres o cuatro ruedas) u otro vehículo motorizado similar de dos o tres ruedas, así como sus acompañantes, deberán usar casco protector.”

Asimismo, el Artículo 84 de la Ley N°20.068 señala que “todo conductor de motocicletas, motonetas, bicimotos y su acompañante deberán usar casco protector reglamentario. El uso de casco protector, en el caso de las bicicletas, será exigible sólo en las zonas urbanas.”

4. Ideas matrices

Pese a que existe la percepción fundada de que los motociclistas chilenos son responsables, en el sentido de utilizar correctamente su vehículo, lo que se grafica en que el número de motociclistas fallecidos en accidentes es menor al de ciclistas fallecidos en accidentes, que en general junto con el incremento del número de motocicletas también ha aumentado la venta del equipamiento de seguridad necesario y que, diversos estudios y encuestas muestran que en su gran mayoría los motociclistas utilizan regularmente el casco protector reglamentario, pareciera resultar en una medida que reduzca aún más la posibilidad de que algunos conductores no lo hagan, el condicionar la venta de combustible a quienes concurran hasta una estación de servicio sin utilizar el citado casco. Con ello, incluso se elimina la posibilidad de que accedan a combustible quienes eventualmente hayan tomado o sustraído una motocicleta que no sea de su propiedad.

Por todo lo anterior, es que tenemos a bien proponer el siguiente, 

PROYECTO DE LEY

Artículo único: 

"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº18.290, de Tránsito:

1. Reemplácese el actual Artículo 84, por el siguiente nuevo:

“Artículo 84.- Toda persona que conduzca motocicletas, motonetas, bicimotos y moto para todo terreno de dos, tres y cuatro ruedas, así como sus acompañantes deberán usar casco protector reglamentario. El uso de casco protector, en el caso de las bicicletas, será exigible sólo en las zonas urbanas.

Las estaciones de servicio no realizarán expendio de combustible a aquellos conductores de motocicletas, motonetas, bicimotos y moto para todo terreno de dos, tres y cuatro ruedas, y sus acompañantes, que no utilicen el casco protector reglamentario correspondiente.

Los propietarios, concesionarios o administradores de estos recintos deberán instalar señalética que informe acerca de esta disposición en lugar visible.”

(Fdo.). Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
_____________

1 http://www.anim.cl/
2 http://www.lasegunda.com/Noticias/Nacional/2013/02/823130/el-boom-de-las-motos-ventajas-y-peligros-de-un-mercado-que-en-10-anos-se-ha-triplicado

3 http://www.latercera.com/noticia/nacional/2014/07/680-586500-9-accidentes-en-moto-suben-un-42-en-tres-anos-y-gobierno-alista-plan-de-seguridad.shtml

4 https://biblioconaset.mtt.gob.cl/Home/RetrieveDocument/analisis_espacio_temporal_accidentes_moto_GS2007_2011%7Cpdf

5 http://www.anim.cl/chile-triunfa-en-el-combate-a-los-accidentes-en-moto/

6 http://www.conaset.cl/wp-content/uploads/2016/01/estudio_observacion_casco_motos_2013.pdf
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR MONTES, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES BIANCHI, GUILLIER Y NAVARRO, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 20 DE LA LEY N° 20.559, SOBRE SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA Y MEDIA Y SU FISCALIZACIÓN, CON EL OBJETIVO DE PRECISAR LA FORMA EN QUE SE PRESENTARÁN LOS RESULTADOS DE LAS EVALUACIONES DE LOGROS DE APRENDIZAJE

(11.553-04)
Vistos. Lo dispuesto en los artículos 1°, 19° y 63° de la Constitución Política de la República; en la Ley 20.370, que establece la Ley General de Educación y en la Ley 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización.

Considerando.

1.- Que nuestro país estableció, ya desde la época de los '60, mecanismos de evaluación del sector educativo. Sin embargo, a partir de los '80 y, especialmente en la década de los '90, siguiendo ciertas tendencias implementadas a nivel global y continental, el Sistema Nacional de Medición de la Calidad de la Educación adquirió características más definidas.

2.- Que en los últimos años la validez de este tipo de mecanismos ha sido puesta en duda desde diversas aristas en muchas partes del mundo. Un ejemplo, es la posición del ex Presidente de los Estados Unidos, Barack Obama.1
Se discute su capacidad para medir efectivamente aquello que señala, esto es la calidad de la educación, entendida como un concepto integral que comprende diversos aspectos del desarrollo de un niño y joven, tanto en lo cognoscitivo como en aspectos afectivos, físicos y sociales, entre otros.

En este sentido, se cuestiona fuertemente que los test estandarizados han terminado produciendo severas distorsiones, desvirtuado el concepto de educación misma y de la calidad de ésta, reduciendo el curriculum a las asignaturas involucradas, minimizando el rol de los profesores y restándoles iniciativa para desplegar sus capacidades y, dañando severamente a los menores, motivando una suerte de entrenamiento para su resolución y una presión que no resulta deseable.

3.- Que incluso suponiendo que ellos prestan algún tipo de utilidad, se ha reprochado la metodología de su aplicación en el país, atendido su hasta hace poco carácter exclusivo como método de evaluación, el número de pruebas aplicables, el carácter nacional en lugar de muestral de éstas y los períodos y cursos en que se practica.

Lo anterior fue reconocido por la propia Agencia de la Calidad, encargada por Ley, de regular el sistema, la que ha aportado otros indicadores de la calidad, al tiempo que ha venido reduciendo y reorganizando sistemáticamente el número y características de las pruebas.

4.- Que, por último, se ha apuntado severamente al uso que se da en Chile a los resultados de estas pruebas.

Al respecto, concordante con el sistema de mercado que se implementó en la educación desde la dictadura y de la lógica de competencia inherente, los resultados se han convertido más en una estrategia publicitaria para captar alumnos que en un verdadero instrumento de ayuda al proceso pedagógico.

En el extremo, ha servido para estigmatizar establecimientos y comunidades escolares.

5.- Que la importancia de la materia ha motivado que ya desde la década del '90, en diversas leyes de presupuesto se haya buscado incidir, en una u otra forma, en la presentación de los resultados.

Así, en 1994 se aprobó, en la Partida del Ministerio de Educación, la siguiente norma, que se reiteró hasta el presupuesto para el 2008:

"Un resumen de los resultados globales de la prueba deberá ser publicado en un diario de circulación nacional, y además, el detalle de los resultados por establecimiento estarán a disposición para consulta del público en cada una de las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación. Los resultados específicos de cada establecimiento educacional serán entregados a ellos, para conocimiento de los integrantes de la comunidad escolar."

Para el Presupuesto del Sector Público correspondiente al año 2008, se agregaron los siguientes párrafos:

"Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Ministerio de Educación deberá poner a disposición de cualquier persona los resultados totales del SIMCE, desagregados por región, provincia, comuna, establecimiento y nivel educacional, permitiendo la evaluación comparativa de dichos resultados y la elaboración de estudios que permitan verificar la efectividad de los mismos."

Además, deberán publicarse estos resultados en el sitio web del Ministerio de Educación desagregados por región, provincia, comuna, establecimiento y nivel educacional."

6.- Que la materia volvió a ser analizada, con ocasión de la discusión de la Ley General de Educación. En dicho texto, el inciso final del artículo 37, se refiere a esta materia indicando:

"La Agencia de Calidad de la Educación deberá informar públicamente los resultados obtenidos a nivel nacional y por cada establecimiento educacional evaluado. En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos cuando las mediciones tengan representatividad individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, en ámbitos tales como selección, repitencia u otros similares."

Vale decir, los resultados deben ser públicos y los padres informados. No pueden aportarse resultados individuales.

7.- Que, más recientemente, el artículo 20° de la ley 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización, ahondó en el punto, señalando:

"Artículo 20. La Agencia dará a conocer y otorgará amplia difusión a los resultados de aprendizaje de los alumnos referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, así como a los resultados que arrojen los otros indicadores de la calidad educativa, y la ordenación que de ello se derive, al Ministerio de Educación, a los padres y apoderados, y a la comunidad educativa.

En el caso de los padres y apoderados, recibirán información relevante, de fácil comprensión y comparable a través del tiempo para el establecimiento. Además, se incluirá información sobre los establecimientos de la misma comuna y de comunas cercanas.

Sin perjuicio de lo anterior, la ordenación de todos los establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.

Asimismo, los establecimientos educacionales informarán a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido ordenados."

8.- Que, con el objeto de circunscribir los alcances de estas normas, a partir del Presupuesto del Sector Público para el año 2015, se ha venido incorporando en la glosa correspondiente a la asignación Evaluación de Logros de Aprendizaje de la Agencia de la Calidad, el siguiente inciso:

"Los resultados de las mediciones que se realicen por esta asignación y de aquellas que, habiendo sido rendidas no hayan sido difundidas a la fecha de publicación de esta ley, sólo podrán informarse en cifras agregadas de carácter nacional, regional, provincial o comunal referidas a la totalidad de los establecimientos educacionales para el nivel y territorio de que se trate y en informes específicos dirigidos a cada establecimiento que consigne los contenidos deficitarios respectivos."

9.- Que como se comprende, lo anterior no implica una modificación de la Ley General de Educación. En efecto, no se altera la exigencia de publicidad que ésta requiere. No debe confundirse a este respecto lo público con lo masivo.

Según la Real Academia Española algo público es "accesible a todos". En este caso, los resultados siguen siendo accesibles a todos. Cualquiera puede obtenerlos en el colegio respectivo. Sólo varía la forma en que se presentan y difunden.

Se trata, por tanto de una precisión al artículo 20° de la ley 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización.

10.- Que la trascendencia de estas disposiciones y su importancia para generaciones de niños hace necesario ratificar el criterio adoptado en las últimas discusiones presupuestarias, incorporando en la citada Ley 20.529, una norma que presente la información derivada de las pruebas del siguiente modo:

• La comunidad nacional dispondrá de cifras agregadas nacionales, regionales, provinciales y comunales.

• Cada establecimiento contará con informes específicos sobre sus resultados.

• Los padres y apoderados pueden solicitar en sus propios establecimientos estos informes.

• Asimismo, los padres y apoderados que buscan colegios para sus hijos pueden solicitar en cualquiera de ellos los informes para tomar una decisión.

Lo anterior permite que estos resultados se utilicen esencialmente con un fin pedagógico que sirva esencialmente:

• A los establecimientos y sus profesores, para verificar el cumplimiento de los objetivos.

• A los padres, para conocer los avances de sus hijos.

• A la opinión pública para disponer de datos generales sobre el sistema educativo.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modifíquese el artículo 20 de la Ley 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización, del modo que sigue:

1.- Elimínese, en su inciso primero, la expresión "y otorgará amplia difusión a".

2.- Intercálese el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser tercero, cuarto y quinto, respectivamente:

"Los resultados de las mediciones de evaluación de logros del aprendizaje sólo podrán presentarse en cifras agregadas de carácter nacional, regional, provincial o comunal referidas a la totalidad de los establecimientos educacionales para el nivel y territorio de que se trate y en informes específicos dirigidos a cada establecimiento que consigne los contenidos deficitarios respectivos."

(Fdo.): Carlos Montes Cisternas, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
______________

1http://www.nytimes.com/2015/10/25/us/obama-administration-calls-for-limits-on-testing-in-schools.html?hp&action=click&pgtype=Homepage&module=second-colum-region&region=top-news&WT.nav=top-new&_r=0
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA AUSENTARSE DEL TERRITORIO NACIONAL LOS DÍAS QUE INDICA, DE CONFORMIDAD A LO DISPUESTO EN EL INCISO TERCERO DEL ARTÍCULO 25 Y EN EL NÚMERO 6) DEL ARTÍCULO 53 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA

(S 1.959-06)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, tiene el honor de informaros acerca de la solicitud de S.E. la Presidenta de la República, cuyo objetivo es que la Corporación dé su acuerdo para ausentarse del territorio nacional los días que indica.





La Sala de la Corporación acordó, en sesión del 20 de diciembre de 2017, que el proyecto fuera conocido por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que vuestra Comisión estudió este tema asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministro, señor Heraldo Muñoz; el Director Jurídico, señor Claudio Troncoso; el Director General de Asuntos Administrativos, señor José Miguel Cruz; el Jefe de Gabinete del Canciller, señor Ricardo Hernández, y la Directora de Prensa del Gabinete del Ministro, señora Lorena Díaz.





- De la Dirección de Asuntos Parlamentarios, el Director (s), señor Renato Valdivia.

- De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Bárbara Horzella.





- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Renato Valenzuela.

- La Asesora del Honorable Senador Ricardo Lagos, señora Leslie Sánchez.





- El periodista del Comité del Partido para la Democracia, señor Gabriel Muñoz.

- El periodista del Comité del Partido Demócrata Cristiano, señor Mauricio Burgos.

- - -

ANTECEDENTES





1.- Oficio de S.E. la Presidenta de la República.- En el oficio N° 1925, de 20 de diciembre de 2017, S.E. la Presidenta de la República indica que, de conformidad con lo previsto en el inciso tercero del artículo 25 y el artículo 53, N° 6), de la Constitución Política de la República, viene en recabar el acuerdo del Honorable Senado para ausentarse del territorio nacional, desde el 6 al 8 de enero y posteriormente desde el 24 al 27 de enero de 2108, conforme al siguiente itinerario.





6 de enero, salida de Santiago a las 12:00 horas, aproximadamente.





7 de enero, visita oficial a la ciudad de La Habana, República de Cuba.





8 de enero, regreso a Santiago a las 22:00 horas, aproximadamente.





24 de enero, salida de Santiago a las 20:00 horas, aproximadamente.





25 de enero, visita oficial a la ciudad de El Salvador, República de El Salvador, para participar en la III Cumbre CELAC-UE 2018.





27 de enero, regreso a Santiago a las 07:00 horas, aproximadamente.





Finalmente señala S.E. que durante su ausencia será subrogada con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro Titular de la Cartera de Interior y Seguridad Pública, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29 de nuestra Carta Fundamental.





2.- Legales.- Se tuvieron a la vista las siguientes disposiciones:





a) Artículo 25, incisos tercero y cuarto, de la Constitución Política de la República que disponen:





“El Presidente de la República no podrá salir del territorio nacional por más de treinta días ni a contar del día señalado en el inciso primero del artículo siguiente, sin acuerdo del Senado.





En todo caso, el Presidente de la República comunicará con la debida anticipación al Senado su decisión de ausentarse del territorio y los motivos que la justifican.”.





b) Artículo 26, inciso primero de la Carta Fundamental que establece:





“Artículo 26.- El Presidente de la República será elegido en votación directa y por mayoría absoluta de los sufragios válidamente emitidos. La elección se efectuará conjuntamente con la de parlamentarios, en la forma que determine la ley orgánica constitucional respectiva, el tercer domingo de noviembre del año anterior a aquel en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones.”.





c) Artículo 53, N° 6, de la Constitución Política de la República que contempla entre las atribuciones exclusivas del Senado, la de otorgar su acuerdo para que el Presidente de la República pueda ausentarse del país por más de treinta días o a contar del día señalado en el inciso primero del artículo 26.

- - -

DISCUSIÓN





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Hernán Larraín, colocó en discusión el oficio de S.E. la Presidenta de la República.





El Ministro de Relaciones Exteriores, señor Heraldo Muñoz, señaló que la solicitud de autorización responde a una invitación extendida por el Presidente de Cuba hace un tiempo atrás.





Recordó que S.E. la Presidenta de la República solamente estuvo en Cuba para participar en la Reunión de Acuerdo entre las FARC y el Gobierno de Colombia, donde Cuba fue uno de los países facilitadores de ese Acuerdo. De hecho, precisó que la negociación se hizo durante todo el tiempo en Cuba, que cumplió un papel muy significativo para que se alcanzara ese acuerdo de paz, lo mismo que Venezuela y Chile como países acompañantes y Noruega como el país facilitador.





Informó que, desde la reanudación de relaciones diplomáticas entre Chile y Cuba en 1995, ambos países han estrechado su cercanía, a pesar de sus diferencias por tener distintos modelos de desarrollo y diferentes prioridades de política exterior. Añadió que la voluntad chilena de un mayor acercamiento político con Cuba se expresa en el aumento de visitas de autoridades y delegaciones empresariales, así como la diversificación de los proyectos de cooperación.





A continuación, explicó que la importancia de este viaje se justifica, entre otros motivos, para tratar los siguientes temas: cooperación para el desarrollo, migraciones, inversiones, desastres naturales y temas de la agenda regional.





En cuanto a la cooperación para el desarrollo, indicó que dicha área ha adquirido vitalidad en los últimos años. Al respecto, manifestó que existe un proyecto triangular en materia de seguridad alimentaria con la Unión Europea, además de que se ha realizado intercambio institucional en materias económicas y comerciales, efectuado talleres sobre sismología y otorgado becas para la formación de capital humano.





Destacó que la visita de la Presidenta de la República servirá para establecer en Cuba el Programa Nacional de Ventilación Asistida, partiendo de la experiencia chilena con el Programa de Asistencia Ventilatoria No Invasiva (AVNI) para personas con enfermedades neuromusculares, liderado por la Unidad de Salud Respiratoria del Ministerio de Salud, sistema implementado con éxito desde hace 11 años en Chile. Añadió que este proyecto incluirá la donación de equipamiento.





Sobre migraciones, informó que es un área de interés común entre Cuba y Chile, sobre todo considerando el nuevo contexto regional de alto flujo de personas.





En lo relativo a inversiones, destacó que Chile se encuentra entre los países que activaron su interés en incrementar sus inversiones en Cuba después del restablecimiento de relaciones entre dicho país y Estados Unidos el año 2014. Añadió que Cuba ha experimentado importantes cambios en su marco normativo, especialmente a partir de la aprobación legislativa y promulgación de la nueva Ley de Inversión Extranjera. Agregó que en diciembre de 2016, nuestro país transmitió a Cuba el interés de ajustar el Acuerdo para la Promoción y la Protección Recíproca de Inversiones, por lo que la visita presidencial ayudaría a gestionar la negociación de un nuevo modelo para los instrumentos de protección de inversiones que, según el Estado cubano podría aplicarse con "países amigos" como Chile. Destacó que las inversiones chilenas en la Cuba alcanzan a los cincuenta y dos millones de dólares, las que podrían subir a más de cien millones.




A continuación, manifestó que con motivo de los desastres naturales acontecidos en el norte de Chile en 2015, Cuba desplegó en el norte de nuestro país una brigada médica especializada en el enfrentamiento de desastres y epidemias, integrada por quince profesionales de la salud, quienes apoyaron los trabajos en esa zona entre los meses de abril y junio de 2015. Asimismo, expresó que tras los feroces incendios ocurridos en Chile durante enero del año pasado, el gobierno cubano ofreció brindar cualquier ayuda que estuviera a su alcance.





La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chahuán, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro, acordó recomendar a la Sala la aprobación de la solicitud de autorización.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 2 de enero de 2018, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Francisco Chahuán Chahuán, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 2 de enero de 2018.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DECLARA FERIADO EL 16 DE ENERO DE 2018 PARA LA REGIÓN METROPOLITANA DE SANTIAGO, CON MOTIVO DE LA VISITA DE SU SANTIDAD EL PAPA FRANCISCO

(11.544-06)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

- - -

Se deja constancia que por tratarse de un proyecto con urgencia calificada de “discusión inmediata” y de artículo único, y en conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, se discutió la iniciativa en general y en particular a la vez.

Del mismo modo, se hace presente que en sesión celebrada el día 2 de enero de 2018, la Sala del Senado había dispuesto, inicialmente, que la iniciativa de ley fuese conocida por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y por la Comisión de Hacienda, en su caso. Posteriormente, en la misma sesión acordó que fuese conocida únicamente por la última de dichas comisiones.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


El proyecto de ley tiene el propósito de declarar feriado el día 16 de enero de 2018 en la Región Metropolitana, con motivo de la visita del Papa Francisco a nuestro país.
- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes de hecho.


El Mensaje con que el Ejecutivo da origen al proyecto de ley da cuenta, en primer lugar, de que el Papa Francisco (Jefe Supremo de la Iglesia Católica y máxima autoridad del Estado de la Ciudad del Vaticano), visitará Chile en enero de 2018, oportunidad en que recorrerá las ciudades de Iquique, Santiago y Temuco.

Añade que, en reiteradas ocasiones, el Estado ha legislado declarando festividades religiosas como feriados nacionales o regionales, con el fin de asegurar el libre ejercicio de la libertad religiosa y de cultos. Con dicho objetivo, y atendiendo la gran expectativa que genera la visita de Su Santidad, es que por medio de la ley N° 21.051 ya se estableció que los días 17 y 18 de enero de 2018 serán feriados regionales en las regiones de La Araucanía y Tarapacá, respectivamente. 

En el mismo predicamento, y con la finalidad de que la región Metropolitana tenga el día 16 de enero un funcionamiento más tranquilo, seguro y ordenado, que permita participar de las actividades programadas a todas las personas que quieran hacerlo, es que el Gobierno ha decidido impulsar la iniciativa legal que se somete a consideración del Congreso Nacional.  

Discurre el Mensaje, enseguida, sobre que Chile es un Estado sin confesión religiosa y, por lo mismo, respetuoso de todo culto y expresión de naturaleza espiritual. La Constitución Política de la República, de hecho, consagra la separación entre la Iglesia y el Estado, tal como lo hiciera, por primera vez, la Constitución del año 1925. 

El artículo 19 N° 6 de la Carta Fundamental, en efecto, asegura a todas las personas “La libertad de conciencia, la manifestación de todas las creencias y el ejercicio libre de todos los cultos que no se opongan a la moral, a las buenas costumbres o al orden público”. En el mismo sentido, la Convención Americana de Derechos Humanos precisa los contenidos del derecho a la libertad de conciencia y de religión en su artículo 12, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas, en su artículo 18 señala que “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión”.

Del mismo modo, asiste también al Estado el deber constitucional de estar al servicio de la persona humana, siendo un  hecho público, tal como ha ocurrido en otros países de la región, que esta clase de eventos genera una gran conmoción social.

Es en virtud de las consideraciones expuestas, culmina el Mensaje, que se ha considerado relevante asegurar que los habitantes de la región Metropolitana puedan asistir sin dificultades a los eventos públicos que se susciten con ocasión de la visita del Papa Francisco. 
- - -

DISCUSIÓN GENERAL Y PARTICULAR

Puesto en votación el artículo único del proyecto de ley, en general y particular, fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Coloma, García y Lagos, y se abstuvo el Honorable Senador señor  Montes.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 19 de diciembre de 2017, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

La presente iniciativa legal tiene por objeto declarar como feriado el día 16 de enero de 2018 en la Región Metropolitana, con motivo de la visita del Papa Francisco.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El costo fiscal estimado de declarar un día feriado en la Región Metropolitana, supone que este costo asciende a un monto equivalente a autorizar horas extra para la recuperación del 100% de las horas no trabajadas durante un día de las personas ocupadas en las instituciones del Gobierno Central en esta región. Lo anterior con el fin de realizar las labores que no se efectuarán en el respectivo día feriado.

Este costo fiscal del feriado en la Región Metropolitana alcanza a $6.377 millones. Este cálculo considera la asignación de modernización de la Ley N°19.553, y las modificaciones contenidas en la Ley N°20.212 en sus tres componentes.

Cabe señalar que en la estimación no se incluye al personal afecto al código del trabajo, jornales, vigilantes ni honorarios asimilados a grado del Gobierno Central. Tampoco se considera al personal médico afecto a las Leyes N°19.664 y N°15.076, ni el personal civil de las instituciones afectas a la escala de las FF.AA. Tampoco se considera el posible efecto de recuperación de horas no trabajadas en el sector público descentralizado.

Finalmente, la estimación no incluye los posibles costos en el sector privado por menor producción ni los impactos de una menor recaudación fiscal asociada a esa menor actividad.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, se financiará con cargo a las partidas presupuestarias respectivas de los servicios del Gobierno Central.”.

Se deja constancia del precedente Informe Financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación, en general y particular, del proyecto de ley, en los mismos términos que lo hiciera la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase feriado el 16 de enero de 2018 para la Región Metropolitana de Santiago, con motivo de la visita de Su Santidad el Papa Francisco.”. 

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 2 de enero de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber. 


Sala de la Comisión, a 2 de enero de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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